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Resumen 

 

Este trabajo examina la violencia motivada por ideologías de izquierda revolucionaria en la 

Universidad Nacional de Colombia desde la década de 1960 hasta el presente. A partir de 

una reconstrucción histórica, provee un panorama del fenómeno, caracterizando sus 

actores, repertorios discursivos y modalidades de acción, y evidenciando sus variaciones en 

el tiempo. Sirviéndose de la Sociología Cultural ïque subraya la importancia de los 

horizontes compartidos de significado en la orientación moral y emocional de cualquier 

colectividad socialï, el estudio identifica cómo dentro de la comunidad universitaria se han 

conformado dos estructuras culturales en tensión: el discurso militante-revolucionario, a 

partir del cual se articulan las acciones de violencia, y el discurso civil -democrático, a partir 

del cual se articulan las acciones de resistencia a la violencia. Se plantea que uno de los 

efectos sobresalientes de la violencia revolucionaria ha sido debilitar sistemáticamente la 

vida democrática propia del campus. Las fuentes empleadas por el estudio combinan 

prensa, testimonios de profesores y estudiantes, documentos del Archivo Central de la 

Universidad Nacional y otros acervos documentales. Sus hallazgos arrojan luz sobre el 

papel jugado por las universidades públicas durante el conflicto armado y sobre el 

papel que habr§n de jugar en el llamado ñPosconflictoò.  
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Abstract 

This work examines the violence motivated by revolutionary left ideologies at the 

Universidad Nacional de Colombia, from the 1960s to the present. Based on a historical 

reconstruction, it provides an overview of the phenomenon, characterizing its actors, 

discursive repertoires and modes of action, and exposing its variations. From a Cultural 

Sociology framework ïwhich emphasizes the importance of shared horizons of meaning in 

the moral and emotional orientation of any social communityï, the study identifies two 

opposing cultural structures that were formed within the university community: the 

militant-revolutionary discourse, from which the actions of violence are articulated, and the 

civil -democratic discourse, from which actions of resistance to violence are articulated. It is 

argued that one of the outstanding effects of revolutionary violence has been to 

systematically weaken the democratic life on the campus. This research combines various 

types of sources: the press, interviews with professors and students and documents from the 

Central Archive of the Universidad Nacional de Colombia. Its findings shed light on the 

role played by public universities during the armed conflict and on the role they will be 

playing in the so-called ñPost-conflictò. 

 

Keywords 

public education, university campuses, higher education, university students, violence, civil 

society, student movements, democracy, peacebuilding, peace education, revolutionary 

movements, student unrest, guerrilla activities, urban warfare, civil war, cultural sociology, 

extremism  
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INTRODUCCIÓN  

Como otras universidades públicas en el país, a lo largo de su historia el campus de la 

Universidad Nacional de Colombia ha sido escenario de múltiples violencias, una de las 

cuales es la violencia motivada por ideolog²as de izquierda revolucionaria, o ñviolencia 

revolucionariaò. Este tema ha recibido profusa atenci·n por parte de los medios masivos de 

comunicación, aunque rara vez ha sido objeto de reflexión académica sistemática.  

Con frecuencia, en el interior de la comunidad universitaria esta violencia ha sido 

minimizada, despachada como una realidad más bien irrelevante o incluso como no 

problemática. El interés por ella ha tendido a concentrarse en los sectores más 

conservadores de la sociedad colombiana, a quienes el fenómeno despierta una profunda 

antipatía y cuya respuesta ha sido, en general, propagar estereotipadas representaciones de 

la universidad pública, retratarla como un templo del fanatismo subversivo. Quizás exista 

entre la academia colombiana la percepción de que al problematizar la violencia 

revolucionaria en la universidad pública se está condescendiendo con dicho estigma; pero 

tal percepción, intentaré mostrar, es equivocada. 

Otra objeción a estudiar esta clase de problemas es que, en un país con un robusto historial 

de homicidios, atentados, masacres, desplazamientos forzados, desapariciones, violaciones 

y torturas, en un país cuya cotidianidad transcurre entre violencias casi obscenamente 

agresivas, no tiene sentido ocuparse de manifestaciones violentas de tan baja intensidad 

como las pedreas universitarias, que acaso producirán ocasionales traumatismos urbanos, 

pero cuyas consecuencias rara vez son letales. Mi respuesta a esta objeción es simple: al no 

estudiar el fenómeno, es imposible dimensionarlo de manera correcta y fiable. Además, 

incluso si no amenaza directamente la integridad física de las personas al mismo nivel de la 

acción narcoparamilitar o el pandillismo juvenil, por ejemplo, el impacto de la violencia 

revolucionaria en la vida universitaria, e incluso en la vida social fuera del campus, podría 

ser en cualquier caso significativo y el único modo de saberlo es investigándolo. 

Lo más cercano que existe, en la actualidad, a una investigación sobre la violencia 

revolucionaria en la universidad colombiana, son los estudios sobre el conflicto 

universitario y el movimiento estudiantil. Desde luego, hay puntos en común entre esos 
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trabajos y el mío y, en muchos sentidos, el mío es un trabajo más sobre el mismo asunto. La 

diferencia es que tales estudios se abstienen de tematizar la violencia en sí, y prefieren 

tratarla como una derivación más o menos inmediata del conflicto entre movimiento 

estudiantil y autoridades universitarias o extrauniversitarias. Según creo, esta perspectiva 

podría conducirnos a una indistinción problemática, o a una continuidad demasiado 

estrecha, entre conflicto y violencia, y por tanto es necesario tematizar la violencia como 

tal, aun cuando el proceso investigativo involucre eventualmente la identificación de 

conflictos.  

Aún más, los analistas han tendido a adoptar un marco inadecuado para interpretar el 

conflicto en los campus, concibiéndolo como un reflejo mecánico de condiciones sociales 

extrauniversitarias, es decir, proyectando a la realidad universitaria como un epifenómeno 

que no obedece a sus propias dinámicas sino a fuerzas extrañas. Me parece crucial, en 

contraste, recuperar la especificidad analítica del contexto universitario, lo que no quiere 

decir perder de vista la interacción entre universidad y factores sociales externos, sino 

estudiar los mecanismos específicamente universitarios que le dan forma a las realidades 

del campus. Si superamos la idea de la universidad como ente meramente pasivo y receptor 

de lo externo, es posible preguntarnos ya no solo por los efectos de la violencia en la 

universidad, sino por la agencia distintiva de la institución universitaria en los procesos de 

reproducción de la violencia. Al mismo tiempo, esta conceptualización nos abriría la 

posibilidad de pensar una agencia distintiva de la universidad en los procesos de 

construcci·n de ñpazò.  

Me baso en la trayectoria histórica de la Universidad Nacional de Colombia para ofrecer 

una mirada de conjunto al problema de la violencia revolucionaria en los campus. Se trata 

de una aproximación introductoria, que pretende captar apenas la complejidad del 

fenómeno, caracterizar la multiplicidad de sus actores y prácticas e identificar sus 

transformaciones en el tiempo. Enfrento, en el camino, dos preguntas de fondo: cuáles 

fueron las razones de su surgimiento y cuáles han sido sus efectos más sobresalientes.  

La investigación consta de 7 capítulos. Los primeros dos definen mi marco teórico general, 

la perspectiva a partir de la cual voy a pensar a la institución universitaria. El capítulo 1 se 

ocupa de mis presupuestos sociológicos más amplios. En concreto, plantea la centralidad de 
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la ñculturaò en el an§lisis, entendiendo por cultura el dominio del significado socialmente 

construido y colectivamente compartido, mundo estructurado de símbolos que opera bajo 

sus propias lógicas, con relativa autonomía respecto a otras fuerzas sociales de tipo más 

material. Este capítulo expone también mi metodología de investigación, esto es, el modo 

en que estudio la cultura. A partir de los textos producidos por una comunidad social dada, 

busco reconstruir interpretativamente las estructuras profundas de significado que la 

definen en tanto colectividad. Este procedimiento, bautizado como ñhermen®utica 

estructuralò por los soci·logos Jeffrey Alexander y Philip Smith (2003), permite identificar 

los códigos, o series de oposiciones binarias, a partir de los cuales las colectividades 

estructuran su identidad común y elaboran sus discursos y sus prácticas.  

El capítulo 2 plantea una aproximación cultural a la universidad, concentrándose en uno de 

los c·digos que estructuran la vida universitaria: el c·digo ñcivilò. Reinterpretando desde 

mi marco analítico los planteamientos sobre ñsociedad civilò de Antonio Gramsci, 

conceptualizo lo ñcivilò como una estructura cultural orientada normativamente a la 

construcción de consenso social mediante la persuasión de tipo democrático. La 

complejidad y singularidad de la institución universitaria me llevan a definirla, a 

continuación, como una institución parcialmente civil. Aunque sus procesos internos no se 

encaminen principal ni exclusivamente a la construcción de intercambios sociales 

democráticos sino a la producción y reproducción del conocimiento, el correcto 

funcionamiento de la universidad presupone la existencia de una cierta vitalidad 

democrática en su interior, de una cierta esfera civil en el campus.  

Para ilustrar esta conceptualización con un caso empírico, el capítulo finaliza con una 

somera reconstrucción histórica de la Universidad Nacional de Colombia. Con recurso a 

fuentes secundarias, esta reconstrucción evidencia el proceso de nacimiento y evolución de 

una estructura cultural civil en el interior de esta institución.  

El capítulo 3, también teórico y apoyado en revisión bibliográfica, examina la pregunta por 

las causas de la violencia revolucionaria en los campus universitarios. Parto de una 

caracterizaci·n de lo ñrevolucionarioò como un c·digo diferenciado del ñcivilò, orientado 

normativamente a la insurrección popular contra élites conjuradas en el poder, que en lugar 

de consenso democrático persigue la abrupta ruptura del sistema social y, en lugar de vías 
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persuasivas, defiende la coerci·n practicada por ñel puebloò como una respuesta legítima a 

la coerción del Establecimiento. Por esta razón, el código revolucionario, no el civil, es el 

discurso guía o el eje estructurador de las justificaciones morales y emocionales de la 

violencia revolucionaria. 

Para responder a la pregunta por el origen de la violencia revolucionaria en un entorno 

parcialmente civil como el universitario, en este capítulo se exponen críticamente múltiples 

aportes de las ciencias sociales, nacionales e internacionales, sobre los procesos de 

politización revolucionaria en los campus, incluida la literatura disponible sobre conflicto 

universitario y movimiento estudiantil colombiano. La columna vertebral de este ñestado 

del arteò es el contrapunteo entre posturas ñinternalistasò (aquellas que contemplan 

variables explicativas intra-universitarias) y ñexternalistasò (aquellas que no las 

contemplan). Al final, el capítulo no proporciona una respuesta concluyente sino un 

panorama de posibles respuestas que, sin duda, merecería un concienzudo ejercicio de 

síntesis en una investigación ulterior. 

Los restantes cuatro capítulos conforman la parte empírica y analítica de mi estudio, y se 

concentran en la pregunta por los efectos sociales de la violencia revolucionaria en el 

campus. 

El capítulo 4 expone cómo se ha especificado el código revolucionario en el caso de la 

Universidad Nacional de Colombia, las formas concretas que ha adoptado y los actores que 

lo han promovido. Una característica general de este discurso es que busca definirse como 

una vanguardia intelectual en un contexto que, como la universidad, alienta la formación de 

expresiones vanguardistas de pensamiento.  

Ahora bien, el código revolucionario en la Universidad Nacional ha adoptado dos 

diferentes estructuras de significado, o ñlibretosò, que representan posiciones rivales acerca 

de cómo definir la aspiración revolucionaria en un contexto específicamente universitario. 

De un lado está el gremialismo revolucionario, encarnado en el libreto de la universidad 

militante; de otro lado está el activismo revolucionario anti-gremial, encarnado en el libreto 

de la anti-universidad. Los libretos compiten entre sí en torno a cuál representa la auténtica 

vanguardia intelectual, y diferenciarlos es relevante porque legitiman diferentes tipos de 

violencia en el campus. Dentro del vasto y polifac®tico ñcampo revolucionarioò de la 
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Universidad Nacional, cada libreto es movilizado por sus propios actores, que con 

frecuencia han adoptado la forma de organizaciones políticas. La discrepancia entre estos 

libretos podría ayudar a explicar algunos puntos de fractura que aparecen entre 

organizaciones políticas que, a un nivel macro, parecen tener plataformas ideológicas muy 

cercanas. 

El capítulo 5 es el corazón de esta investigación. En él se reconstruye históricamente la 

formación de un campo revolucionario en la Universidad Nacional de Colombia, a fin de 

evidenciar que uno de los efectos sistemáticos de la violencia revolucionaria en el campus, 

desde los años sesenta hasta el presente, ha sido erosionar la esfera civil universitaria, es 

decir, la vida democrática en la universidad.  

Sobre este punto, no obstante, es necesario reconocer matices. Los niveles de dicha erosión 

no han sido estables sino muy variables, en esencia porque la violencia revolucionaria no 

ha sido monolítica, sino que ha sufrido transformaciones en el tiempo. Para caracterizar 

esas transformaciones propongo cuatro variables. La variable principal es el libreto 

prevaleciente dentro del campo revolucionario universitario, que determina distintas 

modalidades de acción violenta, más o menos intensas o agresivas. La segunda variable es 

el nivel de respaldo que tiene el discurso revolucionario dentro de la comunidad 

universitaria, que determina la capacidad de acción violenta de sus militantes. La tercera es 

el grado de estructuración organizativa del campo revolucionario, que determina la 

fortaleza o debilidad de sus mecanismos auto-regulatorios frente a la acción violenta. La 

cuarta es el nexo entre militancia revolucionaria y academia, que determina la proclividad 

negociadora de los activistas revolucionarios con las autoridades universitarias. 

Combinando estas cuatro variables, se traza una periodización histórica de la violencia 

revolucionaria en la Universidad Nacional de Colombia. En un primer período (1958-

1971), el tipo predominante de violencia se orientó sobre todo a transformar los procesos 

internos universitarios en reproductores del discurso revolucionario, mediante una 

modalidad que denomino ñviolencia homogenizadoraò, cuyos repertorios de acci·n fueron 

relativamente sutiles. En este período, la capacidad de acción violenta de los militantes 

revolucionarios fue la más alta en la historia, porque sus niveles de respaldo fueron muy 

altos, pero a la vez tuvo los mayores niveles de autorregulación y la mayor proclividad 
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negociadora. El segundo período (1972-1989) representó el pico histórico de la violencia 

revolucionaria en la Universidad Nacional. Ello ocurrió porque el tipo predominante de 

violencia se orientó entonces a la transformación del campus en un escenario de 

confrontaci·n directa con el Estado, mediante una modalidad que denomino ñmilitarizaci·n 

guerrillera del campusò, cuyos repertorios de acci·n fueron bastante m§s agresivos que los 

vistos en la década precedente y que, en general, significaron la gradual importación de la 

lógica de la guerra de guerrillas al contexto universitario. Si bien en este período hubo un 

descenso en la capacidad de acción violenta de los militantes revolucionarios (pues 

decayeron sus niveles de respaldo en la comunidad universitaria), a la vez se debilitaron sus 

mecanismos de autorregulación y se produjo una pérdida ostensible de su proclividad 

negociadora con autoridades universitarias. Finalmente, el tercer período (1990-2018) 

representó un desescalamiento más o menos sostenido de la violencia revolucionaria en la 

Universidad Nacional. Los militantes revolucionarios retornaron a la ñviolencia 

homogenizadoraò como orientaci·n predominante, lo que implic· un retorno concomitante 

a repertorios de violencia algo más sutiles. Si bien no fue reconstruida, de manera clara, su 

proclividad negociadora con las autoridades universitarias, los niveles de respaldo del 

discurso revolucionario entre la comunidad universitaria (sin llegar a ser despreciables) 

llegaron a los puntos más bajos, por lo que se redujo su capacidad de acción violenta, al 

tiempo que una cierta recomposición organizativa restableció en parte sus mecanismos de 

autorregulación. 

Los últimos dos capítulos del estudio abordan el problema de la violencia revolucionaria en 

la Universidad Nacional de Colombia desde otra perspectiva. Aceptar que uno de los 

efectos sobresalientes de esta clase de violencia ha sido el desmantelamiento progresivo de 

la vida democrática del campus no implica que la conservación de una esfera civil 

universitaria dependa solo de la fortaleza o debilidad del campo revolucionario. Obedece 

también, en parte, a sus propias respuestas de auto-protección. Si la universidad es un 

contexto institucional parcialmente civil, es lógico que en el campus afloren conflictos de 

cara a las pretensiones decididamente anti-civiles. En un esfuerzo por conservar su 

vitalidad democrática, es previsible que los sectores civiles de la universidad tiendan a 

impulsar procesos de resistencia a la violencia revolucionaria. 
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El capítulo 6 presenta las justificaciones invocadas por los sectores civiles de la 

Universidad Nacional de Colombia para oponerse a la violencia revolucionaria. En este 

punto sobresale una similitud y una diferencia respecto a lo expuesto en el capítulo 4: a 

diferencia del campo revolucionario, los actores democráticamente orientados rara vez 

adoptaron la formas de organizaciones, operando en cambio como individuos aislados o 

mediante coordinaciones colectivas coyunturales; y semejante al campo revolucionario, 

hubo dos modos alternativos de especificar el código civil en el entorno universitario, esto 

es, dos ñlibretosò: el libreto de la legitimidad y el libreto de la cualificación. Mientras el 

primer libreto objeta la condición minoritaria y marginal de la violencia revolucionaria en 

el campus, es decir su carácter autoritario, el segundo objeta su incompetencia según 

estándares de calidad académica, es decir, le reprocha no ser suficientemente interesante 

ante audiencias entrenadas en la academia.  

Esta distinción es crucial porque, como propone el capítulo 7, los dos libretos tienen 

distintos efectos deslegitimadores de la violencia revolucionaria y re-legitimadores de lo 

civil en el campus. El capítulo final esboza una reconstrucción histórica de la resistencia 

civil a la violencia revolucionaria en la Universidad Nacional de Colombia, abarcando el 

período que va desde la década de los sesenta hasta el presente. La exposición se encamina 

a evidenciar varios puntos: primero, que a lo largo de las décadas las expresiones de 

resistencia civil a la violencia revolucionaria en el campus han sido permanentes, si bien 

con algunas coyunturas más fecundas que otras. Segundo, que la alternancia entre los dos 

libretos de la resistencia también ha sido constante. Y tercero, que la experiencia histórica 

de la Universidad Nacional sugiere, en general, que las resistencias civiles a la violencia 

revolucionaria articuladas a partir del libreto de la cualificación podrían ser más efectivas 

que aquellas construidas a partir del libreto de la legitimidad. Mi hipótesis es que ello 

podría ser así porque solo la lógica discursiva del libreto de la cualificación apunta a 

socavar la auto-identificación de los militantes revolucionarios como vanguardia 

intelectual, contraponiendo la civilidad académicamente enriquecida como el auténtico 

pensamiento vanguardista. 

Finalmente, las conclusiones sintetizan los principales hallazgos de mi estudio y describen 

una agenda de investigación que podría derivarse de él (agenda relacionada, en particular, 
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con el papel que habr§n de jugar las universidades en esta etapa llamada ñPosconflictoò), 

los posibles desarrollos del marco interpretativo propuesto, otros enfoques metodológicos y 

archivos que sería importante explorar, nuevos actores institucionales que, en conjunto con 

la comunidad académica, podrían aportar en el esclarecimiento de una realidad vastamente 

inexplorada. 

En cuanto a las fuentes empíricas de este trabajo, el núcleo reposa en entrevistas a 

estudiantes, exestudiantes, profesores y exprofesores de la Universidad Nacional de 

Colombia. La mayoría de estas entrevistas (18) las conduje personalmente entre 2016 y 

2018, aunque también utilicé otras realizadas de 2004 a 2005 por la socióloga Rocío 

Londo¶o para el documental ñCiudad Blancaò, y que se encuentran p¼blicamente 

accesibles en internet (7). 

Los capítulos 4 y 6 están construidos a partir de dos archivos documentales. De un lado, un 

archivo de documentos escritos por organizaciones revolucionarias que han operado en la 

Universidad desde los sesenta, especialmente dentro del movimiento estudiantil. De otro 

lado, un archivo de documentos escritos por actores universitarios que reprochan, 

empleando argumentaciones civiles, los actos de violencia revolucionaria en el campus. 

Los capítulos 5 y 7 están construidos, además, a partir de revisión de prensa, especialmente 

el periódico El Tiempo, que es el principal medio impreso del país. También consulté otros 

periódicos tradicionales como El Espectador, periódicos alternativos como Tribuna Roja o 

Voz Proletaria, o periódicos universitarios como De Frente. Complementé la información 

mediática con otra fuente documental que resultó de inmenso provecho: las actas del 

Consejo Académico que reposan en el Archivo Central de la Universidad Nacional.  

Todas estas fuentes se encuentran detalladamente discriminadas en la sección de 

ñReferenciasò, al final de mi investigaci·n.  
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CAPÍTULO 1 ï EL PAPEL DE LA CULTURA Y CÓMO ESTUDIARLA  

 

Los presupuestos analíticos más amplios adoptados por esta investigación provienen de la 

Sociología Cultural, una tradición intelectual nacida en Estados Unidos en 1987
1
 que 

estudia los modos en que las estructuras culturales afectan la vida social. La premisa central 

de la Sociología Cultural es que toda acción, sin importar cuán instrumental o reflexiva sea 

o cuán coaccionada esté desde el exterior, se halla inscrita en un horizonte afectivo y de 

significado -horizonte cultural- (Alexander & Smith, 2003, p. 12). La experiencia cotidiana 

de las personas está repleta de creencias, emociones, fantasías y representaciones 

inconscientes que conducen a heroizar ciertas decisiones públicas, a aborrecer ciertos 

personajes, a exotizar ciertas poblaciones, a naturalizar rutinas fuertemente extenuantes. A 

contrapelo de algunas tradiciones weberianas y marxistas, la Sociología Cultural parte de 

constatar que nuestro mundo contemporáneo está, como el arcaico, poblado de 

significados; mitos, ficciones y s²mbolos. No es un mundo desencantado o ñvaciado de 

esp²rituò por el despliegue implacable de la racionalidad técnica moderna. 

 

Esta idea fundamental hunde sus raíces en un autor tan clásico para la Sociología como 

Émile Durkheim. En sus escritos tardíos, y notablemente en Las formas elementales de la 

vida religiosa, Durkheim (2012) desarrolló una teoría religiosa de las sociedades seculares, 

según la cual el mundo social moderno no está gobernado por impulsos rígidamente 

instrumentales. Lo mismo que en una religión, los individuos contemporáneos tienen una 

fuerte orientación emocional hacia fines trascendentes supra-individuales. Lo mismo que en 

un ritual religioso, el mundo secularizado recurre a prácticas para afirmar la fervorosa 

adherencia a un conjunto de creencias colectivas, revitalizando así las solidaridades 

sociales. Aunque dichas creencias no tienen que ver con inquietudes cosmogónicas del Más 

Allá sino con las mundanas preocupaciones del más-acá, para Durkheim siguen siendo 

ñreligiosasò en la medida en que mantienen un car§cter sagrado. El orden social moderno es 

entonces un orden sagrado, cuya autoridad se ejerce más por la aquiescencia que representa 

 

1 
 Philip Smith menciona el a¶o 1987 como un ñmomento fundacionalò para la Sociolog²a 

Cultural, pues entonces se designó la Sección Cultural en la American Sociological Association ï

ASAï (Smith, 1998). 
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un compromiso voluntario con valores compartidos interiorizados que por el ejercicio de la 

coerción externa. La base de las comunidades sociales organizadas está en sus símbolos 

comunes y las clasificaciones simbólicas de los objetos del mundo ocurren no solo por 

necesidad cognitiva, sino por la necesidad moral y emocional de evaluar el mundo según 

estructuras de lo sagrado (ñbuenoò) y lo profano (ñmaloò).  

 

En la misma dirección, la Sociología Cultural parte de una concepción de los actores 

sociales como seres guiados por ñcosasò alojadas en su interior: sentimientos, ideas, 

percepciones, representaciones. En ese caso, su mundo es un mundo cargado de 

subjetividad. Las suyas no son solo conductas en el mundo, sino experiencias del mundo. 

No respuestas mecánicas a un orden objetivo sino acciones cargadas de significados. 

Significados que, por otra parte, no son productos de su deseo individual sino socialmente 

construidos y colectivamente compartidos; son, entonces, cultura, si entendemos por 

ñculturaò el orden correspondiente a la acci·n significativa (Alexander, 1990, pp. 2-3).  

 

Al distinguir nítidamente estructura social y estructura cultural, la Sociología Cultural 

enfatiza el estudio de esta última, examinando sus mecanismos internos y sus efectos 

espec²ficos, es decir, partiendo de conceptualizar una cierta ñautonom²a culturalò. Las 

fuerzas sociales y culturales operan mediante sus propias lógicas y, si bien se hallan 

interpenetradas en el nivel más concreto y empírico, son entidades analíticamente 

independientes entre sí (Kane, 1998). 

 

Defender la idea de una ñautonom²a culturalò significa concebir la cultura como un poder 

organizador de la vida social, un poder aut·nomo respecto a fuerzas m§s ñmaterialesò y 

ñrealesò como la econom²a y la pol²tica. Esta premisa ha dado en llamarse el Programa 

Fuerte de la teoría cultural (Alexander & Smith, 2003). En clave positivista, implica 

considerar a la cultura como una ñvariable independienteò; no como factor a explicar sino 

como factor explicativo; no como fenómeno estructurado sino como fenómeno estructural. 

Para evitar caer en un reduccionismo idealista, esta autonomía no debe entenderse como 

absoluta sino como relativa. Estructura cultural y estructura social son entonces 

dimensiones presentes en toda acción, cada una relativamente independiente de la otra; 
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ninguna de las dos ñdeterminaò la acci·n, ambas la ñinformanò. 

 

Para conceptualizar la autonomía relativa de la cultura, la Sociología Cultural adopta una 

posici·n te·rica y metodol·gica denominada ñhermen®utica estructuralò (Alexander & 

Smith, 2003), es decir, una aproximación que articula hermenéutica y estructuralismo. La 

hermenéutica comparte con la Sociología Cultural la visión de los actores sociales como 

seres motivados por el significado subjetivo que atribuyen a sus experiencias y no solo por 

est²mulos externos ñobjetivosò (pp. 14-15). Dilthey, uno de los grandes referentes de la 

teoría hermenéutica, planteaba que las ciencias sociales (por él llamadas ñciencias del 

esp²rituò) deb²an considerar los estados mentales de los actores. Al no ser estos observables 

desde afuera, las ciencias sociales debían acoger la interpretación como método de estudio. 

Ahora bien, la interpretación no es una técnica para acceder a la cabeza de los actores hasta 

descifrar su vida interna y llegar a casi experimentar lo que aquellos experimentan. Lo que 

busca, en cambio, es abstraer el orden ideal y al mismo tiempo colectivo que construyen 

actores naturalmente orientados hacia el mutuo entendimiento, las categorías generales que 

posibilitan el conocimiento común. Tal orden no es manipulado al antojo de los individuos, 

sino una realidad supraindividual que se les impone (Alexander, 1987, pp. 285-288). El 

problema hermenéutico es, entonces, cómo acceder al significado de las acciones sociales, 

entendiendo por significado algo distinto a las intenciones e intereses subjetivos de los 

actores. El significado se refiere, más bien, a aquellas categorías generales que conforman 

lo que contempor§neamente llamamos ñculturaò. 

 

El éxito de la hermenéutica depende de si es capaz de aislar el significado de las acciones 

sociales de su contexto situacional, algo que solo es posible si se trata a la acción 

significativa como si fuera un texto escrito (Ricoeur, 1973). Para entender esta idea es 

necesario reconocer la diferencia entre discurso hablado y escrito. El discurso hablado es 

siempre un evento contingente, es decir, que ocurre en una duración y espacialidad 

específicas y está dirigido a una audiencia concreta en interacción con el hablante. El 

lenguaje escrito, en cambio, es la fijación de un evento discursivo en un soporte material 

que permanece en el tiempo, abierto a la lectura de una audiencia que no es ni concreta ni 

se encuentra en interacción directa con el autor; es potencialmente cualquiera que sepa leer. 
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Ricoeur explica que en el evento discursivo el significado de ñlo dichoò se solapa con la 

intención subjetiva de quien habla, mientras que en el texto escrito cesa tal coincidencia. 

Puesto que es imposible recurrir a la presencia psicol·gica del autor para ñrescatarò el 

significado de ñlo dichoò, en el texto el significado verbal y las intenciones mentales del 

autor se disocian; lo que el texto dice pasa a importar más que lo que el autor quiso decir (p. 

95). Adicionalmente, el lenguaje hablado se compone siempre de referencias ñostensivasò a 

la situaci·n, en tanto que el texto se refiere a ñmundosò, que son referentes no situacionales, 

dimensiones simbólicas de un cierto ser-en-el-mundo. Solo a través de la escritura el 

discurso pierde su naturaleza de transacción dialógica y puede entenderse como proyector 

de un mundo (pp. 95-97). Cuando Ricoeur propone tratar a la acción significativa como un 

texto está diciendo que el significado de la acción solo puede captarse tras un proceso de 

objetivización semejante al que ocurre cuando un discurso hablado se fija en la escritura. 

 

Para lograrlo, el analista social se debe aproximar a la acción significativa como si esta 

estuviera despojada de contingencia, es decir, como si los actores no estuvieran 

dirigiéndose a otros actores presentes en la inmediatez de la interacción sino a una 

audiencia desconocida y amplia. Solo as² el significado ñse fijaò en la acci·n 

independientemente de las intenciones subjetivas de los actores. Ello es posible pues, como 

dijimos, uno de los presupuestos teóricos de la hermenéutica es que el entendimiento entre 

los actores sociales depende de la apelación a categorías generales y despersonalizadas. La 

hermen®utica se interesa, desde luego, por captar del ñtodo culturalò, y no solo sus 

expresiones fragmentarias. El ñtodoò se refiere al orden ideal y supraindividual del que 

hablaba Dilthey y que contempor§neamente llamamos cultura. Pero mientras las ñpartesò, 

las acciones significativas consideradas como textos, tienen existencia objetiva ïuna 

presencia material en palabras, declaraciones y gestos de actores socialesï, el ñtodoò 

cultural tiene una existencia virtual. No puede encontrarse físicamente en ningún lado sino 

como reconstrucción hermenéutica de las partes. Expresado de otra forma: solo a través de 

las partes, esto es, ñlo dichoò (the said), es posible acceder al todo cultural, esto es, ñlo 

decibleò (the sayable) (Rambo & Chan, 1990, p. 647). La relación entre el todo y las partes, 

sin embargo, tiene un carácter circular, pues el reconocimiento de las partes necesita, al 

mismo tiempo, una cierta preconcepción del todo (Ricoeur, 1973, p. 106). Este proceso 
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metodol·gico (que ha dado en nombrarse ñc²rculo hermen®uticoò) implica que el analista 

no dispone de pautas ñobjetivasò para la interpretaci·n de las partes. Necesariamente est§ 

obligado a valerse de nociones intuitivas, lo que en realidad quiere decir que al interpretar 

debe apelar a la subjetividad de sus propios antecedentes culturales
2
.  

 

El autor que de manera más decidida retomó el legado filosófico de la hermenéutica fue el 

antropólogo estadounidense Clifford Geertz, cuyo trabajo estuvo consagrado a afirmar la 

textualidad de la vida social, es decir, a mostrar la acción social como inscrita en un texto 

cultural (Smith, 2011, p. 27) y a la cultura como ñtexto vividoò (Alexander & Smith, 2003, 

p. 23).  

 

Creyendo con Max Weber que el hombre es un animal inserto en tramas de significación 

que él mismo ha tejido, considero que la cultura es esa urdimbre y que el análisis de la 

cultura ha de ser, por lo tanto, no una ciencia experimental en busca de leyes, sino una 

ciencia interpretativa en busca de significaciones (Geertz, 2003, p. 20).  

 

Esa compleja ñurdidumbreò es conceptualizada por Geertz como ñsistema culturalò, mundo 

estructurado de significaciones socialmente construidas, interrelacionadas y expresadas en 

símbolos. La organización de esos símbolos, de forma más o menos sistemática, influye 

sobre las experiencias significativas de los actores y gu²a sus acciones. La ñdescripci·n 

densaò que recomienda Geertz no consiste, por tanto, en meros registros descriptivos, sino 

en reconstrucciones hermenéuticas del significado, cuyo objetivo es develar las estructuras 

culturales de las que dependen las interpretaciones de los actores (Alexander, 2011a, p. 57). 

 

La Sociología Cultural complementa este recurso a la hermenéutica con un enfoque 

estructural, que resulta útil para especificar los modos en que se organiza internamente la 

cultura y, con esto, proporcionar las bases de una teoría cultural generalizable. 

 

2 
A pesar de este elemento subjetivo, la hermenéutica no es una perspectiva relativista en la 

misma medida en que tampoco lo es la disciplina de la interpretación de textos (por ejemplo, de 

textos literarios). Aunque no se dispone de mecanismos de verificación de las interpretaciones, pues 

de hecho un texto es un objeto con ñrelieveò (Ricoeur, p. 106) y ñplurivocidadò (p. 107), s² existen 

procedimientos de validación de las interpretaciones que, al aplicarse, brindan un conocimiento 

legítimamente científico del texto (p. 107). 
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El estructuralismo en su forma más simple nos remite a la semiótica de Saussure y en 

particular a su clásica distinción entre lengua (langue) y habla (parole). La lengua se refiere 

al sistema de signos, un conjunto de reglas abstractas que conforman un código mediante el 

cual es posible la comunicación. El habla se refiere al uso de aquel sistema de signos por 

individuos concretos, en situaciones concretas; es decir, el uso vivo del código de la lengua 

para expresar sentimientos o ideas personales. Mientras el habla es un fenómeno individual, 

la lengua es un fenómeno cristalizado socialmente, que preexiste a cualquier acto del habla 

(Saussure, 1945, p. 41). La semiótica se propone estudiar el sistema de la lengua en sí 

mismo. Su punto de partida es que el contenido de los signos que la componen no es 

reducible al sistema social. Entre los componentes del signo, significante y significado (por 

ejemplo, entre una palabra y el concepto que esa palabra designa), la relación es arbitraria, 

es decir inmotivada, determinada solo por la convención (pp. 93-94). Tal premisa puede 

comprobarse en el simple hecho de que la palabra ñmarò no tiene ninguna similitud 

relevante con el concepto ñmarò, e incluso una multiplicidad de significantes (ñseaò en 

ingl®s, ñmerò en franc®s, ñdetò en alban®s, ñbaddaò en somal²...) pueden tener exactamente 

el mismo significado. La principal contribución de la semiótica es su insistencia en la 

propiedad sistémica de la lengua, debida a que los significados van emergiendo por 

relaciones de similitud y contraste (redes de analogías y contradicciones) entre los propios 

signos del sistema (Alexander, 1990, pp. 8-13). 

 

La Sociología Cultural parte de considerar a la cultura no solo como un texto (aporte de la 

hermenéutica), sino como un texto conformado por patrones de relaciones simbólicas 

altamente estructuradas, independientemente de la volición individual de los actores 

sociales (aporte de la semiótica). La cultura es un sistema de símbolos, esto es, signos que 

adoptan un estatus generalizado y que proveen categorías para entender los elementos de la 

vida social, orgánica e individual (Alexander & Smith, 2003, p. 156). La cultura es una 

clase de lengua, en el sentido saussuriano de langue (Alexander, 1998, p. 30) y en esa 

medida es una fuerza (relativamente) autónoma respecto a otras fuerzas sociales. Puesto 

que sus elementos no se originan como referencia a los objetos sociales sino por relaciones 

internas, la cultura no se reduce a ñvaloresò, como propon²a el funcionalismo, ni a 
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ñideolog²asò, como propon²a el marxismo. La Sociolog²a Cultural bien podr²a proclamar 

una ñhermen®utica semi·ticaò, pero proclama en cambio una ñhermen®utica estructuralò 

debido a que fue el estructuralismo, en cabeza de antropólogos como Claude Lévi-Strauss y 

Marshall Sahlins, el que sintetizó los aportes más notables de la semiótica a la teoría 

cultural. Por ejemplo, en sus estudios sobre el mito y el totemismo en sociedades arcaicas, 

Lévi-Strauss enfatizó la estructura del código binario como un rasgo constitutivo de estos 

sistemas simbólicos. Según él, el mayor principio organizador de la vida cultural se expresa 

en antítesis clasificatorias (Lévi-Strauss, 1973). 

 

Una aproximación estructuralista de la cultura nos lleva a identificar los códigos culturales 

que organizan los símbolos en patrones estables de oposiciones binarias. Mediante lógicas 

de analogías, metáforas y diferencias, estas estructuras binarias simples se interconectan 

creando redes complejas de significado. Los códigos clasifican el mundo según criterios 

morales, detallando las cualidades y atributos de lo sagrado y lo profano (Smith, 2005, p. 

13). Lo sagrado no se refiere a experiencias relacionadas con Dios sino a momentos 

extraordinarios de trascendencia que escapan a las clasificaciones y a las que solo se puede 

referir de modo indirecto (Giesen, 2006, p. 328). Dentro de un marco durkheimiano, la 

delimitación de lo sagrado es una actividad fundamental pues se refiere a las experiencias 

trascendentes que construyen la identidad colectiva de una comunidad social, es el 

mecanismo que esta tiene para referirse a sí misma como algo distinto a la suma de sus 

miembros (p. 329). Debido a que lo sagrado no es comunicable de manera inmediata, 

requiere siempre una mediaci·n simb·lica. Los s²mbolos ñrepresentan otra cosa, apuntan a 

algo invisible que no es, sin embargo, menos real que las cosas visibles a la mano. 

Representan algo que, aunque invisible, es la clave para entender la situaci·n visibleò (p. 

331). En el caso de lo sagrado, estos símbolos no apuntan simplemente a otros fenómenos 

emp²ricos sino a un referente absoluto: ñla totalidad y la integridad que trasciende cualquier 

entendimiento del mundo y establece un indispensable punto de partida de orientaci·nò (p. 

332). En ese sentido, los códigos culturales especifican de manera formalizada y 

simplificada las fronteras que definen el mundo del ñnosotrosò y el ñellosò en determinada 

colectividad. Adicionalmente, proporcionan los horizontes normativos y los esquemas de 

valores que posibilitan las motivaciones internalizadas para la acción, orientando los 
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esfuerzos de las personas hacia la persecuci·n de lo ñbuenoò y la regulaci·n de lo ñmaloò 

(Smith, 2005, p. 43).  
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CAPÍTULO 2 ï UNIVERSIDAD, SOCIEDAD CIVIL Y DEMOCRACIA  

En este capítulo desarrollo un marco analítico para pensar la relación entre vida 

universitaria y vida democrática. De manera implícita, el eje de mi exposición es una idea 

célebremente defendida por Alexis de Tocqueville en La Democracia en América (1945), 

según la cual la vitalidad de la democracia en una sociedad determinada depende, en lo 

fundamental, de cuán robusta sea su sociedad civil.  

En un primer momento discuto las implicaciones profundas de este planteamiento. 

Siguiendo a Gramsci, propongo que la mejor manera de entender de qué hablamos cuando 

hablamos de ñsociedad civilò es distinguiendo entre consenso y violencia; entre persuasi·n 

y coerci·n. Al enfocar el problema de la ñsociedad civilò en el plano de la producci·n del 

consenso, se da pie a proponer una interpretaci·n culturalmente sensible del concepto: ñlo 

civilò es, en buena parte, un c·digo cultural convertido en lenguaje generalizado, empleado 

por muy distintos tipos de personas como vehículo de persuasión social. Este lenguaje civil, 

moral y emocionalmente cargado, posibilita el surgimiento de una vida cultural 

democrática, sin la cual no podrían afianzarse las instituciones democráticas en ninguna 

sociedad. 

En un segundo momento paso a discutir en qué sentido y hasta qué punto la universidad 

debe conceptualizarse como una institución de la sociedad civil. En términos generales, 

defiendo una línea de pensamiento que traza no pocas continuidades entre la institución 

universitaria y la democracia. Al mismo tiempo, muestro por qué la universidad no es una 

institución completamente, sino parcialmente, civil. 

Finalmente, en un tercer momento expongo, a partir de revisión bibliográfica, cómo fue la 

construcción de una esfera civil universitaria para el caso específico de la Universidad 

Nacional de Colombia. 

 

2.1 ï La política civil -democrática 

 

En sus c®lebres ñCuadernos de la c§rcelò, Gramsci (1971) concibi· la ñsociedad civilò 

como un espacio intermedio entre el Estado y el mercado, conformado esencialmente por 
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formas plurales de asociación y organizada a través de principios de comunicación libre, 

pública y horizontal, posibilitados en buena medida gracias al ascenso del sistema 

democrático. Según su interpretación, la sociedad civil funciona como una serie de 

ñtrincherasò culturales que permiten la reproducci·n del sistema aun cuando los sistemas 

económico y estatal colapsan (p. 235). En esta esfera de asociacionismo, entonces, se 

produce consenso de manera autónoma respecto tanto al poder económico como al estatal. 

La hegemonía cultural obtenida a través de la persuasión es la fuerza operante en la 

sociedad civil, en oposición a la dominación y el sometimiento obtenidos a través de la 

coerción
3
, que hacen parte del aparato legal, burocrático, policial y militar del Estado o, 

como Gramsci le llama, la ñsociedad pol²ticaò
4
 (pp. 264-265). Apoyado en Croce, afirma 

Gramsci que la ñhegemon²a presupone cierta colaboración, es decir, un activo y voluntario 

(libre) consentimiento, es decir, un r®gimen democr§tico liberalò (p. 271).  

Si la sociedad civil es un lugar dinámico de lucha por el consentimiento social, no 

dependiente del poder económico ni estatal, es apenas natural que para Gramsci, 

comprometido como estaba con el proyecto socialista, la actividad política de la clase 

trabajadora debía encaminarse a la sociedad civil, al menos en los países occidentales, 

donde esta era lo suficientemente robusta (p. 238). Con respecto a los partidos políticos 

modernos, la forma organizativa más acabada de la sociedad civil para Gramsci, explica 

que, aunque son la ñnomenclaturaò de las clases sociales, ñtambi®n es verdad que no son 

solo una expresión mecánica y pasiva de esas clases, sino que reaccionan enérgicamente 

sobre ellas para desarrollarlas, solidificarlas y universalizarlasò (p. 227). En este punto 

prácticamente se opone a la comprensión de Marx sobre las instituciones democráticas 

como la mera expresión de la ñsociedad burguesaò, un argumento que ha fundamentado 

sinnúmero de conceptualizaciones críticas de la sociedad civil en tanto instancia meramente 

formal y aparente cuya función real es encubrir, legitimar o hasta instituir las relaciones de 

 

3 
 En este trabajo los t®rminos ñviolenciaò, ñcoerci·nò y ñfuerzaò son intercambiables, y 

apuntan a acciones que presionan (por ejercicio directo de un daño físico o su amenaza) a un actor a 

obrar o inhibirse de hacerlo en contra de su voluntad. 
4 

 De manera algo confusa, en algunos pasajes Gramsci da a entender que el Estado equivale 

a la sociedad política ïen un momento define a la sociedad pol²tica como un ñgobierno de 

funcionariosò (p. 268)ï, mientras que en otros distingue ambos conceptos. Por ejemplo, cuando 

afirma que el Estado es la suma de la sociedad pol²tica y la sociedad civil, es decir, ñhegemon²a 

protegida por la armadura de la coerci·nò (p. 263). 
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poder establecidas por la fuerza. Autores como Louis Althusser (alumno de Gramsci, por 

cierto) postulan una continuidad inherente entre las formas de dominio estatales y las 

formas de producción de consentimiento extra-estatales. A partir de su idea de los ñaparatos 

ideol·gicos de la dominaci·nò, Althusser termina viendo todo consenso necesariamente 

como el resultado mecánico y predecible de una manipulación orquestada por quienes 

disponen los medios de fuerza (Althusser, 1970). Esta conclusión es semejante a la que 

llega Bourdieu con su idea de ñviolencia simb·licaò (Bourdieu, 1999). El soci·logo franc®s 

no se refiere tanto al origen simbólico de la violencia, sino al hecho de que esta se 

manifiesta imperceptiblemente, como una extensión natural de los cuerpos que la ejercen y 

sufren. ñLa fuerza simb·lica, como la de un discurso performativo y, en particular, una 

orden, es una forma de poder que se ejerce directamente sobre los cuerpos y de un modo 

que parece m§gico, al margen de cualquier coerci·n f²sicaò (p. 223). Sin embargo, para que 

la magia opere hace falta algo más que solo símbolos. Los valores culturales que componen 

el ñcapital simb·licoò, ñgloria, honor, cr®dito, reputaci·n, notoriedadò (p. 220), someten a 

las personas a perseguir el reconocimiento, la estima, la confianza y aprobación de los 

demás. El punto de Bourdieu es que en esta interacción se activan disposiciones 

previamente instauradas en los sujetos; disposiciones a hacer, pensar y sentir, que son la 

incorporaci·n de las ñestructuras objetivasò de la sociedad (p. 228) y que por tanto están 

repartidas de manera desigual. Así, acaba reproduciéndose siempre en la interacción la 

desigualdad estructural en forma de relaciones de dependencia y dominación social. Estas 

relaciones son particularmente estables debido a que, a través de la cultura, se pueden 

ocultar en tanto dominación. 

La violencia simbólica es esa coerción que se instituye por mediación de una adhesión 

que el dominado no puede evitar otorgar al dominante (y, por lo tanto, a la dominación) 

cuando sólo dispone, para pensarlo y pensarse o, mejor aún, para pensar su relación con 

él, de instrumentos y conocimientos que comparte con él y que, al no ser más que la 

forma incorporada de la estructura de la relación de dominación, hacen que ésta se 

presente como natural (p. 224).  

En definitiva, para Bourdieu el espacio de la cultura ð entiéndase en nuestro contexto 

ñsociedad civilòð solo traduce la coerción (externa) en su expresión culturalmente 
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mediada (interna), limitándose a convertir la violencia en violencia simbólica. 

Gramsci está pensando en otra cosa. Para él, la sociedad civil es un escenario independiente 

de enfrentamiento entre la burguesía y el proletariado o, si adoptamos un marco de 

conflicto menos restrictivo que la ñlucha de clasesò, el enfrentamiento entre distintos 

grupos sociales. En otras palabras, estructuras de la sociedad civil como el derecho a la 

libertad de expresión o de asociación, tienen un carácter dual: no sirven solo a la 

dominación de los sectores dominantes sino potencialmente también a la emancipación de 

los sectores dominados. La sociedad civil hace posible la voz e influencia de todos los 

grupos, incluida la clase trabajadora. Incluso en el contexto de un mercado capitalista y un 

Estado controlado por la burguesía, es posible construir un nuevo consenso en el seno de la 

sociedad civil, por ejemplo, en torno a un partido socialista. A través de la creación de 

asociaciones alternativas contra-hegemónicas, dicho consenso podría erosionar las formas 

de consentimiento que sostienen el sistema capitalista, erigiendo una sociedad civil del todo 

incompatible con el poder estatal.  

La distinción analítica entre persuasión y fuerza es la clave para entender qué significa la 

sociedad civil, y tiene que ver con una noción específica del poder. El concepto intuitivo de 

ñpoderò suele remitir a la dominaci·n de unos seres por otros, posici·n que tiene una larga 

tradición tanto en filosofía política (Hobbes, Maquiavelo) como en sociología (Marx, 

Weber). Simplificando, quiere decir que un individuo es poderoso cuando es capaz de 

lograr que otros individuos hagan lo que él desee, y esta capacidad depende de si dispone o 

no de los recursos adecuados para aplicar la coerción externa. Sin embargo, esta idea pierde 

de vista que, aunque los medios coercitivos sean cruciales para el ejercicio del poder, el 

poder no es solamente dominación. También es, como plantea Hannah Arendt, la habilidad 

para actuar en concierto. Aquí el poder no es un concepto individual y vertical, sino grupal 

y horizontal. Todo gobierno se basa no solo en la sumisión sino también en la legitimidad; 

no solo en el apoyo indiscutible que se consigue con la fuerza sino en un consenso 

alcanzado a través de la deliberación (Arendt, 2013, pp. 55-57). Este planteamiento permite 

agregar una dimensión comunicativa a la noción de poder: la política también ocurre en el 

intercambio de las ideas, a partir del cual puede producirse consentimiento interno, distinto 

a la sujeción basada en presiones externas. 
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Siguiendo a Alexander, la dimensión comunicativa de la lucha política opera según 

mecanismos culturales. ñSer realmente poderoso significa que los actores sociales, sin 

importar los recursos y las capacidades que posean, hallan el modo de hacer que sus 

audiencias les creanò (Alexander, 2011b, p. 89). Al actuar y hablar, los actores políticos 

ñevocan significados y peso simb·lico. Se ven a s² mismos en t®rminos de los modelos 

ejemplares de actuar y hablar que provee la cultura, y buscan persuadir a las audiencias de 

que los vean de igual formaò (Alexander, 2011c, p. 98). El sustrato de donde nacen sus 

discursos son las narrativas y los códigos culturales que navegan dispersos en el espacio 

público. Si aspiran a ganar notoriedad y autoridad política, deben esforzarse para que la 

audiencia se identifique psicológicamente con ellos de manera intensa; presentarse 

p¼blicamente como los protagonistas ñpurosò en una trama donde la redenci·n se logra 

venciendo a antagonistas ñimpurosò (2011b, p. 85); hablar en nombre de los valores 

sagrados que definen a la comunidad y en contra de los valores profanos que la amenazan  

(2011c, p. 98); construir libretos que estructuren el significado a partir del agonismo moral, 

es decir, representando un conflicto entre el ñbienò y el ñmalò (Alexander, 2004, p. 522). 

Este mecanismo cultural opera en cualquier expresión de poder o contrapoder, incluso 

cuando este incluye una dimensión explícitamente violenta. Por ejemplo: Taylor (1997) 

muestra cómo la dictadura militar argentina empleaba idealizaciones simbólicas sobre la 

masculinidad y la feminidad para legitimar sus campañas terroristas contra la población. A 

propósito del atentado de Al Qaeda en suelo estadounidense en septiembre de 2001, 

Alexander señala que aun cuando en un sentido muy literal dicha acción violenta derramó 

sangre, fluidos vitales de víctimas reales, la sangre derramada tenía también un sentido 

figurativo que buscaba convencer a sus audiencias ïdesde el punto de vista de sus 

perpetradoresï de que existía un conflicto entre el Este islámico y el Occidente cristiano en 

términos de una Yihad moderna, de una Guerra Santa contemporánea (Alexander, 2011d).  

Mantener la distinción analítica entre violencia y consenso no implica negar que, en el 

mundo empírico, con frecuencia la fuerza y la persuasión, la dominación y la legitimidad, 

aparezcan entrelazadas. Significa, por el contrario, que, aunque el control de los medios de 

fuerza pueda inducir al sometimiento, no basta para traducirse automáticamente en 

consentimiento. Esto último requiere un esfuerzo adicional de convencimiento, que puede 

ser simultáneo, pero es en todo caso independiente, de la aplicación de la fuerza en sí, y sus 
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resultados son esencialmente inciertos sin importar de cuánta capacidad coercitiva disponga 

quien lo moviliza.  

En el momento en que la sociedad civil alcanza su autonomía, la distinción analítica entre 

coerción y persuasión pasa a expresarse con mayor claridad en el mundo empírico: los 

procesos de producción del consenso se separan institucionalmente de los procesos de 

ejercicio de la violencia (aunque, como acabamos de ver, nunca por completo). Esta 

separación es crucial para el establecimiento de los sistemas democráticos, que pueden 

definirse como aquellos sistemas en que los procesos de comunicación pública (sociedad 

civil) controlan a los procesos de violencia centralizada (Estado), abriendo la posibilidad de 

bloquear sistemáticamente la transferencia de las jerarquías sociales en élites políticas 

(Alexander, 2006, p. 109). Por eso el potencial de democratización en una sociedad 

depende directamente de cuán robusta es su sociedad civil (Tocqueville, 1945). Aunque es 

posible plantear que una sociedad civil en algún grado está presente en todo grupo humano, 

incluso en los más primitivos (ver Bellah, 2015), solo con la aparición histórica de las 

sociedades democráticas fue institucionalizada como una esfera de comunicación pública 

diferenciada del Estado y nítidamente por fuera de su influencia directa. En sistemas 

democráticos, si bien las élites pueden invertir su poder (económico, religioso, militar, etc.) 

para sacar posiciones ventajosas en los procesos comunicativos, gracias a la sociedad civil 

existe un margen de incertidumbre y la posibilidad teórica de que los dominados salgan 

triunfantes de esta competencia. Aunque Gramsci no está inmerso en un marco normativo 

democrático tradicional, precisamente esta es la posibilidad que abre al defender la 

posibilidad de construir un consenso contra-hegemónico por parte de sectores sociales 

subordinados, al margen de si reúnen o no grandes medios de fuerza.  

Sin embargo, Gramsci en ocasiones cede a la evaluación de las instituciones democráticas 

de la sociedad civil más como medios que como fines, es decir como instrumentos 

transitorios del partido proletario empleados para introducir estratégicamente disfunciones 

dentro del sistema de dominación, las cuales habrán de completarse con una posterior 

ruptura revolucionaria. De este modo, existiría una continuidad entre los métodos violentos 

y los métodos civiles de acción. Empleados estratégicamente ambos por la clase 

trabajadora, en el contexto de una ¼nica ñguerra de posicionesò contra la burgues²a (pp. 
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229-239), este conflicto de clases acabaría en un triunfo definitivo del socialismo en ambos 

frentes, lo que a su vez conduciría al fin del conflicto de clases y, por tanto, del conflicto 

social en general. De acuerdo con esta postura, propia de Lenin, el socialismo del porvenir 

implica el reemplazo absoluto de un sistema social por otro, un tránsito que, centrado en el 

Estado, eliminar²a sin concesiones las formas organizativas de la sociedad civil de su ñetapa 

capitalistaò, como efectivamente termin· haciendo el partido bolchevique de Lenin en la 

Unión Soviética. Desde esta óptica, Gramsci plantea una continuidad estrecha entre las 

luchas por la hegemonía (en la sociedad civil) y las luchas por la dominación (en el 

Estado), lo que le impide advertir la posibilidad de conflicto entre los actores civiles y los 

activistas políticos que, en procura de sus objetivos, se encaminan al uso de la violencia. En 

esta vertiente del pensamiento gramsciano hay una comprensión reduccionista del conflicto 

entre la sociedad civil y el Estado. Limitado a la dimensión ideológica, solo existiría 

oposición entre la sociedad civil socialista y el Estado burgués.  

En otros pasajes de los Cuadernos, más que un carácter instrumental, Gramsci tiende a 

conceder a la sociedad civil un valor en sí misma, en su propia independencia frente al 

Estado que le permite contrabalancearlo. Aquí la idea de sociedad civil hace parte de una 

clara vertiente anti-estatista (más que anti-burguesa) en su pensamiento, por ejemplo, 

cuando sostiene que la ñestatolatr²a abandonada a s² mismaò debe someterse a cr²tica, y que 

es necesario rechazar sus excesos autoritarios a partir de formas modernas de auto-gobierno 

social (pp. 268-269). Solo así la sociedad civil puede entenderse como un escenario 

independiente de confrontación política, que no podría estar nunca bajo el control del 

Estado y, en consecuencia, no podría configurar en su seno una hegemonía definitiva, sino 

acaso provisional. Ningún grupo estaría en condiciones de asegurar un control permanente 

de la sociedad civil, que albergaría siempre un potencial interno de competencia. Desde 

esta óptica, el conflicto entre la sociedad civil y el Estado no se reduce a sus ribetes 

ideológicos. La defensa de la democracia sería parte no solo de la estrategia, sino del 

horizonte normativo de los actores orientados a la sociedad civil. Otro discípulo de 

Gramsci, Norberto Bobbio, desarrolla esta línea de argumentación expresando que los 

Estados totalitarios (indistintamente de si son socialistas o capitalistas) se caracterizan por 

la eliminación ïo absorciónï de las instituciones de la sociedad civil, disolviendo así las 

formas de integración modernas, y que por tanto existe una tensión política adicional a la 
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lucha capitalismo/socialismo, y sería entre la democracia y el totalitarismo expresada en el 

conflicto sociedad civil/Estado. Esta tensión se explica por el interés que tiene la sociedad 

civil en preservar las libertades democráticas frente a los excesos autoritarios del Estado. 

Bobbio concluye que no debe contraponerse la ñdemocracia socialistaò a la ñdemocracia 

capitalistaò; hay una ¼nica forma de democracia que puede adoptar distintas expresiones 

económicas y cuya existencia depende de la vigorosidad de su sociedad civil (Bobbio, 

1987). 

Ahora bien, uno de los problemas en la conceptualización de Gramsci sobre la sociedad 

civil es que no especifica cómo se construye, es decir a través de qué mecanismos sociales 

concretos, la hegemonía cultural, cómo se desarrolla la lucha entre grupos sociales en el 

seno de la sociedad civil. En algunos pasajes menciona la ñagitaci·nò y la ñpropagandaò 

como los vehículos de formación del consenso (p. 227), pero no es claro cómo operan ni en 

qué sentido funcionan de manera paralela en dominios sociales tan dispares como los que 

engloba en su concepto de sociedad civil: las instituciones culturales, los clubes, la familia, 

el derecho, las elecciones, la iglesia, los sindicatos, la universidad, los partidos políticos 

modernos, etcétera. 

Según Jeffrey Alexander, el motivo por el que distintos grupos sociales, incluso en 

conflicto entre sí, pueden ejercer sus demandas a través de la misma sociedad civil, es 

porque esta es un dominio más universalista que el Estado o el mercado. Pero apartándose 

de nociones como la ñdemocracia deliberativaò y la ñ®tica del discursoò, que postulan la 

existencia de una norma universal basada en la racionalidad, adoptando la ñverdadò como 

criterio último en los procesos comunicativos y la argumentación socrática como modelo de 

persuasión social (Fischkin, 1997; Habermas, 1998; Cohen & Arato, 1992; Benhabib, 

1996), Alexander propone que ñel tipo particular de relaci·n social que define a la sociedad 

civil es posible solo si se articula simbólicamente como un lenguaje generalizado que puede 

hablarse por muchos distintos tipos de personasò (Alexander, 2006, p. 69). M§s que un 

principio racional, este lenguaje es un ideal moral y emocionalmente definido que encarna 

las esperanzas utópicas de una sociedad democrática en que los individuos, autónomos y 

razonables, construyen entre sí relaciones sociales críticas y abiertas, mediadas por 

instituciones impersonales e inclusivas (entre otros valores positivamente sancionados: ver 
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Tabla 1). Dicho ñr®gimen de justiciaò es universalista solo en un sentido formal, no 

sustantivo. Cualquier persona puede adquirir, aunque no necesariamente ostenta, las 

cualidades democráticas para acreditar ser miembro de la sociedad civil, sin importar sus 

atributos sociales espec²ficos (clase, g®nero, edad, credo, raza, nacionalidadé). En 

referencia a su ñestatus civilò todos los grupos pueden proyectar p¼blicamente sus 

demandas e intentar convencer a los demás grupos de que sus problemas particulares son 

ñproblemas de la sociedadò, posibilitando tejer relaciones de solidaridad social entre actores 

distantes. La persuasión en el seno de la sociedad civil no es, por tanto, un proceso 

cognitivo de deliberación racional sino un proceso de identificación moral y emocional con 

los ñcentros simb·licosò de la sociedad entendida como comunidad universal (p. 233). El 

conflicto político democrático no es tampoco, en consecuencia, un problema solo de 

enfrentamiento y división, sino también de integración y producción de sentimientos de 

pertenencia a un mismo ñnosotrosò. 

Desde el punto de vista de Alexander, muchos de los dominios sociales que Gramsci 

inscribe dentro la sociedad civil no tienen tal carácter universalista. En esferas como la 

religión, la familia y la ciencia (civiles para Gramsci), las cualidades que definen a sus 

miembros son muchas veces primordializadas o esencializadas, es decir, se atribuyen 

cualidades a las personas en virtud de su pertenencia a grupos particulares que son 

inaccesibles para los no miembros (Alexander, 2006; p. 195). En consecuencia, estas 

esferas no definen las relaciones entre sus miembros de manera democrática, sino mediante 

estratificaciones jerárquicas que producen desiguales acumulaciones de privilegio (p. 204) 

y, en ocasiones, estructuras de segregación y dominación: entre hombres y mujeres en el 

caso de la familia, entre salvados y condenados en el caso de la iglesia, entre poseedores y 

desposeídos en el caso de la economía, entre expertos y no expertos en el caso de la ciencia, 

etcétera. Los discursos producidos en estas esferas reflejan, entonces, estas jerarquías 

esencializadas y, en casos extremos, adoptan un formato supremacista. 

La estructura cultural que conforma a la sociedad civil, o como la denomina Alexander, la 

ñesfera civilò, fue formada hist·ricamente a partir de fuentes tan variadas como el 

cristianismo, el socialismo, el pensamiento liberal, el republicanismo, el romanticismo y el 

derecho anglosajón medieval (p. 56). Conformada por una serie de códigos binarios que 
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definen no solo las virtudes (en el polo positivo) sino también los vicios cívicos (en el polo 

negativo), la estructura cultural de la sociedad civil caracteriza los motivos (rasgos 

individuales), relaciones (rasgos interpersonales) e instituciones (rasgos inter-grupales) 

ideales en una sociedad democrática. Mientras los primeros son considerados sagrados y 

definen el ñcentro simb·licoò de la sociedad (Shils, 1975), los segundos son ñprofanosò y 

considerados fuente de contaminación simbólica (Callois, 1959). 

Tabla 1 ï Estructura cultural de la sociedad civil (Alexander, 2006, pp. 57-59) 

MOTIVOS  RELACIONES  INSTITUCIONES  

Civiles Anti-civiles Civiles Anti-civiles Civiles Anti-civiles 

Activo Pasivo Abiertas Secretas 
Reguladas 

por reglas 
Arbitrarias 

Autónomo Dependiente Confiables Sospechosas 
Basadas en la 

ley 

Basadas en la 

fuerza 

Racional Irracional Críticas Deferentes Igualitarias Jerárquicas 

Razonable Histérico Honorables 
Auto-

interesadas 
Inclusivas Exclusivas 

Calmado Exaltado Altruistas Codiciosas Impersonales Personales 

Auto-

controlado 
Pasional Veraces Engañosas Contractuales Leales 

Realista Distorsionado Directas Calculadoras Grupales Facciosas 

Cuerdo Demente Deliberativas Conspirativas 

Basadas en la 

función 

pública 

Basadas en la 

personalidad 

  Amistosas Antagonistas   

 

En sociedades en las que este discurso se generaliza, los distintos grupos sociales coinciden 

en emplearlo como el lenguaje estructurador de sus demandas, es decir como un ñr®gimen 

de justificaci·nò a partir del cual otorgar validez moral y peso emocional a sus 

reivindicaciones políticas. En lo que difieren, ahora bien, es en cuanto al modo en que 

aplican los polos antitéticos del discurso y sus asignaciones simbólicas a actores, grupos e 
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instituciones concretas. Es decir: el conflicto aparece con la construcción de identidades 

discursivas. En la lucha política democrática cada grupo tiende a representarse a sí mismo 

como poseedor de las virtudes cívicas, como portador de las cualidades necesarias para 

merecer el acceso a todos los derechos sociales. Al mismo tiempo, sin embargo, los actores 

tienden a definir a sus oponentes en términos de los vicios cívicos (es decir, como seres sin 

capacidad para razonar, procesar racionalmente la información y distinguir verdad de 

engaño, como leales a líderes por razones personales, guiados por el cálculo y no por su 

conciencia, etcétera), con lo cual llegan a justificar negarles estos mismos derechos. Como 

ocurre con las esferas no civiles, el discurso de la sociedad civil puede servir como base de 

legitimación de la segregaci·n y dominaci·n social. Los grupos ñnuclearesò (core groups) 

de la sociedad pueden presentarse como los únicos portadores de las virtudes cívicas y con 

ello justificar la subordinación de ciertos grupos étnicos, religiosos o clases sociales. 

Sin embargo, esta no es la única posibilidad. El universalismo de la sociedad civil no solo 

crea insatisfacciones continuas frente a las inequidades y exclusiones producidas en esferas 

no civiles, sino que ñla existencia continuada de una esfera civil mantiene la posibilidad, en 

principio, de que la primordialización sea contestada, neutralizada y eventualmente 

derribadaò (p. 417). El cambio social posibilitado por la esfera civil se orienta a la 

incorporación. El sello distintivo de esta estructura cultural no es que excluya la posibilidad 

de exclusión, sino que, debido a su formato universalista, incluya la posibilidad de 

inclusión. Cuando el ñr®gimen de justificaci·nò empleado por los movimientos sociales es 

el código universalista del utopismo democrático, ejercer el ñestatus civilò significa 

expresar ïa través de un ejercicio de traducción culturalï las propias demandas 

particularistas, provenientes de las interacciones en esferas no civiles, en el lenguaje moral 

de la sociedad civil. ñLa dominaci·n en una esfera particular es desafiada no porque viole 

una particular cultura institucional sino porque se construye como atentatoria de las 

representaciones colectivas de la sociedad civilò (pp. 231-232). En la medida en que la suya 

sea una traducción cultural exitosa, estos movimientos pueden crear relaciones de 

solidaridad y soldar alianzas con otros segmentos sociales, incluidos segmentos de los 

grupos nucleares (core groups) de la sociedad, en su disputa contra la injusticia. Cuando la 

esfera civil de una sociedad es lo suficientemente autónoma respecto a las esferas no civiles 

(Estado, mercado, religión, familia, etcétera), esta operación puede desencadenar, a través 
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de medios estrictamente persuasivos, profundos cambios sociales: la inclusión simbólica en 

el estatus de ñcivilidadò tiene efectos ciertos sobre la distribuci·n de recursos, acceso a 

bienes, reconocimiento de derechos, etcétera. Desde luego, el proceso de incorporación 

también implica algún nivel de enfrentamiento. Al tiempo que se representan a sí mismos 

como portadores de las virtudes cívicas para tejer relaciones de solidaridad, los sectores 

excluidos organizados en movimiento social confrontan a los defensores de la exclusión, 

contaminándolos simbólicamente (Douglas, 1966) como seres antidemocráticos y viciosos. 

Se trata, no obstante, de un conflicto enmarcado en el consenso. Una clase de conflicto 

ñagon²sticoò, que excluye de entrada la posibilidad de aniquilamiento, en la que el ñotroò es 

considerado un adversario legítimo y no un antagonista; alguien con quien se disiente, 

incluso ferozmente, pero cuyo derecho a tener y expresar su punto de vista no se pone en 

duda (Mouffe, 1999). 

  

2.2 ï La universidad como institución parcialmente civil 

 

Siguiendo a Alexander (2006), la sociedad civil no es solo un régimen moral culturalmente 

definido, sino también institucionalmente reforzado. Las instituciones que componen a la 

sociedad civil se dividen en comunicativas (opinión pública, medios de comunicación de 

masas -factuales y ficcionales-, encuestas y asociaciones voluntarias) y reguladoras (las 

elecciones, los partidos políticos, la función pública y el derecho) (pp. 69-192). Estas se 

consideran instituciones civiles porque presionan, de modos diversos, por el acuerdo en la 

diferencia, contribuyendo a formar solidaridades de tipo universalista. Más allá de si es 

pertinente o no incluir cada una de estas instituciones en la esfera civil, baste anotar que 

Alexander excluye de la lista no solo a la economía, el Estado, la familia, la religión, sino 

también a las instituciones educativas, incluida entre ellas la universidad. 

 

Desde su óptica, y en línea con Durkheim (1979), la función de la educación es ante todo 

socializar los valores dominantes, la cultura dominante en cualquier sociedad, sea 

democrática o no. La suya es, pues, una función socializadora basada en la autoridad. Por 

este motivo, Alexander no considera a la educación como una institución de la esfera civil, 
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aunque en determinados momentos, sostiene, puede aportarle inputs positivos, 

especialmente en cuanto a la expansión del universalismo moral (Alexander, 2015, p. 175). 

Si los valores de la sociedad civil son los dominantes, la educación aportará inputs 

positivos; de lo contrario, presentará intrusiones destructivas, pues los valores que 

transmitirá provendrán de discursos no civiles. 

Aunque esta línea de argumentación parece muy plausible para los ámbitos de la educación 

escolar y quizás también a la educación terciaria técnica, en el caso específico de la 

universidad puede resultar insuficiente. Propongo que hay al menos dos razones que 

distinguen a la universidad de otras instituciones educativas. Basándome en Tognato 

(2018), propongo que estas diferencias nos conducen a conceptualizar a la universidad no 

como una institución enteramente civil ni tampoco enteramente no-civil, sino como una 

institución parcialmente civil, es decir, que tiene tanto una dimensión civil como una no-

civil.  

En primer lugar, la educación universitaria se enmarca, de manera particularmente enfática, 

en un valor denominado ñautonom²a universitariaò. La base normativa de toda institución 

universitaria descansa en la primacía de la razón cognitiva como principio regulador de sus 

procesos internos. Esto implica el establecimiento de estándares impersonales para 

formular juicios y adelantar evaluaciones sobre el trabajo académico, y otorgar valor social 

a lo que se consideren verdades empíricas. En las distintas disciplinas científicas, reglas de 

verificación y falsificación de alcance universal son construidas para discernir qué 

constituye una explicación o una interpretación legítima. Lo deseable es que la racionalidad 

cognitiva se expanda lo más posible dentro de la comunidad universitaria en conjunto, pero 

en particular el cuerpo colegiado auto-gobernado de las facultades se encarga de protegerla 

frente a la intervención de grupos de interés externos. La institucionalización de esta norma 

impersonal con frecuencia despierta enfrentamientos con la autoridad, la tradición y 

previene a la comunidad universitaria de subsumirse a un credo moral o una creencia 

política, y por esta razón se constituye en el fundamento de la autonomía universitaria 

(Alexander, 1988, pp. 176-178).  

El principio de autonomía universitaria constituye un principio de regulación entre la 

universidad y otras esferas de la sociedad (é) [y a]firmar que la universidad es 
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autónoma implica reafirmar que la lógica académica no puede quedar colonizada por las 

lógicas y los principios organizacionales de otras esferas (Tognato, 2014, p. 2). 

La preservación del valor de la autonomía universitaria garantiza un nivel de 

autoprotección de la universidad frente a la intrusión de esferas no civiles en sus procesos 

internos, pero ello no quiere decir que la educación universitaria sea civil, pues los 

mecanismos de su reproducción se dan a través de relaciones verticales de autoridad: los 

profesores son los depositarios de un conocimiento acumulado y su tarea es socializarlo a 

las nuevas generaciones. Desde su posición jerárquica, se encargan de una labor meramente 

reproductora de la tradición. En efecto, fue la necesidad de legar el saber acumulado por la 

sociedad lo que en un principio motivó el surgimiento de la institución universitaria 

(Perkin, 2006). El principio de la autonomía universitaria implica la existencia, en la 

universidad, de un espacio no-civil distintivo, que no es la extensión de esferas como el 

Estado, el mercado, la religión, etcétera. Una de las condiciones esenciales de operación de 

una universidad es el principio de autorregulación intelectual: solo académicos pueden 

evaluar el trabajo académico. Por esta razón, las universidades institucionalizan su propio 

sistema de elites acad®micas que encarnan una separaci·n jer§rquica entre ñexpertosò y ñno 

expertosò, basada en criterios meritocr§ticos (no democr§ticos). El principio consagrado de 

ñlibertad de c§tedraò, por ejemplo, quiere decir que solo estas autoridades expertas pueden 

definir los contenidos de la educación universitaria.  

Ahora bien: la universidad no se encarga solamente de la educación, sino que cumple al 

menos otras dos funciones fundamentales: la investigación y la extensión. Acá me ocuparé 

solo en la primera. 

La universidad en su forma moderna está inspirada en las innovaciones pioneras de la 

universidad alemana de Humboldt, realizadas durante en el siglo XIX. Una de las 

innovaciones que se introdujo entonces consistió en trasladar a la universidad la producción 

de conocimiento nuevo, una tarea que hasta entonces estaba relegada a las Academias. Los 

docentes universitarios debieron asumir un nuevo rol, el de docentes-investigadores. En 

consecuencia, su función dejó de ser solamente reproductora y conservadora de la tradición. 

Ahora la universidad pasaba a ser un lugar de transformación y ruptura vanguardista frente 

a esta (Restrepo Forero, 2006).  
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Desde luego, para que puedan funcionar adecuadamente los procesos investigativos de una 

universidad, en parte sigue siendo necesaria la existencia de un espacio no civil. Debe 

operar la condición de autorregulación intelectual, pues la manera en que se atribuye mayor 

o menor legitimidad social a un determinado proceso investigativo está sujeta a su 

aprobación por parte de élites que están ubicadas más arriba o más abajo en el sistema de 

estratificación académica. Sin embargo, para la producción de nuevo conocimiento es 

necesaria, no suficiente, una división del trabajo académico funcionalmente estratificada. 

La función investigativa también presupone la existencia de un contexto social particular, 

que viabilice dos condiciones de operación universitaria adicionales a la autorregulación 

intelectual: la libertad de pensamiento y el pluralismo
5
, condiciones que hacen posible que 

en la universidad prospere un ambiente de apertura y crítica (Tognato, 2018, p. 149). Con 

mucha frecuencia los filósofos atribuyen la aparición de estos valores y prácticas a un ethos 

universitario que incluye la ñapertura a otras comunidades, el reconocimiento de la 

diferencia y la actitud cr²tica para buscar en el di§logo la verdad, lo correcto y lo aut®nticoò 

(Hoyos, 2003, p. 8). Desde mi punto de vista, más que un ethos, lo característico de la 

universidad es la existencia de un ñespacio civilò interno, conformado por multiplicidad de 

contextos donde se producen las ñformas de subjetividad congeniales con la democracia 

(é) creando el escenario para los rituales institucionales a trav®s de los cuales el discurso 

civil se inscribe en sus participantesò (Tognato, 2018, p. 150). Este espacio es plenamente 

convergente con las demandas de la esfera civil pues, al moverse en un contexto 

normativamente orientado al acceso universalista y basado en reglas de respeto mutuo, 

propicia la formaci·n de competencias para el ejercicio del ñestatus civilò, proporcionando 

una experiencia piloto de la interlocución democrática. Siguiendo la propuesta de Tognato, 

el espacio civil de la universidad podría entenderse como una institución formativa de la 

esfera civil, complementaria de las instituciones comunicativas y reguladoras. 

  

 

5 
 Estas tres condiciones están extraídas de Alexander, 1988, p. 184. 
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2.3 ï Construcción de una esfera civil de la Universidad Nacional de Colombia  

 

La gestación de una esfera civil en la Universidad Nacional de Colombia empezó desde su 

fundación en 1867. Se trató de un proceso tortuoso y no siempre progresivo, que enfrentó 

poderosas amenazas, en particular, pero no exclusivamente, por parte de los sectores 

conservadores. Al poco tiempo de creada, se suscitó en la Universidad Nacional una 

pol®mica conocida como ñla cuesti·n de los textosò. En 1869, el profesor de Jurisprudencia 

y difusor del ñliberalismo radicalò, Jos® Ezequiel Rojas, present· al Senado un plan para 

que la Universidad adoptara dos obras (la Ideología de Destutt de Tracy para la enseñanza 

de la Filosofía y el Catecismo Político de Jeremías Bentham) como textos guía para la 

cátedra de Derecho Constitucional. La propuesta representaba una grave amenaza no solo 

contra la autonomía académica y la libertad de cátedra, sino también contra el naciente 

espacio civil universitario, al comprometer la libertad de pensamiento y el pluralismo entre 

su planta docente. Al final, la iniciativa de Rojas no fue adoptada, en parte gracias a la 

enérgica protesta del cuerpo docente, que incluyó varias renuncias, incluida la de Manuel 

Ancízar, el primer rector en propiedad de la Universidad Nacional (Restrepo Zea, 2004). 

Durante la guerra de 1876, motivada por una ñdefensa de la religi·n como protesta contra la 

tiranía docente del Estadoò, varias escuelas y universidades fueron cerradas durante 2 a¶os, 

quedando la Universidad Nacional reducida a un cuartel militar (Jaramillo Uribe, 1982, p. 

275). Con todo, en 1880 la vida democrática en la Universidad era relativamente vigorosa, 

si nos atenemos a las palabras del rector Carlos Martin, quien entonces elogiaba ñel 

ambiente ajeno al sectarismo pol²tico que reina en el claustroò (p. 313). A¶os despu®s, el 

proyecto de la Regeneración impuso la educación religiosa en colegios y universidades, 

determinando que los profesores y los textos fueran designados por autoridades 

eclesiásticas (p. 276), una medida que negaba la autonomía universitaria y que condujo a la 

virtual desaparición de su espacio civil. En términos generales, esta situación se mantuvo 

durante toda la Hegemonía Conservadora (1886-1930). 

En estos años, tal vez la expresión democrática más vital fue el movimiento estudiantil que 

emergió, a comienzos de los años veinte, imbuido por el espíritu del reformismo de 

Córdoba (1918). En 1922 fue creada una organización estudiantil de alcance nacional, la 
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Federación Nacional de Estudiantes FNE, que celebró 4 congresos hasta 1930 (Archila, 

2012, pp. 73-74). Su principal bandera fue la modernización universitaria a través de una 

reforma educativa que introdujera las disciplinas científicas en el currículum universitario, 

concediera participación estudiantil en la toma de decisiones y permitiera la cátedra libre, 

autonomizando a la universidad de la tutela religiosa y gubernamental (Vargas, 2000). Los 

máximos dirigentes del movimiento, Germán Arciniegas (estudiante de Derecho de la 

Universidad Nacional), Luis Tejada y José Mar, todos de orientación liberal, aunque con 

alguna leve inclinación por ideas socialistas (Archila, 2012, p. 75), contribuyeron a 

formular una agenda reformista que se encaminaba, entre otras, a la reconstrucción de la 

esfera civil en la universidad colombiana. En 1921 fue creada la revista Universidad 

(dirigida por Arciniegas), en cuyas páginas confluían autores de todas las tendencias 

pol²ticas, polemizando entre s², pero enmarcados en un discurso ñdemocr§ticoò y ñcivilistaò 

(Piñeres de la Ossa, 2003, p. 112).  

Los esfuerzos desplegados por Arciniegas y por otros escritores favorables a la reforma 

educativa pretendían que la universidad, más allá de cumplir con sus objetivos 

puramente académicos, asumiera un papel decisivo en la formación del estudiante como 

ciudadano (Arias, 2007, p. 67).  

Deudor del republicanismo de la década anterior, Arciniegas proponía que la universidad 

deb²a alejar a sus estudiantes de los ñviejos odios sectariosò y ñadelantar las luchas pol²ticas 

por caminos estrictos de civismoò (p. 68). 

Las movilizaciones universitarias más importantes de este período ocurrieron el 8 y 9 de 

junio de 1929, cuando, junto con otros sectores sociales, protestó el estudiantado 

universitario contra funcionarios corruptos en la administración de Bogotá vinculados al 

gobierno nacional presidido por Miguel Abadía Méndez (1926-1930). Estas protestas 

contribuyeron a precipitar la caída de Caída de la Hegemonía Conservadora y el retorno de 

los liberales al poder tras 44 años. En el trascurso de estas movilizaciones el estudiante de 

Derecho de la Universidad Nacional, Gonzalo Bravo Pérez, cayó muerto a causa del fuego 

estatal (Medina, 1984, pp. 33-44; Díaz Jaramillo, 2012, p. 161). 

El período conocido como República Liberal (1930-1946) implicó importantes cambios en 

el sistema universitario colombiano. Varios líderes estudiantiles de los años veinte, como 
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Arciniegas, fueron integrados al gabinete gubernamental, y desde allí contribuyeron a 

implementar la reforma (Archila, 2012, p. 75).El gobierno de López Pumarejo (1934-1938) 

fue de lejos el más significativo, pues reunió las distintas facultades que operaban de 

manera dispersa en un cuerpo unitario y orgánico, incrementó la dotación financiera de la 

Universidad Nacional y, a través de la Ley 68 de 1935, introdujo importantes avances en 

términos de su autonomía: la Universidad recibió personería jurídica y estatus legal de 

gobierno propio. El máximo órgano de gobierno, el Consejo Directivo, pasó a ser formado 

por nueve miembros: tres representantes del gobierno (uno de ellos el ministro de 

Educación) y seis escogidos dentro de la Universidad (el rector, el representante de 

decanos, dos representantes profesorales y dos estudiantiles), mientras los asuntos 

académicos quedaron a cargo del Consejo Académico, conformado por los decanos 

(Magnusson, 2006, p. 73). Asimismo, le fue asignada a la Universidad un campus en la 

(entonces) periferia occidental de la ciudad, con lo que se dio inicio al proyecto de construir 

una Ciudad Universitaria. Con ayuda de profesores europeos, entre ellos españoles 

emigrantes de la guerra civil (Silva, 2000), se introdujeron cambios académicos y 

pedagógicos que tendían a superar la educación libresca y verbalista y estimulaban una 

mayor participación del estudiante en los procesos de enseñanza (Jaramillo Uribe, 1982, p. 

333). Además, se dio una apertura a nuevas corrientes de pensamiento en las aulas, como el 

marxismo, el psicoanálisis, la filosofía del derecho alemán, la fenomenología y el 

existencialismo (p. 334). Este descongelamiento de la esfera civil universitaria incluso 

estuvo acompañado por un primer paso en la conformación de una intelectualidad crítica en 

la Universidad Nacional, cuando fue incorporado, en 1938, Antonio García Nossa como 

docente de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas (Villamizar, 2007, p. 37). 

La rectoría de Gerardo Molina (1948-1948) fue un momento clave para la expansión de 

este espacio civil en la Universidad Nacional (Jaramillo, 2007), aunque inmediatamente 

estuvo seguida por un nuevo per²odo de clausura, con el advenimiento de ñLa Violenciaò. 

Los gobiernos conservadores de Laureano Gómez (1950-1951) y Rafael Urdaneta Arbeláez 

(1951-1953, encargado) exacerbaron un clima de intolerancia política, que incluyó la 

persecución a intelectuales liberales y de izquierda, y que golpeó a las universidades 

públicas (Archila, 2012, p. 77). Además, fue desarticulada cualquier posibilidad de 

oposición estudiantil, por ejemplo, a través de decretos que prohibieron los consejos 
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estudiantiles y las asambleas universitarias, o que limitaron la participación de profesores y 

estudiantes en el gobierno universitario (Múnera, 2011, pp. 22-23). El decreto 3708 de 

1950 redujo de nueve a siete los miembros del Consejo Directivo de la Universidad 

Nacional, eliminando uno de los dos representantes profesorales y estudiantiles, con lo cual 

el gobierno obtuvo mayorías. El representante estudiantil, por su parte, ya no era elegido 

sino designado entre aquellos de último año que tuvieran las notas más altas. El Decreto 

0063 de 1953, arguyendo la necesidad de agilizar el régimen administrativo de la 

Universidad, otorgó inmensos poderes al rector: desde crear o suprimir todos los puestos 

administrativos o profesorales, pasando por la fijación de salarios y el despido de los 

empleados a discreción (Magnusson, 2006, p. 80). La única organización estudiantil que 

surgió en esta coyuntura fue la Federación de Universitarios Colombianos FUC, creada en 

abril de 1953 con el aval de la jerarquía eclesiástica y de las autoridades gubernamentales, y 

que no se declaró partidaria ni de la libertad de cátedra ni de la autonomía universitaria 

(Ruiz, 2002, p. 58).  

En junio de 1954, un año después de que el general Gustavo Rojas Pinilla depusiera a 

Gómez a través de un golpe de Estado, se produjeron nuevas muertes de estudiantes (entre 

ellas la de Uriel Gutiérrez, estudiante de Medicina de la Universidad Nacional) en dos 

jornadas de protesta en Bogotá por parte de la fuerza pública, durante los actos de 

conmemoración de los 25 años del asesinato de Bravo Pérez (Díaz Jaramillo, 2012). Estos 

hechos motivaron la conformación, en octubre, de una nueva organización estudiantil de 

orientación liberal, la Federación de Estudiantes Colombianos FEC, cuyas principales 

banderas eran la oposición a la dictadura de Rojas, el restablecimiento de las garantías 

democráticas y una reforma universitaria inspirada en la experiencia de Córdoba, y sus 

principales formas de acción fueron los escritos y las denuncias, muchas veces desde la 

semi-clandestinidad (Ruiz, 2002, pp. 62-64). Entre sus líderes se encontraban Armando 

Yépes Garcés, Ramiro Montoya, Eduardo Gómez y Carlos Rincón (p. 63). Aunque la 

composición de la FEC mayormente recaía en universidades privadas, en particular de 

orientación liberal como el Externado y la Libre (p. 59), también participaron estudiantes 

de la Universidad Nacional, como Crispín Villazón de Armas, alumno de Derecho que 

llegó a ser uno de sus líderes (Sánchez Torres, 2017, p. 6). Cuando Rojas Pinilla impuso en 

1954 un militar como rector de la Nacional, el coronel Manuel Agudelo, al parecer la FEC 
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participó en acciones de protesta civil. Además de rechiflas permanentes y abundantes 

renuncias profesorales, ñlos estudiantes [é] se botaban al c®sped cuando ve²an llegar al 

rector, custodiado por sus oficiales, dándole a entender que podían ser víctimas de sus 

balasò (Mendivelso & Rojas, 2004). La FEC, adem§s, convoc· a una jornada de no retorno 

a clases en la Universidad Nacional y de no asistencia a clases durante una semana en las 

universidades privadas (Beltrán, 2 de octubre de 2017). En parte gracias a estas acciones, 

Rojas Pinilla decidió reemplazar a Agudelo tan solo 18 días después de posesionado. 

Años después, junto con otros sectores sociales y el apoyo del bipartidismo, los estudiantes 

universitarios participaron en las jornadas de protesta de mayo de 1957 que precipitaron la 

caída del general Rojas Pinilla y el advenimiento del Frente Nacional (Medina, 1984, pp. 

105-120). En esta nueva etapa, la esfera civil de la Universidad Nacional nuevamente 

empezó a ser reconstruida. El retorno a la democracia abrió nuevos espacios de discusión y 

permitió una mayor participación estudiantil en los asuntos universitarios. Por ejemplo, 

mediante el decreto legislativo 136 de la Junta Militar, en 1958 fue creado el Consejo 

Superior Estudiantil CSE (Ruiz, 2002, pp. 90-91). Los nuevos estatutos aprobados nacieron 

de una ñComisi·n de Autonom²aò creada en la Universidad cuyo prop·sito fue deshacer las 

disposiciones del gobierno de Laureano Gómez, minimizando la autoridad central y 

robusteciendo la autoridad colegial. Bajo estos estatutos, el Consejo Directivo fue 

reemplazado por la Consiliatura, compuesta por nueve miembros, seis de los cuales eran 

designados por entidades extra-universitarias (incluida la Iglesia, a la que además se le 

proporcionó una capilla dentro del campus financiada por la universidad). Sin embargo, la 

Consiliatura tenía funciones ante todo formales. El poder real fue trasladado al Consejo 

Académico, compuesto por los decanos (Magnusson, 2006, p. 80). Más adelante ese año, el 

primer presidente del Frente Nacional, Alberto Lleras Camargo (1958-1962), designó como 

rector a Mario Laserna, fundador en 1948 de la Universidad de los Andes, con la idea de 

modernizar la institución a través de una reforma académica y administrativa (pp. 76-78). 

Bajo esta administración se fundó, entre otras cosas, el primer departamento de Sociología 

del país en 1959. Este departamento, cuyas figuras más salientes fueron los profesores 

Orlando Fals Borda y Camilo Torres Restrepo, fue la punta de lanza del espíritu anti-

tradicionalista que se expandiría por toda la Universidad Nacional en la década posterior. 

En sus años iniciales, Sociología fue un poderoso epicentro de transgresión cultural y 
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social: ambiente más secularizado que el resto, fue allí donde por vez primera se 

flexibilizaron las formas de lucir y se adoptaron modos más informales de vestir; donde se 

desarrollaron las primeras experiencias de liberación sexual y prosperaron relaciones más 

horizontales entre los sexos, entre estudiantes y profesores, y entre los universitarios y los 

sectores populares extra-universitarios (entrevista a Magdalena León y Nora Segura, 2018). 

Asimismo, Sociología fue el contexto donde se desarrolló uno de los hitos más importantes 

para la conformación de una ciencia social crítica del orden establecido, desde una orilla 

civil , con la publicación, en julio de 1962, de un libro tan contestatario como La Violencia 

en Colombia (Valencia, 2012). 

El ascenso de la vida civil en el campus fue enérgicamente intensificado con la llegada del 

médico Félix Patiño a la rectoría de la Universidad Nacional, el primero de junio de 1964. 

Su administración impulsó un fortalecimiento institucional con pocos precedentes en la 

historia (Magnusson, 2006), que incluyó entre otras cosas la implementación de una 

ñpol²tica de di§logoò con el movimiento estudiantil y la transformación del campus en un 

vigoroso escenario de intercambio cultural, por ejemplo, con el nombramiento de la crítica 

de arte Marta Traba como directora de Extensión Cultural (Patiño, 2008, pp. 14-20). Estos 

años fueron además decisivos por la diversificación y consolidación de las ciencias sociales 

y humanas en la Universidad, un factor que dinamizó enormemente la esfera pública 

universitaria y contribuyó a pluralizar ideológicamente la planta docente (Archila, Correa, 

Delgado & Jaramillo, 2006). 

En el capítulo 5 intentaré mostrar que más o menos a partir de 1966, con la salida de Patiño 

de la rectoría, la expansión de la esfera civil en la Universidad Nacional fue frenada e inició 

un intenso proceso de desmonte de la vida democrática en el campus. Desmonte que ya no 

estuvo a cargo de sectores sociales conservadores, sino, por el contrario, de aquellos 

sectores partidarios de una solución revolucionaria a los problemas del país. Como sostiene 

el historiador Med·filo Medina y docente de la Nacional, ñen el plano de la vida política, se 

fueron incubando unos elementos de sectarismo muy, muy nefastosò (entrevista a Med·filo 

Medina, 2004). Como veremos, esta tentativa de desmontar la vida democrática en el 

campus con frecuencia implicó el uso de la fuerza, en distintas formas y con distintas 

intensidades.  
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Este proceso de desmonte también estuvo acompañado (al menos inicialmente) de un 

masivo tránsito voluntario de antiguos activistas civiles hacia el campo revolucionario. Los 

casos más emblemáticos de este tránsito estuvieron representados por Camilo Torres 

Restrepo y Orlando Fals Borda. Inicialmente, estos dos profesores de Sociología se 

identificaban con concepciones políticas reformistas, defendiendo proyectos de cambio 

social profundos pero graduales, dentro de un marco político democrático (Jaramillo, 

2018). Como veremos en el capítulo 7, incluso fueron protagonistas directos en algunas de 

las primeras acciones de resistencia civil a la violencia revolucionaria en la Universidad 

Nacional. Sin embargo, tras su desvinculación como docente de tiempo completo de la 

Universidad en 1962 (aunque por muchas otras razones), Torres Restrepo inició un camino 

de politización revolucionaria que lo llevó a incorporarse a las filas del ELN a finales de 

1965, donde moriría en combate solo dos meses después (Villanueva, 1995). La trayectoria 

de Fals Borda, si bien menos estrepitosa, de algún modo fue más extraordinaria. En un 

primer momento, fue objeto de hostigamiento por parte de sectores revolucionarios de la 

Nacional, quienes, acusándolo de colaborar con el imperialismo yanqui, precipitaron su 

salida de la Universidad. En un segundo momento, poco después, Fals Borda se encaminó 

hacia posturas más próximas al discurso revolucionario, aunque, a diferencia de Torres, 

nunca se integró a la insurgencia armada, aun cuando disponía del conocimiento militar 

necesario tras haber estudiado año y medio en la Escuela Militar (Restrepo, 2016, p. 232). 

En 1967 publicó un libro titulado La subversión en Colombia, Visión del cambio social en 

la historia, donde defendía ideas como esta: 

Si [la violencia] se encuentra justificada por la élite del poder para mantener situaciones 

incongruentes con las metas valoradas de la sociedad, no se ve cómo no pueda 

justificarse en manos de quienes buscan la terminación de las injusticias, por razones 

estrat®gicas. Este es el concepto de la rebeli·n justa, o ñcontraviolenciaò (Fals Borda, 

1967, p. 50)
6
. 

 

6 
 La primera edición del libro incluía en su dedicatoria a Otto Morales Benítez, conspicuo 

representante de la elite modernizadora del Frente Nacional. En una siguiente reedición del texto tal 

referencia desapareció. 
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Otro caso expresivo de una antigua intelectualidad civil que migró hacia la política 

revolucionaria es el del ex-rector de la Universidad, Gerardo Molina. Para ilustrar este giro 

baste ver cómo, en 1970, durante un ñSeminario sobre la etiolog²a de los conflictos 

universitariosò organizado por la Asociaci·n Colombiana de Universidades ASCUN, 

Molina defendía la violencia revolucionaria del movimiento estudiantil en los siguientes 

términos: 

 

¿Es que los estudiantes pueden sustraerse a la violencia diluida en la atmósfera que 

respiran? ¿Es que podemos condenarlos cuando reaccionan en forma que coincide con la 

violencia impuesta desde arriba? Hablar de la inmadurez de la juventud en esos casos es 

querer ocultar la responsabilidad que compete a las generaciones adultas, dueñas y 

usufructuarias del poder, del dinero, de los medios de difusión y de la misma cultura 

(Molina, 1970, pp. 356-357). 

Como muchos intelectuales de su generación, al cabo de un tiempo tanto Molina como Fals 

Borda acabaron retornando a las filas del campo civil-democrático. En el caso de Fals 

Borda, incluso, su trayectoria sociológica y política posterior (por fuera de la Universidad 

Nacional entre 1966 y 1986), podrían justificar que hoy se le considere como una figura 

paradigm§tica de la ñno violenciaò en la historia colombiana reciente (Restrepo, 2016, p. 

232). 

 

Los setenta representaron acaso el momento más agudo de erosión de la esfera civil en la 

Universidad Nacional. Sin embargo, de manera lenta y subrepticia, en esta década fueron 

simultáneamente incubándose los fundamentos del retorno de lo civil que florecerá en años 

posteriores. Hubo, por ejemplo, un fenómeno cuya dimensión es difícil de calcular pero 

cuya importancia es insoslayable: el proceso de distanciamiento crítico de algunos 

militantes revolucionarios frente a su propio activismo estudiantil. En el siguiente relato, un 

docente rememora cómo, a mediados de los setenta, empezaba ya en su caso el proceso de 

distanciamiento respecto a la militancia revolucionaria (en la JUPA) que ejerció como 

estudiante de Sociología: 
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El proyecto radical de la guerrilla estaba mostrando muchas limitaciones. Circulaban las 

noticias de que el ELN había producido más víctimas por juicios a sus militantes que por 

combates contra el Ejército (...). Y estaba el hecho de que ya lo del Che Guevara era 

demasiado conocido. El Diario del Che en Bolivia se publicó en entregas diarias en El 

Tiempo. Yo creo que en eso influyó que el hermano del actual presidente [Enrique 

Santos Calderón] era simpatizante del ELN. Yo recuerdo que iba a casa de mi tío, que 

era suscriptor de El Tiempo, exclusivamente a leer el diario, que es la historia de un 

fracaso rotundo, una cantidad de equivocaciones en el proyecto revolucionario. Es un 

texto que al leerlo uno dice: no, la cosa no es por ahí. Fácilmente. Habla del terror, y que 

el revolucionario debe practicar el terror frente a los campesinos que no están muy 

convencidos (Entrevista a Fernando Cubides, 2018). 

 

Uno de los hitos más significativos de este distanciamiento crítico ocurrió en 1977, con la 

publicación de un libro como Juego de damas, escrito por un egresado de la Universidad 

Nacional, Rafael Humberto Moreno-Durán. En esta novela literaria, Moreno-Durán 

reconstruyó con alta fidelidad el ambiente de militancia revolucionaria universitaria de los 

años sesenta, ambiente del que fue testigo directo como estudiante de Derecho. Sin 

embargo, lo reconstruye no en clave de heroismo romántico o nostálgico, sino en clave 

eminentemente satírica. 

A comienzos de los ochenta, el proceso de desmonte de la esfera civil universitaria en la 

Nacional fue enfrentado por una nueva tendencia emergente, principalemente, entre los 

docentes de la Universidad. De manera más o menos generalizada, aquellos de orientación 

izquierdista se fueron tornando críticos de la violencia revolucionaria, postulando que la 

única manera de enfrentar sus efectos era reconstruyendo la vida democrática en el campus. 

De algún modo, lo que se verá en el país en los noventa, el masivo giro que de la 

intelectualidad de izquierda hacia concepciones políticas democráticas, se anticipó una 

década en la Universidad Nacional. 

 

En 1981 fue fundado el Comité Amplio de Profesores CAP, liderado por el filósofo 

Guillermo Hoyos Vázquez, quien por entonces además fue elegido representante profesoral 

ante el Consejo Superior Universitario CSU, en compañía de otros colegas como el 
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matemático Antanas Mockus, el físico José Granés y el historiador Medófilo Medina, este 

último antiguo militante de la Juventud Comunista en su época estudiantil. La principal 

actividad del CAP consistió en plantear reflexiones públicas y amplias sobre los problemas 

de la Universidad. Sin embargo, este proceso de reconstrucción civil fue interrumpido por 

el prolongado cierre universitario decretado en mayo de 1984.  

Cuando el historiador Marco Palacios (antiguo militante del Movimiento Revolucionario 

Liberal), reabri· la Universidad en abril de 1985, adelant· un ñproceso de normalizaci·n 

internaò (Puyana & Serrano, 2000, p. 86) mediante un ñestilo personalista y autoritarioò de 

gobierno (Ramírez Tobón, Zuluaga & Serrano, 1993). Las principales medidas 

implementadas por su rectoría (1984-1988) fueron la supresión de las residencias y la 

cafetería central, así como la autorización explícita al ingreso eventual de la fuerza pública 

al campus, en reemplazo de la política de los cierres preventivos. Además, contando con el 

aval del presidente Belisario Betancur, Palacios se reunió en varias oportunidades con las 

guerrillas del ELN, el M-19 y las FARC, a fin de obtener de ellos el compromiso de ayudar 

a ñmantener la tranquilidad en el campusò (entrevista a Palacios, 2004). En otro frente, esta 

rectoría impulsó en 1986 la creación del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones 

Internacionales IEPRI, un centro de investigación interdisciplinar que contribuyó a 

consolidar, en la Universidad Nacional, una intelectualidad civil crítica de la lucha armada 

y en general del empleo de la violencia como medio de la acción política. Al año siguiente 

de su fundaci·n, la ñComisi·n de Estudios sobre la violenciaò del gobierno de Virgilio 

Barco le encomendó al IEPRI redactar un informe académico sobre las causas del conflicto 

armado en el país. El resultado de este encargo fue el conocido libro Colombia: Violencia y 

Democracia, entre cuyos autores (conocidos como los ñviolent·logosò) se encontraron el 

historiador, filósofo y sociólogo Gonzalo Sánchez (coordinador del grupo de 

investigadores), los sociólogos Álvaro Camacho Guizado, Francisco Leal Buitrago, 

Eduardo Pizarro Leongómez y Carlos Eduardo Jaramillo, los antropólogos Jaime Arocha y 

Darío Fajardo y el filósofo y politólogo Carlos Miguel Ortiz. 

Finalmente, el comienzo de la década de los noventa representó la difusión más o menos 

generalizada de una sensibilidad política desfavorable al empleo de métodos violentos de 

acción y favorable a la persuasión democrática. A nivel internacional, la caída del muro de 
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Berlín y el derrumbe de la Unión Soviética representaron un duro revés para el discurso 

revolucionario, empezando a dar paso conscientemente a la ñsociedad civilò como principal 

solución utópica a los problemas del mundo (Alexander, 2001). En Colombia, la 

convocatoria del proceso constituyente que condujo a la promulgación de la Constitución 

de 1991, y que coincidió con la desmovilización del M-19 y su posterior transformación en 

partido político legal (junto con el EPL, una disidencia del ELN y otras guerrillas menores), 

respondió, al menos en parte, al ascenso de un sentimiento colectivo de rechazo a la 

violencia cultivado, especialmente, entre las capas urbanas (Lemaitre, 2009). En la misma 

dirección, también en esta coyuntura se hizo palpable la desafección por parte de 

importantes sectores intelectuales sobre la validez de la lucha armada, lo que se evidencia 

en la carta pública que en noviembre de 1992 varios intelectuales, entre ellos figuras 

notables de izquierda como Gabriel García Márquez, dirigieron a la Coordinadora 

Guerrillera Sim·n Bol²var, titulada ñSu lucha no propicia la justicia socialò (El Tiempo, 20 

de noviembre de 1992). Sintomáticamente, fue a partir de la década de los noventa que la 

idea de ñresistencia civil a la violenciaò se tornaba un recurrente objeto de inter®s para la 

investigación académica (Hernández Delgado, 2009). 

Las negociaciones de paz produjeron en la Universidad Nacional un acercamiento de la 

intelectualidad al discurso democrático, con efectos permanentes entre el profesorado y el 

estudiantado. Negociaciones ulteriores entre las directivas universitarias y los grupos 

guerrilleros pudieron tener también la misma clase de incidencia. Por ejemplo, con 

financiamiento del Ministerio del Interior y apoyo de la Consejería de Paz, la división de 

Integración de la vicerrectoría de Bienestar de la Universidad Nacional, entonces a cargo de 

la profesora de Antropología Ligia Echeverri, propuso y coordinó la realización de varios 

talleres en la universidad y en Guaymaral, al norte de Bogotá. Aquí participaron, además de 

los académicos, generales del Ejército, guerrilleros y exguerrilleros y líderes estudiantiles, 

con una agenda de debate que contemplaba, desde la perspectiva de la Universidad, dos 

objetivos: detener el flujo de estudiantes ñal monteò y contener los actos de violencia en el 

campus (entrevista a Ligia Echeverri, 2018). En simultáneo, la rectoría de Antanas Mockus 

(1991 y 1993) se compromet²a expl²citamente con la promoci·n del di§logo y la ñno 

violenciaò entre la comunidad universitaria, en un esfuerzo acogido de muy diversas 

maneras por los docentes. 
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Mockus intentó hacer una pedagogía como la que luego trató de aplicar en una escala 

mayor en la ciudad: la pedagogía ciudadana, gestos que fueran suficientemente 

ilustrativos y que tuvieran un efecto visual y simbólico. Y en cuanto a los contenidos de 

la enseñanza, hubo la propuesta de cátedras libres, que hizo posible que estudiantes de 

distintas disciplinas tomaran cursos independientemente de que estuvieran relacionados 

con su currículo o no. Por ejemplo, con Carlos Miguel Ortiz, historiador y violentólogo, 

decidimos acoger la idea de hacer un curso que fuera ñHistoria y sociolog²a de la 

violenciaò. La iniciativa se incorpor· a la programaci·n de un semestre y vaya sorpresa 

cuando vamos a enterarnos que ese curso tuvo 248 inscritos. Los cursos libres, ese 

esfuerzo por flexibilizar los currículos, fue una idea muy imaginativa, muy bien 

concebida pedagógicamente y que pudo contribuir de una forma muy directa a 

desactivar motivos y justificaciones de la violencia (é). En a¶os posteriores, a quienes 

me ped²an discutir el tema de la violencia en espacios asamble²sticos yo dec²a ñnoò. 

Prefiero hacer un curso y discutirlo, pero a partir de lecturas y teniendo algunos 

referentes comunes. Discutirlo como un problema abierto, sujeto a toda esa volubilidad 

de la política universitaria, no me interesa. Me interesa que estén dispuestos a escuchar 

lo que quiero transmitir de lo que he estudiado e investigado, y tener más bien una 

discusión aquí en el aula (entrevista a Fernando Cubides, 2018). 

Comenzando los noventa, esta sensibilidad política civil en la Universidad se manifestó 

incluso en formas experimentales. Por ejemplo, a comienzos de 1993 el curso de 

ñSociolog²a Culturalò, a cargo del profesor Gabriel Restrepo, viaj· en salida de campo al 

carnaval de Barranquilla, con la intención de observar la cultura popular y las expresiones 

artísticas propias de estas fiestas, para adoptarlas como caso paradigmático de un ritual 

colectivo capaz de canalizar estéticamente (es decir por vías sustitutivas) la efervescencia 

social que origina violencia en el país (entrevista a Gabriel Restrepo, 2018). 

Asimismo, los actores de la esfera civil universitaria empezaron a pluralizarse y 

multiplicarse de manera creciente, se amplificaron los escenarios de debate público interno, 

en un fenómeno que quizás fue acelerado por la expansión de los medios de comunicación 

virtuales en Colombia, y en particular de que Levinson (2009) llama los ñnuevos nuevos 

mediosò (los blogs, las ñredes socialesò, los wikis). 
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El desarrollo del proceso de paz entre el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) y la 

principal guerrilla en el país, las FARC-EP, reeditó un contexto similar al del inicio de los 

noventa: volvieron a darse condiciones favorables al despliegue de un discurso 

democratizador en la Universidad Nacional. Una de las muestras de ello fue la organización 

de un foro que llev· el nombre ñAcci·n colectiva violenta en el movimiento estudiantilò. 

Organizado por el IEPRI y el Centro de Pensamiento para la Paz, con la colaboración del 

Programa de Convivencia y Cotidianidad de Bienestar Universitario. El evento, realizado el 

6 de noviembre de 2012, reunió a siete organizaciones clandestinas revolucionarias que 

operaban violentamente en la Universidad Nacional (el Movimiento Revolucionario 

Unificado del Pueblo, los Klanes, la Unión Camilista Revolucionaria, Llamarada UN, 

Estudiantes UN, el Frente Estudiantil Revolucionario y el grupo Jaime Bateman Cayón), 

para que expusieran sus posiciones y reivindicaciones ante un colmado auditorio León de 

Greiff, mientras que la introducción del foro estuvo a cargo del profesor Carlos Medina 

Gallego, miembro del Centro de Pensamiento para la Paz de la Facultad de Derecho. Sobre 

el evento, el entonces director del IEPRI, Fabio López de la Roche, expresó: 

Lo más importante fue poder escuchar y conocer los planteamientos de estos grupos a 

favor de espacios de diálogo, de análisis críticos de la actual situación del país y de la 

Universidad, que son reales y estamos dispuestos a escuchar. No obstante, no estamos de 

acuerdo con los métodos de lucha (Bienestar UN, 6 de noviembre de 2012). 
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CAPÍTULO 3 ï POLITIZACIÓN REVOLUCIONARIA EN LOS CAMPUS  

El fundamento moral y emocional a partir del cual se articulan las justificaciones de la 

violencia revolucionaria en el campus (o en cualquier otro contexto social) no lo 

proporciona el c·digo civil, sino un c·digo cultural alternativo, que llamar® ñdiscurso 

revolucionarioò.  

En un primer momento, este capítulo explica por qué dicho discurso debe considerarse 

eminentemente anti-democrático. De lo que me ocupo aquí es de trazar las fronteras 

analíticas entre el código civil y el código revolucionario, una tarea que en el fondo consiste 

en ampliar la distinción gramsciana entre violencia y consenso expuesta en el apartado 2.1 

del capítulo anterior.  

En un segundo momento, me enfrento a un desafío teórico fundamental: ¿cómo prosperan, 

en una institución parcialmente civil como la universidad, prácticas eminentemente anti-

civiles como la violencia revolucionaria? ¿Por qué las universidades parecen ser contextos 

particularmente proclives a la proliferación del discurso revolucionario? Para responder 

estos interrogantes, lo que hago es reconstruir distintos intentos de respuesta ofrecidos por 

las ciencias sociales nacionales e internacionales. Aunque al final expongo la posición que 

considero más compatible con mi marco analítico general, no me propuse decretar una 

respuesta definitiva al debate. La mejor postura posible tendría que nacer de un esfuerzo de 

síntesis, pero ello ameritaría, a mi juicio, una investigación en sí misma. Más que resolver 

el problema, el propósito de este capítulo es, por ahora, plantearlo. 

   

3.1 ï La política revolucionaria  

 

En sociedades en las que la sociedad civil ha sido al menos parcialmente institucionalizada, 

los movimientos que aspiran al cambio social se enfrentan a dos posibilidades 

contrapuestas: un cambio social democrático, orientado a la sociedad civil, y un cambio 

social revolucionario, orientado al Estado. En contraste con los civiles, los actores 

revolucionarios son aquellos que optan por abandonar, en lugar de ejercer, las 

oportunidades de comunicación pública disponibles en la sociedad civil para tramitar sus 
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particulares demandas (Alexander, 2006, p. 209). Casos paradigmáticos de actores 

revolucionarios son los movimientos sociales, que, al postular un control absoluto de las 

instituciones comunicativas por parte de ciertas élites (económicas, políticas, raciales, 

religiosas, etc.), niegan la autonomía de la sociedad civil y  

apuntan al control estatal a través de la fuerza en vez del poder legítimo, que ocurre 

cuando la obediencia es voluntaria en vez de coaccionada, cuando la justicia del poder se 

atribuye por razones morales y no por hábito o por miedo (p. 228).  

Estos movimientos denuncian como aparente la apertura de la sociedad civil, y más bien 

postulan que esta es inherentemente controlada por ciertas estructuras de dominación: sea 

burguesa, blanca, eclesial, patriarcal, etcétera. En efecto, la sociedad civil es ante todo un 

arma de dominación, un instrumento que le proporciona una base de la legitimidad a los 

opresores. Por tal razón, los movimientos revolucionarios no solo evacúan los procesos 

comunicativos de la sociedad civil al emplear medios coercitivos de acción, sino que se 

proponen resolver las graves contradicciones sociales denunciadas eliminando la 

independencia de la esfera civil (Alexander, 2006, p. 418). Revolucionarios no son solo los 

que emplean la violencia para conseguir sus fines políticos, sino quienes aspiran a eliminar 

la sociedad civil, aun cuando acepten utilizarla estratégicamente, es decir, sin compromisos 

normativos frente a ella. De cualquier modo, entre los actores revolucionarios y los civiles 

existe un conflicto más o menos inherente: los primeros impugnan discursivamente los 

procesos comunicativos de generación de consenso, pero además buscan erosionar la 

sociedad civil misma. No solo eluden los principios comunicativos durante el proceso de 

transformación del orden social, sino que aspiran a disolverlos permanentemente. Por tal 

razón, ideologías como el socialismo revolucionario abren un frente de tensión política no 

solo respecto a ideologías capitalistas sino incluso frente a otros socialismos de orientación 

democrática, y asimismo abren la posibilidad de que se forjen, en su contra, alianzas entre 

socialismos democráticos y otros sectores democráticos no socialistas, en defensa de los 

principios de la sociedad civil bajo amenaza. 

Precisamente esta investigación trata sobre el conflicto entre actores civiles y 

revolucionarios. En cuanto a los segundos, me ocuparé en específico de la que es, acaso, su 

manifestación más económicamente orientada: el socialismo revolucionario de inspiración 
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marxista. A diferencia de los actores civiles, los revolucionarios elaboran su discurso 

pol²tico a partir de ñreg²menes de justificaci·nò no democr§ticos. El ñr®gimen de 

justificaci·nò empleado suele ser la articulaci·n ut·pica de las demandas de algún sector 

social subordinado en una esfera no civil. Así, el socialismo revolucionario es una 

encarnación ideológica de las demandas de cambio social del proletariado en la esfera 

económica. Debido a que consideran ilusoria la existencia de una comunidad universal 

culturalmente definida según criterios democráticos, sus militantes no aspiran tanto a 

ejercer la persuasión para tejer amplias relaciones de solidaridad, sino apenas para 

reconstruir las solidaridades comunitarias, particularistas, de los obreros, promoviendo la 

idea de que la única solución posible a las injustas relaciones de dominación económica es 

la toma por la fuerza del aparato estatal. 

Lejos del ideal de la incorporación democrática, los actores revolucionarios no aspiran a 

ñser incluidosò en la sociedad civil, pues suponen que ello es imposible. Desde su 

perspectiva la sociedad civil es inherentemente excluyente, su formato universalista solo 

una apariencia. El código binario a partir del cual articulan sus demandas es, respecto al 

civil, menos abstracto, más restringido. Las cualidades positivas están asociadas a la 

categor²a de ñproletariadoò, las negativas a la ñburgues²aò, designaciones decimon·nicas 

que, en el siglo XX, fueron reactualizadas como ñpuebloò y ñeliteò, si bien la lógica 

simbólica permaneció estructuralmente inalterada. Se trata de cualidades primordializadas 

en el sentido de que son identidades más adscritas que construidas, muy difíciles de 

acreditar para quienes se consideran, en la esfera econ·mica, ñeliteò; y muy autom§ticas 

para los miembros del ñpuebloò. Los revolucionarios se resisten a traducir sus demandas 

particulares en los t®rminos universalistas de ñcivilò y ñno civilò, pues, como piensan que 

tal discurso es elitista, implicaría una claudicación ante su dominio. La transformación a la 

que aspiran es revolucionaria, no reformista ni incremental. El conflicto que plantean no 

está basado en el consenso, sino en el antagonismo. Los grupos nucleares de la sociedad (la 

elite) no deben abrirse a nuevos actores, sino que deben ser derribados y sustituidos por 

otros (el pueblo). No se aspira a lograr la integración; el proceso de emancipación política 

tiene un menor componente en la construcción de solidaridad y mucho mayor énfasis en la 

confrontación. Por tanto, no bastan los mecanismos persuasivos para alcanzarla, sino que es 

necesaria la fuerza. 
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La diferencia entre el discurso civil y el revolucionario no ocurre en el plano semántico, 

sino al nivel, mucho más profundo, de la estructura cultural. Muchos actores pueden 

reivindicar expl²citamente la ñdemocraciaò como parte de su horizonte pol²tico a perseguir. 

Sin embargo, lo que en realidad cuenta es el régimen de justificación a partir del cual 

estructuran su discurso. Si por aspiración democrática se entiende, como ocurre con 

frecuencia, una toma del poder por parte del ñpuebloò mediante la negaci·n violenta de la 

sociedad civil existente, el código operante no es allí el civil sino el revolucionario. De 

igual manera, los actores democráticos pueden reivindicar explícitamente un horizonte 

ñrevolucionarioò idealizado como parte de sus demandas pol²ticas, solo que desde su 

r®gimen de justificaci·n no concebir§n la ñrevoluci·nò como ruptura abrupta sino como 

ampliación vertiginosa de la esfera civil. Antes que en significantes aislados de los 

discursos p¼blicos (como ñdemocraciaò o ñrevoluci·nò), el an§lisis hermen®utico-

estructural debe concentrarse en las relaciones entre significados. 

 

Tabla 2 ï Estructura cultural del discurso revolucionario (basado en Tognato, 2018; p. 156) 

MOTIVOS  RELACIONES  INSTITUCIONES  

Pueblo Elite Pueblo Elite Pueblo Elite 

Activo Pasivo Leales Traicioneras Cohesionadas Divididas 

Crítico Conformista 
Basadas en la fe 

revolucionaria 

Basadas en la 

fe en el statu 

quo 

Comunitarias 

 
Atomizadas 

Altruista Egoísta 
Orientadas al 

sacrificio 

Orientadas al 

auto-interés 

Orientadas al 

bienestar 

común 

Orientadas a la 

acumulación 

personal 

Colectivista Individualista Desinteresadas Codiciosas Disciplinadas Desviadas 

Utópicos Realistas   Unidas Fragmentadas 

 

Algunos valores idealizados por el discurso revolucionario convergen con aquellos del 

discurso civil, principalmente la exaltación del activismo por oposición a la pasividad, de la 
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actitud crítica por encima de la contemplativa frente a las injusticias que pueblan la vida 

social. Sin duda esta actitud es mucho más beligerante en el caso del discurso 

revolucionario, donde el activismo social deja de enmarcarse en el horizonte de legalidad y 

auto-regulación normada presente en el código civil. Antes bien, para los militantes 

revolucionarios la ley tiende a asociarse negativamente con el statu quo, es decir, con el 

polo profano de la elite, mientras que la transgresión del marco legal y la disrupción de las 

normas establecidas parecen aproximarse al polo sagrado de lo popular. Por otra parte, el 

énfasis civil en la autonomía individual es, en el código revolucionario, reemplazado por un 

cierto sentido trascendente otorgado a la pertenencia comunitaria. El culto al sacrificio 

personal, a la disciplina, a la cohesión y a la lealtad revolucionaria, expresan la importancia 

que adquiere, para el revolucionario, el compromiso con una causa colectiva que, sin duda, 

lo rebasa como individuo. Este terreno se aleja vertiginosamente de los referentes de la 

civilidad, y tiende más bien a asemejarse al espíritu oganicista y patrimonialista 

característico de esa otra estructura cultural, de corte mucho más conservador, que de 

manera bastante generalizada guía la definición de lo legítimo en la vida social cotidiana: el 

ñdiscurso de la haciendaò. Defendido por amplios sectores de la sociedad colombiana, este 

régimen de justificación parte de entender a la sociedad como un cuerpo orgánico y 

unitario, idealizando la posibilidad de una ñarmon²a socialò basada en las ejecutorias de una 

autoridad centralizada: el ñpatr·nò. Hostil a la disidencia, predica la sujeci·n a las 

jerarquías establecidas y percibe las críticas al orden no como una potencia constructiva 

sino como una conjura de ñbandidosò: el conflicto es s²ntoma a corregir o desviación 

sospechosa. Más que asumir un compromiso consigo mismo, el individuo debe ofrecer una 

lealtad total a ese cuerpo colectivo personificado en el patrón. Debe convertirse, en 

definitiva, en un ñpe·nò (Tognato & Cuéllar, 2013, p. 459). 

 

3.2 ï Perspectivas sobre la politización revolucionaria en el ámbito universitario 

 

Si definimos la universidad como una institución parcialmente civil, resulta decisivo 

entender cómo es posible que sean precisamente las universidades contextos especiales 

donde se han generalizado las expresiones anti-civiles del discurso revolucionario. Este 



  

58 
 

fenómeno no es, por cierto, una anomalía colombiana o latinoamericana, sino que ocurre 

alrededor del mundo. Por ejemplo, en Estados Unidos se reconoce a los universitarios no 

solo como una población más liberal y progresista que el promedio, sino también como una 

población que, comparada con el resto de la sociedad, concentra una proporción 

inusualmente alta de lo que suele designarse ñradicalesò (Gross, 2013, p. 44). Aunque no 

existen datos sistemáticos que lo confirmen, es presumible la misma tendencia para 

Colombia, y acaso hasta más pronunciada. En un sondeo aplicado en marzo de 1982 a 

estudiantes universitarios, en el caso de las ñuniversidades de matr²cula bajaò (que 

corresponden en ese texto a las universidades Nacional y Pedagógica), más de la mitad de 

los consultados (51,4%) consideró legítima la lucha guerrillera (Santamaría & Silva, 1984, 

p. 219). Semejantes niveles de aprobación a la lucha revolucionaria de las guerrillas 

parecerían inimaginables entre la población nacional, sea la época que sea. 

A continuación, repaso las principales aproximaciones en ciencias sociales a este problema. 

A grandes rasgos, propongo dividir en dos las explicaciones de la politización 

revolucionaria en entornos universitarios: aquellas que la atribuyen a causas sociales 

externas a la vida universitaria misma ïperspectivas externalistasï y aquellas que la 

vinculan con formas de sociabilidad propiamente universitarias ïperspectivas internalistasï

. 

La literatura en Colombia ha insistido mucho en perspectivas externalistas que enfatizan la 

importancia explicativa de la clase social. Desde el punto de vista teórico, esta posición 

parte de una premisa, típicamente marxista, según la cual las mayores proclividades 

revolucionarias se asocian a mayores niveles de privación material. El problema con este 

argumento es que si bien da cuenta con relativa facilidad de las insurrecciones de clases 

sociales subordinadas (el proletariado o el campesinado), es difícilmente aplicable a una 

población elitizada como la universitaria.  

Los defensores de esta postura parten del siguiente razonamiento histórico. La vertiginosa 

ampliación de la cobertura universitaria ocurrida en los años sesenta modificó la 

composición de clase de los estudiantes universitarios, generando la proliferación del 

discurso revolucionario en las universidades colombianas, particularmente entre el 

movimiento estudiantil. El número de estudiantes matriculados en universidades 
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colombianas cambió de 3.687 en 1935 a 6.512 en 1945; a 23.013 en 1960; y finalmente a 

44.403 en 1965 (Puyana & Serrano, 2000, pp. 53-57). La expansión masiva de la cobertura 

universitaria habría provocado una redefinición de las relaciones de los universitarios con la 

élite en el poder. Como antes de los sesentas el acceso a las universidades estaba restringido 

a las capas privilegiadas de la población, los estudiantes tenían intereses más o menos 

convergentes con las clases dirigentes, algo que se expresa bien con sus filiaciones políticas 

bipartidistas. Pero cuando las clases medias (y en menor medida populares) irrumpieron en 

las universidades públicas, los estudiantes se convirtieron cada vez más firmemente en una 

fuerza de oposición a las elites. El proceso pudo enfatizarse por la negativa de estas elites a 

realizar ajustes adecuados al sistema de educación superior, como por ejemplo un 

fortalecimiento del sistema público universitario que respondiera a las nuevas 

circunstancias (Le Bot, 1979; Archila, 2012). Más bien ocurrió lo contrario: el 

fortalecimiento de la oferta universitaria privada. Si en 1945 las universidades privadas 

albergaban apenas el 27% de la población estudiantil, esta cifra ascendió a 45% en 1970 

(Le Bot, 1979, 72-73). En 1975 las universidades públicas tenían 86.089 matriculados, 

mientras las privadas ya habían alcanzado 90.009 (Puyana & Serrano, 2000, 57). 

Sin embargo, no se trató simplemente de una oposición estudiantil a las elites, oposición 

que podría bien expresarse dentro de los cauces (gradualistas, reformistas) del sistema 

político imperante. Fue en cambio una oposición revolucionaria. En palabras de Jaime 

Caycedo (1984), ante la disyuntiva de aburguesarse o proletarizarse, la ñpeque¶a 

burgues²aò universitaria opt· por asumir la ideolog²a de las clases menos favorecidas. Por 

su parte, Mauricio Archila (2003, p. 398) afirma que la identificación con posturas rebeldes 

fue una estrategia del movimiento estudiantil para redimir sus ñculpas peque¶oburguesasò. 

Una versión más sofisticada de este argumento podría fundamentarse en Pierre Bourdieu, 

quien conceptualiza la universidad como un ñcampoò distintivo que opera seg¼n din§micas 

propias de conflicto que movilizan dos capitales: el control de los procesos administrativos 

de reproducción del orden universitario (asignación de recursos, selección docente, jurados 

arbitrados) y la ñnotoriedad intelectualò. Como el acceso a este campo universitario es 

fuertemente selectivo, los universitarios ostentan, sin duda, un lugar de privilegio en el 

espacio social: hacen parte de la clase dominante. Sin embargo, sostiene este autor, dado 

que su orientación no es económica sino predominantemente intelectual, constituyen una 
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fracción dominada dentro de la clase dominante. De modo tal que, al asumirse como 

subordinados, los universitarios terminan generando intereses e insatisfacciones 

convergentes con los sectores, mucho más contestatarios, de la clase dominada, y, en 

consecuencia, adquieren cierta tendencia a adoptar posiciones de rebeldía política 

(Bourdieu, 1984). El desafío teórico, ahora, es explicar por qué esta rebeldía política adoptó 

una orientación revolucionaria, rebasando los cauces civiles de expresión.  

Según se argumenta en el caso colombiano, la identificación de las clases medias 

universitarias con las aspiraciones revolucionarias de los sectores sociales más 

subordinados obedeció a las condiciones del sistema político.  Las élites colombianas 

fueron tan cerradas, y su régimen de dominación tan opresivo, que no solo las clases 

sociales más bajas, sino también las medias, entendieron que sus demandas materiales solo 

podrían materializarse sustituyendo el sistema político en una ruptura revolucionaria. En 

concreto, la expansión de la población universitaria coincidió con la instauración del Frente 

Nacional (1958-1974), un pacto entre los partidos tradicionales, Liberal y Conservador, que 

limitó los mecanismos institucionales de participación de todos los sectores alternativos, 

incluidas las clases medias universitarias. Como consecuencia de su confrontación con el 

bipartidismo, y ante la respuesta represiva del gobierno, muchos en el movimiento 

estudiantil se precipitaron a adoptar una ñl²nea insurreccionalò (Archila, 1999, p. 171). 

Como el Frente Nacional cerró los espacios de participación, estos debieron buscarse fuera 

del sistema (Leal, 1984).  

A pesar de su congruencia interna, esta línea explicativa tiene la debilidad empírica de 

adoptar una visión unilateral del Frente Nacional como un régimen excepcionalmente 

opresivo. Aunque común en las ciencias sociales colombianas, esta lectura es en realidad 

inexacta, como han señalado ya varios estudiosos (Pécaut, 1991; Gutiérrez, 2007; Karl, 

2018). Otro aspecto defectuoso de las perspectivas locales sobre la politización 

revolucionaria en las universidades es que, a diferencia de Bourdieu, los analistas en 

Colombia han perdido de vista la concepci·n de la universidad como un ñcampoò 

distintivo, con disposiciones y reglas de juego propias. Más bien, han predominado las 

perspectivas que desconocen la especificidad analítica del ámbito universitario, 

concibiéndolo como un reflejo mecánico de la realidad social externa. Estos autores 
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suponen que ñel problema de la politizaci·n universitaria no radica en las universidades, 

sino en los conflictos que enfrenta la sociedad de la que hace parteò (Leal, 1984, p. 157), o, 

en otras palabras, que  

la Universidad es parte de la sociedad a la cual pertenece y de la cual es expresión, y por 

ello no es extra¶a a las actuales circunstancias (é) y a las condiciones sociales y 

económicas por las cuales atraviesa el país (Moncayo, noviembre de 2002, p. 137). 

Esta concepción es empíricamente problemática, pues ignora realidades tan elementales 

como que la difusión del discurso revolucionario en las universidades es significativamente 

diferente al del resto de la sociedad.  

Otras perspectivas externalistas proponen que, debido a una combinación de razones 

psicológicas y culturales, en razón de su juventud los estudiantes universitarios serían más 

proclives a la movilización idealista y la insubordinación frente a las autoridades 

establecidas (Shils, 1969). En Colombia se ha señalado que la corta edad del estudiantado, 

por ejemplo, lo hace proclive a una postura ñindomable, so¶adora y conflictivaò (Acevedo, 

2017, p. 67). Desde esta óptica, la movilización estudiantil debe interpretarse como un 

fenómeno generacional.  

La razón por la cual esta insubordinación juvenil habría sido tan proclive a posiciones 

revolucionarias en los años sesenta es porque entonces, alrededor del mundo, hubo una 

explosión de políticas de movilidad social que, centradas en la educación superior, provocó 

la expansión de la población universitaria (Judt, 2010), precisamente entre la generación de 

jóvenes nacidos en el baby boom de posguerra (Marwick, 1998). El abrupto ascenso de la 

universidad en el mundo, en términos de su expansión tanto como de su importancia social, 

originó una formidable brecha cultural intergeneracional, cuyo antecedente más inmediato 

se remonta hasta 1848 (Aron, 1971). Esta brecha cultural habría precipitado un sentimiento 

de ruptura total de los más jóvenes contra el orden legado por sus padres. 

Una interesante interpretación del proceso de politización revolucionaria que combina 

factores de clase y generacionales se encuentra en un capítulo del conocido texto Los 

Alemanes, de Norbert Elías (1996). Aquí, Elías asocia el surgimiento de grupos terroristas 

revolucionarios conformados por jóvenes universitarios con un severo problema 
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generacional desencadenado durante la segunda posguerra alemana. Aunque todos los 

jóvenes de Alemania estaban sufriendo existencialmente entonces el estigma social de un 

pasado contaminado por el nazismo de sus padres, la conciencia de este estigma fue mucho 

más patente entre los jóvenes universitarios de extracción media, sostiene Elías, pues es 

precisamente entre las clases medias de sociedades desarrolladas que tiende a cultivarse la 

necesidad de un cierto significado personal, rasgo más bien ausente de la tradición cultural 

de la clase trabajadora (p. 229). Como la búsqueda de sentido personal puede satisfacerse 

mediante un ideal pol²tico, en la medida en que este proporciona una ñjustificaci·n a trav®s 

de la reflexión, una legitimaci·n a trav®s de la teor²aò (p. 233), estos j·venes universitarios 

buscaron exonerarse de ese estigma afiliándose a un credo político frontalmente 

contrapuesto al profesado por las generaciones pasadas: el marxismo (p. 330). Este 

marxismo de las clases medias tenía poco que ver con el interés tangible de los 

trabajadores, ni era tampoco la reacción a un régimen totalitario. Antes bien, la República 

Federal de Bonn era una sociedad mucho menos opresiva, menos injusta y desigual que 

formas sociales anteriores en Alemania (p. 234). El origen del descontento no era 

económico, como sugerían los propios discursos de los jóvenes rebeldes, sino existencial 

(p. 235). Para ellos, el recurso a la violencia se convirtió en una manera de romper con la 

clase media dominante, quebrantando las barreras civilizatorias que les eran impuestas (p. 

232). Aunque no económicos, en su búsqueda de sentido personal, estos universitarios 

debieron experimenta en todo caso fuertes constreñimientos, pues solo una sensación de 

intensa presión podría facilitar la transgresión de tabús heredados familiarmente (p. 234): 

para jóvenes intelectuales de clase media provenientes de familias altamente pacificadas, 

en las que el uso de violencia en las relaciones de autoridad, en la lucha de poder entre 

generaciones, es un tabú, la transición hacia actos de violencia (...) es mucho más ardua 

que para personas provenientes de familias de clase trabajadora, en las que las amenazas 

físicas contra el más débil por el más fuerte están a la orden del día (p. 233).  

En contraste con las externalistas, las perspectivas internalistas se centran en la 

especificidad de la universidad como espacio de socialización, enfatizando las 

peculiaridades institucionales que hacen de la universidad un escenario estimulante para la 

actitud cuestionadora, donde el pensamiento independiente y el disenso están ampliamente 
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legitimados, se encuentra tierra fértil para criticar el statu-quo y adoptar posiciones 

vanguardistas, socialmente disruptivas, que propician la rebelión. En efecto, la historia de la 

institución universitaria aporta alguna evidencia de que sus miembros han sido 

sistemáticamente proclives a desafiar las autoridades (Perkin, 2006).  

Algunos autores han argumentado que el rol social de los académicos, orientado 

normativamente hacia la creación de nuevo conocimiento, ideas y formas de expresión, 

permanentemente los conduce a la confrontación entre teoría y realidad, entre lo posible y 

lo actual, haciendo de la crítica de la sociedad un referente idealizado (Ladd & Lipset, 

1975). Pero aunque es posible concebir que este referente idealizado podría conducir a un 

proceso de politización, para estos autores, cuyo objeto de análisis son las universidades 

estadounidenses, la sociabilidad universitaria es por principio contraria a la adopción de 

posturas demasiado drásticas: dado que los académicos tienden a considerar escépticamente 

todas las opciones antes de tomar una posición definitiva, admitiendo márgenes de 

incertidumbre y sospecha permanente sobre sus prejuicios, sus propias posturas estarían 

signadas por un ñsesgo gradualistaò (p. 123). Desde este punto de vista, las universidades 

serían contextos más propicios a la politización democrática que a la revolucionaria.  

Aunque esta posición resuena con nuestro propio planteamiento de la universidad como 

institución parcialmente civil, resulta, no obstante, insuficiente para dar cuenta de la 

evidencia empírica que muestra a las universidades como escenarios sociales en particular 

proclives a la difusión de discursos revolucionarios. Quizás porque este fenómeno pudo ser 

más difundido en las universidades latinoamericanas, una de las aproximaciones 

internalistas más interesantes al problema de la politización revolucionaria en los campus 

proviene de aquí. A partir del estudio de Sendero Luminoso, guerrilla maoísta nacida en la 

Universidad de Huamanga (departamento de Ayacucho), el antropólogo peruano Carlos 

Iván Degregori (2011) postula que ciertas posiciones revolucionarias pudieron afianzarse 

en el contexto universitario precisamente por los procesos de legitimación intelectual que 

en ella ocurren, cuando son investidas por la inviolabilidad de la autoridad científica. De 

acuerdo con su análisis, dicho grupo subversivo defendió, dentro y fuera de las aulas, una 

versi·n de un ñmarxismo de manualò como un sistema cerrado y excluyente de verdades, 

consider§ndose ñen posesi·n de la ciencia no solo m§s nueva y exacta, sino moralmente 
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leg²tima en tanto ofrece la clave para la transformaci·n sustancial y positiva del mundoò (p. 

155). El proyecto de Sendero no fue solo pol²tico y militar, ñsino tambi®n intelectual y 

pedag·gicoò y dio una inmensa importancia ñal componente intelectual de su propuesta y a 

la condici·n de intelectual de su jefe m§ximo, el doctor Abimael Guzm§nò (p. 41). Desde la 

perspectiva de Degregori, en síntesis, una cierta convergencia entre el autoritarismo propio 

del espacio no-civil universitario y el autoritarismo propio de las concepciones 

revolucionarias, podría propiciar la aparición de estas últimas en la universidad.  

Algunos pocos textos en Colombia que se han alejado del canon externalista, aportan 

elementos adicionales para entender el fenómeno de la politización universitaria. Para 

Bakke (1964), existen circunstancias propias de la universidad que predisponen a los 

estudiantes a participar en ñacciones directasò (es decir, acciones de fuerza). Entre estas 

circunstancias se encuentran la imagen social del estudiante, que genera expectativas 

idealizadas sobre su contribución a la sociedad, rasgo específicamente latinoamericano, y 

los sentimientos de frustración provocados por la inconsistencia entre esas expectativas de 

transformación y las posibilidades reales de realizarlo. Un estudio de Walker (1973), 

discípulo de Lipset, realza las formas de socialización universitarias, que producen una 

subcultura, sobre todo alrededor de las ciencias sociales, en que posiciones ñcr²ticasò 

constituyen un valor internalizado socialmente estimado. En un texto poco conocido, 

Camilo Torres (1963) identifica tres clases de ñinconformismoò en la universidad. Uno es 

el inconformismo utópico, deseo de cambio más o menos instintivo, basado en un 

sentimentalismo altruista, con bases solidarias, pero no fundamentado en el conocimiento 

auténtico de la realidad. Otro es el producto de la frustración, sensación irracional de 

amargura sustentada en la experiencia directa y personal (insolidaria) de precarias 

condiciones de existencia. Y, por último, está el inconformismo científico, que consiste en 

un deseo de cambio social fundamentado en un conocimiento ñracionalò y ñobjetivoò de los 

problemas de la realidad. Para el autor, este sería el único inconformismo genuinamente 

universitario. A diferencia del inconformiso científico, que se afianza con la antigüedad 

universitaria, el utopismo es significativo solo en los primeros semestres de la carrera; 

apenas entra en consideración del estudiante la urgencia por encontrar una fuente de 

empleo, tiende a trocar en conformismo. De forma similar, la frustración es proclive a 

volverse conformista a la primera oportunidad de mejorar condiciones de vida, lo que 
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explicaría por qué los estudiantes tienden a ser mucho más inconformes que los 

profesionales. 

Menciono por último la perspectiva que preponderantemente adopto en ese trabajo, para la 

cual la politización revolucionaria en la universidad es una expresión de fenómenos 

culturales de inmensa relevancia, como la difusión global de lo que ha dado en 

denominarse ñNueva Izquierdaò. El ascenso de esta corriente es en parte el resultado del 

clima de disentimiento que por entonces prosperaba en el ambiente universitario mundial, 

liderado por profesores europeos como Herbert Marcuse y Jean Paul Sartre, que en 

t®rminos generales encarnaban un desplazamiento intelectual del ñviejo Marxò de El 

Capital al ñjoven Marxò de los Manuscritos, más próximo a una juventud ansiosa por 

combatir todas las formas de alienación heredadas (Judt, 2006, p. 588).  

La Nueva Izquierda se ha definido, entre otras, como un ñmovimiento de movimientosò 

ideológicamente muy diverso, en ocasiones incluso auto-contradictorio, asociado a 

intelectuales dispares como los mencionados Marcuse y Sartre; a expresiones contra-

culturales tan variadas como el rock and roll, la lucha por la liberación sexual y el consumo 

de sustancias psicotrópicas; a líderes políticos tan distantes como Ho Chi Minh y el Che 

Guevara, que incluyó al mismo tiempo elementos de oposición a normas patriarcales y de 

confrontación con el Estado (Zolov, 2008, p. 51), aunque con algunos marcos de referencia 

comunes: la condena de la guerra estadounidense en Vietnam, la defensa de la revolución 

cubana y la meta universal del socialismo (p. 53). No podría afirmarse que la Nueva 

Izquierda fuera un fenómeno cabalmente revolucionario, pero en su interior hubo, sin duda, 

elementos revolucionarios. 

Muchos de los movimientos juveniles de la Nueva Izquierda que emergieron en los sesenta 

renegaron los métodos de lucha democráticos y su estrategia de acción predilecta fueron los 

enfrentamientos callejeros con la fuerza pública, tanto en Alemania, Francia e Inglaterra 

(Suri, 2003, 164-212), como en Estados Unidos (Kurlanski, 1998, p. 226). En el caso de 

Latinoamérica, es aún más claro que la Nueva Izquierda adoptó un discurso revolucionario 

que validó, y en ocasiones hipostasió, la violencia como canal de expresión política, 

creando un continuo muy fluido entre la bohemia contra-cultural y la acción revolucionaria: 

no era tan sorprendente ni extraño como pareciera hoy la asociación entre la rebeldía de 
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los grupos contraculturales y la revolución cubana. La marihuana se ligaba al marxismo, 

las formas no convencionales de erotismo iban por el mismo camino que los 

guerrilleros. En mi casa nos reuníamos tanto los beats como los aspirantes a 

revolucionarios; los buscadores de paraísos artificiales como los que querían derribar 

sistemas opresivos (Bartra, 30 de septiembre de 2007). 

Desde el éxito de la revolución rusa en 1917 hasta los años sesenta, las principales 

orientaciones ideológicas de la izquierda latinoamericana habían orbitado, con algunas 

disidencias, alrededor de directrices de los distintos Partidos Comunistas que fueron 

fundándose en la región, los cuales seguían a su vez las políticas oficiales soviéticas. En 

1955, el entonces líder de la Unión Soviética y sucesor de Stalin, Nikita Jrushchov, había 

adoptado la doctrina de la ñcoexistencia pac²ficaò frente al capitalismo, que 

internacionalmente privilegiaba la lucha democrática legal como estrategia para alcanzar el 

poder, de manera que cuando la revolución cubana triunfó, a cargo del Movimiento 26 de 

Julio liderado por Fidel Castro, se despertó un inmenso entusiasmo en la izquierda 

continental, que propici· un abierto desaf²o a la ñl²nea Mosc¼ò (Caballero, 1987).  

A la Vieja Izquierda prosoviética, considerada reformista dentro de la institucionalidad 

burguesa, se le contrapuso una Nueva Izquierda, considerada auténticamente 

revolucionaria, más afín a los métodos de la lucha insurreccional propios de la experiencia 

cubana (Archila & Cote, 2009, pp. 65-69). Los esfuerzos divulgativos de algunos de los 

líderes e intelectuales de la revolución cubana (Fidel Castro, Ernesto Che Guevara, Regis 

Debray) por codificar y simplificar la experiencia cubana a fin de generalizarla a otros 

contextos de la región, llevaron a que el proyecto de insurgencia armada fuera intentado en 

casi toda Latinoamérica (Wickham-Crowley, 1992, p. 92), influjo que se vivió con especial 

intensidad en las universidades de la regi·n y que explican que ñlos estudiantes [hayan] 

sido una mina de oro de cuadros para los movimientos guerrilleros a lo largo y ancho de 

Am®rica Latinaò (p. 24).  
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CAPÍTULO 4 ï LIBRETO DE LA UNIVERSIDAD MILITANTE Y LIBRETO DE 

LA ANTI -UNIVERSIDAD  

En términos gruesos, el discurso revolucionario justifica moralmente el empleo de la fuerza 

con fines políticos partiendo de una comprensión de la violencia de orientación popular 

como una reacción más o menos mecánica a condiciones de injusticia estructural 

propiciadas por la élite. Una de las estrategias de auto-legitimación de este discurso es 

proyectarse p¼blicamente como expresi·n intelectual vanguardista: como una posici·n ñde 

avanzadaò, pensamiento ut·pico que encierra un inmenso potencial de creaci·n social. Los 

revolucionarios se identifican a sí mismos, pues, como una vanguardia (es decir, 

paradójicamente, como una elite que representa los intereses anti-elitistas del pueblo). 

Según vimos en el capítulo anterior, este rasgo podría contribuir a explicar por qué las 

universidades (instituciones por naturaleza vanguardistas) son espacios especialmente 

inclinados a la difusión del discurso revolucionario. 

Dicho discurso no es exclusivo del ámbito universitario, sino que puede generalizarse, y de 

hecho está presente, en múltiples contextos de la sociedad colombiana. Por ejemplo, las 

principales guerrillas revolucionarias del país no operaron exclusiva ni principalmente en 

las universidades, sino en zonas rurales apartadas de los centros urbanos. No obstante, en 

este capítulo me propongo mostrar que el discurso revolucionario que prolifera en los 

campus no es un mero reflejo del discurso revolucionario presente en ambientes extra-

universitarios, sino que adquiere allí una cierta especificidad.  

Basándome en el caso de la Nacional, planteo que, cuando el código cultural revolucionario 

se instaura en la universidad, tiende a especificarse en dos distintas estructuras de 

significado, que denomino ñlibretosò. En vez de monol²tico, el campo revolucionario 

universitario se ramifica en dos libretos, libreto de la universidad militante y libreto de la 

anti-universidad, que compiten entre sí por proyectarse como el auténtico pensamiento de 

vanguardia. Estos libretos se encargan de detallar, a un nivel más concreto, las relaciones 

normativas posibles entre campo universitario y revolución, puntualizando qué papel 

debería jugar la institución universitaria en el proceso revolucionario.  

Con mucha frecuencia los analistas del movimiento estudiantil colombiano adoptan, en sus 

escritos, la oposición entre lo gremial y lo político, sosteniendo que a partir de los años 
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sesenta el movimiento estudiantil rompió con el gremialismo y abrazó la política (ver Ruiz, 

2002; Archila, 2011). Esta idea ha sido reforzada por la visión de algunos activistas del 

movimiento estudiantil, quienes explícitamente han desestimado lo gremial por 

considerarlo una inclinación antirrevolucionaria. Sin embargo, sostengo que esa es una 

conceptualización desorientadora, pues no permite ver que las reivindicaciones 

sectorialmente sensibles, o gremialistas, pueden inscribirse en un marco político más 

amplio, y que este maco incluso puede ser revolucionario. No existe, pues, una dicotomía 

entre gremialismo y política, y ni siquiera entre gremialismo y política revolucionaria. 

El libreto de la universidad militante aparece, en efecto, cuando las aspiraciones 

revolucionarias de los militantes universitarios adoptan una forma sectorialmente sensible, 

es decir cuando se considera que la universidad actualmente existente debería ponerse al 

servicio de la revolución mediante una política universitaria. Por el contrario, cuando los 

militantes universitarios conciben a la universidad actualmente existente como un obstáculo 

irremisible para la revolución, adoptando un estricto anti-gremialismo y rechazando 

cualquier opción de política universitaria, aparece el libreto de la anti-universidad. Buena 

parte de la argumentación que desarrollo en el capítulo siguiente, acerca de cómo y por qué 

cambia la violencia revolucionaria en la Universidad Nacional, parte de entender los 

efectos distintos que producen estos dos libretos. 

Un propósito subsidiario del capítulo es identificar a los actores principales de esta historia, 

releyendo, desde una nueva óptica, sus diferencias internas. Como veremos, un rasgo del 

campo revolucionario en la Universidad Nacional ha sido su tendencia a organizarse 

políticamente, de manera que los actores a los que me referiré son, en general, no 

individuos sino organizaciones. La caracterización de libretos que sigue surgió del análisis 

hermenéutico-estructural de textos producidos por organizaciones que operaron en la 

Nacional desde los años sesenta hasta el presente, particularmente en el movimiento 

estudiantil, aunque también, en menor medida, en los movimientos profesoral y trabajador. 

 

4.1 ï Libreto de la universidad militante 

 

De acuerdo con el libreto de la universidad militante, la institución universitaria tiene una 
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especificidad dentro del proceso de transformación social, por lo que las acciones en su 

interior deben guardar un carácter mínimamente sectorial o gremialista. Existe una política 

universitaria para la revolución cuyo referente paradigmático, de manera interesante, no ha 

sido la universidad de extracción popular, sino una universidad de vocación militante que 

sigue el credo revolucionario. 

Uno de los casos más interesantes de libreto de la universidad militante lo conforma el 

singular caso del Partido Comunista Colombiano PCC. En conformidad con las tendencias 

generales de la Nueva Izquierda, uno de los mayores marcadores de auto-identificación 

para las organizaciones que aparecieron en los sesenta fue su oposición al PCC y a su 

división juvenil presente en las universidades, la Juventud Comunista JUCO. Varias de 

estas organizaciones de Nueva Izquierda se declaraban furiosamente ñanti-mamertasò: 

Los ñmamertosò eran los miembros del Partido Comunista hacia los cuales había una 

gran intolerancia, detrás de la cual estaba la disputa entre cual modelo revolucionario era 

más apropiado en el contexto colombiano: el modelo chino o el modelo soviético. Este 

último, propio del partido comunista, era un modelo vendido al imperialismo y a las 

clases dominantes, según la opinión de los grupos políticos más radicales, como los 

maoístas. El Partido Comunista como partido de masas hacía alianzas con los partidos 

burgueses, además no era un partido exclusivamente universitario, sino que trabajaban 

con sindicatos y en los barrios. Estas características hacían de los mamertos los herejes 

de la izquierda, los impuros, pues estaban demasiado ñuntados de sigloò, demasiado 

secularizados, demasiado pervertidos por su contacto con lo terrenal como para hacer 

parte del pueblo escogido. Por esta razón, los grupos más radicales hacían de los 

mamertos objeto de su hostilidad, de su celo por la revolución (Beltrán, 2002, p. 171). 

Sin embargo, en los sesenta el PCC no era un partido político de orientación democrática. 

En esta época participaba activamente en mecanismos políticos institucionalizados como, 

por ejemplo, las elecciones (no presentando candidatos a nombre propio debido a las 

restricciones del Frente Nacional sino a través de otros movimientos políticos), pero esta 

participación estaba claramente subordinada a un proyecto revolucionario ulterior. Es 

interesante observar, aún más, que el mismo PCC experimentó el influjo de la Nueva 

Izquierda. Aunque formalmente siguió siendo pro-soviético, en 1964, imbuido por el 



  

70 
 

triunfo de la revolución cubana, conformó las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia FARC, a partir de los comités de autodefensa campesina que ya había creado 

durante La Violencia (Aguilera, 2014, p. 64). Dentro del PCC existió una división entre los 

sectores favorables a la insurrección armada, liderados por Manuel Cepeda, y aquellos más 

cercanos a la doctrina de la ñcoexistencia pac²ficaò, liderados por Gilberto Vieira. Esta 

división no produjo una ruptura en el PCC, sino que fue resuelta, en enero de 1966, 

mediante la adopci·n expl²cita de la f·rmula de la ñcombinaci·n de todas las formas de 

luchaò (Delgado, 2009, p. 124).  

La JUCO fue fundada en 1951 (en la clandestinidad, debido a que por entonces el PCC 

había sido ilegalizado) y al cabo de poco tiempo adquirió una importante presencia en el 

movimiento estudiantil colombiano. En la masacre estudiantil del 9 de junio de 1954, uno 

de los muertos fue Helmo Gómez Lucich, un joven peruano miembro de la JUCO 

(Caycedo, 1979, p. 90). Más adelante, la Unión Nacional de Estudiantes Colombianos 

UNEC tuvo importantes dirigentes de la JUCO, como Antonio Larrota, estudiante de 

Derecho de la Universidad Libre y Guido Herrera, estudiante de Derecho de la Universidad 

Nacional. Larrota y Herrera fueron además editores y redactores del periódico de la 

organización ïllamado Unecï (Díaz Jaramillo, 2010). En los sesenta, los líderes más 

visibles de esta organización fueron estudiantes de la Universidad Nacional: María Arango, 

de Sociología, Álvaro Marroquín, de Derecho, Jaime Caycedo Turriago, de Antropología y 

Antonio Hernández, de Economía (Ruiz, 2002, p. 127). A comienzos de los setenta, su 

dirigente más visible era Leonado Posada, estudiante de la Facultad de Ciencias de la 

Educación de la Universidad Nacional, aunque hubo otras figuras destacadas como Amalia 

L¼ Posso (Maril¼ Posso), estudiante de Psicolog²a que lleg· a conocerse como la ñdiva de 

la JUCOò (Londo¶o, diciembre de 2011). 

La JUCO era promotora de una política universitaria que perseguía como objetivo una 

ñeducaci·n popular y cient²ficaò, lo cual implicaba demandas como la nacionalizaci·n de la 

enseñanza, un mayor presupuesto para la educación, el fortalecimiento de la enseñanza 

pública y la participación de profesores y estudiantes en los órganos directivos de la 

universidad, ampliación de cupos y becas (Caycedo, 1971, p. 10). En general, esta política 

era congruente con la orientación del PCC de utilizar los espacios de participación 
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democr§tica, como parte de su f·rmula de ñcombinaci·n de todas las formas de luchaò. As², 

cuando en 1971, en un hecho sin precedentes, el gobierno nacional autorizó que dos 

representantes estudiantiles ante el Consejo Superior Universitario CSU de la Universidad 

Nacional fueran elegidos por voto popular entre los estudiantes, la JUCO se lanzó a 

participar en la jornada electoral sin reservas, aunque al final con amargos resultados.  

La JUCO defendía un cambio gradual, pero no como un fin en sí sino como un paso previo 

a la necesaria ruptura revolucionaria del sistema. La lógica a partir de la cual justificaba 

este recurso al reformismo universitario era estratégica, sin compromisos civiles 

normativos: 

Nosotros no luchamos por reformas en general, por autonomía en general, por 

cogobierno en general. Nosotros luchamos por reformas, por autonomía y cogobierno 

que se pongan al servicio de la mayoría de nuestro pueblo contra la minoría explotadora, 

o sea, que puedan contribuir a la lucha popular, antiimperialista y antioligárquica. Por 

eso nos interesamos por darle a tales luchas un contenido antiimperialista, democrático y 

por una educación científica. Tal es nuestra concepción de la lucha por la democracia 

por las libertades democráticas en el campo de la educación. Es en concreto la lucha por 

la libertad política y la libertad científica, para ponerlas al servicio de la lucha 

revolucionaria del pueblo. 

Paradójicamente los sectores extremistas nos acusan de ser nosotros reformistas porque 

planteamos la lucha por la Reforma y Democratización de la enseñanza. En general es 

corriente escuchar la objeción ðincluso dentro de nuestros amigosð de que la lucha 

por la Reforma y Democratización de la Enseñanza, que es un postulado programático 

del Partido Comunista para la etapa antiimperialista y democrática de la revolución, es 

una lucha reformista (Caycedo, 1971, p. 8). 

De todas las organizaciones universitarias que veremos, la JUCO tenía la posición más 

claramente contraria al empleo de la violencia como método de lucha estudiantil, 

consider§ndola una expresi·n de ñaventurerismoò, ñinfantilismo de izquierdaò, 

ñextremoizquierdismoò o ñanarquismoò, declar§ndose mucho m§s favorable al empleo de 

los mecanismos institucionales de participación, dentro y fuera de la universidad (Acevedo, 

2013; pp. 211-212). No obstante, al igual que el PCC, la JUCO era una organización plena 
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de ambigüedades. En l²nea con la f·rmula de la ñcombinaci·n de las formas de luchaò, los 

miembros de la JUCO solían simpatizar con la lucha armada librada por las FARC en las 

zonas rurales, aunque no de forma demasiado enfática ni demasiado directa. Por ejemplo, 

en un documento de 1971 la JUCO llamaba al movimiento estudiantil a aproximarse a ñlas 

distintas fuerzas que en los campos resisten la violencia oficialò (Caycedo, 1971; p. 2). Esta 

circunstancia hacía que convivieran tensamente en el interior de la JUCO sectores próximos 

al libreto de la universidad militante con sectores más decididamente orientados al libreto 

de la anti-universidad. A comienzos de los noventa, esta tensión se resolvió de manera 

particularmente expresiva, cuando la Universidad convocó por segunda vez en su historia 

elecciones para la representación estudiantil al Consejo Superior Universitario CSU en 

1993
7
. Entonces solo un pequeño sector de la JUCO compuesto por tres estudiantes ïTania 

Guzmán de Derecho, Claudia Vaca de Farmacia y Teófilo Vázquez de Sociologíaï, estuvo 

de acuerdo con participar en el certamen. En esta coyuntura prevaleció el libreto de la anti-

universidad, de manera que la divergencia se resolvió en ruptura; el citado grupo abandonó 

la JUCO e inscribió a Guzmán en una candidatura independiente, a la postre ganadora 

(entrevista a Claudia Vaca, 2018). 

Vale agregar que la JUCO todavía tiene, en la actualidad, una presencia importante en el 

movimiento estudiantil colombiano, a través de una organización llamada Asociación 

Colombiana de Estudiantes Universitarios ACEU
8
. 

Como resultado de la división del campo comunista internacional ocurrido a finales de los 

años cincuenta tras la ruptura diplomática entre China y la Unión Soviética, a mediados de 

los sesenta empezó a conformarse en Colombia un campo simpatizante de Mao Tse Tung, o 

campo marxista-leninista (ñcampo MLò). En 1964 estos sectores ya empezaban a hacer 

presencia en el movimiento estudiantil colombiano. Voz Proletaria, órgano de difusión del 

PCC, narraba así la irrupción en la escena de estos grupos: 

 

7 
 Las primeras tras la expedición de la actual ley que rige el sistema de Educación Superior 

(Ley 30 de 1992) y del Régimen Orgánico Especial de la Universidad Nacional vigente (Decreto 

1210 de 1993).  
8 

 Creada en 1998, solo a partir de 2002 la ACEU pasó a ser fundamentalmente dirigida por 

la JUCO. La trayectoria larga de la ACEU se remonta a 1992, con la creación de la Asociación 

Nacional de Estudiantes Universitarios ANEU. Para más detalles sobre este proceso, ver 

Cristancho, 2016, pp. 57-92. 
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Al segundo congreso de la FUN asistieron, además de 130 delegados, animados del 

mejor deseo de fortalecer el movimiento estudiantil, poquísimos representantes de la 

charlatanería ultrarrevolucionaria. Este grupillo estaba encabezado por dos renegados de 

la Juventud Comunista, Fred Kaim y Edison Lopesierra, quienes, aprovechándose de la 

amplitud del congreso, trataron por todos los medios de llevar el debate ideológico, que 

se discute en el movimiento comunista internacional, queriendo imponer sus puntos de 

vista y procurando que la FUN adoptara en su declaración de principios, la posición 

particular de los camaradas chinos (é).  

Estos señores olvidaron cuál es el enemigo. Mientras dirigían todo el peso de sus 

maquinaciones contra la juventud comunista, no tuvieron escrúpulos en aliarse con los 

fascistas, los mismos que trabajan por el golpe militar (y ya sabemos que detrás de este 

golpe está la mano del imperialismo), con las juventudes del MRL (CEN), Opus Dei y 

cuantos elementos se prestaran para aislar a los comunistas (Voz Proletaria, 22 de 

octubre de 1964). 

 

Una de las colectividades más relevantes y estables de este campo fue el Movimiento 

Obrero Independiente y Revolucionario MOIR, creado en 1970 a partir de un sector del 

Movimiento Obrero Estudiantil Campesino MOEC, liderado por Francisco Mosquera. En 

sus primeros años, el MOIR reunió a sectores abstencionistas y apologistas de la lucha 

guerrillera, aunque nunca la practicó, considerando que la situación colombiana no estaba 

madura para ello (Archila, 2008). La organización juvenil del MOIR, que operaba en las 

universidades, recibió el nombre de Juventud Patriótica JUPA. Según parece, en la 

Universidad Nacional la JUPA emergió de la fusión de dos agrupaciones maoístas como 

Combate y Sol Rojo y Fusil (Proletarización, 1975, p. 341). Combate era dirigida por el 

estudiante de Sociología Marcelo Torres (entrevista a Luis Guillermo Vasco, 1995), 

mientras que a Sol Rojo y Fusil pertenecía la también estudiante de Sociología, Aura María 

Puyana (Wills, 2007, p.  323). 

A comienzos de los setenta la JUPA tuvo un rápido crecimiento en las universidades, 

convirtiéndose en una de las corrientes más influyentes dentro del movimiento estudiantil. 

Liderada por Marcelo Torres y César Pardo, estudiante de Agronomía de la Nacional, la 
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JUPA fue uno de los principales protagonistas de las jornadas de 1971, que para muchos 

analistas constituyeron ñla mayor movilizaci·n de estudiantes en la historia de Colombiaò 

(Pardo & Urrego, 2003, p. 1).  

La JUPA defendió una política universitaria que buscaba establecer una cultura y una 

educaci·n ñnacional, cient²fica y de masasò. Dado que ñla burgues²a nacional se muestra 

(é) inconsecuente en esta tarea de la democratizaci·n de la universidad y la cultura 

colombianaò, el problema ñs·lo puede ser resuelto correctamente por la influencia política 

del proletariado en el seno del movimiento estudiantilò (JUPA, junio de 1971, p. 13). En 

todo caso, el programa reformista de la universidad por parte de las ñmasas estudiantilesò 

es solo una etapa necesaria, en la que el proletariado realiza ñlas tareas hist·ricas de la 

revolución democrático-burguesaò (p. 5), preparando el camino a una inexorable revoluci·n 

socialista. Respecto al empleo de la violencia, la posición de JUPA fue, por decirlo de 

algún modo, oscilante. Aunque se declaraba favorable al uso de la ñviolencia 

revolucionariaò, se opuso frontalmente a la lucha guerrillera y fue partidaria de emplear los 

canales institucionales de participación dentro de la universidad (Acevedo & Samacá, 2013, 

pp. 213). 

Al menos durante los primeros dos años de existencia de la JUPA, su posición favorable a 

la participación institucionalizada en las universidades era a todas luces incongruente con 

las orientaciones generales del MOIR, por entonces visceralmente abstencionistas (la 

participación electoral era vista como expresión del revisionismo soviético). Véase, por 

ejemplo, este texto publicado en el periódico del MOIR, Tribuna Roja, a propósito de la 

llegada al poder de Salvador Allende en Chile:  

Las ñnuevasò tesis revisionistas y reformistas que desde hace casi dos décadas tratan de 

desvirtuar el principio de la utilización de la violencia revolucionaria para la toma del 

poder por parte de las masas explotadas y oprimidas, fueron tesis incubadas en Moscú 

por dirigentes oportunistas de derecha que renegaron del socialismo (é). 

Recientemente, y a raíz de los resultados electorales que llevaron a Salvador Allende a la 

presidencia de Chile, los revisionistas, sin caber en sí de gozo ante lo que consideran una 

confirmación de su siniestra pol²tica, se han apresurado a ñestrenarò esas viejas tesis 

derechistas en otro vano intento de disfrazarse de comunistas y revolucionarios. Como 
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resultado, y cual viento pestilente, nos llegan desde Moscú diversos planteamientos 

seudorrevolucionarios que, encontrando eco en los dirigentes del Partido Comunista 

revisionista de Colombia y otros derechistas vergonzantes, tienen por objetivo hacer que 

las masas no respondan a la violencia reaccionaria con la violencia revolucionaria 

(Tribuna Roja, 2 de agosto de 1971). 

Esta incongruencia fue resuelta rápido, en 1972, con la decisión del MOIR de participar en 

las elecciones al Congreso apoyando a Alberto Zalamea (Archila, 2008, p. 164) y 

posteriormente en las presidenciales de 1974, apoyando, junto con el PCC y otros sectores de 

izquierda reunidos en la Unión Nacional de Oposición UNO, la candidatura de Hernando 

Echeverri Mejía. La JUPA, por su parte, continuó teniendo una importante presencia en el 

movimiento estudiantil, expresada en la actualidad a través de la Organización Colombiana 

de Estudiantes OCE, creada en 2001 (Cristancho, 2016, p. 86). Evaluando la evolución 

reciente de la política del MOIR, sería interesante discernir hasta qué punto el suyo sigue 

siendo un discurso revolucionario o si ya ha transitado hacia la lógica democrática-civil.  

El libreto de la universidad militante no solo prosperó entre el movimiento estudiantil, sino 

también, en menor medida, el profesoral. En marzo de 1970, nació en la Universidad 

Nacional el movimiento de los Claustros de Profesores, que duró hasta poco después de 

1971 (Briceño, 1989, pp. 54-59). Este movimiento promov²a ñla lucha contra el car§cter 

elitista de la Universidadò, argumentando que 

el poder de las autoridades universitarias no emana de una delegación democrática por 

parte de los estamentos fundamentales de la vida universitaria ðprofesores e 

investigadores y estudiantesð sino de su designación graciosa por parte de fuerzas 

sociales extra-universitarias entre las cuales es indispensable señalar la empresa privada, 

la alta jerarquía eclesiástica y los intereses de los grupos sociales dominantes 

representados en el poder del Estado (...) tales autoridades se constituyen en los 

vigilantes acuciosos encargados de garantizar que la actividad académica estará puesta al 

servicio de los intereses sociales y económicos de los grupos que ellos representan. 

[Nuestros objetivos son] una docencia y una investigación científicamente concebidas 

como instrumentos para un conocimiento crítico de las realidades sociales existentes, 

como armas críticas para el cuestionamiento de las mismas y para el diseño objetivo de 
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soluciones ðen el plano económico y socialð tendientes a transformar radicalmente las 

estructuras del subdesarrollo (Claustros, 1971, pp. 2-3). 

Creada en 1966, la Asociación Sindical de Profesores Universitarios ASPU, de carácter 

nacional, adoptó en 1974 una línea revolucionaria, retomando en parte las herencias de los 

Claustros (Briceño, 1989, pp. 54-59). Al igual que el MOIR, sería interesante evaluar hasta 

qué punto la trayectoria posterior de ASPU, hasta el presente, muestra un tránsito hacia 

discursos de orientación más civil. 

Finalmente, en un proceso bastante tardío, también el movimiento de trabajadores de la 

Universidad Nacional, a través de sus organizaciones sindicales, ha inscrito sus 

reivindicaciones estrictamente sectoriales (como el aumento salarial o la protección de 

derechos laborales) en los términos del discurso revolucionario. Son dos los sindicatos que 

operan en la Universidad: el Sindicato de los Trabajadores y Empleados Universitarios de 

Colombia SINTRAUNICOL, creado en los años noventa, y el Sindicato Mixto de 

Trabajadores de la Universidades Publicas Nacionales SINTRAUNAL, creado en 2000 y 

cuyo vocero principal ha sido desde el principio el empleado de la Universidad Nacional, 

Juan Carlos Arango (ACEB, 5 de marzo de 2015). En realidad, por sus características 

particulares, estas organizaciones sindicales merecerían un estudio aparte. 

 

4.2 ï Libreto de la anti-universidad 

 

La principal característica de este libreto revolucionario es su concepción de la universidad 

como un contexto institucional cuyo papel en el proceso revolucionario es, en tanto 

universidad, fundamentalmente irrelevante. Dicha institución se considera una realidad más 

bien inespecífica, una expresión unilateral del Estado (elitista) al que es necesario combatir. 

El libreto de la anti-universidad no defiende una política universitaria distintiva, por lo que 

sus reivindicaciones tienden a ser enteramente políticas, no sectoriales o gremialistas. Antes 

que edificar una universidad militante, su propósito es convertir a la universidad en un 

escenario más de la confrontación popular con el Estado, ya sea desde la propia universidad 

(por ejemplo, a través de enfrentamientos con las fuerzas pública en el campus), ya sea 
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incorporándose a procesos revolucionarios externos (por ejemplo, los grupos guerrilleros), 

ya sea haciendo ambas cosas. El problema sectorial se reduce, así, a sus ribetes 

organizativos: cómo organizar al movimiento estudiantil para que este se inscriba 

correctamente en proyectos por principio extra-universitarios. 

El Movimiento Revolucionario Liberal MRL fue la escisión de un partido tradicional (el 

Partido Liberal) formada en 1957 por Alfonso López Michelsen, en compañía de Álvaro 

Uribe Rueda, como una disidencia al establecimiento del Frente Nacional. El MRL tuvo un 

ñala radicalò, concentrada en las Juventudes del Movimiento Revolucionario Liberal 

JMRL, afín a los métodos de la revolución cubana y cuyo presidente fue Luis Villar Borda 

(Ayala, 1998; Villamizar, 2017, p. 220). El MRL llegó a tener una importante incidencia en 

la UNEC, con un dirigente como Manuel Vázquez Castaño, y posteriormente en la FUN 

(1963-1966), con líderes tan destacados como Galo Burbano y Marco Palacios (entrevista a 

Marco Palacios, 2004). Vázquez, Burbano y Palacios fueron estudiantes de Derecho en la 

Universidad Libre. Con respecto a las demandas del MRL, 

nosotros pedíamos democracia, en el sentido en que veíamos la democracia, el 

socialismo, el anti-imperialismo, íbamos contra la oligarquía, contra el Ejército. Era una 

plataforma muy amplia, poco gremialista, en esa época estaba muy desprestigiado el 

gremialismo. Era más política que estudiantil, entendíamos que los estudiantes éramos la 

generación que iba a hacer la revolución. Y allí había distintas versiones. Unos nos 

inclinábamos más por la lucha armada y otros, en particular los comunistas, estaban más 

en la onda de que había que hacer lucha de masas, pero también lucha armada 

(entrevista a Marco Palacios, 2004). 

Al final, la vida del MRL fue corta. Diez años después de su nacimiento, en 1967, 

prácticamente estaba disuelto tras la reincorporación de López a las filas del Partido 

Liberal. 

Entusiasmados con el levantamiento del Movimiento 26 de Julio en Cuba, liderado por 

Fidel Castro contra la dictadura de Fulgencio Batista, algunos miembros de la UNEC 

promovieron mítines de apoyo, organizaron recolecciones de materiales para los 

combatientes y, tras el triunfo definitivo de Castro el 7 de enero de 1959, participaron en 

los festejos callejeros. Ese mismo día el centro de Bogotá fue escenario de violentas 
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protestas en contra del alza en las tarifas del transporte público urbano decretada por el 

presidente Alberto Lleras Camargo. La participación en dichas protestas impulsó a algunos 

estudiantes como Antonio Larrota, Eduardo Aristizábal Palomino, Armando Valenzuela 

Ruiz, Alejandro Páez Murillo, Robinson Jiménez, Jorge Bejarano Mateus, Luis Alfredo 

Sánchez, Patricio Larrota junto con empleados y obreros de la ciudad, a crear el 

Movimiento Obrero Estudiantil MOE 7 de Enero, el que dos años después, en 1961, se 

constituirá en Movimiento Obrero Estudiantil Campesino MOEC (Díaz Jaramillo, 2010). 

El MOEC no tuvo una política propiamente universitaria. El papel concedido a los 

estudiantes era contribuir al desarrollo de proyectos externos de lucha armada rural. 

Veamos, para ilustrarlo, la trayectoria personal de Larrota. Tras la fundación del MOE, en 

mayo de 1959 Larrota fue expulsado del comité ejecutivo de la UNEC, debido a 

enfrentamientos con miembros de la JUCO, quienes lo consideraban anárquico y 

aventurero. Sin embargo, tres meses después, invitado por el gobierno revolucionario y con 

ocasión de los actos conmemorativos del asalto al Cuartel Moncada, Larrota pudo visitar 

Cuba por primera vez (otras personalidades latinoamericanas invitadas a la isla fueron el 

mexicano Lázaro Cárdenas, el peruano Carlos Malpica Silva y el chileno Salvador Allende. 

Por Colombia asistieron Amparo Jaramillo, viuda de Jorge Eliécer Gaitán, y su hija Gloria). 

Allí se incorporó a las milicias estudiantiles que recibieron instrucción militar e intentó 

conseguir financiamiento para la lucha guerrillera en Colombia. A su regreso al país se 

dirigió a Tacueyó, en el departamento de Cauca, donde inició labores exploratorias con el 

objetivo de crear allí un núcleo insurgente. Entre otros, Larrota trabó relación con Adán de 

Jes¼s Aguirre, ñAguilillaò, un bandolero local al que intent· persuadir de unirse a las filas 

de su movimiento armado. En un segundo viaje a Cuba, enviado en una comisión por el 

MOEC, Larrota recibió el beneplácito de la dirigencia cubana para seguir adelante con su 

proyecto en Tacueyó. En 1961 volvió a Colombia dispuesto a materializar su plan, sin 

importarle la oposición de otros dirigentes del MOEC como Raúl Alameda y Mauricio 

Torres. A comienzos de abril se desplazó a la cordillera caucana junto a otros dos jóvenes 

de extracci·n urbana, y el 3 de mayo fue asesinado, al parecer a manos de ñAguilillaò, en 

circunstancias nunca del todo esclarecidas (Díaz Jaramillo, 2010). 

Otra de las organizaciones promotoras del libreto de la anti-universidad en el ámbito 
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universitario fue el Frente Unido de Acción Revolucionaria FUAR. Creado en abril de 

1962, esta organización defendía una ideología abstencionista y defensora de la lucha 

armada como estrategia política, aunque no llegara a practicarla. En el FUAR confluyeron 

sectores gaitanistas (incluyendo a la hija del caudillo, Gloria Gaitán, y a quien fuera su 

secretario, Luis Emiro Valencia) y grupos autodefinidos nacionalistas. En él participaron 

personajes tan relevantes como Alfonso Romero Buj (después fundador del PCC-ML), 

Andrés Almarales Manga (después miembro del M-19), Francisco Trujillo (después 

miembro del ELN) y Francisco Caraballo (después miembro del EPL) (Villamizar, 2017, 

pp. 220-221). Algunos de los dirigentes estudiantiles que pasaron por el FUAR fueron Julio 

César Cortés y Hermías Ruiz, ambos estudiantes de Medicina de la Universidad Nacional. 

En 1962, un grupo de siete colombianos becados en Cuba recibi·, en plena ñcrisis de los 

misilesò, entrenamiento militar por parte del gobierno cubano y posteriormente, a su 

llegada a Colombia, había fundado la Brigada Pro-Liberación Nacional José Antonio 

Galán. Este fue el embrión de la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional ELN. Dentro 

del grupo estuvieron Jaime Arenas, dirigente estudiantil de la Universidad Industrial de 

Santander UIS; Manuel Vázquez Castaño, estudiante de Derecho de la Universidad Libre y 

exdirigente de la UNEC; Víctor Medina Morón, estudiante de Ingeniería en la UIS; y 

Ricardo Lara Parada, estudiante de Ingeniería Química en la UIS. Varios de estos 

estudiantes habían pasado por las filas del MRL. Formados directamente por el gobierno 

revolucionario en la isla, estos estudiantes predicaban la teor²a del ñfoco guerrilleroò 

inspirada en la experiencia cubana (Arenas, 1971). El ELN, que como tal nació en 1964, no 

concedió un papel específico al movimiento estudiantil, ni proyectó una política 

universitaria a defender, sino que esperaba que sus simpatizantes se sumaran directamente a 

su proceso insurreccional.  

Aunque las incorporaciones al ELN fueron mucho más notables en la UIS (donde esta 

guerrilla prácticamente nació), hubo también numerosos e importantes casos de estudiantes 

provenientes de la Universidad Nacional, como Julio César Cortés, Hermías Ruiz, 

Armando Correa, Bernardo Manrique (Economía e Idiomas), José Manuel Martínez Quiroz 

(Derecho), Héctor Camelo y Rómulo Carvalho (Arenas, 1971; Hernández, 2006, p. 161). 

Todos ellos hallaron muy pronto la muerte. En ataques del Ejército murieron Hermías Ruiz 
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en 1967 (Arenas, 1971, pp. 163-165); Armando Correa en 1973 y José Manuel Martínez 

Quiroz en septiembre de 1978 (Hernández, 2006). Carvalho fue asesinado por la policía en 

mayo de 1969, mientras que Cortés fue fusilado en marzo de 1968 por el propio ELN 

(Arenas, 1971, p. 145), al igual que Bernardo Manrique en julio de 1968 (p. 166) y Héctor 

Camelo en marzo de 1969 (p. 195). En una etapa posterior, al ELN siguieron 

incorporándose estudiantes universitarios, aunque no de manera destacada de la Nacional 

sino de la UIS. Dos actuales miembros del Comando Central del ELN fueron estudiantes de 

Ingeniería de Petróleos en dicha institución: Eliécer Herlinto Chamorro Acosta, integrado al 

ELN en 1975, donde adoptó el nombre de Antonio García (El Espectador, 10 de octubre de 

2016) e Israel Ramírez Pineda, integrado al ELN bajo el nombre de Pablo Beltrán (Semana, 

27 de marzo de 2016). 

Muy vinculada con este grupo guerrillero, otra organización fundamental para la historia 

del movimiento estudiantil fue el Frente Unido. Creado en 1965 por Camilo Torres, el 

lanzamiento de este movimiento ocurrió precisamente en la Universidad Nacional, durante 

un homenaje a Torres organizado por Julio César Cortés, Álvaro Marroquín y María 

Arango (Arango, 1974). Se trató de un movimiento que buscaba aglutinar a las distintas 

corrientes de la izquierda y los ñno alineadosò, promoviendo un abstencionismo 

beligerante, aunque no abiertamente la lucha armada (Villanueva & Saavedra, 1988). Entre 

otros, a sus filas pertenecieron estudiantes como Jaime Arenas y Miguel Pimienta Cotes 

(UIS), Julio César Cortés, Hermías Ruiz y José Manuel Martínez Quiroz. Lejos de 

promover una política universitaria, el Frente Unido esperaba que los estudiantes se 

sumaran por convicción a los levantamientos revolucionarios de las clases populares. En su 

ñMensaje a los estudiantesò, Camilo Torres dec²a: 

Es necesario que la convicción revolucionaria del estudiante lo lleve a un compromiso 

real, hasta las últimas consecuencias (...). La misma convicción debe llevar al estudiante 

a participar de las penurias económicas y de la persecución social de que participan los 

obreros y campesinos. Entonces, el compromiso con la revolución pasa de la teoría a la 

práctica. Si es total, es irreversible; el profesional no podrá volverse atrás sin una 

flagrante traición a su conciencia, a su pueblo y a su vocación histórica (Frente Unido, 

21 de octubre de 1965). 
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La incorporación de Camilo Torres al ELN a finales de 1965 y su posterior muerte en 

febrero de 1966 precipitó la temprana disolución del movimiento. Siguiendo su ejemplo, 

varios de los estudiantes de la Nacional que militaban en el Frente Unido se vincularon a 

esta guerrilla. De otra parte, la existencia del Frente Unido había motivado la creación de 

ñcomandos camilistasò en diversas universidades, los cuales siguieron existiendo tras la 

muerte del líder (Harnecker, 1988, p. 10; Bolívar, 2017). Varios estudiantes de la 

Universidad Nacional fueron militantes de estos comandos camilistas, como Germán 

Li®vano, de Medicina, quien ñse hizo famoso cuando sustrajo, con destino a la guerrilla, la 

colección de armas de un cuñado suyo, oficial del ejército. Aquello constituy· para la óbase 

estudiantilô un acto heroico, que la prensa destac· en primeras p§ginasò (Quiroz, 2002, p. 

217). Otros más fueron Ricardo Mosquera Mesa, de Economía (Semana, 3 de septiembre 

de 1987) y Dolly Montoya, de Química Farmacéutica (Gutiérrez Arias, 2 de abril de 2018), 

quienes terminarían, a la postre, siendo rectores de la Universidad Nacional. A comienzos 

de los setenta, el líder más visible de los comandos camilistas fue Sergio Pulgarín, de 

Sociología.  

En buena medida, el ELN ha tenido un considerable éxito en ocupar simbólicamente la 

figura de Camilo Torres, haciendo de este personaje el emblema de su identidad militar-

revolucionaria. En consecuencia, el ñcamilismoò ha sido hist·ricamente reivindicado por 

grupos que, cuanto menos, profesan cierta afinidad con dicha guerrilla. Entre las múltiples 

agrupaciones camilistas que han operado en el ámbito universitario, vale mencionar el 

Frente Estudiantil Revolucionario Sin Permiso FER-SP, creado entre mediados y finales de 

los setenta, de carácter no partidista y clandestino, auto-declarada ñcamilista-castristaò y 

orientada al trabajo político extrauniversitario (Comisión Internacional de Observadores 

para Colombia, 1987). A comienzos de los noventa, el orador más importante del FER-SP 

en la Universidad Nacional era el estudiante de Derecho Carlos Caicedo (entrevista a Tania 

Guzmán, 2018). Otra organización destacable, creada en 1992 e inspirada en un imaginario 

camilista, fue Comuna Universitaria, quien tuvo entre sus líderes más visibles a la 

estudiante de Sociología Donka Atanassova, en la primera mitad de la década de los 2000 

(entrevista a Donka Atanassova, 2004). Más o menos en 2005 fue creado el Proceso 

Nacional Identidad Estudiantil, reunión de diversas corrientes camilistas (Cristancho, 2016, 

p. 107) y, por último, a finales de la década de los 2000 fue creada Rebeldía Estudiantil 
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Organizada REO. Tanto Comuna Universitaria como el Proceso Nacional de Identidad 

Estudiantil y REO, todas organizaciones legales y abiertas, terminaron en el movimiento 

Congreso de los Pueblos, una congregación de distintas organizaciones cercanas a la 

plataforma política del ELN, cuyo lanzamiento en 2010, por cierto, se dio en el campus de 

la Universidad Nacional. Historia aparte son grupos clandestinos como las Juventudes 

Camilistas o la Unión Camilista Revolucionaria UCR, creados en este siglo y que fueron 

regulares organizadores de disturbios en la Universidad Nacional. 

 

Ilustración 1 ï Juventudes Camilistas en plaza central (fuente: Prensa Universidad, 17 de abril de 2013) 

 

 

Ilustración 2 ï UCR en plaza central (fuente: Prensa Universidad, 31 de octubre de 2013) 
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Como mencioné en el apartado anterior, el caso del PCC es singular pues, aunque su 

expresión en las universidades seguía el libreto de la universidad militante, la adopción de 

la f·rmula de la ñcombinaci·n de formas de luchaò reconoc²a la importancia de un proyecto 

militarista como el de las FARC. En el interior de la JUCO existieron persistentes sectores 

mucho más inclinados a considerar que el único papel verdaderamente revolucionario que 

el estudiantado podía asumir era sumarse a las filas de la insurrección armada; es decir, 

eran defensores del libreto de la anti-universidad.  

Hasta donde se sabe, la migración de estudiantes universitarios a las FARC en los años 

sesenta y setenta fue pequeña, aunque existieron casos significativos como el de Álvaro 

Fayad, estudiante de Psicología de la Universidad Nacional y militante de la JUCO, quien 

se incorporó a las FARC a mediados de los sesenta, y años después terminaría ingresando 

al M-19 (Semana, 14 de abril de 1986); Carlos Pizarro Leongómez, estudiante de la 

Javeriana primero y de la Nacional después, quien ingresó a las FARC en 1972 para luego 

irse a fundar el M-19 dos años más tarde junto con Fayad (Villaraga, 3 de mayo de 2015); 

Guillermo León Sáenz, estudiante de Antropología en la Nacional, quien entró a las FARC 

a mediados de los setenta y a la postre llegaría a ser parte de su Secretariado del Estado 

Mayor, bajo el nombre de Alfonso Cano, desde comienzos de los ochenta hasta el momento 

de su muerte en combate en 2011 (La Silla Vacía, s.f.). A finales de los setenta, Jesús 

Emilio Carvajalino, estudiante de la Nacional y militante de la JUCO, ingresó a las FARC, 

donde pasaría a ser conocido como Andrés Paris (Verdad Abierta, 23 de noviembre de 

2012). En décadas posteriores, las incorporaciones de miembros de la JUCO a las FARC-

EP siguieron presentándose, como fue el caso, por ejemplo, del estudiante de Economía 

Carlos Alberto Carreño Marín en los noventa (El Espectador, 26 de julio de 2018). 

En 1982, como consecuencia de su VII Conferencia, las FARC se redefinieron como 

FARC-Ejército del Pueblo FARC-EP (Aguilera, 2014, pp. 115-116), en un contexto de 

redefinición de las relaciones entre el grupo guerrillero y el PCC. En resumidas cuentas, se 

trató de una progresiva autonomización: las FARC-EP estuvieron cada vez menos 

subordinadas a las directrices políticas del partido (ver Delgado, 2009). Esta circunstancia 

facilitó que, a partir de los años ochenta, la aproximación de las FARC-EP a las 

universidades públicas se diera no solo a través de la JUCO, sino de otras colectividades 
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más estrechamente ubicadas bajo su órbita, por ejemplo, la Unión Patriótica UP, que a 

comienzos de los noventa intentó construir un capítulo en las universidades conocido como 

la Unión de Jóvenes Patriotas (entrevista a Tania Guzmán, 2004). La creación en 1985 del 

partido político legal UP fue impulsada por las FARC-EP tras el fallido proceso de paz 

entre este grupo y el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986). Sin embargo, la pronta 

desaparición de la UP como resultado de una campaña exterminadora adelantada por 

grupos paramilitares, impidió que el proyecto de los Jóvenes Patriotas prosperara.  

Un frente guerrillero en Bogotá creado por las FARC-EP, el Frente Urbano Antonio Nariño 

(Aguilera, 2016, p. 203), tuvo también alguna presencia en la Universidad Nacional, cuanto 

menos si se supone que los casos de estudiantes de la Universidad Nacional condenados por 

pertenecer a dicho frente no constituyeron un episodio aislado (Caracol Radio, 30 de abril 

de 2009). Otras estructuras urbanas de las FARC-EP, de naturaleza no solo militar sino 

también política, fueron el Partido Comunista Clandestino PC3 y el Movimiento 

Bolivariano MB. Fundadas ambas en 2000 durante las fallidas conversaciones de paz con el 

gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002), el PC3 y el MB tuvieron alguna incidencia en el 

movimiento estudiantil de la Nacional (ver Aguilera, 2014, pp. 36-45). De hecho, después 

del exitoso proceso de paz de las FARC-EP con el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-

2018), en agosto de 2018 el MB anunció un relanzamiento a través de un fuerte disturbio en 

la Universidad Nacional, declarándose, con ese acto, el heredero natural de las FARC-EP y 

acusando de ñtraidoresò a quienes se hab²an desmovilizado como resultado de las 

negociaciones (Hernández Osorio, 28 de agosto de 2018). 
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Ilustración 3 ï MB en plaza central (fuente: Verdad Abierta, 13 de julio de 2016) 

 

La presencia de las FARC-EP en la Universidad se ha dado también a través de estructuras 

legales afines a su plataforma política, pero no conectadas con su estructura militar, como 

la Federación Estudiantil Universitaria FEU, creada en 2005, y el movimiento Marcha 

Patriótica, fundado en abril de 2012. Tras su desmovilización, las mismas FARC-EP 

existen hoy como partido legal: la Fuerza Alternativa Revolucionaria del Com¼n FARCô. 

Trayectorias como las de Jairo Rivera y David Flórez resultan al respecto de un gran 

interés. Rivera, quien como estudiante de Ciencias Políticas de la Universidad Nacional 

llegó a ser Secretario General de la FEU y dirigente de la Mesa Amplia Nacional 

Estudiantil MANE, fue posteriormente militante de Marcha Patriótica y, en la actualidad, 

hace parte de la Dirección Nacional de la FARCô (Castrillón, 2 de septiembre de 2017; 

Semana, 15 de diciembre de 2016). Flórez, por su parte, como estudiante de Derecho de la 

Nacional también fue Secretario General de la FEU y dirigente de la MANE, se convirtió 

posteriormente en vocero de Marcha Patriótica y en 2018 fue candidato a representante a la 

C§mara por la lista de la FARCô en Bogot§, aunque no result· elegido (Hern§ndez Osorio, 

18 de diciembre de 2017). 

En 1965 fue creado el Partido Comunista Marxista Leninista PCC-ML como una escisión 
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maoísta del PCC, expresión de las divisiones del campo comunista internacional. Declarado 

pro-chino, se inspiró en el referente del triunfo cubano para lanzar en 1967 su propio grupo 

guerrillero, el Ejército Popular de Liberación EPL (Villaraga & Plazas, 1995, pp. 11-12). A 

finales de los sesenta, surgió en la Universidad el Frente de Estudios Sociales FES, una 

organización sobre la que, al parecer, tenía alguna influencia el PCC-ML (Proletarización, 

1975; p. 340). Entre los militantes del FES puede contarse a Gonzalo Sánchez, estudiante 

de Derecho y Filosofía de la Universidad Nacional, quien posteriormente se convirtió en 

profesor de Historia de la Universidad, investigador del IEPRI y primer director del Centro 

de Memoria Histórica de Colombia: 

hacía parte de un pequeño pero influyente grupo estudiantil, el Frente de Estudios 

Sociales FES, una peculiar mezcla de maoístas y socialistas, de simpatizantes y críticos 

de la lucha armada, cuyo punto en com¼n era la denuncia del ñrevisionismoò, y que 

valga la pena anotarlo, tuvo la audacia de apoderarse en un momento del Consejo 

Estudiantil de la Universidad antes de que Carlos Lleras decretara su disolución junto 

con la ñtal FUNò, como dijo en un escueto comunicado. Con presencia significativa en 

Facultades como Medicina e Ingeniería, los más visibles dirigentes del FES eran mis 

compañeros de Derecho. Editábamos una revista, PUBLIFES, de la cual salieron varios 

números, no recuerdo cuántos, pero dos tuvieron un gran impacto, uno dedicado a la 

ñcuesti·n electoralò y otro a la ñcuesti·n agrariaò, que fue una revelaci·n. El Consejo 

Estudiantil fue disuelto por el Presidente Lleras tras el anuncio público de uno de 

nuestros compa¶eros de Derecho y el FES, el Mono Herrera, de irse ñpara el monteò a 

engrosar las filas del EPL (Sánchez, 2004) 

A finales de los sesenta, el PCC-ML promovió la creación de un Frente Patriótico de 

Liberaci·n FPL, expresi·n de una ñalianza obrero campesinaò en la cual los estudiantes 

universitarios actuaban como aliados de segundo orden, habida cuenta de que el 

movimiento estudiantil no era ñla fuerza dirigente de la revoluci·n como la imaginan 

algunos dogm§ticosò (EPL, 20 de octubre de 1969, p. 13).  

En las universidades también emergió una miríada de pequeñas agrupaciones pro-China, no 

siempre simpatizantes del PCC-ML, que eran conocidas como marxistas leninistas o 

simplemente ñMLò. Entre estas, por 1968 surgió Testimonio, principalmente alrededor de 
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Facultad de Derecho de la Nacional, al comienzo muy simpatizante del ELN y luego más 

consistentemente maoísta (Proletarización, 1975, pp. 339), opuesta a la construcción de 

organizaciones gremiales estudiantiles permanentes, a las que consideraban proclives a la 

burocratización (p. 340). Otra más fue Mural del Pueblo, agrupación que editaba un 

periódico y una revista del mismo nombre, formada, entre otros, por Luis Guillermo Vasco, 

estudiante y después docente de Antropología, y quien tuvo entre sus militantes a 

Guillermo Páramo, también estudiante de Antropología de la Nacional, posteriormente 

profesor y rector (entrevista a Luis Guillermo Vasco, 1995). 

En 1981, el PCC-ML fundó el movimiento Unión Democrática Revolucionaria UDM, cuya 

figura más visible fue Óscar William Calvo. A partir de la UDM, Calvo promovió la 

creación de la Juventud Revolucionaria de Colombia (JRdC) (Flórez, 23 de junio de 2017). 

A comienzos de la década de los noventa, el líder más visible de la JRdC en el movimiento 

estudiantil de la Universidad Nacional era el alumno de Sociología Fabio Villa, quien 

acabaría siendo constituyente en 1991 (entrevista a Tania Guzmán, 2004). 

En esta misma década, adquirió en la Universidad Nacional mucha visibilidad la peculiar 

organizaci·n mao²sta de los Guardias Rojos. Inspirada en el ñpensamiento Gonzaloò, en 

referencia a la doctrina creada por Abimael Guzmán, máximo jefe de la guerrilla peruana 

Sendero Luminoso, esta colectividad empezó a construirse entre estudiantes de la Facultad 

de Ingeniería y luego se extendió a la facultad Ciencias Humanas. No tenía líderes visibles, 

aunque una de sus militantes m§s conocidas era la ñcomandante Mamitaò. Distinguidos por 

sus vistosas ñparadas militaresò en la plaza central de la Universidad, los Guardias Rojos 

defendían una disciplina puritana y una moral revolucionaria excepcionalmente estricta: 

En esa época el campus se llenó de ventas ambulantes y en el pasillo de Enfermería 

alguien se puso a vender revistas porno. Los Guardias Rojos hicieron de eso una cruzada 

moral sobre el uso de la mujer como objeto sexual, y agarraron a los muchachos que 

vendían eso, les rompieron y quemaron las revistas y los sacaron corriendo (entrevista a 

Tania Guzmán, 2004). 

Fueron, además, una organización aislada del resto de grupos políticos universitarios, y en 

buena medida hostil con ellos: 
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Eran bastante dogmáticos, bastante impermeables a la charla (é). Con ellos la cosa era 

complicada porque estaban muy apegados al tema de los símbolos, la formalidad, la 

moralidad maoísta. Y llegaron a preocupar a los grupos de la universidad y a tener cierta 

trascendencia ante la opini·n p¼blica (é). 

Era muy común que ciertas paredes estuvieran distribuidas por grupos políticos. Eso no 

era un acuerdo sino el resultado un poco de la tradición. A la JUCO le correspondía una 

pared que quedaba al lado de la cafetería central, que utilizábamos para pintar cosas por 

el Día de la Mujer, y los Guardias Rojos la usurparon, borraron nuestro mural y pintaron 

encima unas muñecas chinas. Y eso se armó Troya. La JUCO hizo la discusión, y 

empezó a pelear con los Guardias Rojos, muy verbal, nada físico. En eso se metió El 

Duce, sin que nadie le dijera nada, porque él hacía lo que le parecía que tenía que hacer 

sin preguntarle a nadie, consiguió una pala y mientras los demás discutían empezó a 

raspar la pared de cal y tumbó las muñecas chinas. Los Guardias estaban como locos, 

eso fue la locura (é). 

En una ocasión los Guardias Rojos pintaron al Presidente Gonzalo en el muro de la 

Biblioteca que queda en la Plaza Central, justo frente al Che. Y cuidaban con celo el 

dibujo. Todo el resto de grupos políticos andábamos furiosos por eso. Era una 

profanación: ¡esa era la Plaza Che! Unos anarquistas, uno de esos combitos que andan 

por ahí, llenaron de pintura unos tubos de neón y se los lanzaron a la imagen. Sin 

embargo, los Guardias Rojos volvieron a pintar al Presidente Gonzalo, esta vez con la 

camisa de preso con la que lo presentaron a los medios cuando lo capturaron. Entonces 

dec²amos que era el gato Tob²as y luego le pintamos unas orejitasé fue una pelea que se 

dio durante bastante tiempo (entrevista a Tania Guzmán, 2004). 

En el presente existen muchas pequeñas agrupaciones maoístas que en alguna medida 

operan todavía en la Universidad Nacional, como queda testimoniado en los grafitis que 

escriben en los muros del campus (por ejemplo, las ñBrigadas Antiimperialistasò). Una de 

las más importantes es FUN-Comisiones, una organización creada en 1999 por el 

Movimiento por la Defensa de los Derechos del Pueblo MODEP, y que tiene una 

incidencia relevante dentro del movimiento estudiantil actual.  
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En 1971 fue creado el Bloque Socialista. Inspirado en las discusiones suscitadas por la IV 

Internacional, fundada en 1938 por seguidores de Trotsky en oposición al estalinismo 

sovi®tico, el ñCampo Socialistaò en Colombia estuvo compuesto por una gran cantidad de 

agrupaciones (algunas auto-reconocidas como ñtrotskistasò), la primera de las cuales naci· 

en 1970, con el nombre Espartaco (García, 2009, p. 150). El Bloque Socialista, una 

confluencia de varias agrupaciones pequeñas, en palabras de uno de sus dirigentes, Ricardo 

Sánchez, era contrario a la lucha guerrillera y favorable a la lucha de masas 

luxemburguista, ñanti-PC chino, anti-PC Moscú, crítico de la teoría del foco, amigo de la 

revoluci·n cubanaò (p. 151). A comienzos de los setenta, el Bloque Socialista tenía una 

visible presencia en el movimiento estudiantil. Sus líderes más visibles eran Ricardo 

Sánchez, de la Universidad Santiago de Cali, y Moritz Ackerman, de la Universidad del 

Valle. Se oponía drásticamente al empleo de los canales institucionales de participación 

política, dentro y fuera de la universidad, reivindicando muchas veces el uso de la 

ñviolencia revolucionariaò (Acevedo & Samacá, 2013, pp. 216), pero al mismo tiempo 

cuestionando las ñpuras aplicaciones violentasò como una forma negativa de ñanarquismoò 

(Tendencia Socialista, 1971, pp. 284-285). Pese a ser pequeño, el Bloque Socialista se 

constituyó en una minoría influyente dentro del movimiento estudiantil de estos años, y 

contaban con su propia expresión en la Universidad Nacional. Posiblemente este grupo 

expuso de la manera estructurada posible la idea central del libreto de la anti-universidad: la 

institución universitaria como una realidad inespecífica que, en consecuencia, no tiene por 

qué producir reivindicaciones sectoriales: 

 

es imposible modificar sustancialmente su naturaleza de clase. En cuanto aparato 

ideológico del Estado, al servicio de la división social y técnico-social del trabajo, una 

revolución en Colombia tiene que plantearse en su estrategia su inevitable destrucción 

en el mismo sentido en que es válido para todo el aparato del Estado. Esto no descarta la 

posibilidad de dar luchas que la golpeen y denuncien aún antes de la toma del Poder 

político, pero sin creer que se pretende de esta manera llevar a cabo una transformación 

paulatina o un anticipo de las tareas de la Revolución (Tendencia Socialista, junio de 

1971, p. 8). 

Más tardíamente, nació en 1974 la guerrilla urbana M-19, a partir de una fracción 
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expulsada de las FARC, comandada por Jaime Bateman y Carlos Pizarro, junto a una 

disidencia proveniente de un partido de oposición al régimen del Frente Nacional, la 

Alianza Nacional Popular ANAPO (León Palacios, 2012). El voluntarismo revolucionario 

que animó la acción política del M-19 estuvo inspirado en el referente cubano, como fue 

usual en las organizaciones de la Nueva Izquierda (López de la Roche, 1994, 258). Muchos 

fueron los estudiantes de la Nacional que se vincularon a sus filas: a mediados de los 

setenta, María Eugenia Vázquez (de Antropología), Ligia Vásquez (de Psicología) y 

Germán Moreno (de Agronomía); y a comienzos de los ochenta los estudiantes Héctor 

Arturo Lozano (de Matemáticas) y Sarmiento (de Derecho). Los tres primeros acabarían 

reincorporándose a la vida civil a comienzos de los noventa tras el exitoso proceso de paz 

entre el Estado colombiano y la guerrilla (Vázquez, 2000; Pérez, 26 de febrero de 2015; El 

Espacio, 9 de noviembre de 2016). Lozano y Sarmiento murieron en las filas del M-19, el 

primero durante la toma del Palacio de Justicia en 1985 (Morales, 5 de mayo de 2013), el 

segundo en combates con el Ejército (entrevista a Clemente Forero, 2018). Tras su 

desmovilización, el M-19 se convirtió en un movimiento político legal, la Alianza 

Democrática M-19 ADM-19, experimentando un rápido giro del discurso revolucionario 

hacia uno más civil-democrático (de Pablos, 26 de julio de 2016). 

  

Vale mencionar también la presencia, minoritaria y dispersa, de ideas anarquistas en el 

movimiento estudiantil en los setenta. Al parecer más seguidores de Rosa Luxemburgo que 

de Bakunin o Kropotkin, se trató de individuos que no solo negaban la pertinencia de 

construir una política universitaria, sino que cuestionaban el carácter intrínsecamente 

burocratizante de las organizaciones políticas estudiantiles (entrevista a estudiante de 

Ingeniería, 2018).  

Acomodadas interpretaciones de la filosofía y la lucha política sirvieron a Frijolito, el 

mismísimo Alberto Vásquez, para creer que uno de los medios básicos para destronar al 

enemigo capitalista estaba sin lugar a dudas en la arbitrariedad, en el anarquismo que 

practicaba como portezuela hacia la libertad de las clases populares. Fundó el MAC 

(Movimiento Anárquico Colombiano), con dirección discreta que retuvo en su cabeza. 

La forma como programaba sus pilatunas y seleccionaba a sus cuadros obligaba al 
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aspirante a pasar el examen que llam· ñde fuegoò, y era quemar un bus municipal. El 

acto lo presenciaba Fr²jol con aterradora calma y placer. ñLlamaradaò era la impronta 

clandestina de su grupo. Después impresionaba al aspirante con alardes y epítetos, y 

terminaba reclutándolo por supuestas recomendaciones de amigos que sólo existían en 

su cabeza. Lo declaraba ñmiembro an§rquicoò, ap·logo de la cultura violenta del 

momento (Quiroz, 2002, p. 218) 

Las expresiones ñanarquistasò estaban asociadas a personajes muy visibles, varios de ellos 

provenientes de provincia y habitantes de las residencias estudiantiles, muchas veces 

organizados en ñcoloniasò regionales. A comienzos de los a¶os setenta eran vistos 

desdeñosamente por las organizaciones estudiantiles como ñlumpenò y se les conoc²a 

gen®ricamente como ñLa Plagaò. Estos personajes sol²an tener apodos extravagantes 

(Brother, Cuero, Napo, Rata y Barón von Lumpen), no profesaban una ideología política 

articulada, y más bien se caracterizaban por reivindicar el consumo de sustancias 

psicotrópicas y actos violentos como las pedreas. 

Cuando se organizaban las manifestaciones (é), en cada grupo pol²tico hab²a 

especialistas del tropel, que entonces iban a negociar con La Plaga y con los grupos de 

extrema cómo hacer para contener la caballería, para enfrentarse a la policía mientras el 

grueso pasaba (é). A m² me parece que La Plaga fue un componente muy importante de 

esa época. Creo que se degradó en los años ochenta y dio pie al cierre de residencias 

(é). Pero La Plaga en los a¶os setenta era una mezcla de lumpen, con estudiantes muy 

rebeldes, incluso entiendo que había unos en Medicina, Odontología, Ingeniería, gente 

incluso que alcanzó a ser mejores estudiantes, pero que se metían a La Plaga también 

por el empuje de las colonias (é). En general se les ten²a susto. Ya se dec²a que 

fumaban marihuana. Este no era un centro de consumo de drogas en los setenta. Incluso 

había una concepción bastante prohibicionista y puritana en los grupos pol²ticos (é). 

Creo que alguna vez incluso se expuls· a alguien de Artes, de la JUPA (é). Ni hab²a el 

espect§culo de la venta (é). La Plaga ten²a un poco de ese componente, que jalaban los 

platos de los carros, y que eran un poco agresivos con ciertos dirigentes y grupos 

políticos. Odiaban a la JUPA y a Marcelo Torres, pero a mí [también militante de la 

JUPA] me proteg²an, me sacaban de los tropeles (é). Nosotros en general cambi§bamos 
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de acera, porque empezaban a decirnos cosas, o chiflaban, entonces uno se empezaba a 

poner nervioso y les hu²a. Se tipificaban como gente ñlumpenò pero creo que llegaron a 

tener propuestas políticas folclóricas para oponerse al cogobierno (entrevista a Aura 

María Puyana, 2004). 

Los grupos llamados ñanarquistasò adquirieron una particular importancia dentro del 

movimiento estudiantil de la Universidad Nacional a comienzos de la década de los 

noventa, en torno a la figura del alumno de Derecho Humberto Peña Taylor, conocido 

como El Duce (Páramo, 14 de junio de 2015). 
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CAPÍTULO 5 ï EVOLUCIÓN DE LA VIOLENCIA REVOLUCIONARIA EN LA 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA  

Haciendo eco de un fenómeno global, en la década de los sesenta empezó la difusión 

generalizada del discurso revolucionario en las universidades públicas colombianas, 

proyectado como la voz de la efervescencia contestataria en sus campus. Fue un discurso 

rápidamente expandido, que alcanzó un amplio respaldo entre los estudiantes, aunque 

también, en menor medida, entre los profesores y empleados universitarios. Su expresión 

más contundente se localizó en el movimiento estudiantil, en cierta medida también en el 

movimiento profesoral y, más tardíamente, en el movimiento de trabajadores. Este discurso 

fue el eje estructurador a partir del cual se articularon las justificaciones de un nuevo tipo 

de violencia. Solo desde entonces, por ejemplo, la confrontación de grupos de estudiantes 

con la fuerza p¼blica en los alrededores del campus, llamado ñdisturbioò, ñpedreaò o m§s 

recientemente ñtropelò, pas· a ser parte de los repertorios típicos de las luchas estudiantiles 

en el país (Cruz, 2016, p. 209; Ruiz, 2002, p. 143).  

En este capítulo ofrezco una reconstrucción histórica de las expresiones, en la Universidad 

Nacional de Colombia, de violencias guiadas por ese discurso revolucionario. Me propongo 

con ello dos cosas: primero, mostrar que uno de los efectos más significativos que tuvo la 

irrupción de la violencia revolucionaria en la Nacional fue el debilitamiento, y 

prácticamente el desmonte, de su espacio civil. Por vía indirecta, porque las acciones 

revolucionarias tendieron a alentar la intervención de las autoridades estatales sobre la 

universidad, en un sentido que limitaba severamente su espacio civil (por ejemplo, con la 

ocupación militar del campus). Por vía directa, porque la violencia revolucionaria operó 

como una tenaza sobre la expresión democrática en la universidad al recortar la pluralidad 

de pensamiento, bloquear la marcha regular de las actividades académicas y producir un 

contexto de hostigamientos e intimidaciones que erosionó gravemente el debate público 

interno. 

En segundo lugar, me propongo visibilizar que, aunque uno de los efectos más importantes 

de la violencia revolucionaria en la Nacional ha sido erosionar su esfera civil universitaria, 

el tipo y la magnitud de dicha erosión no han sido estables en el tiempo. La violencia 

revolucionaria en el campus no es un fenómeno uniforme ni inmutable. Seis décadas han 
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transcurrido hasta ahora desde sus inicios hasta el presente, experimentando entretanto 

sucesivas transformaciones en cuanto a actores, modalidades de acción, dimensiones, 

objetivos e impactos. Para dar cuenta de dicha evolución, postulo periodizar así la violencia 

revolucionaria en la Universidad Nacional: de 1958 a 1971; de 1972 a 1989 y de 1990 a 

2018. Las variables que considero para caracterizar estos períodos son: (i) el libreto 

predominante dentro del campo revolucionario, es decir, cuán sensibles son los actores 

revolucionarios a una perspectiva sectorial; (ii) cuánto respaldo tiene el discurso 

revolucionario entre la comunidad universitaria; (iii) el grado de estructuración organizativa 

de la militancia revolucionaria; y (iv) cuán vinculadas están las actividades de estos actores 

a la vida académica de la universidad.  

Las cuatro variables son en principio independientes entre sí, pero no igualmente decisivas. 

En mi exposición el peso explicativo estará puesto sobre todo en (i). Esta variable, cuya 

caracterización se deriva de un análisis hermenéutico-estructural (ver capitulo anterior), es 

clave porque define la orientación de la violencia revolucionaria en el campus: si 

predomina el libreto de la universidad militante, la acción violenta se encaminará sobre 

todo a poner los procesos internos universitarios al servicio de la revolución, lo que en 

última instancia implica transformar a la universidad en una institución formativa del 

discurso revolucionario. Su interés es el control del debate público intra-universitario, una 

tentativa que suele enunciarse como la consolidaci·n de una ñacademia comprometidaò: los 

universitarios deben ñcomprometerseò con una causa pol²tica. Ahora, cuando el contenido 

de ese compromiso ocurre en credos distintos al revolucionario, se justifica su exclusión de 

la universidad, ya sea a través de la expulsión (directa o indirecta) o de una forzada auto-

inhibición.  

Si, por el contrario, predomina el libreto de la anti-universidad, la acción violenta en la 

universidad es encaminará más bien a la confrontación directa con el Estado. En lugar de 

convertir a la universidad en una institución funcional para la reproducción del discurso 

revolucionario, se intenta instrumentalizarla como un ñescenario m§sò en la lucha 

emancipadora, por lo que se intentará introducir proyectos políticos extrauniversitarios en 

el campus, sin importar si estos son compatibles o no con los procesos internos de la 

universidad. Por tal razón, la predominancia de este libreto en el campo revolucionario 
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generará un contexto universitario más propicio a la penetración de la acción guerrillera. En 

definitiva, el libreto de la universidad militante tiende a producir un tipo de violencia, a la 

que denomino ñviolencia homogenizadoraò, cuyas modalidades de acci·n son de una 

agresividad más bien moderada. Por su parte, el libreto de la anti-universidad produce una 

violencia cuyos repertorios de acción son más agresivos, a la que caracterizo como 

ñmilitarizaci·n guerrillera del campusò, en referencia no solo a que se incrementa la 

operación directa de la guerrilla en la universidad, sino a que, en general, los actores 

revolucionarios empiezan a adoptar actitudes y prácticas características de una guerra de 

guerrillas. 

De todos modos, uno de los efectos clave de la prevalencia de uno u otro libreto en el 

campo revolucionario es sobre la relación que se configura entre la universidad y los grupos 

guerrilleros. En términos generales, propongo que hay tres aproximaciones posibles de la 

guerrilla a la universidad: como órgano de propaganda, como cantera de reclutamiento o 

como extensión de su estructura militar. Mi tesis sería: entre más débil el libreto de la anti-

universidad dentro del campo revolucionario, las guerrillas tenderán a aproximarse a la 

universidad más como un órgano de propaganda o como una cantera de reclutamiento. Es 

decir: existirá presencia guerrillera, pero no tanta acción guerrillera. Entre más fuerte sea el 

libreto de la anti-universidad dentro del campo revolucionario, la aproximación de las 

guerrillas a la universidad será más como extensión de su estructura militar.  Es decir: no 

habrá solo presencia, sino también acción guerrillera.  

Esta propuesta se contrapone a las perspectivas tradicionales que explican la presencia 

guerrillera en la universidad como un mero reflejo de lo externo y, en particular, se 

contrapone a la idea según la cual esta presencia puede explicarse cabalmente como un 

efecto de la ñinfiltraci·nò. Desde mi perspectiva, buena parte del problema de la presencia 

guerrillera en el campus pasa por la conformación interna del campo revolucionario en la 

universidad, que determina cuán propicio es el contexto universitario a la presencia 

guerrillera. Desde luego, no quiero decir que el tipo de relación entre guerrilla y 

universidad dependa de una única causa. Otros factores extrauniversitarios también son 

importantes, por ejemplo, la fortaleza militar y política de las guerrillas, sus visiones 

estratégicas a corto y mediano plazo, el papel otorgado a sus milicias urbanas, su reputación 
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entre capas intelectuales, etcétera. 

Las variables (ii) y (iii) son, en cierto modo, lugares comunes en la literatura internacional 

sobre la violencia colectiva. En cuanto a (ii), la base de respaldo del campo revolucionario 

entre la comunidad universitaria es una variable importante porque determina el potencial 

de incidencia de este discurso sobre la vida universitaria, y por tanto su capacidad de acción 

violenta. Habrá una violencia más o menos generalizada dependiendo del tamaño de su 

legitimidad. La caracterización de esta variable está fundamentalmente extraída de Archila 

(1999 y 2012), quien emplea la única cuantificación sistemática sobre el movimiento 

estudiantil en Colombia, proveniente de la base de datos sobre movimientos sociales del 

Centro de Investigación y Educación Popular CINEP. 

Por su parte, el (iii) grado de organización nos habla de la capacidad de los actores 

revolucionarios para conducir sus acciones de violencia siguiendo lineamientos 

estructurados, pautas mínimas de concierto y coordinación. Nos habla de su capacidad de 

seguir, en suma, una racionalidad sancionada colectivamente. Esta variable importa porque 

determina la fortaleza o debilidad de los mecanismos de auto-regulación de la violencia 

revolucionaria en el campus. Mayor organización se traducirá en mayor auto-regulación y 

viceversa. Los datos en los que se basa la caracterización de esta variable provienen de la 

literatura sobre el movimiento estudiantil, ampliamente citada en los capítulos 4 y 5 de este 

trabajo. 

Con respecto al (iv) vínculo del campo revolucionario con la vida académica de la 

universidad, me refiero aquí a cuán acoplados o distantes se encuentran estos dos mundos. 

Un mayor acoplamiento implica que la voz de los actores revolucionarios tiene un mayor 

grado de legitimidad de acuerdo a estándares de validez propios de las jerarquías 

universitarias, al tiempo que la voz de las autoridades académicas ostenta un grado mayor 

de legitimidad ante ellos. De esta manera se incrementa recíprocamente la capacidad de 

interlocución entre ambos. Cuando el mundo de la academia y los actores revolucionarios 

se distancian, ambos pierden la capacidad de ser reconocidos como interlocutores válidos 

por el otro, lo que puede inducir serias incomunicaciones que fácilmente devienen en 

tensión y confrontación. Esta variable determina, pues, la proclividad negociadora de los 

sectores revolucionarios en la universidad: si sus acciones de violencia están más o menos 
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sometidas a mecanismos de deliberación con las autoridades universitarias. Para 

caracterizar esta variable, me basé en numerosos testimonios retrospectivos de militantes 

revolucionarios en la universidad; se trata, pues, de evidencia no sistemática sino 

impresionista, que debe tomarse como estrictamente preliminar. 

En las tablas 3 y 4 expongo, lo más esquemáticamente posible, cada uno de los periodos a 

partir de las variables del campo revolucionario y de las características de la violencia. El 

resto del capítulo está dedicado a desarrollar, en extenso, estos dos esquemas. 

Tabla 3 ï Características del campo revolucionario en la UN por períodos 

 

Período 

(i)  (ii)  (iii)  (iv) 

Libreto prevaleciente 
Nivel de 

respaldo  

Estructuración 

organizativa 

Nexo con la 

vida académica 

1958-1971 Universidad militante Alto Alto Sí 

1972-1989 Anti-universidad Medio Bajo No 

1990-2018 Universidad militante Bajo Medio No 

 

Tabla 4 ï Características de la violencia revolucionaria en la UN por períodos 

 Tipo  
Capacidad 

de acción  

Mecanismos de 

auto-regulación 

Proclividad 

negociadora 

1958-1971 

Violencia homogenizadora 

(repertorios de acción 

menos agresivos) 

Alta Altos Mayor 

1972-1989 

Militarización guerrillera 

del campus (repertorios de 

acción más agresivos) 

Media Bajos Menor 

1990-2018 

Violencia homogenizadora 

(repertorios de acción 

menos agresivos) 

Baja Medios Menor 

 

5.1 ï El movimiento estudiantil revolucionario (1958-1971) 

 

La aparición de un movimiento estudiantil revolucionario en los años sesenta no fue un 
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fenómeno nacional. Salvo las tres Guayanas, Jamaica y Cuba, por la misma época todos los 

países de Latinoamérica experimentaron el ascenso de una efervescencia social similar de 

su juventud universitaria (Fazio, 2014, p. 34). Aún más, lo ocurrido en las universidades 

colombianas se conecta con transformaciones globales que alcanzaron su más acabada 

expresión simbólica en 1968, ñel a¶o que conmocion· al mundoò (Kurlanski, 1998). Ese 

año hubo una sincronía, en numerosos rincones del globo, de masivas movilizaciones 

universitarias: baste recordar las jornadas del mayo parisino en Francia, las protestas contra 

la Guerra de Vietnam en Berkeley, las marchas lideradas por Rudi Dutschke en Berlín 

occidental, el levantamiento de los Guardias Rojos en China (Suri, 2003, 164-212), y el 

movimiento huelguístico en México que terminó con la matanza de Tlatelolco (Volpi, 

1998). 

En esta primera etapa hubo un predominio (aunque bastante disputado) del libreto de la 

universidad militante en el campo revolucionario de la Universidad Nacional. Ello puede 

apreciarse en el movimiento estudiantil del período, ya sea observando el programa de la 

Federación Universitaria Nacional FUN, las movilizaciones contra las fundaciones 

extranjeras de 1968, o la formulaci·n del ñPrograma M²nimoò de 1971. Debido a la 

prevalencia del libreto de la universidad militante, en este período la violencia en el 

campus se orientó ante todo a hegemonizar (y homogenizar) el discurso público en el 

campus: los ataques contra el liberal Carlos Lleras Restrepo, el conservador Belisario 

Betancur y el ñimperialistaò Orlando Fals Borda, constituyeron los mayores hitos de este 

proceso. Esta clase de acciones podr²an designarse ñhostigamientos desarmadosò. Junto con 

las masivas movilizaciones, otra de las estrategias de acción predilecta del movimiento 

estudiantil en este período fueron los paros universitarios. Según cálculos de Villareal 

(1971), a causa de los paros, de 1966 a 1971 la Universidad Nacional estuvo 218 días 

paralizada. Junto con las Universidades Pedagógica, Pedagógica y Tecnológica de 

Colombia, de Caldas, de Cauca y de Córdoba, la cantidad de días de parálisis varió así por 

año: 66 en 1966; 75 en 1967; 21 en 1968; 93 en 1969; 22 en 1970; 328 en 1971 (contando 

solo hasta junio). 

En esta época, la relación del campo revolucionario con los incipientes y marginales grupos 

guerrilleros se dio fundamentalmente por la vía del reclutamiento y la propaganda. Po 
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ejemplo, durante la etapa de la FUN, muchos activistas del movimiento estudiantil se 

ñfueron al monteò, principalmente al ELN, pero las guerrillas no ten²an una operaci·n 

directa relevante en la Universidad Nacional. El episodio más relevante de este proceso fue 

la incorporación, y posterior muerte, de Camilo Torres Restrepo en las filas de la 

insurgencia armada. Aquí nació uno de los símbolos más importantes para el campo 

revolucionario colombiano en general, y en particular en el nivel universitario.  

El período de 1958-1971 constituy· la ñedad de oroò del movimiento estudiantil 

colombiano, que alcanzó entonces sus máximos niveles tanto en términos de magnitud y 

frecuencia de movilización (Archila, 2012, p. 78), como en términos organizativos, pues 

entonces pudo consolidar por primera vez una organización estructurada y estable a nivel 

nacional: la FUN (Lebot, 1979; Hernández, 2007, p. 53), y en 1971 creó una organización 

menos estable pero tal vez más aglutinadora, como el Comité Nacional de Solidaridad 

(Pardo & Urrego, 2003). 

A comienzos de los sesenta, los estudiantes simpatizantes de un discurso revolucionario 

eran todavía muy minoritarios en la Universidad Nacional, aunque ya empezaban a 

expresarse con significativa visibilidad. Aun con todos los sesgos que pueda tener su 

proceso de convocatoria, un ñplebiscitoò organizado por estudiantes en 1961, sobre la 

continuidad o no de una huelga encabezada por los sectores revolucionarios, recibió un 

apoyo mayoritario en todas las Facultades de la Universidad, salvo Ingeniería Civil. 

 

 

 

 

 

 

Tabla 5 ï Resultados plebiscito estudiantil por Facultad (fuente: El Tiempo, 6 de junio de 1961) 

Facultad #estudiantes Huelga tareas Blanco 
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Arquitectura 450 129 8  

Bellas Artes 200 43 20  

Ciencias de la Educación 140 112 6  

Ciencias Naturales 210 136 62 6 

Conservatorio de Música no hubo votación 

Derecho 389 147 105  

Economía 224 100 66  

Enfermería no hubo votación 

Farmacia 200 79 39 3 

Filosofía y Letras 100 42 12   

Ingeniería Civil 600 155 238   

Matemáticas y 

Estadística 100 8 52   

Medicina 1200 800 8   

Medicina Veterinaria 250 121 43 2 

Odontología 360 153 110   

Psicología 50 16 22   

Química e Ing. Química 400 167 72 12 

Sociología 90 90 0   

  

Sin embargo, de acuerdo con una encuesta conducida por la Facultad de Sociología 

(Williamson, 1962, pp. 24-25), en 1962 apenas un 6,6% de los estudiantes de la 

Universidad Nacional se declaraba partidario de medios ñdr§sticosò para conseguir un 

cambio ñradicalò en el pa²s. Si bien un 28,6% ten²a una posici·n favorable a Fidel Castro, 

este valor era muy inferior al asignado a otras figuras internacionales como Konrad 

Adenauer (70,3%), Charles De Gaulle (63,4%), Jawaharlal Nehru (59,7%), Rómulo 

Betancourt (32,3%) Nikita Jrushchov (38,5%), y solo superaba a Francisco Franco (20,8%). 

Localmente, Gilberto Viera, dirigente del PCC, tenía la más baja imagen favorable (13,6%) 

entre una multiplicidad de figuras que incluían a Jorge Eliécer Gaitán (72,2%), Alberto 

Lleras Camargo (41,3%), Carlos Lleras Restrepo (39,3%), Gilberto Alzate Avendaño 

(30,9%), Alfonso López Michelsen (27,4%), Laureano Gómez (18,2%) y Mariano Ospina 

Pérez (16,8%).  

Tres años después, el respaldo al discurso revolucionario estaba en franco incremento, 
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aunque sin llegar a ser mayoritario. Una encuesta realizada a estudiantes de la Universidad 

Nacional en 1965 (Latorre, 1965) muestra que para ese año la cifra de abstencionismo 

electoral era del 73%, un 10% más elevada entre estudiantes de la Universidad Nacional 

respecto al país (p. 240). El personaje que más simpatía despertaba era, de lejos, Camilo 

Torres Restrepo, quien ya había lanzado su movimiento Frente Unido. Las menciones a 

líderes como Carlos Lleras Restrepo, Alberto Lleras Camargo, Alfonso López Michelsen y 

Alberto Ruiz Novoa seguían siendo considerables y, a fin de cuentas, un 24,7% de los 

encuestados se identificaba como liberal en vez de como socialista (15,8%) o comunista 

(7,7%); en tanto que un 13,5% se definía demócrata-cristiano y apenas un 3,7% como 

conservador (p. 221). Al mismo tiempo, suscitaba mayor simpatía un presidente como 

Charles De Gaulle (30,3%) que uno como Fidel Castro (15,6%) o como Gamal Abdel 

Nasser (11,7%). Mucho más distantes estaban otros como Eduardo Frei (6,8%), Lyndon 

Johnson (5,3%), Mao Tse Tung (4,7%) o Francisco Franco (3,2%).  

Las elecciones al cogobierno en 1971 constituyen una tercera y última medición del 

respaldo al discurso revolucionario en la Universidad Nacional durante este período. Aun 

cuando los números no son en sentido estricto comparables entre sí, los resultados 

electorales entre estudiantes de la Universidad Nacional evidencian un crecimiento 

vertiginoso en los niveles de legitimidad del campo revolucionario entre finales de los 

sesenta y comienzos de los setenta: los votos recibidos por las tres listas explícitamente 

defensoras de un discurso revolucionario ïlistas 2, 3 y 5ï, recibieron, sumadas, el 81,65% 

de votos totales (ver Tabla 6). En el caso de los profesores, un objeto de estudio mucho más 

infrecuente que los estudiantes, en 1971 el apoyo a la lista de orientación revolucionaria fue 

del 58,63% del total de votos depositados (Ver Tabla 7). 

No solo el discurso revolucionario gozó de amplia legitimidad y alta estructuración 

organizativa, sino que en este período hubo un vínculo relativamente orgánico entre la vida 

academia y la política revolucionaria. No era raro que los académicos más reconocidos se 

inscribieran en este campo, y en ocasiones incluso practicaran una militancia abierta. Los 

principales líderes del movimiento estudiantil fueron, con frecuencia, destacados por su 

buen rendimiento académico: Guido Gómez, Guido Lastra, Julio César Cortés, son 

ejemplos sobresalientes. ñSer buen estudiante no era considerado algo reaccionarioò 
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(entrevista a Fernando Cubides, 2018). En palabras de Gonzalo Sánchez: 

en los ambientes universitarios de entonces la militancia política no reñía con el rigor 

académico y las exigencias de la demostración razonada. Por el contrario, podría decirse 

que la militancia salvaba a la academia. El militante tenía que probar que podía ser el 

mejor de su curso y darse la autoridad intelectual para responder al desafío del 

momento: la caracterización adecuada de la sociedad colombiana, caracterización que 

definía las fronteras, las estrategias y las tácticas de las distintas corrientes de la 

izquierda, a menudo con peleas prestadas (Sánchez, 2004). 

 

El período histórico del movimiento estudiantil revolucionario empezó con la caída de la 

dictadura del general Rojas Pinilla en 1957. El movimiento estudiantil fue uno de los 

actores que participó activamente en las protestas que condujeron a este desenlace. En 

medio del ambiente de concordia nacional que se produjo con el retorno a la democracia al 

país, en junio dos organizaciones estudiantiles ïla Federación de Estudiantes Colombianos 

FEC (liberal) y la Federación de Universitarios Colombianos FUC (conservadora)ï 

hicieron parte de un Congreso Nacional Estudiantil en el que se planteó la necesidad de 

promover cambios universitarios, fin para el cual se propuso la creación de una 

organización de carácter nacional: la Unión Nacional de Estudiantes Colombianos UNEC.  

Aunque algunos de sus líderes estudiaban en la Universidad Nacional (Guido Lastra, Guido 

Gómez, Alegría Fonseca) dicha institución no tuvo un papel protagónico en la UNEC, 

cuyos principales dirigentes provenían de claustros privados, en particular Antonio Larrota 

y Manuel Vázquez Castaño, ambos de la Universidad Libre (Ruiz, 2002, p. 75). Los 

objetivos de la UNEC al principio fueron enunciados como estrictamente gremiales (entre 

otras cosas de oposición a la influencia del clero en el ámbito universitario), lo que facilitó 

su independencia respecto a los partidos políticos y la coordinación de esfuerzos entre 

miembros de distintas ideologías, en dirección a una ruptura con el bipartidismo (p. 69).  

Coincidente con el inicio en 1958 del Frente Nacional, la UNEC giró poco después hacia la 

politización revolucionaria. En su interior fueron ganando influencia expresiones políticas 

como el MRL y la JUCO (p. 86). La ruptura con el bipartidismo se convirtió así en ruptura 

contra el sistema político en general, un giro que fue resistido por otros sectores 
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estudiantiles, sobre todo provenientes de la Universidad Nacional, quienes a través del 

periódico estudiantil Fuego (órgano del Consejo Superior Estudiantil CSE) insistieron en la 

primacía de los objetivos gremiales (p. 84). Pero en adelante la UNEC entraría en una 

profunda crisis, en parte debido a serios problemas de representatividad (pp. 84-85). 

Coincidente con la consumación de la revolución cubana en 1959 y su declaración pública 

por Fidel Castro como una revolución socialista en 1961, empezaron a ocurrir los primeros 

hechos relevantes de violencia revolucionaria en la Universidad Nacional. Hasta ese año, la 

Nacional era una institución en la que el conservatismo pesaba todavía bastante. Por 

ejemplo: producto de la Ley 45 de 1959, en mayo de 1961 fueron inauguradas las 

residencias femeninas ñAntonio Nari¶oò, en homenaje y en gratitud a los ñestudiantes de 

todos los tiempos que han luchado por la libertad de Colombiaò. El evento cont· con la 

asistencia no solo del presidente Alberto Lleras Camargo y su esposa, sino del cardenal 

Luis Concha Córdoba, quien bendijo las nuevas instalaciones (El Tiempo, 11 de mayo de 

1961).  

El mismo mayo de 1961, estudiantes de la Universidad Nacional decretaron un paro 

universitario en solidaridad con la huelga desatada en la Universidad de Medellín tras la 

expulsión de 43 estudiantes, motivo al que se añadió la defensa presupuestal (Ruiz, 2002, 

pp. 105-108). Al conflicto se sumaron las universidades de Cartagena, UIS, Libre, 

Externado y la Pedagógica de Tunja. Durante el paro hubo concentraciones estudiantiles en 

la Plaza de Bolívar, en las que se escucharon discursos de María Arango, estudiante de 

Sociología y líder de la JUCO, así como de otros líderes del MRL, sobre los problemas del 

país (p. 109). Finalmente, se presentaron ataques a piedra contra la fuerza pública, 

vehículos privados y el edificio de El Tiempo (El Tiempo, 3 de junio de 1961). El 5 de 

junio, 10 de los 20 miembros del CSE firmaron un acuerdo (conocido como el ñAcuerdo de 

San Carlosò) con el presidente Lleras Camargo para finalizar el paro, pero este fue 

rechazado por el Comité de Huelga, que acus· a sus firmantes de ñtraidoresò (Ruiz, 2002, 

pp. 110-111). Dos miembros disidentes del CSE, los representantes por las facultades de 

Filosofía (Alberto Aguirre) y Ciencias de la Educación (Hair Monroy), se opusieron 

también a la devolución de unos buses retenidos por los estudiantes. Un plebiscito 

convocado por estudiantes de la Facultad de Medicina respaldó mayoritariamente la 
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continuidad del paro (ver Tabla 5). Tras las votaciones, un nuevo CSE fue elegido, 

resultando presidente el estudiante de Medicina Guido Lastra (El Tiempo, 6 de junio de 

1961; Ruiz, 2002, p. 114). El paro solo fue levantado a mediados de junio, y las tensiones 

se acabaron a comienzos de julio, con la renuncia de 36 profesores (Leal, 1984, p. 195). 

Poco después, el último día de agosto, los estudiantes de la Universidad se sumaron a una 

manifestación de empleados de Avianca. En medio de la protesta la fuerza pública ingresó 

al campus, desencadenando violentos enfrentamientos (Archila, 2003, p. 136). 

 

Ilustración 4 ï Protesta estudiantil en el centro de Bogotá, 1961 (fuente: El Tiempo, 3 de junio de 1961) 

 

En 1962 ya circulaban numerosos periódicos estudiantiles en la universidad: Juventud, 

Controversia, Vanguardia Universitaria, Vector, entre otros (Ruiz, 2002, pp. 126-127), 

siendo uno de los más importantes Bisturí, editado por el Consejo Estudiantil de la Facultad 

de Medicina. Bisturí, en el que por entonces empezaron a colaborar líderes como Julio 

César Cortés, Hermías Ruiz, Guido Lastra y Gabriel Guerrero, fue uno de los primeros 

periódicos en publicar la Segunda Declaración de La Habana de 1962 (p. 126). Cortés y 

Ruiz, además, se integrarían al FUAR.  

El 6 de junio de 1962, en el contexto de protestas simultáneas en varias universidades de la 
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capital y provincia, se desarrolló una marcha en el centro de Bogotá en la que estudiantes 

de la Universidad Nacional apedrearon el edificio del diario El Tiempo, el Capitolio 

Nacional, el Palacio Cardenalicio, la sede del Frente Democrático Cubano y algunos 

establecimientos comerciales, además de incinerar en la Avenida Jiménez el automóvil del 

político conservador Rafael Ortiz González. Además, durante la jornada circularon volantes 

firmados por un Movimiento Universitario Revolucionario MUR (Aguilera, 2002, pp. 221-

226).  

En agosto de 1962, el MUR reapareció en la escena pública tras destruir el busto de José 

Eusebio Caro (uno de los fundadores del Partido Conservador en 1849, padre de Miguel 

Antonio Caro), ubicado frente a la Facultad de Derecho (El Tiempo, 17 de agosto de 1962), 

en un episodio que ya empezaba a mostrar el germen de un ambiente de intolerancia 

política (Palacios, 2004). En junio de 1963 hubo nuevos enfrentamientos de estudiantes con 

la fuerza pública y retención de buses en la Ciudad Universitaria (Ruiz, 2002, p. 145). En 

septiembre, un petardo explotó en una estación de policía cercana al campus, la fuerza 

pública ingresó a los predios universitarios y los estudiantes respondieron con la retención 

de agentes, vehículos militares y buses, a lo que las directivas respondieron expulsando a 

los estudiantes Guido Gómez y Carlos Pantoja (Leal, 1984, p. 200). La confirmación de las 

sanciones al mes siguiente condujo a un breve paro convocado por el CSE (presidido por 

Julio César Cortés) que incluyó la explosión de una potente bomba en el edificio de la 

rectoría, que no dejó heridos, aunque sí cuantiosas pérdidas materiales (El Tiempo, 5 y 6 de 

octubre de 1963). Un grupo de profesores, exprofesores y exalumnos de Derecho, entre 

quienes estaban Diego Luis Córdoba, Hernando Franco Idárraga y José Luis Echavarría, 

publicó una nota expresando su solidaridad con el rector Hernando Morales: 

Queremos dejar sentada nuestra más encendida protesta por tan insólito acto que 

contradice no solo lo que practicamos, defendemos y enseñamos, sino las más 

elementales normas que indican que ninguna actuación debe escudarse en el anonimato 

ni en la sombra (é). Es incomprensible que viviendo en un Estado de Derecho que da 

garantías a todas las personas, se atente, en forma tan repugnante, contra él, usando 

procedimientos que riñen con la hidalguía y la caballerosidad, y colocan al máximo 

centro de cultura nacional como objeto de atentados de gentes irresponsables y cobardes 
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(El Tiempo, 5 de octubre de 1963). 

El Consejo Académico denunciaba: 

a este acto de terrorismo se suman otros similares que se han venido cometiendo en los 

últimos días en varias unidades docentes y en las casas de distinguidos profesores, lo que 

parece ser un plan encaminado a sembrar el desconcierto y la intimidación entre quienes 

han propendido por la defensa de las normas que garantizan los fundamentos del 

instituto (El Tiempo, 6 de octubre de 1963). 

En esa oportunidad la tensión entre la comunidad universitaria llevó incluso a la 

conformaci·n de ñbrigadas de defensaò, grupos organizados de estudiantes de ¼ltimos 

semestres que, con el beneplácito del ministro de gobierno Aurelio Camacho Rueda, se 

propusieron vigilar  

todas las facultades, especialmente la de química en donde se temía la ocurrencia de 

atentados terroristasò. Por turnos rigurosos, m§s de 300 j·venes estaban listos a rechazar 

cualquier intento terrorista y castigar a los anarquistas infiltrados entre los estudiantes 

(El Tiempo, 6 de octubre de 1963). 

 

Ilustración 5 ï Pedrea estudiantil en el centro de Bogotá (fuente: El Tiempo, 7 de junio de 1962) 
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Ilustración 6 ï Bomba en la rectoría (fuente: El Tiempo, 5 de octubre de 1963) 

En el resto de 1963 ocurrieron dos hechos relevantes: en noviembre tuvo lugar en Bogotá el 

Tercer Congreso Nacional de Estudiantes, que reunía delegados de 17 universidades del 

país y en el que se dio origen a la FUN; y en diciembre se estableció, mediante la Ley 65 de 

1963, un nuevo estatuto orgánico para la Universidad Nacional, que entre otras cosas 

fortaleció los Consejos Estudiantiles, figura bajo la cual se cimentó la estructura 

organizativa de la FUN (Ruiz, 2002, pp. 159-160)
9
. En la FUN tuvieron mucha influencia 

sectores como la JUCO y el MRL, aunque también hubo presencia de otros sectores como 

 

9 
 Una Comisión Nacional de la Reforma Universitaria había presentado al Congreso una 

propuesta de estatuto en noviembre de 1960, pero esta solo fue aprobada tres años después, tras 

cinco rechazos y sufrir múltiples modificaciones (Magnusson, 2006, p. 82). Los nuevos estatutos 

quitaron al Consejo Académico sus funciones administrativas, incrementando el poder del rector, 

quien lo presidía y tenía voto. El CSU pasó a ser la máxima autoridad, donde el Rector tenía voz sin 

voto (p. 101). Los estatutos contemplaban la representación estudiantil en todos los niveles del 

gobierno universitario. El gobierno estudiantil consistía en Consejos Estudiantiles por Facultad, una 

Asamblea Estudiantil para toda la universidad y un CSE compuesto por un representante elegido 

por las facultades. Un estudiante elegido participaba en cada Consejo Directivo de Facultad y dos 

estudiantes eran miembros con voto en el Consejo Académico y el CSU (p. 142). 
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los llamados ñnacionalistasò y la Democracia Cristiana, e incluso hubo expresiones de 

incipientes grupos maoístas, que al parecer se oponían internamente a las directrices de la 

FUN (p. 185). 

La dirección política de la FUN se orientaba claramente hacia la política revolucionaria. En 

sus principios programáticos
10
, esta organizaci·n declaraba que ñla universidad es un 

reflejo de la sociedad en la cual viveò y que, por tanto, ñuna verdadera transformación de 

las estructuras universitarias solo se producirá cuando se realicen las profundas 

transformaciones económicas sociales y políticas que nuestro país subdesarrollado 

requiereò. Consideraba que la lucha estudiantil deb²a integrar los aspectos gremiales y 

pol²ticos y enfrentar ñlas obsoletas estructuras actualesò. Buscaba formar ñuna conciencia 

nacionalista en la universidad, integrando lo propio a los valores de la cultura universalò. 

Aspiraba a lograr una ñuniversidad verdaderamente popularò, lo que implicaba no solo 

mayores facilidades de acceso y permanencia, políticas de bienestar como residencias y 

becas ñpara los estudiantes carentes de recursos econ·micosò, sino adem§s que la 

orientaci·n de la universidad ñest® dirigida al servicio de los intereses de nuestro puebloò, 

convirti®ndose ñen la avanzada intelectual y cultural de las clases trabajadorasò (Federaci·n 

Universitaria Nacional, 1983, p. 264). Al enunciar sus objetivos oficiales, la FUN 

evidenciaba claramente una política universitaria, característica del libreto de la 

universidad militante: 

1. Luchar por el fortalecimiento de la Universidad oficial como un paso a la 

nacionalización gradual 2. Propugnar por la consecución en cuanto sea posible de: 

libertad de cátedra, cátedra por concurso mientras no exista la carrera del profesorado, 

libre asistencia y autonomía. 3. Buscar que las universidades cumplas sus funciones 

genéricas y su función social. 4. Darle prioridad en la lucha estudiantil a la a 

consecución de autonomía económica para las universidades oficiales mediante la 

dotación de rentas propias por parte del Estado. 5. Luchar por el incremento en el aporte 

del Estado a las universidades privadas que, dentro de las actuales limitaciones, sean de 

fácil acceso para las clases populares, sean de orientación no confesional y no estén 

 

10 
 Esencialmente basados en la ponencia de la delegación de la Universidad Nacional, escrita 

por el estudiante de Sociología Francisco Correa (Ruiz, 2002, pp. 151-152). 
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sometidas a interferencias extranjeras en su gobierno o programa. 6. Luchar por que se 

garantice el reconocimiento de la autonomía a las asociaciones estudiantiles para elegir 

representantes en el gobierno de la Universidad, y porque la elección de representantes 

estudiantiles se haga sin discriminación de calidades. 7. Luchar contra la inviolabilidad 

de los claustros universitarios. 8. Luchar por una adecuación de los pénsumes a las 

realidades nacionales y por la creación de niveles profesionales intermedios que 

disminuyen las pérdidas que acarrean la deserción estudiantil. 9. Luchar contra la 

proliferación de facultades y universidades cuando tengan consecuencias nocivas para la 

educación superior. Esta lucha se complementa con la búsqueda de una dispersión 

especializada de facultades y universidades. 10. Luchar por que cuando se pongan en 

práctica planes de centralización o fusión de facultades éstos los lleve a cabo el Estado y 

no fundaciones extranjeras. 11 Encargar a la Universidad del Tolima, a la del Valle, 

Caldas y Audesa de la redacción de un proyecto de estatuto orgánico para las 

universidades seccionales (é). 12 Buscar la unificaci·n de p®nsumes y prerrequisitos de 

todas las facultades de la misma clase y que incluya el reconocimiento de los récords 

académicos de los estudiantes que por cualquier motivo tengan que cambiar de 

universidad. A l vez propugnar por el establecimiento de un intercambio cultural y 

científico entre las diversas facultades y universidades, tanto nacionales como 

extranjeras. 13. Vitalizar la extensión cultural de las universidades y buscar el apoyo de 

organismos estudiantiles internacionales para adelantar campañas tales como 

alfabetización. Igualmente propender la creación de los cursos de vacaciones, seminarios 

y facultades nocturnas. 14. Programar, estimular y publicar estudios e investigaciones 

tanto sobre problemas del país, como de la Universidad. Y dentro de este programa dar 

especial énfasis al estudio del exceso de burocracia en la Universidad. 15. Crear un 

periódico escrito que se difunda profusamente y que constituya un vehículo eficiente de 

comunicación y divulgación de los principios y metas de la Federación (Federación 

Universitaria Nacional, 1963, pp. 265-266).  

En mayo de 1964, estudiantes de la UIS convocaron a una toma de las instalaciones en 

protesta contra las políticas académicas y administrativas impulsadas por su rector, Juan 

Francisco Villareal. Esto precipitó el cierre de la institución y, posteriormente, impulsó a 

una delegación de alrededor de veinte estudiantes a recorrer a pie 500 kilómetros desde 
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Bucaramanga hasta Bogotá, liderados por Jaime Arenas Reyes. Respaldados por la FUN, a 

su llegada a la Plaza de Bolívar una manifestación de solidaridad recibió a los marchantes 

(Ruiz, 2002, 173-175; Acevedo & González, 2011). Tras esta movilización, Arenas, quien 

para entonces ya había participado en las actividades fundacionales del ELN y formaba 

parte de su red urbana, empezó a consolidar un cierto liderazgo en la FUN. Así pues, junto 

con Armando Correa, uno de los líderes estudiantiles más destacados de la Universidad 

Nacional, encabezó una corriente en la FUN que permanentemente presionó hacia la 

adopción de una línea explícitamente insurreccional (Ruiz, 2002, p. 180). Esta tentativa de 

volver hegemónico el libreto de la anti-universidad recibió la oposición de sectores como 

la JUCO y los nacionalistas, quienes defendieron, hasta cierto punto con éxito, el carácter 

gremialista de la FUN (pp. 181-184). 

En junio, siguiendo una convocatoria de la FUN, un grupo de estudiantes de la Universidad 

Nacional salió a las calles de la ciudad, bloqueó el tráfico y acabó incendiando tres buses de 

servicio público. El CSU de la Universidad Nacional aprobó enseguida una resolución 

condenando estos incidentes (con la abstención de los representantes estudiantiles), en tanto 

que los estudiantes se opusieron a investigarlos, declarando que ñser²a m§s l·gico estudiar 

las causas sociales de estos fenómenos, porque la Universidad es un reflejo de la naci·nò 

(Magnusson, 2006, p. 254). 

El primero de junio de 1964 se había posesionado como rector de la Nacional el médico 

Félix Patiño, con la intención de adelantar una ambiciosa reforma académica en la 

institución. Consciente de la capacidad de influencia del movimiento estudiantil sobre la 

marcha de la universidad, Pati¶o opt· por establecer una ñpol²tica de di§logoò con los 

estudiantes, contrastante con el tratamiento confrontacional característico de las 

administraciones anteriores, para conseguir su apoyo. En palabras de uno de los más 

cercanos colaboradores de Patiño, el filósofo Tomás Ducay, la política de diálogo 

era un esfuerzo por canalizar las dinámicas de los estudiantes exclusivamente hacia los 

objetivos de la Universidad. Dejando de lado la cuestión de si un movimiento como ese 

es deseable o no, o si fenómenos similares existen en universidades de otras latitudes, el 

hecho es que es real y aceptado de facto en las universidades públicas de Colombia, y en 

especial en la Universidad Nacional. Los conflictos estudiantiles a menudo determinan 
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cambios de rector y de decanos (é). La ñpol²tica de di§logoò modificaba las relaciones 

entre los administradores y los estudiantes. En lugar del cortés silencio o de la reticencia 

con que frecuentemente eran escuchadas las propuestas y las quejas de los estudiantes, 

tan sólo para olvidarlas posteriormente, el activo compromiso de los estudiantes en la 

reforma universitaria era buscado. Debe aclararse que los conceptos generales de esta 

política, no eran exclusivos de ninguna manera de esta administración. Tanto antes como 

después de Patiño, normas similares orientaron nuestra vida universitaria (Magnusson, 

2006, p. 251). 

Además del voluntarismo y carisma de Patiño, esta política fue posible por una 

circunstancia adicional: la robusta legitimidad que, debido a su destacado desempeño 

académico, tenían los líderes estudiantiles de cara a las autoridades universitarias. Es decir: 

el estrecho nexo entre academia y campo revolucionario, que incrementaba la proclividad 

negociadora de los militantes. Cuando en septiembre de 1964 Patiño decidió reintegrar a 

Julio César Cortés (quien había sido expulsado por el rector Ramírez Montúfar
11

), lo hizo 

argumentando que Cort®s era ñun joven brillanteò y que ñel pa²s debería utilizar su 

habilidad a favor de la comunidadò (Magnusson, 2006, p. 255).  

Sintonizada con el espíritu conciliador del presidente conservador Guillermo León Valencia 

1962-1966), la política de diálogo de la rectoría sirvió como un muro de contención para 

que la violencia revolucionaria promovida por el movimiento estudiantil no erosionara la 

esfera civil universitaria en construcción. Como muestran Magnusson en su libro (2006) y 

Gabriel Restrepo en la Introducción, este muro de contención fue frágil, pero fue un muro 

de contención, al fin y al cabo. 

El 6 de noviembre de 1964, una visita del entonces candidato presidencial Carlos Lleras 

Restrepo al auditorio de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional prácticamente 

acabó en un intento de linchamiento por parte de los estudiantes, hechos frente a los cuales 

el CSE se negó a aceptar su responsabilidad o a expresar su reprobación (pp. 256-257). El 

episodio es narrado así por el escritor Rafael Humberto Moreno Durán, egresado de dicha 

 

11 
 Si bien, no obstante, se desempeñaba como primer presidente de la FUN. Su reemplazo, 

elegido durante el Segundo Congreso en octubre de 1964, fue Galo Burbano, estudiante de Derecho 

de la Universidad Libre y militante del MRL. 
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Facultad: 

Lleras fue postulado a la Presidencia con tanta anticipación que la oposición decidió 

llamarlo El Prematuro. Una de sus primeras intervenciones fue programada en el Aula 

Máxima de Derecho y a las seis de la tarde decidió dar comienzo al mitin, pero una 

rechifla unánime de los estudiantes se lo impidió. Intentó hacer gala de sangre fría pero 

esas cosas no se improvisan, así que el decano, Abel Naranjo Villegas, al intuir el 

peligroso desenlace decidió trasladar al frustrado orador a la oficina de la decanatura, en 

el segundo piso del edificio. Los ánimos de los estudiantes se encrespaban cada vez más 

y todos corrieron tras los fugitivos y por momentos parecía que la puerta iba a ceder bajo 

la fuerza persecutora. Fue entonces cuando Lleras le dijo a su guardaespaldas, que se 

llamaba Rojitas, que le prestara su pistola pues estaba dispuesto a vender cara su vida. El 

decano ya se las había arreglado para llamar al Palacio de San Carlos y pedirle al 

Presidente Valencia le enviara un pelotón de soldados para rescatar al candidato, aunque 

aquí vino lo extraordinario: el pelotón no podía ir porque ningún militar había puesto 

jamás los pies en la Universidad y a lo mejor los soldados se extraviaban en la noche y 

eran objeto de alguna bochornosa emboscada por parte de los estudiantes. El Presidente 

Valencia -preocupado más por los rumores del golpe que le preparaba el general Ruiz 

Novoa y la huelga de fotógrafos que se negaban a retratarlo- debatió el asunto y al fin 

llegó la solución en la persona del ministro de Educación, que era el escritor Pedro 

Gómez Valderrama, y que, como abogado, tenía una ligera idea de dónde quedaba la 

facultad de Derecho. El ministro encabezó el pelotón de rescate y casi tres horas 

después, tal como fue, recreado en El toque de Diana, llegó a la facultad, se abrió paso y 

rescató al candidato, que sudaba hielo y mascullaba frases ininteligibles. Después, como 

todos saben, fue la débácle (Moreno Durán, 1989, pp. 81-82) 

En mayo de 1965, durante la invasión militar de Estados Unidos a República Dominicana, 

se suscitaron protestas estudiantiles que incluyeron la toma de algunas oficinas de la 

embajada norteamericana (El tiempo, 8 de mayo 1965). ñA pesar de una fuerte lluvia, los 

estudiantes se conglomeraron al frente de la embajada de los Estados Unidos y proclamaron 

su amarga inconformidad con la pol²tica estadounidenseò (Magnusson, 2006, p. 259). 

Debido a que en la jornada no ocurrieron mayores incidentes, el Consejo Académico 
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aprobó, por iniciativa de Patiño, elogiar la conducta de los estudiantes. 

En el mismo mes, la Universidad de Antioquia fue escenario de un paro que buscaba la 

renuncia del rector Ignacio Vélez Escobar. Sumada la FUN en solidaridad, la protesta se 

extendió a otras universidades del país. En Bogotá fueron quemados varios vehículos 

alrededor de la Ciudad Universitaria y un agente de la inteligencia policial del momento fue 

retenido, desencadenando el allanamiento de las residencias, mientras que en el centro de la 

ciudad un estudiante de la Universidad Jorge Tadeo Lozano, Jorge Useche, resultó muerto. 

Durante las protestas en la capital, los estudiantes de universidades públicas se tomaron 

cuatro radiodifusoras para transmitir sus quejas y atacaron físicamente a estudiantes de la 

Universidad Javeriana por negarse a participar en la huelga (Magnusson, 2006, p. 259). Los 

desórdenes generalizados desembocaron en la renuncia de Vélez Escobar, por solicitud 

directa del presidente Guillermo León Valencia, al parecer instado por Patiño. Al final del 

conflicto, el CSE de la Universidad Nacional aprobó una resolución elogiando al rector y a 

sus asistentes administrativos por ñdar un claro ejemplo de la actitud cordial e inteligente 

que deber²a reinar en todas las dependencias de la universidadò (Magnusson, 2006, p. 261). 

Al mes siguiente, durante una manifestación organizada por la FUN, se presentaron ataques 

a piedra contra los almacenes Sears y El Tiempo en Bogotá, así como el intento de 

derrumbar un busto de George Washington ubicado frente a la iglesia de San Diego (El 

Tiempo, 10 de junio 1965). En agosto hubo nuevos choques entre estudiantes de la 

Nacional y la fuerza pública en los alrededores del campus, en medio de los cuales un 

automóvil de la Armada Nacional fue incinerado. Entre los participantes de la jornada 

estuvo María Arango, quien fue retenida por la policía (El Tiempo, 28 de agosto de 1965). 

Otro hecho significativo ocurrió comienzos del segundo semestre de 1965 en la Facultad de 

Sociología, cuando un grupo de estudiantes revolucionarios, inscritos en el curso 

ñSociolog²a Ruralò, decidieron ñvetarò al docente encargado, Orlando Fals Borda, por 

considerarlo un agente del imperialismo norteamericano (Jaramillo, 2018, p. 364). Esta 

circunstancia llevó a Fals Borda a renunciar a su cargo docente en la Universidad, tras pasar 

algunos años en una comisión en el extranjero. 

La muerte en combate de Camilo Torres, el 15 de febrero de 1966, en Patio Cemento, 

Santander, suscitó pedreas estudiantiles en Bogotá, Medellín y Bucaramanga (Leal, 1984, 
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pp. 208-9), así como un entierro simbólico en la Universidad Nacional, el cual fue 

documentado por el joven cineasta Diego León Giraldo, recién egresado de Sociología. 

Cuando en marzo fue sugerida la idea de cerrar preventivamente la Universidad para evitar 

desórdenes durante las elecciones parlamentarias, Patiño decidió mantenerla abierta 

confiando en las promesas estudiantiles de que no habría perturbaciones violentas. Los 

estudiantes cumplieron en efecto su promesa y, ñuna vez m§s, la confianza de Pati¶o en la 

pol²tica de di§logo parec²a justificadaò (Magnusson, 2006, p. 264). 

En mayo de 1966 se reunió el tercer y último Congreso de la FUN. El evento recibió un 

saludo por parte de Manuel Marulanda Vélez, cofundador de las FARC, y eligió como 

presidentes honorarios a Julio César Cortés, Jaime Arenas y Camilo Torres (Ruiz, 2002, p. 

201). En agosto, un paro en Universidad de Antioquia condujo a enfrentamientos de 

estudiantes con la policía. Los estudiantes de la Universidad de Medellín se sumaron a las 

protestas, tomándose las instalaciones universitarias. En respaldo, la FUN decretó la toma 

de las universidades en todo el país (Leal, 1984, p. 210). En medio de esta coyuntura, el 19 

de agosto el gobierno nacional expidió el decreto 2128, que autorizaba a las universidades a 

tomar fuertes medidas disciplinarias en caso de inasistencia a clases, como mecanismo para 

frenar la participación estudiantil en las huelgas (Ruiz, 2002, p. 206).  El viernes 26, siete 

dirigentes de la FUN (Germán Liévano, Jaime Caycedo, Rafael Castellanos, Eliécer Cotes, 

Julio Caneva, Félix Salcedo y Pablo Balcázar) se reunieron con el presidente Lleras en el 

Palacio de San Carlos (El Tiempo, 27 de agosto de 1966). El 30 de agosto, la FUN decretó 

una toma de las instalaciones universitarias a nivel nacional para el 8 de septiembre, como 

medida de presión al gobierno. Al día siguiente, el diálogo con Lleras se resquebrajó, lo que 

condujo al mandatario a emitir el siguiente discurso:  

La FUN, en medio de su literatura comunista, suele emplear un lenguaje bastante 

provocador. Fija ultimátums y plazos. ¿Qué pasaría si el gobierno se sometiera a 

ultimátums de esa naturaleza? No le reconozco autoridad a esos individuos para asumir 

esa actitud. El gobierno nacional no hará más diálogo con la FUN (El Tiempo, 1 de 

septiembre de 1966). 

Animados por este precedente unos estudiantes liberales de la Universidad Nacional 

crearon un grupo de oposici·n al paro, bajo el nombre de ñComit® Permanente de Defensa 
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de la Universidadò (Magnusson, 2006, p. 272). El 1 de septiembre, miembros de este grupo 

asistieron a una asamblea convocada en la Concha Acústica por la FUN, y a través de 

silbidos, vivas al gobierno de Lleras y consignas anti-comunistas, evidenciaron su 

descontento con el discurso del presidente del CSE, Armando Correa (Consejo Académico, 

3 y 6 de septiembre de 1966). Esta intervención terminó en una golpiza protagonizada por 

simpatizantes de la FUN, que dejó tres hospitalizados: los estudiantes de Ingeniería José 

Manuel Acosta Buenaventura, Álvaro Acosta Buenaventura y Pablo Emilio Bocarejo 

Hernández (Consejo Académico, 3 y 6 de septiembre de 1966).  

 

Ilustración 7 ï Estudiantes heridos por la FUN (fuente: El Tiempo, 2 de septiembre de 1966) 
 

Esto llevó al escalamiento de las tensiones. Hubo dirigentes estudiantiles que declararon a 

la FUN ñherida de muerteò mientras que, en un tono desafiante, el 2 de septiembre el citado 

Comit® declaraba: ñestuvimos desde las primeras horas de la ma¶ana al frente de nuestras 

Facultades, preparados para defenderlas de cualquier ataque que quiera lanzar la FUNò (El 

Tiempo, 3 de septiembre de 1966). Según El Espectador,  
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en la Universidad Nacional se produjo una enérgica reacción contra los estudiantes que 

agredieron alevemente a sus compañeros, y se empezaron a formar brigadas de defensa 

del claustro para enfrentarse hoy a los miembros de la FUN y a los grupos de exaltados 

que traten de alterar el orden (El Espectador, 2 de septiembre de 1966).  

Ante la gravedad de las circunstancias, Patiño optó por renunciar a la rectoría, 

aprovechando el mes adicional que permaneció en calidad de encargado para impulsar las 

sanciones disciplinarias a quienes, tras una investigación, se determinaron como 

responsables de la golpiza: Luis Alfonso Quintana, de primer año de Ingeniería, fue 

expulsado; y Néstor Joaquín Castillo, de cuarto año de Derecho, fue suspendido por 15 días 

(El Tiempo, 8 de septiembre de 1966).  

El 5 de septiembre, el alcalde de Bogotá, Virgilio Barco, negaba un permiso a la FUN para 

realizar una manifestación en los siguientes términos: 

Señores Germán Liévano y Jaime Caycedo ï Comité Ejecutivo Nacional de la 

Federación Universitaria Nacional. En relación con su comunicación del 29 de agosto 

del año en curso, en la cual solicitan permiso para realizar un desfile que, partiendo de la 

Ciudad Universitaria termine con una manifestación en la Plaza de Bolívar donde 

llevarían la palabra los señores Jaime Caycedo, Armando Correa y Pablo Belalcázar, me 

permito manifestarles que, después de detenida consideración, este despacho ha resuelto 

negarlo. Esta determinación se debe a la manera como se han sucedido recientemente 

demostraciones públicas que han producido el enfrentamiento de estudiantes con 

autoridades. Además, el gobierno tiene conocimiento de que personas ajenas a los 

estudiantes pretenden aprovechar dicha manifestación para desviarla de sus propios 

objetivos y crear desordenes que no podrían tolerarse y que van en detrimento del buen 

nombre de la Universidad (El Tiempo, 6 de septiembre de 1966). 

Para el 8 de septiembre de 1966, ante un creciente ambiente de descrédito entre la 

comunidad estudiantil, la FUN opt· por realizar una ñtoma simb·licaò de las universidades, 

que transcurrió pacíficamente (El Tiempo, 9 de septiembre de 1966). Nuevos hechos de 

violencia volverían a presentarse a finales de mes, cuando una manifestación de 

recibimiento a una marcha de maestros de Magdalena a Bogotá organizada por la FUN 

terminó en disturbios (Leal, 1984, p. 210). Pero el episodio más emblemático ocurriría el 24 
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de octubre, menos de dos meses después de la intervención pública de Lleras Restrepo 

deslegitimando a la FUN. Ese día, la asistencia del mandatario a la inauguración de las 

instalaciones del Instituto Colombiano Agropecuario ICA en la Universidad Nacional, en 

compañía de John Rockefeller (su financiador), terminó en asonada estudiantil; se lanzaron 

piedras, palos y tomates. Atrincherado en la Universidad, Lleras ordenó el ingreso del 

Ejército al campus para su rescate. 76 estudiantes fueron detenidos, 3 de los cuales serían 

condenados en un consejo de guerra (El Tiempo, 5 de marzo de 1967).  

La provocación era tan manifiesta que la reacción estudiantil no se hizo esperar: a los 

silbidos e imprecaciones pronto sucedieron las pedradas, y el primer magistrado de la 

nación vio cómo su frente comenzaba a sangrar, aunque parece ser, como se dijo 

después, que el proyectil no fue una piedra sino un tomate. La cuestión es que el 

Presidente y su aterrado huésped huyeron de la Universidad, aunque su reacción no 

tardó en manifestarse. Una hora más tarde varios helicópteros sobrevolaron el campus en 

ejercicio de una evidente composición de lugar, e incluso, como nos lo recordó más 

tarde Apocalipsis Now, no faltó quien afirmara que en el cielo de la Universidad 

Nacional se escuchó la Cabalgata de las Walkirias (Moreno Durán, 1989, p. 81). 

Mediante los decretos 2686, 2687 y 2688, el gobierno prohibió las publicaciones 

ñsubversivasò, suspendi· los viajes a Cuba y suprimi· la participaci·n estudiantil en el CSE 

y el CSU de la Universidad Nacional, con lo que fue desarticulada la FUN (Leal, 1984, p. 

212; Ruiz, 2002, p. 209). A partir de entonces, Lleras solo profundizó el tratamiento 

represivo del movimiento estudiantil. Cuando el 13 de junio de 1967 hubo enfrentamientos 

de estudiantes con la policía, ordenó la primera ocupación militar en la historia de la 

Universidad Nacional. 1.500 efectivos del Ejército, tanques y carros blindados irrumpieron 

en el campus. Alrededor de 600 estudiantes fueron detenidos y se decretaron vacaciones 

anticipadas en la Nacional y la Libre (Leal, 1984, p. 213). Además, tras cuestionar el uso 

desmedido de la fuerza pública en la universidad, el DAS expulsó del país a la profesora 

argentina Marta Traba, situación que solo pudo ser impedida gracias a un movimiento 

internacional de solidaridad (Verlichak, 2003, pp. 155-177). En la pluma de Moreno Durán: 

Poco después, un destacamento de tanques violó implacablemente el Alma Mater, 

neutralizándola en sus puntos más sensibles: la calle veintiséis, la carrera treinta y las 
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cercanías de Gorgona. Simultáneamente, nuevos helicópteros trasladaban contingentes 

de soldados de élite, con uniformes de camouflage y la cara tiznada y fuertemente 

armados: camiones y jeeps complementaron la rápida operación y en cuestión de quince 

minutos toda la ciudad había sido tomada, salvo el indómito trecho existente entre las 

facultades de Derecho y Arquitectura, desde donde algunos improvisados altoparlantes 

denunciaban la táctica de cordón con que los Altos Mandos querían estrangular la línea 

de defensa de los estudiantes. Alrededor de las siete de la noche, en medio de una 

oscuridad sólo comparable a la de la participación de nuestro país en la guerra de Corea, 

los soldados cumplieron su objetivo y se apoderaron por completo de la Universidad. 

Casi diez mil estudiantes fueron detenidos y llevados a diversos campos de 

concentración, y de tan masiva captura no se salvó nadie, ni celadores ni conserjes ni 

decanos ni el loco Agudelo ni el doctor Goyeneche, e incluso cayó un imaginativo líder 

de la revuelta que, llevado por el temor de ser torturado si caía vivo en manos del 

enemigo, se disfrazó de bailaora de flamenco en El Castillo de los Monstruos, que era 

como llamaban a las residencias femeninas, y a donde había ido a buscar asilo. Pero la 

ira del Presidente no se calmó del todo, ya que, al día siguiente, con la Universidad 

ocupada, las clases prosiguieron en los potreros aledaños y en las casas de algunos 

profesores. Marta Traba, entonces directora de la oficina de Extensión Cultural, comentó 

que la Universidad en nada se diferenciaba del Sinaí, que por esos días había caído en 

manos de las tropas judías. Claro está que una cosa era Moshe Dayán y otra el 

Presidente Lleras, pero éste se dio por aludido y en cuestión de minutos hizo algo 

increíble: redactó un decreto mediante el cual expulsaba de Colombia a Marta Traba, por 

indeseable. El mundo jurídico se conmovió, como siempre, e incluso se invocaron 

razones constitucionales de peso, los acuerdos de Ginebra y las leyes de la hospitalidad, 

pero nada. Aunque Marta Traba era argentina, era también madre de hijos colombianos 

y, además, la mujer de Alberto Zalamea, lo que convertía el decreto de expulsión en una 

aberración contra natura. Recuerdo que el doctor Jorge Enrique Gutiérrez Anzola, que 

ese mismo año era nuestro profesor de Derecho Penal, asumió la defensa de Marta 

Traba, y hasta el padre García Herreros intervino y gracias al ejercicio de cierto 

sacramento solucionó el impasse (Moreno Durán, 1989, p. 81). 
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Ilustración 8 ï Ocupación militar de la UN (fuente: El Tiempo, 14 de junio de 1967) 
 

 

 

 
 

Ilustración 9 ï Imperio de la piedra (fuente: El Tiempo, 14 de junio de 1967) 
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Además de los factores de orden global, el nuevo enfoque altamente represivo que iría a 

adoptar el gobierno contra las expresiones de violencia en la Universidad, pudo tener un 

efecto polarizador dentro de la vida pública en el campus: polarización entre los sectores 

más conservador-patrimonialistas, aprobatorios del principio de autoridad con que ahora el 

gobierno manejaba los conflictos universitarios, y los sectores revolucionarios, que 

afrontaron por fin decididamente su proyecto de transformar a la Nacional en una 

universidad militante, lo que implicaba desmontar la vida democrática en la Universidad. 

En 1968, estallaron las movilizaciones estudiantiles en contra de la presencia, en la 

Universidad Nacional, de fundaciones extranjeras como Ford, Rockefeller y Kellogg, a las 

que se consideraba promotoras del imperialismo yanqui anti-revolucionario en América 

Latina. El movimiento inició en la Facultad de Sociología, aunque luego se extendió a toda 

la Facultad de Ciencias Humanas, al departamento de Economía y a la Facultad de 

Agronomía (Jaramillo, 2018, p. 386). El caso de Sociología era el más visible pues, por 

ejemplo, casi dos tercios de los aportes de la Fundación Ford para la sede central de la 

Universidad Nacional se habían destinado a la construcción del edificio de la entonces 

Facultad de Sociología (Magnusson, 2006, p. 179). Entre los promotores del movimiento 

contra las fundaciones extranjeras estuvieron organizaciones estudiantiles como la JUCO, 

Combate, el FES y algunos grupos camilistas (Jaramillo, 2018, p. 386). Además de 

expulsar a estas fundaciones de la Universidad Nacional, las movilizaciones también fijaron 

como blanco de sus ataques a aquellos docentes que se veían como aliados de su línea 

imperialista. Por ejemplo, profesores extranjeros como Philip Raup (estadounidense) y 

Lionel Massun (belga), ambos de Sociología, fueron sometidos por el movimiento 

estudiantil a un ñjuicio p¼blicoò, que por supuesto perdieron, acusados de adelantar labores 

de ñespionaje pol²ticoò contrainsurgente (pp. 399-400). 

También en 1968, por primera vez las organizaciones maoístas del movimiento estudiantil, 

como Testimonio, FES y Mural del Pueblo, dirigieron un paro en la Universidad Nacional 

(Proletarización, 1975, p. 340), a través del llamado ñComit® Cabeza de Turcoò: 

Fue la cabeza de un movimiento estudiantil completamente sin dirección que hubo en 

ese entonces (...). Era una cabeza de turco, o sea que no era una cabeza que dirigía, sino 
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una cabeza que recibía palo. Yo no recuerdo el año, pero fue en el año en que se hundió 

el Consejo Estudiantil. Hubo una asamblea gigantesca de unas cinco o seis mil personas. 

Había paro y las directivas decían: negocien. Y nosotros decíamos: vengan a negociar a 

la asamblea, que es la que manda. No vinieron y la asamblea nombró una comisión 

encargada de ir a hablar con las directivas, a contarles qué era lo que quería la asamblea, 

para luego traer la razón de qué era lo que contestaban ellos a la asamblea; éramos 

simplemente los razoneros que llevábamos y traíamos razones, pero recibíamos todas las 

críticas por cualquier cosa que pasara. Entre los que recuerdo estaban Mario Flórez, que 

fue consejero de algo en el gobierno de Gaviria, Eduardo Umaña Mendoza y yo; hubo 

otros pero no me acuerdo quiénes eran (entrevista a Luis Guillermo Vasco, 1995). 

En mayo de 1969, un grupo de estudiantes auto-denominados ñdem·cratasò, liderados por 

el alumno de Derecho Francisco Ríos, organizó un ciclo de conferencias cuyo primer 

invitado fue el político conservador Belisario Betancur. Días antes de la conferencia, el 

CSE expidió un comunicado, firmado por su presidente Gilberto Herrera y su secretario 

Plinio Archila, donde afirmaba que ñno agredir de palabra y obra a ese bandido (Betancur) 

es colaborar con ®lò. La conferencia tuvo lugar el 6 de mayo en el Aula M§xima de 

Derecho y fue interrumpida por una rechifla que se prolongó 20 minutos. Cuando la charla 

terminó, un grupo de asistentes le lanzó tomates y agua a Betancur, pero fue dispersado por 

R²os, quien, empu¶ando un rev·lver calibre 38, declar·: ñel que toque al doctor Belisario 

Betancur lo matoò. A continuaci·n, dispar· un tiro que fue a incrustarse en la puerta del 

Aula Máxima (El Tiempo, 7 de mayo de 1969). Entretanto, un comando de activistas, al 

parecer pertenecientes a Testimonio (Proletarización, 1975, p. 340), se dirigió a las 

residencias estudiantiles y destruyó los dormitorios de los estudiantes ñdem·cratasò. A 

propósito de este episodio, Gonzalo Sánchez reflexiona que 

estar a la izquierda no era un acto particular de rebeldía. Por el contrario, lo heroico era 

asumir abiertamente posiciones de derecha. A uno de mis compa¶eros de curso, el ñgodo 

R²osò (...), despu®s de una gran trifulca registrada ampliamente por los medios de 

comunicación, le fueron incendiadas sus pertenencias en una de las residencias 

universitarias, al frente de la Cafetería Central (Sánchez, 2004). 
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El mismo día se presentaron disturbios en la salida de la Universidad. Un bus municipal fue 

incendiado, un campero de la cadena radial Todelar fue apedreado y, cuando llegó un carro 

de bomberos a apagar el incendio, este fue recibido de igual modo (El Tiempo, 7 de mayo 

de 1969). Los hechos violentos fueron condenados en un comunicado expedido por el 

Consejo Estudiantil de Derecho, firmado por Faiver Álvarez, presidente, y Jamez Jiménez, 

secretario. El comunicado invitaba a los estudiantes a asumir  

 

una actitud de defensa de los principios que han sido tan caros al estudiantado en todas 

las épocas, como son, la libertad de expresión, y la libertad de cátedra, rechazando así 

todo intento de menoscabarlos (El Tiempo, 13 de mayo de 1969).  

 

La siguiente conferencia del ciclo, a cargo de Hernán Jaramillo Ocampo, otro político 

conservador que ya era profesor de Derecho, fue pospuesta para el martes 13 de mayo. En 

el interludio, la tensi·n creci· cuando el ñconservatismo independienteò convoc· 

p¼blicamente a ñlos comit®s de barrio, universitarios y gentes de los diversos sectores de 

esa colectividad en Bogotá, para acompañar al doctor Jaramillo Ocampo, el próximo 

martes, a la Universidad Nacionalò (El Tiempo, 10 de mayo de 1969). El lunes, un nuevo 

comunicado firmado por los estudiantes Herrera y Archila exigió a las directivas 

universitarias prohibir ñla celebración de conferencias políticas con fines electorales [e 

impedir] al se¶or Jaramillo Ocampo usar la universidad para esos prop·sitosò, de antemano 

declarando a las directivas responsables ñde cualquier hecho que sucedaò (El Tiempo, 12 de 

mayo de 1969). 

 

El día de la charla de Jaramillo, la JUCO, Testimonio y el FES cercaron la universidad para 

impedir su ingreso y pidieron desvincularlo como profesor de la Universidad. Un militante 

declar·: ñsi quieren guerra esos reaccionarios, guerra tendr§n. No habr§ en Bogotá un 

campo de Marte m§s grande que el que formaremos si ese pol²tico viene a estos prediosò 

(El Tiempo, 13 de mayo de 1969). El CSU optó por suspender la conferencia y, al día 

siguiente, unos estudiantes promovieron un veto al profesor; tras fabricar un muñeco al que 

nombraron Jaramillo, acto seguido lo colgaron con una soga de un árbol ubicado frente a la 

cafetería (El Tiempo, 14 de mayo de 1969). 
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A finales de mes, el 29 de mayo, un grupo de estudiantes se tomó el edificio de la rectoría, 

desalojando al rector Jorge Méndez Munévar y a otros directivos. En respuesta, el CSU 

decidió expulsar a siete estudiantes (El Tiempo, 30 de mayo de 1969). Más adelante, el 5 de 

diciembre los estudiantes de Medicina se rehusaron a presentar los exámenes finales, 

exigiendo que fuera reintegrado el profesor Hector Reverend. El semestre siguiente inició 

con la Universidad bloqueada, y con nuevas facultades sumándose a la protesta en 

solidaridad. El rector Enrique Carvajal Arjona fue desalojado de su despacho y los 

estudiantes ocuparon la rectoría varias semanas. El 24 de febrero el CSU decretó el cierre 

de la Universidad, que se extendió hasta el 13 de abril, mismo día en que se posesionó el 

nuevo rector, Mario Latorre Rueda (El Tiempo, 25 de febrero y 14 de abril de 1970). 

 

En junio, la disolución policial de un mitin organizado en solidaridad con ñel pueblo de 

Buenaventuraò y contra la presencia de Robert McNamara en Bogot§, desencaden· en la 

Universidad una fuerte pedrea de estudiantes que portaban un pañuelo en la cara. El 

enfrentamiento incluyó el incendio de un automóvil y el ataque a los bomberos que llegaron 

a controlar el fuego (El Tiempo, 4 de junio de 1970). 
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Ilustración 10 ï Vehículo apedreado (fuente: El Tiempo, 7 de 

mayo de 1969) 
 

 
 

 
Ilustración 11 ï Agente del orden (fuente: El Tiempo, 

30 de mayo de 1969 

 

 

Ilustración 12 ï Pedrea con pañuelos (fuente: El Tiempo, 4 de junio de 1970) 
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El célebre movimiento de 1971 cierra este primer período. 

En febrero de dicho año, los estudiantes de la Universidad del Valle se encontraban en 

paro, que incluía el bloqueo de la rectoría y los edificios administrativos, exigiendo la 

renuncia del rector Alfonso Ocampo Londoño y la reestructuración del CSU (Cote, 2009, 

pp. 418-419). El 21 y 22 de ese mes se reunió en Cali un Encuentro Nacional Universitario 

con la participación de delegados de 25 universidades, que terminó con la conformación de 

un Comité Nacional de Solidaridad Estudiantil (p. 421). El 26 el Comité organizó una 

ñjornada de solidaridadò con la Universidad del Valle. En Medell²n, Cali y Bucaramanga se 

presentaron disturbios, que incluyeron el ataque a edificios, el incendio de vehículos y 

enfrentamientos a piedra con la policía. La violenta jornada dejó varios estudiantes muertos 

y la declaratoria de estado de sitio en todo el territorio nacional (El Tiempo, 27 de febrero 

de 1971). El 4 de marzo, bajo la consigna ñderrotar con hechos el estado de sitioò, 

estudiantes universitarios volvieron a protestar en las calles de Bogotá, Medellín y 

Popayán, desencadenando nuevamente ataques a piedra contra edificios (incluida la sede de 

El Espectador) y enfrentamientos con la fuerza pública, que terminaron con un estudiante 

muerto en Popayán y, en hechos con gran despliegue mediático, un caballo de la Policía 

muerto en Bogotá (Cote, 2009, p. 423). Las jornadas fueron también visibles porque el 

capellán de la Nacional fue golpeado por un suboficial de la Policía mientras auxiliaba a un 

estudiante herido en los enfrentamientos (El Tiempo, 5 de marzo de 1971). 

El 13 y 14 de marzo se realizó en Bogotá el II Encuentro Nacional Universitario, con 

presencia de 30 instituciones. All² se aprob· el ñPrograma M²nimoò del movimiento 

estudiantil (Cote, 2009, p. 425). El Programa Mínimo contenía 6 puntos principales:  

1. Abolición de los Consejos Superiores Universitarios, en los cuales tenían 

representación los gremios y el clero, y sustitución por un organismo conformado por 

tres estudiantes, tres profesores, el rector (sin voto) y un representante del Ministerio de 

Educación; 2. Cumplimiento de la asignación del 15 por ciento como mínimo del 

presupuesto total de educación para la Universidad Nacional. Además control oficial 

para las universidades privadas; 3. Conformación inmediata de una comisión (tres 

estudiantes, tres maestros y un representante del Ministerio de Educación) que debía 

estudiar el  carácter rector de la Universidad Nacional en la educación superior, 
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liquidación el Instituto Colombiano de Fomento a la Educación Superior 

(ICFES),  financiación estatal y adecuada de la educación superior, investigación 

científica financiada exclusivamente por la nación y planificada por investigadores 

nacionales, revisión de todos los contratos celebrados con entidades extranjeras; 4. 

Retiro definitivo de la Universidad del Valle y ruptura con la Fundación para la 

Educación Superior (FES); 5. Legalización del derecho a crear organizaciones gremiales 

en cualquier tipo de establecimiento educativo; 6. Reapertura de la Facultad de 

Sociología de la Universidad Javeriana (Pardo & Urrego, 2003, pp. 3-4).  

Si se juzga el carácter del movimiento del 71 a la luz del Programa Mínimo, es evidente 

que su agenda movilizaba demandas sensibles al gremialismo, aunque, al igual que la FUN, 

inscritas en un marco revolucionario; es decir, predominaba el libreto de la universidad 

militante. Las principales organizaciones impulsoras del Programa Mínimo fueron la JUPA 

y la JUCO, y los principales cuestionamientos provinieron de los sectores socialistas, 

camilistas y algunos grupos ML. Al igual que la FUN, el Comité de Solidaridad intentó 

cimentarse en formas organizativas gremiales, los llamados ñcomit®s de baseò, aunque eran 

estructuras organizativas informales, no reconocidas institucionalmente. En palabras del 

l²der de la JUPA, Marcelo Torres, ñla forma organizativa que asumen los estudiantes son 

los Comités de Base, que elegían representantes de los estudiantes de cada curso, de cada 

facultad y de cada universidadò (S§nchez, 1 de marzo de 2011). 

Esto representó fuertes continuidades con la etapa anterior. Por ejemplo, la relación entre el 

movimiento estudiantil y las guerrillas siguió basándose fundamentalmente en el 

reclutamiento y la propaganda. Un estudiante de Ingeniería de la Nacional de comienzos de 

los setenta, miembro de un grupo de trabajo universitario vinculado al PCC-ML (a través 

del FPL), narra la clase de actividades propagandísticas que les eran encargadas: 

Repartíamos el periódico Liberación, que por cierto no era tan periódico. Salía de 

manera muy irregular. Imprim²amos unas 150 copias con un ñplant²grafoò, que era como 

llamábamos a una especie de mimeógrafo artesanal que nosotros mismos construíamos. 

Estos periódicos se repartían dentro y fuera de la Universidad, nunca en forma abierta. 

En la Universidad se dejaban copias en los baños, en las escaleras, en las mesas, y por 

fuera de la Universidad, en los barrios populares de las zonas industriales, se contrataban 
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pelados de la calle para que los repartieran (entrevista a estudiante de Ingeniería, 2018). 

Hubo un importante aspecto diferencial, sin embargo, entre el movimiento de la FUN y el 

movimiento del 1971: este último contó con el respaldo de un significativo sector docente, 

organizado a través del movimiento de los Claustros. 

El 24 de marzo de 1971 los estudiantes de la Universidad Nacional se sumaron a las 

movilizaciones. Tras realizar una asamblea, decretaron un paro de 48 horas y decidieron 

tomarse las dependencias administrativas, en protesta por las detenciones de compañeros en 

Medell²n, Cali y Popay§n, y para ñpresionar al gobierno para que defina su posici·n 

respecto a la reestructuración de la universidad colombianaò. Un grupo se dirigi· a la 

rectoría y desalojó al rector Diego López Arango (quien había asumido el cargo apenas dos 

meses atrás). Tras un breve intercambio de palabras con la comitiva estudiantil, López 

abandonó el campus junto con sus colaboradores (El Tiempo, 25 de marzo de 1971). Tres 

días después el rector presentó su renuncia y, en solidaridad con él, lo mismo hicieron todos 

los decanos. Después de ello, la Universidad fue clausurada y el semestre académico se 

perdió (El Tiempo, 28 de marzo de 1971). 

La institución fue reabierta el 12 de abril y ya el 15 hubo disturbios. Ocho vehículos fueron 

incendiados, incluido uno perteneciente al agregado naval de la embajada venezolana. El 

ministro de Educación, Luis Carlos Galán declaró que cerraría la Universidad si persistían 

los desmanes (El Tiempo, 16 de abril de 1971). Como protesta ante el anuncio, al día 

siguiente Abel Naranjo Villegas renunció como representante de los decanos en el Consejo 

Académico, con lo que el CSU quedó desintegrado, pues solo quedaban 4 de los 9 

miembros. Mientras tanto, grupos estudiantiles apedrearon e incendiaron varios vehículos 

más, ante lo cual el gobierno ordenó cerrar la Universidad, apenas cinco días después de su 

última reapertura (El Tiempo, 17 de abril de 1971). 

El IV Encuentro Nacional Universitario (24 de abril, en Cali) se celebró ya en la 

clandestinidad. Tres días después, el 27, el máximo líder de la JUPA y uno de los 

principales voceros del Comité Nacional de Solidaridad, Marcelo Torres, expuso el 

Programa Mínimo ante el Consejo Nacional de Rectores de la Asociación Colombiana de 

Universidades. A mediados de mayo fue convocado el V Encuentro en Bogotá, en un 

momento en que de un total de 70.000 estudiantes universitarios colombianos, 60.000 
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estaban ausentes de sus aulas (Pardo & Urrego, 2003, p. 7).  

El 25 de junio el gobierno expidió el decreto 1259, que otorgaba plenos poderes a los 

rectores para remover personal universitario, y el 5 de julio nombró como rector de la 

Universidad Nacional al ingeniero agrónomo Santiago Fonseca Martínez. Tras reabrir la 

institución el 16 de agosto, Fonseca Martínez utilizó el 1259 para expulsar a numerosos 

estudiantes y destituir a profesores de izquierda, entre los que se encontraban Rubén Sierra 

y Salomón Kalmanovitz (Cote, 2009, p. 434). Esto desató la furia del movimiento 

estudiantil, que en septiembre convoc· un ñplebiscitoò para decidir sobre la permanencia 

del rector. El plebiscito, que recibió 32.000 votos (17.000 en Bogotá y 15.000 de las demás 

seccionales), sentenció la expulsión de Fonseca y de algunos de sus inmediatos 

colaboradores del campus (Pardo & Urrego, 2003, p. 12). El 20 de septiembre, un grupo de 

estudiantes enmascarados se dirigió hasta su despacho rectoral y lo obligó, a empellones, a 

embarcar en una ruta intermunicipal (Borrero Cabal, 2008, p. 243). Al día siguiente el 

Ejército, en combinación con la Policía Militar, ingresó a la Universidad a las 10 de la 

mañana y Fonseca retornó a su oficina. El Brigadier General Luis Camacho Leyva 

sentenci·: ñla fuerza pública permanecerá dentro de la universidad hasta que se calmen los 

§nimosò. Un campero del Ej®rcito fue volcado y quemado a pocas cuadras de la 

Universidad y Camacho Leyva fue apedreado en la Facultad de Derecho, antes de que la 

fuerza pública tomara el control del campus (El Tiempo, 22 de septiembre de 1971). 

En medio de esta crisis, el 23 de octubre el gobierno expidió el decreto 2070, que constituía 

el cogobierno universitario, una idea fuertemente promovida por el ministro Galán. Según 

este decreto, el CSU de la Universidad Nacional quedaba conformado así:  

a) El Ministro de Educación Nacional o el Rector de la Universidad Nacional, quien lo 

presidirá. b) Dos Decanos de las Facultades que funcionan en Bogotá, elegidos por los 

Decanos y Directores de Departamento de la misma sede. c) Dos Decanos de las sedes 

de Medellín, Manizales y Palmira, elegidos por los Decanos y Directores de 

Departamento de dichas sedes. d) Dos profesores de la Universidad que se hallen en 

ejercicio de su actividad académica, elegidos por la totalidad del cuerpo de profesores de 

la Universidad. e) Dos estudiantes con matrícula o registro vigentes, elegidos por los 

estudiantes. f) Un ex-alumno de la Universidad, con su respectivo suplente personal, 



  

129 
 

designado conjuntamente por los anteriores miembros del Consejo (Diario Oficial, 16 de 

noviembre de 1971). 

El cogobierno universitario suscitó una fuerte controversia en el movimiento estudiantil, 

pues había sectores, como l Bloque Socialista, y los camilistas, que se oponían, 

considerándolo una reivindicación reformista y no revolucionaria (Cote, 2009, p. 437; 

Vázquez, 2000, p. 77). Para entonces, el movimiento estudiantil de 1971 estaba en su 

ocaso, como efecto de la represión y de fuertes pugnas internas. La unión alcanzada en 

torno al Programa Mínimo había probado ser frágil, y en menos de un año empezaba a 

desvanecerse. 

El 16 de noviembre, El Tiempo presentaba las elecciones al cogobierno como una 

confrontaci·n ñentre dem·cratas ïliberales y conservadores unidosï contra los de extrema 

izquierdaò (El Tiempo, 16 de noviembre de 1971). Si en el caso de la lucha electoral por el 

representante de los docentes tal podía ser una descripción más o menos adecuada 

(representante de los Claustros vs representante de los profesores ñindependientesò), en el 

caso de los estudiantes la realidad era algo más complicada. Los sectores de izquierda 

revolucionaria favorables al cogobierno (defensores del libreto de la universidad militante), 

se dividieron en 2 candidaturas, una de la JUPA (lista 3) y una de la JUCO (lista 5). Los 

sectores de izquierda revolucionaria opuestos a la participación en órganos institucionales 

universitarios (defensores del libreto de la anti-universidad), se dividieron a su vez entre 

promotores del abstencionismo (Testimonio) y el candidato de La Plaga (lista 2). Este 

último, conocido como Brother, desfiló en el campus montado en una zorra, repartiendo 

flores y lanzando besos al aire, prometiendo que, de ganar las elecciones, no asistiría a las 

reuniones del CSU (El Espectador, 18 de noviembre de 1971). Los sectores liberales, 

conservadores e independientes, agrupados en los ñestudiantes dem·cratasò, tuvieron una 

candidatura (lista 4), mientras que los estudiantes de Derecho sacaron la propia (lista 1). 

Con una participación estudiantil total del 52% de los habilitados para votar, la lista de la 

JUPA, cuyas principales promesas eran pedir la renuncia de Fonseca, levantar las sanciones 

a estudiantes y profesores, incrementar el presupuesto universitario y oponerse a la reforma 

ñpro-imperialistaò promovida por el gobierno nacional, obtuvo una apabullante victoria 

(Cote, 2009, p. 437). Entre los docentes hubo resultados divididos: cada una de las listas 
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consiguió un asiento en el cogobierno: Víctor Manuel Moncayo (lista de los Claustros) y 

Fernando Sánchez Torres (lista de los profesores independientes). 

Tabla 6 ï Resultados de las elecciones al cogobierno: representantes estudiantiles (fuentes: Consejo 

Académico, 18 de noviembre de 1971; El Tiempo, 11 de noviembre de 1971) 

Lista Grupo Candidatos titulares Suplentes # Votos % Votos 

1 
Facultad 

de Derecho 

Jorge Tulio Díaz  

(Derecho) 

Eneida Rincón 

(Derecho) 

Evelio Díaz 

(Medicina) 

Luis Ejmundo 

Medina (Medicina) 

87 1,25% 

2 La Plaga 

Gonzalo Duarte Torres 

(Odontología) 

Héctor Galindo Jiménez 

(Medicina) 

Hernando Yépez 

(Medicina) 

Raúl Salguero 

(Ciencias Humanas) 

330 4,74% 

3 JUPA 

Uriel Ramírez  

(Sociología) 

Carlos Simancas 

(Ingeniería) 

Juan José Arango 

(Sociología) 

José Joaquín Rudas 

(Ingeniería) 

4.364 62,70% 

4 
Estudiantes 

demócratas 

Fernando Franco 

(Odontología) 

Roberto Almanza  

(Veterinaria) 

Álvaro Lersundey 

(Odontología) 

Juan Barreto 

(Veterinaria) 

955 13,72% 

5 JUCO 

Leonardo Posada 

(C. de la Educación) 

Edgar Medina 

(C. Agrícolas-Medellín) 

Walter Rodríguez 

(Ingeniería) 

María Isabel Mazo 

(Psicología) 

989 14,21% 

Blanco    204 2,93% 

Anulados    31 0,45% 

TOTAL     6960 100 

 

 

Tabla 7 ï Resultados de las elecciones al cogobierno: representantes profesorales (fuentes: Consejo 

Académico, 18 de noviembre de 1971; El Tiempo, 11 de noviembre de 1971) 

Lista Grupo Candidatos titulares Candidato suplente # Votos % Votos 

1 
Claustros de 

profesores 

Víctor Manuel Moncayo 

(Derecho) 

Wenceslao Vargas 

(Agronomía) 
924 58,63% 
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Guillermo Fergusson 

(Medicina) 

Miguel Á. Restrepo 
(Agronomía-Medellín) 

2 
Profesores 

independientes 

Fernando Sánchez Torres 

(Medicina) 

Bernardo Calderón  

(Minas-Medellín) 

Gustavo Perry 

(Ciencias) 

Félix Acevedo 

(Ciencias, Medicina) 

639 40,55% 

Blanco    13 0,82% 

TOTAL     1.576 100 

 

Ilustración 13 ï Campaña de Brother al cogobierno (fuente: El Espectador, 17 de noviembre de 1971) 

 

En términos generales la jornada electoral transcurrió en forma pacífica. Tal vez el único 

incidente destacable ocurrió cuando tres militantes de la JUCO, Carlos Pizarro, Farid 

Humar y Juan José Vejarano, fueron atacados por miembros de La Plaga y Testimonio 
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(Voz Proletaria, 18 de noviembre de 1971). En contraste, el día de la instalación del 

cogobierno, el 26 de noviembre, hubo numerosos actos violentos de sabotaje. Algunos 

grupos intentaron derribar, sin éxito, la puerta de la sala donde se reunía el evento y afuera,  

mientras el doctor Galán Sarmiento procedía a instalar el Consejo, pronunciando un 

breve discurso de introducción, los estudiantes [se dirigieron] a donde había quedado 

parqueado el autom·vil oficial, con intenciones de prenderle fuego (é). En ese preciso 

momento los estudiantes se dividieron en dos grupos. Unos se oponían a que se 

quebrantara el orden y otros pedían que se llevara a Galán al banquillo de los acusados 

para un juicio público como el que se le hizo al rector.  

De las palabras pasaron a los hechos. Hubo puñetazos y más tarde se desató una violenta 

pedrea. Los anarquistas arrojaron un frasco de ácido contra los estudiantes que protegían 

el automóvil y luego cayó también una bomba Molotov, pero no hubo heridos y el 

automóvil solo sufrió leves averías. 

Poco antes de las once de la mañana, se reanudaron las pedreas. Los anarquistas no 

conseguían acercarse al automóvil para prenderle fuego, pero ya lo tenían semidestruido 

por otros medios. Comenzaron a desvalijarlo. Sacaron un revólver que portaba en la 

guantera el escolta del ministro. A las 11:05 (...) aprovecharon la coyuntura (...) para 

incendiar el automóvil (...). 

Apenas habían transcurrido diez minutos, cuando aparecieron en la CIudad Universitaria 

destacamentos de policía (...). La Fuerza Disponible tendió un cerco y dispersó 

rápidamente a los revoltosos que se reunían para escuchar los discursos de sus líderes a 

poca distancia de la rectoría. (...).  

A las doce del día, el ministro de Educación solicitó el retiro de la fuerza pública para 

permitir que el Consejo Provisional Universitario continuara deliberando ya que los 

representantes estudiantiles habían puesto esta condición para permanecer en el recinto. 

Los uniformados se replegaron (...) pero a las dos de la tarde, los estudiantes 

protagonizaron nuevos desórdenes y la fuerza pública volvió a invadir los predios de la 

Ciudad Universitaria. Los choques se hicieron más violentos. Hubo más de cien arrestos. 

Los estudiantes se habían armado en muchos casos de caucheras para lanzar las piedras 
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a mayor distancia y con mayor efectividad (...). 

A bordo del veh²culo ñJaulaò (...) saldr²a posteriormente el ministro de Educaci·n, bajo 

uma lluvia de piedras, pues el conductor equivocó la ruta y llegó hasta donde estaban los 

focos de los extremistas. A las cinco y media de la tarde, los anarquistas detuvieron en la 

calle 26 a un cambión de la Armada Nacional yobligaron a su conductor a abandonarlo. 

Luego lo incendiaron, antes de que reaparecieran los destacamentos de policía y ejército. 

Las carreras por el barrio El Recuerdo continuaron hasta el anochecer. Los ventanales de 

muchas casas como los de la casi totalidad de los edificios de la Universidad, quedaron 

destrozados (El Espectador, 27 de noviembre de 1971). 

 

Ilustración 14 ï Disturbios instalando el cogobierno (fuente: El Espectador 27 de noviembre de 1971) 
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5.2 ï La Universidad en guerra (1972-1989) 

 

La principal diferencia entre el primer y el segundo período fue la ruptura del campo 

revolucionario frente a la perspectiva sectorial. Las demandas del movimiento estudiantil 

tendieron a rebasar los marcos del ámbito universitario, con lo cual emergió una hegemonía 

del libreto de la anti-universidad. Desde entonces comenzaron a rutinizarse nuevas 

modalidades de acción como el bloqueo de edificios, la toma forzosa de instalaciones, los 

atentados y los hostigamientos contra otros miembros de la comunidad universitaria. 

Asimismo, la predominancia del libreto de la anti-universidad facilitó un cambio en la 

relación entre movimiento estudiantil y guerrilla, que entonces ya dejaba de ser un 

fenómeno marginal para tornarse un desafío cierto al Estado colombiano. Ya la nota 

predominante no fue la incorporación de estudiantes a las filas de grupos guerrilleros 

(aunque esta persistió), sino la intervención de estos grupos en la vida interna universitaria, 

con un propósito creciente de militarización guerrillera del campus. Hubo, cuanto menos 

parcialmente, una trasposición de las lógicas de la guerra a la universidad, que se expresó 

con singular énfasis alrededor de las residencias universitarias. Los actores destacados acá 

fueron el M-19 y, en segundo lugar, el ELN. De manera compleja y todavía no muy bien 

comprendida, este proceso se interconectó con un nuevo fenómeno que apareció en la 

escena nacional y universitaria: el narcotráfico. 

Otra diferencia entre el primer y el segundo período es que, en parte como consecuencia de 

un similar reflujo internacional, en parte como resultado de frustraciones políticas 

acumuladas en la década anterior, el discurso revolucionario perdió parte de su respaldo 

entre la comunidad universitaria. Sus masivas manifestaciones de antes fueron ahora cada 

vez menos frecuentes y, de hecho, menos masivas (Archila, 1999). Sin embargo, aunque 

hubo un reflujo ostensible, los niveles de respaldo entre el campo revolucionario de la 

Universidad siguieron siendo significativos. Recordemos el único dato cuantitativo del que 

disponemos al respecto para todo el período 1972-1989: un sondeo aplicado en marzo de 

1982 a estudiantes de la Universidad Nacional y Pedagógica, en el que 51,4% de los 

consultados dijo considerar legítima la lucha guerrillera (Santamaría & Silva, 1984, p. 219).  

Entre el movimiento estudiantil se produjo, además, una crisis de liderazgo: no volvieron a 

aparecer los grandes dirigentes de antes, con amplia visibilidad y poder de convocatoria. 
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Las grandes organizaciones estudiantiles, tan importantes en el período precedente, 

entraron en una profunda crisis, y pasó a predominar la acción de pequeños grupos. Por su 

parte, cuando los Claustros entraron en una fase de declive, el movimiento profesoral 

revolucionario prácticamente se desarticuló, para no volver a resurgir.  

Otra característica de este período fue la brecha que empezó a abrirse entre el mundo de la 

academia y el mundo de la militancia revolucionaria. Los activistas del movimiento 

estudiantil ya no se caracterizaron por ser ñbuenos estudiantesò, ni los ñbuenos estudiantesò 

parecieron tan interesados en inmiscuirse en la política revolucionaria. Siguiendo la 

expresión de Cubides, ser buen estudiante empezó a ser percibido como una cualidad 

reaccionaria. Esta ruptura también se dio en el caso de los docentes. Hubo un 

distanciamiento entre aquellos docentes más reconocidos académicamente y el horizonte 

político idealizado de la revolución. La aparición de un fenómeno tan interesante como el 

Comité Amplio de Profesores CAP expresa, precisamente, cómo estos sectores del 

profesorado se fueron sintiendo atraídos, con cada vez más fuerza, por el discurso civil-

democrático. 

De los tres períodos históricos considerados, este fue el que exhibió mayores niveles e 

intensidades de violencia revolucionaria. Ello ocurrió porque el predominio del libreto de 

la anti-universidad en el campo revolucionario de la Universidad Nacional hizo que dicha 

violencia adoptara modalidades de acción más agresivas, porque la descomposición 

organizativa del movimiento estudiantil debilitó los mecanismos de auto-regulación de sus 

violencias y porque al deshacerse el nexo entre vida académica y militancia revolucionaria, 

se mermó la proclividad negociadora de estos sectores con las autoridades universitarias. El 

período 1972-1989 fue más violento que el período 1958-1971, pese a que la capacidad de 

acción violenta de los militantes revolucionarios fuera mermada como consecuencia de la 

pérdida (parcial) de legitimidad del discurso revolucionario en la Universidad. 

Aunque no se llegó al punto de generalizar la guerra en el campus, la violencia 

revolucionaria en este período sí ocasionó un trastorno crónico, que en determinado 

momento se convirtió en parálisis, de las actividades universitarias. Según cálculos de 

Marco Palacios, de 1970 a 1983 la pérdida de semestres académicos prácticamente se hizo 

rutinaria: 4 en Agronomía, 4 en Artes, 3 en Ciencias, 5 en Ciencias Económicas, 6 en 



  

136 
 

Ciencias Humanas, 5 en Derecho, 5 en Ingeniería, 2 en Medicina (Palacios, 1985, p. 10). 

Esta circunstancia de violencia crónica contribuyó a que los setentas fueran, en palabras del 

sociólogo Gabriel Restrepo, una ñ®poca en la cual la Universidad Nacional en verdad se 

hall· al filo de la desaparici·nò (Restrepo Forero, 2006, p. 28). El ascenso ya no de un 

proyecto de universidad militante sino de creciente militarización guerrillera del campus 

continuó, y hasta profundizó, el desmonte de la vida democrática en la Universidad 

Nacional. La dimensión de la esfera civil que se vio comprometida de manera más 

contundente, la que se vio más atenazada por el ascenso de la violencia revolucionaria, fue 

la de la Universidad como un espacio plural de expresión. En estos años se instauró un 

virulento ambiente de intolerancia, uno de cuyos episodios más ilustrativos ocurrió en la 

segunda mitad de 1983, cuando el escritor y conocido intelectual de izquierda, Gabriel 

García Márquez, declinó una invitación del rector para asistir a la Semana Universitaria, en 

homenaje por haber recibido el Nobel de Literatura el año anterior, argumentando que 

algunos grupos de izquierda revolucionaria intentarían sabotear el evento (Sánchez Torres, 

2017, pp. 151-152). 

La reconstrucción de este período empieza con el fracaso del experimento del cogobierno 

en la Universidad Nacional.  

Es llamativo constatar que, pese a su importancia histórica, el cogobierno no haya sido 

estudiado de manera sistemática. Escasamente se sabe que cumplió algunas de las promesas 

electorales de los representantes estudiantiles: el rector Fonseca renunció (renuncia 

aceptada el 10 de enero de 1972 por el gobierno nacional. Su reemplazo, en calidad de 

interino, fue al decano de la Facultad de Ciencias Jorge Arias de Greiff ïEl Tiempo, 11 de 

enero de 1972ï), se anularon las recientes expulsiones de estudiantes y profesores, se 

declaró públicamente en oposición a la reforma educativa de Pastrana, se cortaron lazos de 

cooperación con entidades norteamericanas, se incrementó el presupuesto y se abrió un 

debate sobre el aumento de cobertura universitaria (Ocampo, 1980).  

Lo que sí se sabe es que todo lo anterior ocurrió en un ambiente político crecientemente 

desfavorable. Hacia adentro, el anuncio del MOIR de participar en las elecciones 

parlamentarias de marzo de 1972, apoyando el Frente Popular de Alberto Zalamea (Archila, 

2008), provocó una virulenta reacción contra de la JUPA en la Universidad Nacional. Por 
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su parte, la JUPA misma se debilitó, pues un sector de militantes abandonó sus filas para 

sumarse a otros grupos, particularmente Testimonio (Proletarización, 1975, pp. 341-342). 

Hacia afuera, el gobierno conservador empezó a percibir al cogobierno universitario como 

incapaz de controlar los sucesivos brotes de violencia en el campus, cuando no 

abiertamente condescendiente. A la larga, Gal§n ser²a reemplazado por un ministro ñde 

mano m§s duraò como Juan Jacobo Muñoz (Pécaut, 2006, p. 187). El 24 de marzo, en 

protesta contra las anunciadas elecciones del 16 de abril, hubo una fuerte pedrea entre 

estudiantes y policía y fueron incendiados 3 vehículos en la Universidad Nacional, entre 

ellos el del viceministro de Trabajo, Carlos López (El Tiempo, 25 de marzo de 1972). El 7 

de abril, un disturbio tuvo como respuesta la violenta irrupción de la policía a las 

residencias femeninas, en un contexto de tensión entre las directivas de la universidad y las 

fuerzas militares, estas últimas exigiendo públicamente al rector mayor firmeza en el 

manejo de los desórdenes estudiantiles (El Tiempo, 13 de abril de 1972). La irrupción fue 

enérgicamente rechazada por el rector Arias (El Tiempo, 14 y 15 de abril de 1972). El 

mismo mes, un grupo de estudiantes de Medicina organizó un bloqueo de actividades en el 

hospital San Juan de Dios y el Instituto Materno Infantil, centros asistenciales de la 

Universidad Nacional, en protesta por el incumplimiento de un aumento salarial prometido 

a sus trabajadores. El 19 de abril, Fernando Sánchez Torres, representante de los profesores 

en el cogobierno, denunci· p¼blicamente esta acci·n como un ñatentado de lesa 

humanidadò (El Tiempo, 20 de abril de 1972). Un episodio contado por S§nchez Torres es 

revelador sobre el clima de crispada inestabilidad vivido entonces en la Universidad: 

en la tarde en la que yo iba a denunciar ante el Consejo los hechos narrados y a declarar 

a las directivas de la Universidad solidarias con ellos, llegó hasta mi residencia un 

pequeño grupo de estudiantes. Los recibí y me comunicaron que tenían información de 

que yo iba a ser objeto de una agresi·n f²sica al ingresar al Consejo. ñNosotros 

formamos parte de una brigada estudiantil que se ha organizado para contrarrestar la 

violencia de los extremistas de izquierdaò, me dijeron abiertamente. ñPuede asistir 

tranquilo al Consejo, que tanto a la entrada como a la salida estaremos pendientes de la 

seguridadò (...). En efecto, cuando descend² de mi carro y me dirig² al edificio sede del 

Consejo, había un tumulto de estudiantes; entre los que me abrieron paso vi las caras de 
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los que hacía poco me habían visitado. Alcancé a observar que algunos de los presentes 

portaban bates de béisbol y otros guantes que parecían manoplas. Fuera de escasos gritos 

de destemplados contra mi persona, nada distinto ocurrió (Sánchez Torres, 2017, pp. 18-

19). 

El cada vez menos propicio contexto político llevó a que el cogobierno en la Universidad 

Nacional entrara pronto en crisis y fuera disuelto apenas en mayo (Pardo & Urrego, 2003). 

Los costos de este fracaso no han sido suficientemente valorados por los investigadores. 

Entre ellos, cabría postular el descrédito que, en el campo revolucionario de la Universidad, 

fueron granjeándose las posiciones más sensibles a la perspectiva sectorial: este suceso 

significó, pues, un cambio de predominio del libreto de la universidad militante al libreto 

de la anti-universidad entre el movimiento estudiantil. 

También la andanada represiva por parte de la dirección universitaria pudo favorecer las 

visiones de la universidad como una inexorable extensión del Estado opresor, y que 

organizaciones más gremialistas como la JUCO y la JUPA perdieron mucho del 

protagonismo que tenían antes. El 22 de mayo se posesionó como rector el antropólogo 

Luis Duque G·mez, con la misi·n de ñlimpiar la Universidad de elementos indeseablesò 

(Pécaut, 2006, p. 187). En septiembre volvieron a presentarse hechos de violencia en el 

campus, uno de cuyos episodios más graves ocurrió el 10 de noviembre, cuando un grupo 

de encapuchados irrumpió de noche en las residencias Camilo Torres, buscando la 

habitaci·n del estudiante de Derecho Jaime Avenda¶o, l²der de un movimiento ñanti-

comunistaò en la Universidad. Aunque Avenda¶o acert· a huir por el tejado, todas sus 

pertenencias fueron destruidas. En esta coyuntura la actitud de Duque Gómez fue 

implacable. La Universidad fue militarizada, varias carreras suspendidas ïSociología, 

Economía, Antropologíaï, múltiples estudiantes expulsados y varios profesores destituidos 

ïManuel Trujillo, Hésper Pérez, Rubén Sierra, Alfredo Sarmiento, Antonio García Nossa, 

Víctor Manuel Moncayo, Salomón Kalmanovitz, Rafael Corredor, Jaime Caycedoï. Las 

residencias, que ya eran consideradas públicamente focos de agitación violenta, fueron 

parcialmente cerradas por ocho meses (El Tiempo, 11 y 25 de noviembre de 1972). 

Desaparecidas de la escena universitaria las grandes colectividades aglutinadoras, la acción 

política revolucionaria pasó a correr por cuenta de grupúsculos dispersos, debilitándose la 
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eficacia de mecanismos auto-regulatorios de la violencia. Según Arias de Greiff, las 

expulsiones de Duque Gómez pudieron tener el efecto de fortificar la influencia, en el 

movimiento estudiantil, de los grupos más pequeños y clandestinizados. Dichas medidas se 

encaminaron a los militantes de las agrupaciones más visibles como la JUCO y la JUPA, 

que  

no dejaban entrar ni una gota de trago a las residencias, especie de monjes (é) tan 

disciplinados como Stalin. Al retirar a esos dirigentes las residencias quedaron en manos 

de un grupo llamado La Plaga y fue el desastre (Ruiz, 10 de marzo de 2015).  

A partir de 1972 el movimiento estudiantil ya no contaba con la fuerza ni el impulso del 

año anterior: se encontraba, en palabras de Daniel Pécaut, ñsin alientoò (Pécaut, 2006, p. 

187). Sus niveles de respaldo habían decaído y sus movilizaciones eran cada vez menos 

masivas. Es un período del movimiento estudiantil que Aura María Puyana caracteriza 

como de ñanomia despolitizadoraò (Puyana, 2000, p. 50).  

A esto se sumó que, para entonces, el movimiento estudiantil ya había perdido el favor de 

la sociedad. ñAntes de las elecciones de abril de 1974, el Ej®rcito puede matar dos 

estudiantes de la Universidad Nacional sin que la opini·n se conmuevaò (p. 187). En 

efecto, el 18 de abril de 1974 los estudiantes José Darío Palma, de Enfermería, y José Yezid 

Castañeda, de Odontología, murieron a causa de balas policiales, según la fuerza pública en 

medio de ñconfusas circunstanciasò (El Tiempo, 19 de abril de 1974).  

En 1974, el abogado Luis Carlos Pérez fue designado rector por el nuevo presidente 

Alfonso L·pez Michelsen, constituy®ndose en el segundo ñrector marxistaò de la 

Universidad Nacional, tras Gerardo Molina. Se trató de una rectoría más próxima a las 

demandas del movimiento estudiantil revolucionario, que además de reintegrar a profesores 

de izquierda (como García Nossa, a quien nombró vicerrector académico), defendió el 

bienestar estudiantil, promovió la ampliación de cupos y promocionó las libertades para la 

actividad política en la universidad (Borrero Cabal, 2008, pp. 247-251). Pero aunque 

recibió el respaldo de la JUCO, Pérez no consiguió movilizar a su favor a los sectores 

radical-revolucionarios de la universidad. Ni organizaciones estudiantiles como la JUPA ni 

organizaciones profesorales como ASPU lo apoyaron y, de hecho, se le opusieran 

ferozmente (Ocampo, 1980). De cualquier modo, se trató de un experimento corto. Cuando 
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en junio de 1975 Pérez se solidarizó con la ocupación del Hospital San Juan de Dios 

realizada por el movimiento estudiantil (en compañía del decano de Medicina Guillermo 

Fergusson), exigiendo su traspaso a la Universidad, López Michelsen decidió destituirlo. 

En estos años los sectores revolucionarios de la Universidad pasaron a expresarse 

crecientemente a partir de manifestaciones de pequeña escala, e incluso se hicieron 

frecuentes los atentados clandestinos. Tal vez el episodio más significativo de este período 

ocurrió el 8 de octubre de 1976, en la conmemoración del noveno aniversario de la muerte 

de Ernesto Che Guevara (en el llamado ñD²a del Guerrillero Heroicoò), cuando tres carros 

fueron incendiados en la Universidad Nacional, al tiempo que un grupo de estudiantes 

encapuchados robaba una grúa y la empleaba para derribar y trasladar al puente de la calle 

26 el busto de Francisco de Paula Santander que se encontraba en la plaza central, donde 

fue colgado por varias horas hasta que perdió la cabeza (Serrano, 25 de octubre de 2016; El 

Tiempo, 9 de octubre de 1976). Con este acto, los sectores revolucionarios de la 

Universidad rubricaban su dominio simb·lico del campus, ñoficializandoò la denominaci·n 

que desde hac²a tiempo atr§s hac²an de la nominalmente ñPlaza Santanderò.  

Ese mismo día, la tortura de un estudiante de Derecho ocurrida en las residencias (que le 

significó 45 días de incapacidad) encendió las alarmas de las autoridades universitarias 

acerca de la grave situación por la que estas atravesaban. Una comisión investigadora 

enumeraba ante el Consejo Académico los problemas más urgentes: la existencia de 

habitantes que no eran adjudicatarios ni estudiantes, la reiterada ocurrencia de atracos 

dentro de las residencias y en sus alrededores, el hacinamiento, la presencia de invasores en 

las habitaciones que impedían el acceso a los adjudicatarios, el ascendente tráfico de 

estupefacientes, el saqueo de comestibles, sin contar los casos de homosexualismo, que 

resultaban escandalizadores para los comisionados (Consejo Académico, 14 de octubre de 

1976). Una semana después, a solicitud del ministro de Educación Hernando Durán 

Dussán, y sin consultar al rector Luis Eduardo Mesa Velázquez, el Ejército militarizó la 

Universidad Nacional y las residencias estudiantiles fueron allanadas, desalojándose a 

2.500 estudiantes (El Tiempo, 17 de octubre de 1976). La institución fue cerrada 26 días y 

las residencias permanecieron cerradas 6 años. Al volver a las clases, un grupo de 

estudiantes trató de impedir la realización de los exámenes finales, en medio de fuertes 
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tensiones con el resto de la comunidad universitaria (Consejo Académico, 19 de noviembre 

de 1976; El Tiempo, 23 de noviembre de 1976). 

En abril de 1977, cinco carros fueron incinerados durante la conmemoración del tercer 

aniversario de la muerte de los estudiantes José Darío Palma y José Yezid Castañeda, ya 

convertidos en mártires de la revolución. Durante el ingreso de la policía a los predios 

universitarios, el estudiante Orlando Gantiva recibió un balazo en una rodilla (El Tiempo, 

19 de abril de 1977). En junio fue nombrado rector Emilio Aljure Nasser, quien meses 

después ordenaría construir las rejas metálicas alrededor de la Universidad, con dineros 

originalmente destinados a una piscina (entrevista a Paul Bromberg, 2005). Esta medida 

despertó la oposición del movimiento estudiantil y, por un tiempo, un grupo se dedicó a 

romper clandestinamente la reja con una cizalla. Sin embargo, la reja fue reconstruida 

reiteradamente hasta que la iniciativa destructora simplemente terminó (entrevista a 

estudiante de Ingeniería, 2018). 

En 1978 asumió la presidencia de Colombia Julio César Turbay Ayala (1978-1982) y, en 

uno de sus primeros actos de gobierno expidió un decreto que daría en conocerse como el 

ñEstatuto de Seguridadò. Se trataba de la aplicaci·n de una serie de t§cticas de contra-

insurgencia inscritas en la Doctrina de la Seguridad Nacional, que incrementaron el 

ambiente represivo en el país y que, en la universidad, coincidieron con un reflujo en la 

movilización y una proliferación de tomas de instalaciones y espacios públicos (Archila, 

2012, p.86). Aunado esto al éxito de la revolución sandinista nicaragüense en 1979 (que 

reavivó, entre las izquierdas latinoamericanas, la esperanza de alcanzar un cambio social 

revolucionario por vía armada), estaban dadas las condiciones para el despliegue del 

conflicto armado en el pa²s. ñA finales de la d®cada de 1970 (é) Colombia cae, desde 

cualquier indicador razonable que se use, en un estado de guerra civilò (Guti®rrez, 2015, p. 

2). 

El 27 de febrero de 1980, el M-19 se tomó la embajada de la República Dominicana 

durante 61 días, lo que implicó un largo y tortuoso cierre de la Universidad, debido a la 

proximidad de dicha sede diplomática con la Ciudad Universitaria (entrevista a Clemente 

Forero, 2018). En 1981, la imagen del Che Guevara fue pintada en el frontispicio del 

auditorio León de Greiff, en el muro que da a la plaza central de la Universidad. La obra 
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inicial, que en adelante fue borrada y repintada innumerables veces hasta el presente, se 

atribuye a los hermanos Alfredo y Humberto Sanjuán, el primero estudiante de Ingeniería 

Catastral en la Universidad Distrital y Arquitectura en la Nacional, el segundo estudiante de 

Antropología en la Nacional (Romero, 19 de octubre de 2016; Serrano, 25 de octubre de 

2016). De esta manera, los sectores revolucionarios incrementaron aún más su dominio 

simbólico en el campus, al constituir una de sus figuras más emblemáticas en la principal 

imagen icónica de la Universidad
12

.  

A partir de este momento, la incidencia del M-19 en la Universidad Nacional empezó a ser 

más visible. Guerrilla de un perfil más urbano e intelectual que las anteriores, más próxima 

a los horizontes culturales de los jóvenes universitarios, es la que de manera más notable 

aprovechó las proclividades ya existentes para la irrupción de grupos insurgentes en los 

predios universitarios: ante todo, la prevalencia en el campo revolucionario de 

concepciones no sectoriales, es decir del libreto de la anti-universidad. Además, como 

parte de su política de paz, el presidente Belisario Betancur (1982-1986) concedió el 

reintegro a miembros del M-19 que, siendo estudiantes, habían abandonado la universidad 

para integrarse a la lucha armada (Sánchez Torres, 2017, p. 72). Esta vez la presencia 

guerrillera en el campus no fue solo como cantera de militantes (estrategia preponderante 

del ELN en la década anterior), sino que conllevó un intento por trasladar su lucha armada 

al campus. En estos años la Universidad Nacional empezó a asimilar cada vez más 

vertiginosamente dinámicas de la guerra en su campus.  

Esta circunstancia se vio favorecida por la predilección de las autoridades, universitarias y 

extrauniversitarias, por enfrentar el conflicto en el campus mediante un enfoque puramente 

represivo, tendencia prevaleciente durante la década de los setenta hasta comienzos de los 

ochenta. Dado que la represión se aplicaba indiscriminadamente (y en ocasiones de forma 

brutal) a cualquier expresión disidente, fuera de inspiración revolucionaria o civil, uno de 

 

12 
 Desde el punto de vista de la Sociología Cultural, un ícono es un objeto que no solo tiene 

fuerza material sino tambi®n poder simb·lico; en la medida en que proporciona un ñcontacto 

estético con códigos encriptados cuya profundidad se encuentra m§s all§ de la racionalizaci·nò, 

permite una experiencia de hacer parte de algo fundamental aun cuando su significado último (el 

texto cultural de referencia) permanece inescrutable (Bartmanski & Alexander, 2011, pp. 1-2). Esto 

explica por qué resultaba crucial para los sectores universitarios revolucionarios convertir sus 

símbolos en poder icónico a través de los espacios físicos y los muros del campus. 
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sus efectos fue ambientar la idea de que el sistema político imperante era tan cerrado y 

hostil, que resultaba fútil cualquier intento de reformarlo por vías persuasivas. De esta 

manera, alimentaba un ambiente propicio a la legitimación del discurso revolucionario, 

mientras tendía a desmovilizar a los sectores democráticos: 

Una vez cerraron la Universidad Nacional. Yo era un joven profesor de Matemáticas. 

Con unos profesores de Física nos pareció muy injusto el cierre de la Universidad y nos 

fuimos al parque Santander a dar clases. Eso terminó con los estudiantes jalándome una 

mano y la policía jalándome la otra. Menos mal que los estudiantes no me soltaron: era 

una forma de resistencia pacífica contra el cierre de la Universidad. En la plazoleta de 

las Nieves, Carlos Augusto Hernández, uno de los colegas físicos, dio una clase sobre la 

teoría de los cuerpos, sobre el plano inclinado de Galileo. Había un grupo de estudiantes 

sentados en el piso, unos diez o quince profesores, y la fuerza pública ïmuy 

ñdisponibleò en esa ®poca, muy juiciosa- se escuchó toda la conferencia. Cuando 

terminó, fue bolillo venteado (Mockus, 2009, p. 446). 

En junio de 1981, ante la inminencia de un cierre anunciado para prevenir desórdenes 

durante la conmemoración de las jornadas del 8 y 9 de ese mes, unos dos mil estudiantes se 

tomaron la plaza central de la Universidad, asegurando que permanecerían allí para impedir 

la medida. Levantaron campamentos y se declararon enfáticamente pacíficos. Sin embargo, 

al día siguiente la Universidad fue desalojada por la fuerza pública y posteriormente 

cerrada (El Tiempo, 6 y 7 de junio de 1981). En palabras de Mockus: 

El 4 de junio de 1981, en un intento de impedir el cierre preventivo que se veía venir y al 

grito de ñáLa Universidad somos nosotros!ò, los estudiantes participaron masivamente 

en una marcha que llevaba como estandarte una escultura abstracta elaborada en tela por 

estudiantes de la Facultad de Artes y ocuparon pacíficamente la plaza Che Guevara. 

Después de una noche de rumba, poesía y de canto vino el desalojo violento. Tras un 

perentorio plazo de diez minutos estallaron las lacrimógenas lanzadas por el Ejército. 

Para todos los participantes la alegre noche terminó con una amarga lección de 

violencia. La contracultura, y en particular su vertiente más pacifista, salió golpeada. La 

subversión fortalecida, al menos en razones (Mockus, 17 de junio de 1984). 
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Ilustración 15 ï Toma de la plaza central en 1981 (fuente: Silva, 17 de junio de 1984) 

 

En septiembre de 1981, el decano de la Facultad de Derecho, Evelio Daza Daza, expulsó a 

siete estudiantes luego de que un grupo de encapuchados se tomara su oficina, al parecer en 

protesta por no prorrogar el contrato del profesor Raúl Carvajalino (El Tiempo, 21 de abril 

de 1982). Poco tiempo después, un grupo de estudiantes se tomó la embajada de Francia 

para presionar la destitución de Daza. El domingo 27 de septiembre, el estudiante de 

Derecho Iván Alvis Pinzón murió al estallarle una bomba que portaba durante unos 

enfrentamientos con la fuerza pública. El martes siguiente hubo un entierro simbólico en la 

plaza central que, al finalizar, fue sucedido por una nueva pedrea estudiantil contra la 

policía, el incendio de un vehículo y el ataque a un camión de gaseosas (El Tiempo, 30 de 

septiembre de 1981). En la mañana del 6 de octubre de 1981, tres pequeños hijos del 

narcotraficante José Jader Álvarez fueron secuestrados por el M-19 en el norte de Bogotá y 

posteriormente fueron asesinados, hallándose entre los ejecutores estudiantes activos de la 

Universidad Nacional (CIDH, 6 de febrero de 1992; El Tiempo, 20 de agosto de 2001 y 15 

de mayo de 2003). Más tarde ese día, se presentaron disturbios en el campus en una nueva 

conmemoración por la muerte del Che. Hubo enfrentamientos entre estudiantes y policía y 
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un campero oficial fue incendiado en la Ciudad Universitaria. Tras decretar un cese de 

actividades, el CSU denunciaba varios hechos ocurridos en las semanas anteriores: 

la incursión de varios individuos con armas automáticas al auditorio León de Greiff; el 

saqueo de comestibles en el almacén de Ciencia y Tecnología de Alimentos; el incendio 

de un vehículo del Ministerio de Obras Públicas y los destrozos a un camión distribuidor 

de gaseosas; los destrozos en la decanatura de la Facultad de Derecho y los vejámenes a 

la persona del decano; la retención e incendio posterior de otro vehículo oficial en la 

Plaza General Santander de la Universidad (El Tiempo, 7 de octubre de 1981). 

 

 

Ilustración 16 ï Pedrea de 1981 (fuente: Hoyos, 14 de septiembre de 1984) 

 

El 4 de marzo de 1982 hubo nuevos enfrentamientos con la policía. Esta vez los estudiantes 

emplearon una dinamita inusualmente poderosa y ácido, que ocasionó graves heridas a dos 

uniformados. Entretanto, un grupo de encapuchados intentaba asaltar la sucursal del Banco 

Cafetero que operaba en la Ciudad Universitaria, siendo repelido a bala por los celadores. 

Como consecuencia de estos hechos, la Universidad fue cerrada y las residencias 

desalojadas (El Tiempo, 5 de marzo de 1982). El 20 de abril, el carro del decano Evelio 

Daza Daza fue destruido por una bomba puesta por militantes del M-19. El artefacto 

explosivo destruyó vidrios de la facultad de Derecho y ocasionó leves heridas a la hija de 
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otro docente (El Tiempo, 21 de abril de 1982). En septiembre del mismo año, estudiantes 

de la Universidad Nacional se tomaron la Nunciatura Apostólica para denunciar la 

desaparición de ocho compañeros, entre ellos los hermanos San Juan (El Tiempo, 15 de 

septiembre de 1982)
13

. Días después, fueron tomadas algunas instalaciones de la 

Universidad Nacional con el mismo objetivo (Sánchez Torres, 2017, p. 64). El 20 de 

agosto, el profesor de Derecho Arturo Alava Montenegro, reconocido intelectual de 

izquierda y defensor de presos políticos, fue asesinado frente a su residencia, en 

inmediaciones del campus, por sicarios contratados por el grupo narco-paramilitar Muerte a 

Secuestradores MAS, en un crimen que conmovió profundamente a la comunidad 

universitaria. El cuerpo de Alava fue velado en el auditorio León de Greiff y, durante el 

evento, un escuadrón del ELN ingresó, armado de pistolas, jurando venganza. Después fue 

conducido desde la Universidad al Cementerio Central, acompañado de una multitud de 15 

mil personas. Durante un tramo, el rector Francisco Varela cargó el féretro (Romero, 13 de 

agosto de 2013).  

 

Ilustración 17 ï Periódico Mural de la JUCO en 1982 (fuente: Silva, 17 de junio de 1984) 

 

 

13 
 Dichas desapariciones se produjeron como represalia por el secuestro y posterior asesinato 

de los hijos del narcotraficante Álvarez. Vale aclarar que solo algunos de los desaparecidos 

recibieron posteriormente condena por los hechos mencionados. 
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El 21 de septiembre de 1982 las residencias Uriel Gutiérrez y Camilo Torres (cerradas 

desde 1976) fueron ocupadas por cerca de mil estudiantes, comandadas por un numeroso 

grupo de encapuchados (El Tiempo, 22 de septiembre de 1982). En vez de ordenar un 

nuevo desalojo, la Universidad inició un proceso de negociación para regularizar el uso de 

las residencias, y al cabo de unos meses, en junio de 1983, se llegó al acuerdo de que los 

propios estudiantes serían los administradores (Acuerdo 46). Entre otras cosas, se inició un 

lento proceso de adjudicaci·n y se conform· una ñcoordinadora estudiantilò para el manejo 

interno de las residencias. Los estudiantes se comprometieron a entregar, antes de final de 

año, un formulario para identificar a los ocupantes que eran efectivamente estudiantes 

regulares, a fin de reservar solo a estos la asignación de cupos y evacuar a los demás 

(Sánchez Torres, 20 de octubre de 1982; De Frente, 20 de octubre de 1983). 

El 24 de marzo del año siguiente hubo una pedrea contra la policía en el contexto de 

protestas estudiantiles contra la intervención estadounidense en El Salvador (El Tiempo, 25 

de marzo de 1983). El 8 de septiembre, Julio César Barrera Castro, estudiante de último 

semestre de Medicina Veterinaria, murió al caer de un quinto piso de las residencias, 

perseguido por unos 60 encapuchados, al parecer por un problema relacionado con el 

tráfico de estupefacientes (De Frente, 7 de mayo de 1984). El 14 del mismo mes, una célula 

de la guerrilla Auto Defensa Obrera ADO se tomó las aulas durante una clase de Medicina, 

armada y encapuchada, celebrando el sexto aniversario del Paro Cívico de 1977 (El 

Bogotano, 15 de septiembre de 1983). El 7 de octubre hubo un disturbio en conmemoración 

del Día del Guerrillero Caído: pedrea, quema de vehículos, intercambio de disparos. Un 

agente resultó herido con ácido, mientras que Yezid Francisco González Perales, estudiante 

de sexto semestre de Arquitectura, recibió un balazo en la cabeza, muriendo cuatro días 

después en el hospital de La Hortúa (El Tiempo, 8 de octubre de 1983; El Espectador, 12 de 

octubre de 1983a). Once personas fueron detenidas, tres de las cuales fueron señaladas por 

la policía como guerrilleros del ELN (El Espectador, 9 de octubre de 1983). El 15 de 

febrero de 1984 nuevamente hubo disturbios, esta vez por una nueva conmemoración de la 

muerte de Camilo Torres. Hubo quema de tres vehículos y el saqueo de una estación de 

gasolina Texaco contigua a la Universidad. Banderas del ELN ondearon durante la jornada 

(El Espectador, 16 de febrero de 1984; El Tiempo, 16 de febrero de 1984). La semana 

siguiente, el 23 de febrero, en medio de disturbios en solidaridad con un paro convocado 



  

148 
 

por la Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación FECODE, un grupo de 

estudiantes se enfrentó a un motociclista que, en inmediaciones de la plaza central del 

campus, arengaba a la comunidad universitaria a participar de la jornada. El motociclista le 

disparó en la pierna a uno de los estudiantes, de nombre Javier Giraldo Lagos (El 

Espectador, 24 de febrero de 1984). El 28 de febrero un grupo de encapuchados asaltó un 

bus y quemó otro frente a la entrada de la Universidad (El Tiempo, 1 de marzo de 1984).  

 

Ilustración 18 ï Policía herido en disturbios (fuente: El Tiempo, 8 de octubre de 1983) 
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Ilustración 19 ï ADO se toma clase de Medicina (fuente: El Bogotano, 15 de septiembre de 1983) 
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Ilustración 20 ï Conmemoración de la muerte de Camilo (fuente: El Espectador, 16 de febrero de 1984) 

 

El mes siguiente fue maratónico. El primero de marzo, dos buses fueron trasladados al 

campus y, en protesta por el retiro del subsidio al transporte urbano, fueron incendiados (El 

Espectador, 3 de marzo de 1984). Cuatro días después, hubo enfrentamientos entre 

encapuchados y la policía (El mundo, 7 de marzo de 1984). Al día siguiente, el CSU 

decidió suspender por 3 días las actividades académicas de la Universidad, como medida 

preventiva ante la posibilidad de disturbios por las elecciones al Congreso que se 

avecinaban. Algunos grupos de estudiantes respondieron conduciendo, a la fuerza, un bus 

de servicio público para quemarlo en la plaza central, y atacando a piedra otro más en las 

inmediaciones del campus (El Tiempo, 8 de marzo de 1984). Una semana después, sujetos 

encapuchados que se identificaron como miembros del M-19, prendieron fuego a dos buses 

que pasaban frente a los predios universitarios, en protesta por la muerte de cuatro 
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estudiantes de la Universidad Nacional durante una toma guerrillera en Florencia, Caquetá 

(El Tiempo, 17 de marzo de 1984). El 27 de marzo, el rector emitió un comunicado en el 

que amenazaba con cerrar indefinidamente la universidad si, al día siguiente, había 

disturbios en el campus durante las jornadas de protesta convocadas por el movimiento 

sindical contra el alza de transporte y los servicios públicos. En el comunicado advertía que 

la Universidad se encontraba ñal borde del abismoò (El Espectador, 28 de marzo de 1984). 

Al día siguiente, en efecto, se presentaron disturbios, pero no en los predios universitarios 

sino en el centro de la ciudad. En medio de los desórdenes, varios estudiantes de la 

Universidad fueron detenidos (El Tiempo, 29 de marzo de 1984). Un día después, se 

presentaron múltiples hechos en protesta contra estas detenciones. Por una parte, 25 

estudiantes encapuchados de las universidades Nacional y Pedagógica se tomaron la Iglesia 

de Lourdes, reteniendo a 2 sacerdotes y 20 feligreses. La toma se extendió hasta las 4 de la 

mañana, cuando la policía ingresó al templo, desalojando (por medio de gases 

lacrimógenos) y deteniendo a los ocupantes. Más tarde, 13 estudiantes encapuchados 

irrumpieron en las instalaciones de RCN radio, reteniendo a su director, Juan Gossaín. Tras 

cinco horas de negociaciones, los estudiantes fueron trasladados a la Universidad Nacional. 

Entretanto, una asamblea estudiantil reunida en el auditorio León de Greiff decidía 

convocar una marcha pacífica hacia la Gobernación de Cundinamarca. (El Tiempo, 31 de 

marzo de 1984). De manera posiblemente descontextualizada, durante la asamblea un 

miembro del M-19, encapuchado y con revólver en mano, había instado a los asistentes a 

apoyar la toma guerrillera de Florencia (El País, 31 de marzo de 1984).  
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Ilustración 21 ï Caricatura: al borde del abismo (fuente: Kekar, 29 de marzo de 1984). 

 

  

 

Ilustración 22 ï Arma de fuego en asamblea estudiantil (fuente: El País, 31 de marzo de 1984) 
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La adjudicación de las residencias había venido dilatándose, debido a las maniobras de 

residentes que se oponían fuertemente al proceso (posiblemente quienes, por no ser 

estudiantes regulares, perderían su cupo). Tal vez en represalia por la insistencia de la 

administración de regularizar la situación, durante algunos días, a finales de marzo, un 

grupo de estudiantes oficiaba el fusilamiento simbólico de un muñeco amordazado que, con 

un letrero de ñrectorò al cuello, era transportado en carretilla hasta la plaza central de la 

universidad, justo frente al edificio de rectoría (Sánchez Torres, 2017, p 71). 

Comenzando abril, el rector Fernando Sánchez Torres anunció que cerraría y militarizaría 

la universidad de no ser entregadas las residencias voluntariamente antes del 11, a fin de 

iniciar un proceso de ñlimpieza que ponga fin a la violencia y el terrorò. Su propuesta 

consistía en desalojar a los ocupantes no oficiales respetando los derechos de quienes tenían 

derecho al cupo (El País, 3 de abril de 1984). En los días siguientes los estudiantes 

manifestaron posiciones cambiantes. En una asamblea calificaron la propuesta como 

ñsofisma de distracci·nò, e invitaron al rector a sumarse en su exigencia de mayor 

presupuesto al gobierno, pues ese era ñel fondo del problemaò (El Tiempo, 3 de abril de 

1984). Despu®s, una comisi·n acept· desalojar siempre y cuando se ñdieran las garant²asò, 

aunque no aceptaba el plazo impuesto por el rector (El país, 4 de abril de 1984). Después, 

en una asamblea se negó que existiera un problema de narcotráfico en las residencias; había 

consumo de drogas que, reflejo de un problema social externo, no podía ser controlado (El 

Espectador, 5 de abril de 1984). Después, un grupo de 40 estudiantes encapuchados se 

tomó una sede la Cruz Roja, exigiendo el cumplimiento de una serie de garantías en el 

proceso de asignación (El Tiempo, 6 de abril de 1984). Con todo, en estos días finalmente 

se produjo el desalojo voluntario y tranquilo por parte de los estudiantes en el plazo 

establecido por el rector. Con ello empezó un proceso de carnetización y normalización (El 

Espectador, 13 de abril de 1984). 
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Ilustración 23 ï Toma de la Cruz Roja (fuente: El Tiempo, 6 de abril de 1984) 

 

A partir de entonces, una cadena de hechos muy violentos truncó el proceso. El rector 

recibió en su oficina una nota firmada por el ELN en la que se le amenazaba de muerte 

(Sánchez Torres, 2017, p. 71). El 9 de mayo fue asesinado, en Cali, Jesús Humberto León 

Patiño, estudiante de Odontología y vicepresidente del grupo Cooperación Estudiantil. Su 

cadáver fue encontrado al día siguiente con señales de tortura. Y el 14 de mayo fue 

asesinado el docente y director académico de Medicina, Luis Armando Muñoz. Estos dos 

crímenes nunca fueron esclarecidos, aunque tuvieron entre sí un común denominador: tanto 

León Patiño como Muñoz habían participado activamente en el proceso de regularización 

de las residencias (El Tiempo, 17 de mayo de 1984a). Finalmente, el 16 de mayo de 1984 

ocurrió un fuerte enfrentamiento entre estudiantes y fuerza pública. Tras el incendio de un 

bus de servicio público que había sido ingresado al campus y la destrucción de un vehículo 

diplomático de la embajada francesa, un numeroso grupo de encapuchados atacó a los 

uniformados con armas de fuego, ácido y una granada. Entre los detenidos hubo 37 

guerrilleros amnistiados recientemente por el gobierno nacional. El agente Víctor Julio 

Sierra Vargas moriría tres meses después a causa de las heridas causadas ese día (El 
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mundo, 17 de mayo de 1984; El Espectador, 18 de mayo de 1984; El Espectador, 4 de 

agosto de 1984; Sánchez Torres, 2017; p. 75)
14

. 

 
Ilustración 24 ï Los capturados del 16 de mayo (fuente: El Tiempo, 17 de mayo de 1984b) 

 

El CSU decretó un cierre indefinido de la Universidad. El rector Sánchez Torres renunció 

al día siguiente de los hechos. Las residencias fueron desalojadas en su totalidad en junio 

(El Tiempo, 12 de junio de 1984). Posesionado en agosto, el nuevo rector, Marco Palacios, 

solo reabrió la Universidad hasta el 8 de abril de 1985. Como medidas para frenar la 

violencia en el campus, Palacios decidió cerrar las residencias y la cafetería central 

definitivamente, y subrayó que la fuerza pública estaba autorizada a ingresar a la Ciudad 

Universitaria en caso de ser necesario (entrevista a Marco Palacios, 2004). 

 

14 
 Lo ocurrido el 16 de mayo constituye un ñhito en la historia del movimiento estudiantilò, 

pues, seg¼n se dice, ese d²a ñla Nacho fue v²ctima de una masacreò (ACEU, 16 de mayo de 2017). 

A prop·sito de estos hechos, el historiador Mauricio Archila sostiene que hay una ñimprecisa 

memoriaò. ñSe dice perdieron la vida varios estudiantes, pero nunca se han precisado sus nombresò 

(Archila, 2012, p. 87). 
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Uno de los episodios que mejor ilustra el camino tomado por la Universidad Nacional en el 

período 1972-1990 ocurrió el 6 de noviembre de 1985, lejos del campus, con la toma del 

Palacio de Justicia por un comando del M-19, entre cuyos miembros se encontraban varios 

estudiantes o egresados de la instituci·n. Debido a una implacable ñretomaò militar del 

Palacio, la acción terminó con la muerte de 11 magistrados de la Corte Suprema, entre 

muchas otras víctimas. Ningún hecho como este muestra tan elocuentemente el abismo que 

se había producido entre el mundo académico y el campo revolucionario en la Universidad. 

En palabras del escritor Moreno Durán: 

Mis mejores profesores de Derecho murieron en el Palacio de Justicia, víctimas de sus 

propios alumnos. Los del M-19, que habían estudiado en la Nacional, hicieron el 

Holocausto y mataron a sus maestros. Esa es la gran paradoja de la Universidad 

(entrevista a Rafael Humberto Moreno-Durán, 2004). 

Las medidas implementadas por la rectoría de Palacios, aunque costosas para la 

institución, probaron ser efectivas para restar potencia al efecto inmovilizador de la 

actividad revolucionaria. Solo un episodio de cierta envergadura volvió a presentarse en 

1987. Exigiendo la reapertura del Bloque Camilo Torres, en octubre de 1987 un grupo 

de encapuchados llevó a cabo una ocupación de las residencias Antonio Nariño, pero ya 

su fuerza fue exigua. Tras unas breves negociaciones con el rector, con las actividades 

académicas suspendidas, los ocupantes terminaron desalojando pacíficamente (El 

Tiempo, 7, 8 y 10 de octubre de 1987). La Universidad reabrió el 26 de octubre y, menos 

de un mes después, el 19 de noviembre, volvió a presentarse un nuevo disturbio (El 

Tiempo, 20 de noviembre de 1987). Al día siguiente, una bomba de alto poder 

explosivo, instalada bajo el automóvil del profesor de Psicología Aristóbulo Pérez, fue 

descubierta antes de su detonación. La Universidad nuevamente tuvo que ser clausurada, 

mientras el rector Palacios manifestaba que tanto la toma, como los disturbios, como la 

fallida bomba, eran acciones relacionadas entre sí (El Tiempo, 21 de noviembre de 

1987). 

5.3 ï El repliegue discontinuo del discurso revolucionario (1990-2018) 

 

El tercer período se caracterizó porque, tras la expedición de la Ley de Educación Superior 
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(Ley 30 de 1992), en el campo revolucionario hubo un progresivo retorno a la hegemonía 

del libreto de la universidad militante sobre el libreto de la anti-universidad. Las luchas del 

movimiento estudiantil pasaron a enfocarse menos a la transformación inmediata de las 

estructuras sociales nacionales, y más en un mayor presupuesto para la universidad, una 

más sólida autonomía y un mejor bienestar universitario (Archila, 2012, pp. 89-90). Las dos 

iniciativas de reforma académica del período en la Universidad Nacional fueron momentos 

críticos. Impulsadas por las rectorías de Antanas Mockus (1991-1993) y Marco Palacios 

(2003-2006), concitaron la encendida oposición del movimiento estudiantil, que las 

consideraron contrarias a su gremialismo revolucionario. Asimismo, los dos últimos 

grandes ciclos de movilización estudiantil (2011 y 2018) fueron por preocupaciones 

estrictamente sectoriales. 

La violencia revolucionaria volvi· a ser del tipo que he descrito como ñviolencia 

homogenizadoraò. Sus principales repertorios en este per²odo fueron el bloqueo 

universitario, el ñhostigamiento desarmadoò y el tropel. Como he insistido, la 

predominancia de un libreto revolucionario más sensible a la perspectiva sectorial dificulta 

la implantación de lógicas de la guerra en el campus. En efecto, en este período la relación 

de la universidad con las guerrillas volvió a ser preponderantemente de propaganda y 

reclutamiento. Tras el año 2000, de manera periódica las FARC-EP y el ELN participaron 

en tropeles (a través de grupos como el MB o la UCR), pero estos eventos adquirieron un 

carácter cada vez más propagandístico, desligado de un proyecto más amplio de 

militarización del campus. Modalidades de acción como los atentados o las tomas armadas 

de edificios fueron progresivamente desapareciendo. Una de mis hipótesis es que en esta 

etapa el tropel adquirió una finalidad principalmente conmemorativa, destinada a revitalizar 

ciertos símbolos revolucionarios en la universidad, algo que se evidencia en la cíclica 

recurrencia de tropeles en determinadas fechas emblemáticas. Incluso las paradas militares 

en la plaza central, aun esgrimiendo armas de fuego como hizo el ELN en 2010, fueron 

ejercicios divulgativos.  

En parte como resultado del retorno a la predominancia del libreto de la universidad 

militante, en parte por el cierre de las residencias, la desmovilización de varias guerrillas, 

incluida el M-19, y la concomitante pérdida de respaldo a proyectos insurgentes entre la 
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intelectualidad colombiana, en este período volvió a cambiar la relación entre la 

universidad y las guerrillas. Estas aflojaron su proyecto militarizador de la universidad y 

volvieron a limitar su presencia, salvo la coyuntura de finales de los noventa y principios de 

los dos mil, al reclutamiento y la propaganda. Debido un crecimiento sin precedentes en el 

territorio nacional durante los noventa, las FARC-EP se convirtieron en el actor 

protagónico de este proceso, por encima del ELN. Entretanto, el narcotráfico se mantuvo 

como factor potenciador del conflicto violento en la universidad. 

Los años noventa representaron una profunda crisis para la política revolucionaria en el 

mundo: a nivel internacional, debido a la caída del muro de Berlín y el colapso de la Unión 

Soviética y, a nivel nacional, debido al proceso de paz con el M-19 y otras guerrillas, la 

convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente (en medio de un clima social contra la 

violencia en el país) y la promulgación de la Nueva Carta Constitucional en 1991. Este 

contexto provocó que el discurso revolucionario llegara a sus puntos más bajos de respaldo 

entre la comunidad universitaria de la Nacional. A comienzos de los años noventa el 

movimiento estudiantil se encontraba en un momento de languidez. Archila se refiere al 

per²odo que va de 1990 a 2011 como una etapa de ñcrisis y recomposici·nò; su poder de 

convocatoria, la fuerza y frecuencia de sus movilizaciones, llegó entonces a mínimos 

históricos, y solo hasta 2007 volvió a convocar el estudiantado una protesta más o menos 

masiva (Archila, 2012, p. 85). La militancia revolucionaria pasó a ser el asunto de una 

minoría, aunque posiblemente la más pronunciada entre las minorías activas del campus. Su 

capacidad de influencia violenta sobre la marcha de la universidad fue cada vez menor, 

aunque persistió. Los mejores datos cuantitativos sobre este punto fueron recogidos en 

2013, cuando la Dirección de Bienestar Universitario y la Oficina de Planeación de la 

Universidad Nacional, como parte del proyecto ñTenemos Que Hablarò y en asociación con 

Corpovisionarios, adelantó una encuesta entre septiembre y octubre a una muestra aleatoria 

de 1032 estudiantes (rango de error estadístico del 3%), 312 profesores (5,1%) y 446 

administrativos (4,2%) de la sede Bogotá. Una pregunta del cuestionario ïñaprobaci·n del 

disturbio por parte de grupos encapuchadosòï permitiría estimar los niveles de respaldo a la 

violencia revolucionaria entre la comunidad universitaria de la Nacional. Mientras que solo 

un 7% de los profesores manifestó aprobar los disturbios, y un 13% de los administrativos, 

poco más de un quinto (21%) de los estudiantes expresó lo mismo. Una minoría, 
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ciertamente, pero una minoría significativa, distribuida además de formas muy variables en 

las Facultades: 

Tabla 8 ï Aprobación del tropel por facultad en estudiantes UN-Bogotá (2013)
 15

 

FACULTAD  

% aprueba el 

tropel 

% NO aprueba el 

tropel 

Derecho y C. 

Políticas 46,67% 53,33% 

Agronomía 37,84% 62,16% 

Ciencias Humanas 33,80% 66,20% 

Enfermería 30,16% 69,84% 

Odontología 26,79% 73,21% 

Medicina Veterinaria 24,07% 75,93% 

Artes 21,98% 78,02% 

Ingeniería 15,14% 84,86% 

Ciencias Económicas 13,89% 86,11% 

Ciencias 10,48% 89,52% 

Medicina 10,45% 89,55% 

 

En parte como una herencia del proceso de descomposición organizativa de las décadas 

anteriores, a comienzos de los noventa las expresiones más visibles del movimiento 

estudiantil en la Universidad Nacional eran pequeños grupos autodenominados 

ñanarquistasò. Observadores de la ®poca sosten²an que esos a¶os la violencia se estaba 

radicalizando  

mediante la presencia cada vez m§s agresiva de sectores que se proclaman ñanarquistasò 

y que entran en conflicto o toman distancia frente a los otros grupos políticos de 

izquierda; se recurre al uso de explosivos con los llamados ñpetosò y ñpapasò. La pedrea 

tradicional, cuya eficacia estaba ligada al volumen de participantes, fue progresivamente 

desplazada por el uso de artefactos explosivos, que le confirieron al ñtropelò un 

 

15 
 Debo agradecer a la Oficina de Planeación de la Universidad por proporcionarme las 

tabulaciones de las respuestas de la encuesta, a partir de las cuales construí esta tabla.  
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simbolismo más agresivo. El cambio de los elementos técnicos no es secundario: su uso 

exige una preparación previa, el establecimiento de zonas de depósito, la búsqueda de 

recursos para adquirir un material costoso y el replanteamiento táctico de la zona de 

confrontación (Ramírez Tobón, Zuluaga & Serrano, 1993, p. 9). 

 

 

Ilustración 25 ï Tropel en la entrada principal de la UN (fuente: Pizarro, 22 de septiembre de 1991) 

 

Sin embargo, propongo que esta tendencia desreguladora fue revertida por un gradual 

proceso de recomposición organizativa del movimiento, cuyo primer síntoma fue la 

creación en 1992 de la Asociación Nacional de Estudiantes Universitarios ANEU, aunque 

luego hubo otras expresiones, como la consolidación de nuevas organizaciones 

estudiantiles (Comuna Universitaria en 1992, FUN-Comisiones en 1999) o el 

fortalecimiento de antiguas (la JUPA a través de la OCE, la JUCO a través de la ACEU), 

así como el surgimiento de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Universitarios CNEU 

en 2003 y la  MANE en 2011 (Cristancho, 2016; Cruz, 2012).  Aunque no se llegó a 

cristalizar el mismo nivel organizativo de los sesenta (no reaparecieron, por ejemplo, los 

grandes liderazgos de entonces), la tendencia de 1990 a 2018 sí fue lo suficientemente 

grande para permitir un mayor grado de racionalización de los usos de la violencia en la 

universidad, fortificando los mecanismos de auto-regulación del movimiento. 

Por otra parte, el nexo entre la academia y el radicalismo revolucionario nunca fue 

reconstruido. De manera acentuada, siguió siendo notorio que los académicos más 

reconocidos según estándares universitarios tienden a ser muy críticos de los discursos 
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revolucionarios y, particularmente, de la lucha armada guerrillera. El caso más importante 

de ello lo constituye el profesorado asociado al Instituto de Estudios Políticos y Relaciones 

Internacionales IEPRI. Asimismo, la separación entre academia y militancia revolucionaria 

queda retratada en la cerrada oposición de los activistas del movimiento estudiantil a las 

dos iniciativas de reforma académica más ambiciosas del período, a comienzos de los 

noventa y a comienzos de los dos mil. Una reducida proclividad negociadora frente a las 

autoridades universitarias permitiría explicar, más allá de la diferencia de estilos rectorales 

o de carismas negociadores, por qu® la ñReforma Pati¶oò de los sesenta logr· movilizar el 

apoyo del movimiento estudiantil, y no ocurrió lo mismo con las reformas modernizadoras 

de Antanas Mockus y Marco Palacios, habida cuenta de que existieron fuertes 

continuidades entre las tres. 

En conjunto, estas variables ayudarían a explicar por qué la violencia revolucionaria en la 

Nacional entró, en el período 1990-2018, en un descenso más o menos sostenido, si bien 

con algunos vaivenes. 

La reconstrucción de este período comienza con las repercusiones, en la Nacional, de las 

exitosas negociaciones de paz de 1990. En general, la reacción de la mayoría de los grupos 

revolucionarios de la Universidad fue hostilizar la decisión del M-19 de renunciar a la vía 

armada. En un hecho muy significativo, pero poco recordado, cuando el 27 de febrero de 

1990 Carlos Pizarro, excomandante del M-19 ya convertido en candidato presidencial por 

la AD-M19, eligió la plaza central de la Universidad Nacional como el escenario de 

lanzamiento de su campaña electoral, hubo sectores estudiantiles que sabotearon el evento 

mediante abucheos y ñpapas explosivasò. Cuando se oyeron disparos (posiblemente por 

parte de los guardaespaldas de Pizarro), la multitud que había llenado la plaza para 

escuchar al candidato se dispersó despavorida (entrevistas a Eduardo Pizarro y Claudia 

Vaca, 2018). En un comunicado publicado en referencia a estos hechos, la JUCO afirmó 

ñno compart[ir] óel tropel por el tropelô, m§s cuando se hace sin participaci·n o respaldo de 

las mayor²as universitariasò, puntualizando, m§s adelante, que  

el descontento por la presencia del excomandante en la UN es producto del mismo estilo 

inconsulto que vienen adoptando los militantes del M-19 frente a la situación del país y 

la UN (en Losada, 2010).   
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Con respecto al proceso constituyente que desembocó en la nueva Carta de 1991, solo los 

sectores del movimiento estudiantil cercanos a las guerrillas desmovilizadas se decidieron a 

participar (Archila, 2012, p. 88; Quintero, 2002). Es decir: no se trató de una participación 

unánime ni contundente. Si durante este proceso llegó a formarse una incipiente corriente 

democrática dentro del movimiento estudiantil, una vez finalizada la coyuntura 

constituyente esta corriente fue rápidamente disuelta. El movimiento estudiantil siguió 

estando, así, por tendencia orientado a la política revolucionaria. 

El 16 de mayo de 1990, la Oficina de Vigilancia de la Universidad Nacional sufrió el 

hostigamiento de un grupo de encauchados armados con explosivos. Fue incendiada 

totalmente una motocicleta de vigilancia y parcialmente el carro de una profesora de 

Enfermería. Con apoyo de las Fuerzas Armadas, la situación fue restablecida al cabo de 2 

horas. En la jornada, un estudiante de Geología perdió la mano de izquierda luego de una 

bomba explotara por error.  

Durante las horas de la tarde, por mandato de un Juez competente, y con la supervisión 

de la Administración, se procedió a requisar aquellos sitios de la Universidad sobre los 

cuales existía información proveniente de la comunidad acerca de su utilización como 

base de apoyo para las actividades terroristas. Se encontró abundante material como 

ácidos, estopines eléctricos, pentolita (explosivo de alto poder), pólvora, azufre, 

gasolina, prendas de uso privativo de las fuerzas militares y ropa de camuflaje (Consejo 

Académico, 24 y 25 de mayo de 1990).  

El 4 de octubre, en medio de disturbios, fueron detenidos los estudiantes de Medicina 

Hernán Yañez y Diego Charry. Seis días después, un grupo de encapuchados se tomó las 

instalaciones de la vicerrectoría y el auditorio León de Greiff, en protesta por las 

detenciones. El 17, tras un acuerdo entre directivas de la Universidad y un delegado de la 

Procuraduría, los estudiantes desalojaron pacíficamente las instalaciones (El Tiempo, 23 de 

octubre de 1990). En protestas por la muerte de un estudiante de la Universidad, militante 

del ELN, fue convocado para el 22 de noviembre un paro universitario, que fue respondido 

por las directivas universitarias ordenando un cierre preventivo. El 27 se produjeron 

disturbios en la universidad y en la parte exterior de la casa del vicerrector académico de 

entonces, Antanas Mockus, fue explotado un petardo. En el sitio fue abandonado un 
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comunicado titulado ñLas directivas de la Universidad Nacional, c·mplices del asesinato de 

estudiantesò, con membrete del ELN, firmado por Rafael Ortiz Barrios y Andrés 

Sarmiento, de la Dirección Frente de Guerra Central (El Tiempo, 28 de noviembre de 

1990). 

El 16 de mayo de 1991, la Universidad fue escenario de disturbios. En medio de la refriega 

un artefacto explosivo estalló en las manos de la estudiante de Trabajo Social, Beatriz 

Sandoval, quien murió. Al día siguiente, en su sepelio, los asistentes identificaron a un 

policía vestido de civil y le propinaron una golpiza, provocando la intervención de la fuerza 

pública y nuevos enfrentamientos, que dejaron 114 estudiantes detenidos. Por mediación 

del ahora rector Mockus y la Oficina Jurídica de la Universidad, el mismo día todos fueron 

puestos en libertad (El Tiempo, 17 y 18 de mayo de 1991; Alvarado, noviembre de 1991). 

En junio, el rector propuso realizar un ajuste en el costo de las matrículas, lo que provocó 

nuevas protestas bajo el cargo de que Mockus estaba privatizando la Universidad, 

siguiendo la tendencia neoliberal del gobierno de César Gaviria (1990-1994). En agosto 

hubo una quema pública de recibos en la plaza central de la Universidad (Alvarado, 

noviembre de 1991) y el 5 de septiembre hubo disturbios en contra de la medida.  

La violenta protesta fue antecedida por una serie de anuncios macabros y símbolos 

mortuorios que invitaban a las exequias de la Universidad Pública. Cruces negras e 

invitaciones a la lucha armada, empapelaron la universidad durante los últimos días (El 

Tiempo, 6 de septiembre de 1991) 

La detonación de un artefacto explosivo dejó una víctima: el estudiante de Ingeniería Civil, 

Edgar Henry Soler Rubio, quien acabó perdiendo sus manos a causa de las heridas. 

Además, el estudiante de Arquitectura John Wilson Rodríguez Villareal, quien no 

participaba en los enfrentamientos y pasaba por el lugar, recibió un balazo en el abdomen, 

con consecuencias mortales. Cinco años después, la Policía fue condenada por este crimen 

(El Tiempo, 19 de agosto de 1996). El 10 del mismo mes, un grupo de estudiantes 

anarquistas construyó, con ladrillos y cemento, una ñc§rcel del puebloò destinada al rector 

en la plaza central, monumento que duró en pie cerca de un mes (Alvarado, noviembre de 

1991; Consejo Superior Universitario, 11 de septiembre de 1991).  
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El 9 de abril de 1992, en la conmemoración del Bogotazo, 100 encapuchados 

protagonizaron disturbios y quemaron un bus (El Tiempo, 10 de abril de 1992). El 10 de 

febrero de 1993, un grupo de estudiantes ocupó las residencias Antonio Nariño. 5 

comisiones de directivos y profesores entablaron diálogos, insistiéndoles que presentaran 

sus demandas ante las instancias legales de universidad. El 28 las actividades académicas 

fueron suspendidas y, al cabo de un tiempo, las residencias fueron desocupadas 

voluntariamente (Ramírez Tobón, Zuluaga & Serrano, 1992, p. 26). El 19 de marzo hubo 

nuevos disturbios, que incluyeron la quema de un bus y en medio de los cuales se 

escucharon disparos (El Tiempo, 20 de marzo de 1993). En septiembre, un grupo de 

encapuchados incineró, dentro del campus, el carro de la entonces decana de la Facultad de 

Ciencias Humanas, Rocío Londoño (Consejo Académico, 13 de septiembre de 1993). En 

noviembre, reeditando un conflicto similar al del cogobierno en 1971, durante la jornada 

electoral para la representación estudiantil ante el CSU, grupos abstencionistas (como los 

Guardias Rojos, FER-SP y los anarquistas) intentaron de distintas maneras sabotearlas 

mediante amenazas, intimidaciones, robo y quema de urnas (entrevista con Claudia Vaca, 

2018).  

El 7 de marzo de 1994, una conferencia dictada por el filósofo Jean-François Lyotard sobre 

ñlos derechos del otroò tuvo que ser interrumpida luego de que un grupo de estudiantes 

intentara irrumpir violentamente al auditorio (entrevista a Martha Restrepo, 2018). El 20 de 

abril de 1994, una conferencia de candidatos a la Alcaldía de Bogotá terminó en trifulca 

tras un intento de sabotaje por estudiantes que estaban en el público. El 9 de septiembre 

hubo enfrentamientos de estudiantes con la policía en rechazo al asesinato de Norma 

Patricia Galeano, estudiante de la Universidad de Tolima y militante de la JUCO (El 

Tiempo, 10 de septiembre de 1994). 

El 16 de mayo de 1995 se produjo un nuevo tropel (El Tiempo, 17 de mayo de 1995) y el 9 

de junio hubo otro más, que fue atribuido a los Guardias Rojos (El Tiempo, 10 de junio de 

1995). El 15 de junio fue asesinato, por dos pistoleros, Humberto Peña Taylor, líder de los 

anarquistas conocido como El Duce, en la cafetería de la Facultad de Derecho (Páramo, 14 

de junio de 2015). El crimen, cuyos autores y móviles no han sido esclarecidos, no 

desplegó grandes movilizaciones de indignación, aunque siete días después un disturbio se 
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suscitó en protesta, con la participación de un puñado de encapuchados (El Tiempo, 23 de 

junio de 1995). En marzo de 1996, los trabajadores de la Universidad entraron en asamblea 

permanente, los estudiantes se sumaron en solidaridad y las actividades académicas fueron 

interrumpidas. Una situación semejante volvió a repetirse en agosto (Cristancho, 2016, pp. 

61-62).  

El 16 de mayo de 1996 y posteriormente el 5 de septiembre hubo disturbios protagonizados 

por encapuchados (El Tiempo, 17 de mayo y 6 de septiembre de 1996). En l997, se 

presentaron nuevos enfrentamientos el 18 de abril, el 16 de mayo y el 22 de octubre (El 

Tiempo, 19 de abril, 17 de mayo y 1 de noviembre de 1997).  

En 1997 el abogado Víctor Manuel Moncayo fue nombrado rector de la Universidad 

Nacional. Como hemos visto, Moncayo había tenido una larga trayectoria en la política 

revolucionaria, primero como estudiante y luego como profesor. Aunque el discurso 

público de Moncayo sobre la violencia en el campus fue siempre muy crítico, no se 

inscribía claramente en el código civil, sino que era muy próximo a la lógica 

revolucionaria: 

en medio del grave conflicto que vive nuestra sociedad, la Universidad, como parte de 

ella y como caja de resonancia de sus relaciones sociales cargadas de desequilibrios e 

injusticias sociales, ha sido también víctima de las violencias que nos aquejan, en 

episodios que han afectado la vida y la integridad de sus componentes y su rico 

patrimonio científico, cultura y material, violencias que ha logrado superar reanudando 

siempre su marcha con mayor ímpetu y siempre rodeada de la solidaridad de sus 

integrantes y de la sociedad toda. En ese contexto, a Universidad, de manera periódica, 

se ve expuesta a la violencia armada, sin que ella ni sus integrantes sean responsables; 

por el contrario, tanto la Universidad como la comunidad que ella constituye sufren 

también la agresión, con grave perjuicio para su reconocimiento social y para el 

cumplimiento de la misión que le corresponde (Moncayo, noviembre de 2002, p. 138). 

A pesar del interés investigativo que la llegada a la cabeza de la Universidad Nacional de 

un personaje con la trayectoria de Moncayo debería suscitar, infortunadamente no existen 

estudios sistemáticos sobre su doble período rectoral (1997-2003). Con la información 

disponible no es posible, pues, caracterizar el tipo de relaciones que Moncayo estableció 
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con el campo revolucionario de la Universidad, ni valorar hasta qué punto y en qué sentido 

estas relaciones cambiaron respecto a rectorías anteriores.  

Lo que sí es posible determinar es que el período rectoral de Moncayo coincidió, 

casualmente, con un contexto de escalamiento de la guerra en el país, que tuvo un cierto 

impacto en la Universidad. Tras un bloqueo universitario de un mes, propiciado en febrero 

de 1998 por los trabajadores de la Universidad Nacional quienes, apoyados por la ANEU, 

exigían un reajuste salarial (Cristancho, 2016, p. 70), el 18 de abril de ese año fue asesinado 

por paramilitares en Bogotá al abogado defensor de derechos humanos, Eduardo Umaña 

Mendoza. Aunque la relación de Umaña Mendoza con la Nacional en calidad de docente 

muy esporádica, se trataba de una personalidad muy cercana al movimiento estudiantil y, 

en general, al campo revolucionario universitario. Al día siguiente de su muerte, una 

multitudinaria velación fue realizada en el auditorio León de Greiff. En una intervención en 

la plaza central, el rector Moncayo decía: 

Estos proyectiles que han segado la vida de quien, con la más absoluta y plena fidelidad 

a los valores de la emancipación humana y social que siempre han permanecido y se han 

cultivado en este campus universitario, son los mismos proyectiles que han interrumpido 

en otros momentos la existencia de quienes han abrazado la causa popular, y son 

idénticos a los que en campos, ciudades y caminos adelantan cínicamente el programa 

de exterminio de amplios sectores de la población colombiana (Moncayo, 19 de abril de 

1998). 

Unos meses después, el 9 de junio de 1998, volvió a haber disturbios en la Universidad (El 

Tiempo, 10 de junio de 1998). Para entonces, la dinámica del conflicto en la Universidad 

Nacional había tomado un curso peligroso. Si los protagonistas de una historia similar a 

comienzos de los ochenta habían sido el M-19, el ELN (en menor medida) y el MAS, ahora 

lo fueron las FARC-EP y los paramilitares. El 15 de septiembre, el profesor de Economía 

Jesús Antonio Bejarano, asesor de paz del gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002), fue 

asesinado en pleno campus a manos de pistoleros encapuchados. Aunque el caso no ha 

arrojado resultados judiciales concluyentes, las hipótesis más rigurosas sugieren que dicho 

asesinato fue ordenado por las FARC-EP (Bejarano, 12 de septiembre de 2016). El 22 de 

diciembre, Eduardo Pizarro Leongómez, otro profesor de la Universidad Nacional, 
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asociado al IEPRI, fue víctima de un intento de asesinato por parte de sicarios (Pizarro, 22 

de enero de 2001). De acuerdo al propio Pizarro, muy probablemente los autores del ataque 

fueron las FARC-EP (entrevista a Eduardo Pizarro, 2018). Por esta misma época, otros 

investigadores del IEPRI, como Alejandro Reyes Posada y Jaime Zuluaga Nieto, recibieron 

sendas amenazas de muerte por parte de grupos paramilitares, debido a sus investigaciones 

sobre el conflicto armado colombiano. Por esta razón, tanto Reyes como Zuluaga se vieron 

forzados a salir exiliados del país (Semana, 29 de marzo de 2012). 

Pese a la gravedad de estos hechos, la inserción de las lógicas de la guerra en la 

Universidad Nacional fue menos intensa de lo que hubiera podido preverse, si se tiene en 

cuenta que, por entonces, el contexto nacional experimentaba la mayor escalada de la 

guerra insurgencia-contrainsurgencia en la historia, o si se compara con los impactos que 

tuvo el conflicto armado en otras universidades públicas del país, como la Universidad de 

Antioquia (Aldana, 2010; Yepes, 2016), la Universidad del Atlántico (Verdad Abierta, 21 

de noviembre de 2008 y 7 de marzo de 2013) o la Universidad de Córdoba (Restrepo, s.f.). 

Desde mi marco de interpretación, esta situación pudo deberse a que el campo 

revolucionario de la Nacional no proporcionaba unas condiciones tan favorables a la 

inserción de la acción guerrillera en el campus, debido al predominio del libreto de la 

universidad militante en su interior. 

A comienzos de 2000, la Universidad Nacional experimentó por primera vez un proceso de 

ñconsulta a la comunidad acad®micaò para elegir a su rector. En ese entonces, el rector en 

ejercicio, Víctor Manuel Moncayo, aspiraba a un nuevo mandato, con el respaldo de los 

sectores revolucionarios. Una de las candidatas rivales, la profesora de Antropología 

Myriam Jimeno, narra así el ambiente en que transcurrió la campaña: 

el proceso de polarización artificial de la consulta hizo imposible un verdadero debate y 

la discusión desprevenida de las propuestas en juego. Peor aún, impidió el pluralismo de 

ideas y lo suplantó por el recursivo mecanismo de la construcción de un enemigo, 

mediante la abierta macartización política. De ello existen numerosas evidencias. No 

solo las de quienes escucharon las diferentes versiones sobre el presunto peligro que 

representaba mi nombre para la Universidad, sino también la puesta en circulación de 

innumerables impresos donde no se limitaban a respaldar al candidato de su preferencia, 
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sino que se¶alaban con vehemencia a los ñenemigosò de la universidad. Dec²a uno de 

estos comunicados: ñHoy existe gran inter®s por parte del gobierno de acabar con la 

Universidad desde sus propias entra¶asò. No debe sorprendernos entonces que varios 

profesores fueran abiertamente intimidados mediante amenazas personales ni tampoco 

los temibles grafitis de varias Facultades, ñJimeno = Pastrana y Casta¶oò, ñJimeno, 

Pastrana y Casta¶o, su hora les llegar§ò (Jimeno, 9 de junio de 2000). 

El 16 de mayo y el 15 de junio de 2000, fueron quemados buses en el campus y 

posteriormente hubo enfrentamientos con la fuerza pública (El Tiempo, 17 de mayo y 16 de 

junio de 2000), pero el hecho más grave de este año ocurrió el 30 de agosto, cuando la 

visita a Colombia del presidente estadounidense Bill Clinton desató un tropel en la 

Universidad Nacional, en el que murió un agente de policía, el patrullero Mauricio Soto, 

debido a una papa explosiva que le fue lanzada en la cabeza. En la noche del día siguiente, 

unos 200 funcionarios de la Fiscalía, policía y bomberos allanaron la universidad en 

búsqueda de pistas que dieran con los responsables (El Tiempo, 31 de agosto y 1 de 

septiembre de 2000). 

El 7 de noviembre de 2001, en medio de un disturbio en protesta por la intervención bélica 

de Estados Unidos en Afganistán, el estudiante de segundo semestre de Medicina, Carlos 

Giovanni Blanco, murió a causa de un disparo en el tórax, proveniente de las fuerzas 

oficiales (El Tiempo, 8 de noviembre de 2001), posiblemente en retaliación por el asesinato 

del agente Soto el año anterior (entrevista a Leopoldo Múnera, 2018). El 16 de mayo de 

2002, de nuevo, hubo disturbios (El Tiempo, 17 de mayo de 2002).  

De manera muy expresiva, durante los dos períodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez 

(2002-2006 y 2006-2010), que significaron de nuevo agudizaron la guerra insurgente-

contrainsurgente en el país, no implicaron para la Universidad Nacional un cambio 

demasiado pronunciado en las dinámicas de la violencia revolucionaria. La predominancia 

del libreto de la universidad militante permaneció intacta, aún a pesar de los excesos de la 

represión gubernamental y su frecuente hostilidad en contra de la oposición, y a pesar de 

los esfuerzos de la guerrilla más fuerte, las FARC-EP, por tener una presencia más 

contundente en el movimiento estudiantil, a través de organizaciones clandestinas como el 

PC3 y el MB (creadas en 2000), y después a través de una organización política legal, afín 
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a su plataforma ideológica, como la FEU (creada en 2005). 

El 22 de noviembre de 2002, varios rockets fueron lanzados desde predios universitarios en 

dirección a la Fiscalía y la embajada estadounidense, posiblemente por las FARC-EP. Siete 

días después, las autoridades allanaron el campus, en una operación que el rector Moncayo 

reprochó públicamente como  

desproporcionada y exagerada (é) pues, como se pudo apreciar, se comprometieron 

cerca de 3.000 hombres para exiguos resultados, que distan mucho de la imagen que 

parecía que se quería presentar de la Universidad como escuela de terrorismo y albergue 

de delincuentes (Moncayo, 2004, p. 141). 

En realidad, esta clase de atentados no volvieron a repetirse en la Universidad Nacional. 

Más allá de los tropeles, siempre presentes aunque cada vez más ocasionales, las 

coyunturas de mayor agitación de esta etapa ocurrieron por razones específicamente 

gremiales y desplegaron otras modalidades de violencia. De 2003 a 2005, la (segunda) 

rectoría de Marco Palacios despertó una inflexible oposición por parte del movimiento 

estudiantil, que se expresó muy temprano, desde cuando Palacios era candidato y tuvo que 

enfrentarse a Moncayo y a Jimeno en el proceso de consulta: 

En evento de candidatos a rectoría en el León de Greiff, primero habló Moncayo, y fue 

aplaudido a rabiar. Luego cuando me tocó a mí, todo el tiempo que hablé sonó un 

redoblante y un grupo de estudiantes gritaban, gritaban tanto que nadie podía escuchar lo 

que decía. Hablé, de todas maneras. En un ambiente extraordinariamente tenso. Pero 

cuando Marco fue a hablar, medio auditorio se paró, un muchacho de Antropología se 

par·, uno que yo conoc²a, hab²a sido alumno m²o, e insult· a Marco: ñáhijueputa!ò. 

Marco le dijo ñvengaò y el muchacho se mand·. Al muchacho venirse hacia el estrado, 

ven²a con ®l 10, 15, 20é entonces se form· una gazapera y nos sacaron corriendo a 

todos los candidatos (entrevista a Myriam Jimeno, 2017). 

Aunque las acciones de fuerza con las que el movimiento estudiantil confrontó la rectoría 

de Palacios fueron múltiples y recurrentes, la coyuntura más crítica ocurrió entre 2005 y 

2006, cuando el rector lanzó una propuesta de reforma académica. Esto desencadenó un 

férreo bloqueo de la universidad que suscitó una polarización sin precedentes en la 
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comunidad universitaria. En 2007, volvieron a verse grandes movilizaciones estudiantiles, 

como protesta por el Plan de Desarrollo de Uribe, que obligaba a las universidades públicas 

a pagar su pasivo pensional (Ruiz, 2012, p. 161). Las jornadas de protesta masiva fueron 

alternadas con la realización de algunos disturbios, el más fuerte de los cuales ocurrió el 16 

de julio, cuando un grupo de 50 encapuchados enfrentó a la fuerza pública (El Tiempo, 16 

de julio de 2007). En 2008, el movimiento estudiantil convocó un paro universitario contra 

una reforma del Estatuto Estudiantil de la Universidad Nacional; marchas, bloqueos y 

disturbios se alternaron en la protesta. 

En octubre de 2009, mientras se movilizaba en un vehículo por el campus, el entonces 

rector Moisés Wasserman fue retenido a la fuerza durante casi cinco horas por unos 

trescientos estudiantes que lo rodearon, en medio de rechiflas, insultos y ataques al auto, a 

fin de forzarlo a debatir con ellos el problema de la desfinanciación universitaria (Agencia 

de Noticias UN, 16 de octubre de 2009). En mayo de 2010, el ELN realizó una parada 

militar en la plaza central de la Universidad Nacional, portando pañoletas alusivas al grupo 

y armas de fuego (Semana, 21 de mayo de 2010). 

 

Ilustración 26 ï El ELN en la plaza central de la Nacional (fuente: Semana, 21 de mayo de 2010) 

 

El final de este recorrido lo componen dos períodos presidenciales de Juan Manuel Santos 

(2010-2014 y 2014-2018), cuya más importante acción fue adelantar, con éxito, un proceso 

de paz con las FARC-EP, que condujo a su desmovilización como guerrilla y conversión a 

la política legal a través del partido Fuerza Alternativa Revolucionaria del Com¼n FARCô. 
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En abril de 2011 ocurrió el que pudo ser el último atentado revolucionario de envergadura 

en la Universidad Nacional, con la destrucción de las cámaras de vigilancia recientemente 

instaladas a cargo de un grupo de encapuchados (Semana, 14 de abril de 2011). Ese mismo 

año, empezó a gestarse un movimiento estudiantil en contra de la propuesta de reforma a la 

Ley de Educación Superior. La MANE fue conformada y, durante sus protestas, se formó 

por vez primera una corriente democrática en el movimiento estudiantil (ver capítulo 

siguiente). 

En 2013, los trabajadores asociados a SINTRAUNAL bloquearon la Universidad durante 

un mes, con el apoyo del movimiento estudiantil, exigiendo mejoras salariales (El Tiempo, 

18 de marzo de 2013). De 2014 a 2015, ocurrieron varios disturbios en el campus, 

protagonizados casi siempre por el MB. Pero se trató de eventos cada vez más aislados, 

asociados a la conmemoración de fechas especiales, en particular los aniversarios 50 y 51 

de la guerrilla (El Tiempo, 20 de mayo de 2014 y 20 de mayo de 2015a). Fueron acaso las 

últimas manifestaciones violentas de los militantes de las FARC-EP antes de la firma de los 

acuerdos de paz. Tres años tuvieron que pasar, hasta el 15 de agosto de 2018, para que la 

Universidad Nacional volviera a ser escenario de un tropel, protagonizado esta vez por un 

MB en disidencia frente a la desmovilizada guerrilla (Hernández Osorio, 28 de agosto de 

2018). Ya para entonces esta clase de acciones violentas representaron un paso en falso 

para el grueso del campo revolucionario, síntoma de que los patrones de acción violenta 

considerados aceptables estaban cambiando. La forma en que, en general, la izquierda 

revolucionaria interpretó este tropel queda retratada en el siguiente comentario, publicado 

en la Revista Hekatombe: 

Personalmente considero, al igual que muchísimas personas, que el tropel en la 

universidad pública es una forma de protesta y en ese sentido, es legítima (...). Los 

tropeles en la universidad pública en la mayoría de los casos son organizados por grupos 

pequeños y de carácter clandestino y que, así como recurren a esa forma de protesta 

podrían, haciendo algún esfuerzo en poner en práctica otras formas. El tropel es un 

repertorio político muy viejo que actualmente causa sobre todo malestar a buena parte 

del estudiantado y la ciudadanía en general. Ojo que el problema no es la legitimidad de 

la protesta social en Colombia, ni el uso de la violencia como herramienta política, que a 
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pesar del acuerdo con las Farc no ha perdido su vigencia. El problema es que este 

repertorio de protesta en la universidad pública es vacío, en el mejor de los casos, y 

totalmente contraproducente, en todos los casos: no comunica absolutamente nada más 

all§ del c²rculo de ñiniciadosò que se sienten como los más revolucionarios, y rojos más 

a la izquierda que el mismísimo Lenin (...). El tropel en la universidad pública no pasa 

de un simple contentillo para quienes están estancados en la tradición y el 

conservadurismo revolucionario de la izquierda colombiana, la rebelión es algo más 

difícil y probablemente más entretenido en la medida en que empieza por cambiar a la 

gente, cuestionar el rol que desempeña en la vida cotidiana y en la protesta misma, 

cambiar las relaciones que establecen entre sí y con el Estado, resignificar sus prácticas 

vitales en lugar de mantener lo mismo. El tropel universitario envejeció y lo ha hecho de 

la peor manera (Thahir Silva, 2018). 
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CAPÍTULO 6 ï LOS LIBRETOS DE LA RESISTENCIA  

Las cuatro variables consideradas en el capítulo anterior permiten explicar la evolución de 

la violencia en la Universidad Nacional de acuerdo a dinámicas internas del campo 

revolucionario universitario. Tres de estas variables (predominancia de uno u otro libreto, 

organización y nexo entre militancia y academia) permiten predecir cuánta resistencia serán 

capaces de oponer los propios actores revolucionarios a las violencias guiadas por un 

discurso revolucionario. La predicción es más o menos la siguiente: si predomina el libreto 

de la universidad militante, si existe una mayor estructuración organizativa y si el nexo 

entre vida académica y militancia es más fluido, los sectores revolucionarios de la 

universidad tenderán a resistir en mayor proporción las expresiones de violencia 

revolucionaria, sea para ajustarlas a la defensa de objetivos gremialistas, sea para 

encauzarlas según pautas de acción definidas por la organización, sea para respetar los 

acuerdos a los que se llega tras una negociación con autoridades universitarias. 

Cuando el discurso a través del cual se articula moralmente la resistencia a la violencia es el 

discurso revolucionario, las objeciones a la violencia no están normativamente motivadas, 

sino que se basan en una lógica estratégica. Su horizonte no es sustituir la coerción por el 

consenso democrático, sino conducir el empleo de la fuerza según criterios de eficacia 

política. No es la validez moral de la violencia lo que se resiste, sino apenas la pertinencia 

coyuntural de algunas de sus manifestaciones puntuales. Los cuestionamientos a la 

violencia no se objetan desde un punto de vista normativo porque se considera que la 

responsabilidad moral por los efectos destructivos de la acción revolucionaria popular 

recae, en última instancia, en las condiciones de injusticia social propiciadas por la élite. En 

los dos capítulos anteriores vimos varios ejemplos de esta clase de resistencia. 

Existe la posibilidad, ahora bien, de que la resistencia a la violencia revolucionaria se 

articule a partir de regímenes de justificación alternativos. Cuando el empleado es el 

discurso patrimonialista de la hacienda, los actores violentos son fundamentalmente 

retratados como ñbandidosò, esto es, perturbadores de un orden social org§nico y a priori 

concebido como armónico. Previsiblemente, las resistencias a la violencia articuladas a 

partir de esta estructura cultural implicarán algún referente coercitivo, ya sea a través de la 

acción de la fuerza pública o la intervención disciplinaria de las autoridades universitarias 
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(sanciones, expulsiones, etcétera). En realidad, una manera más precisa de referirnos a esta 

clase de resistencia es simplemente como ñrepresi·nò. 

En la reconstrucción histórica expuesta en el capítulo anterior, mostré abundante evidencia 

de que la represión violenta tendió a favorecer, antes que debilitar, a los sectores 

revolucionarios de la Universidad. Ello ocurrió porque el discurso de la hacienda que 

comanda las acciones represivas no discrimina entre activismos de orientación civil y 

aquellos de orientación revolucionaria, pues en el fondo los concibe a ambos como 

desviaciones perturbadoras del orden. Así, la represión tiende a producir un ambiente de 

polarización y confrontación cuyo principal beneficiario es el discurso revolucionario (al 

que legitima), y cuyo principal damnificado es el sector civil (al que desmoviliza). 

Precisamente, otra clase de resistencia a la violencia revolucionaria es la articulada a partir 

del discurso civil. A diferencia de la resistencia defendida por los propios actores 

revolucionarios, esta ñresistencia civilò se fundamenta en compromisos normativos con el 

consenso democrático y no en consideraciones meramente estratégicas. A diferencia de la 

represión, la resistencia civil tiene un potencial mucho mayor para suscitar un efecto 

deslegitimador de la violencia revolucionaria en el campus.  

En este capítulo me propongo mostrar las argumentaciones civiles a partir de las cuales ha 

sido impugnada la violencia revolucionaria en la Universidad Nacional de Colombia. Estas 

objeciones se dividen en dos tendencias: las que consideran la violencia como una práctica 

no representativa de la comunidad universitaria y las que la consideran como una práctica 

anti-universitaria. Aunque las dos posiciones parten de un mismo principio ïexiste un 

punto de convergencia entre lo universitario y lo civil: la condición de universitario impone 

obligaciones civilesï, conciben de forma distinta la relación normativa entre universidad y 

esfera civil.  

La primera de estas tendencias, a la que designo libreto de la legitimidad, asume que los 

criterios bajo los cuales debe guiarse la vida pública en la universidad son los mismos 

criterios de civilidad. La violencia es retratada como violatoria de las normas de legitimidad 

democrática a las que debe subordinarse la vida universitaria. En cambio, para el libreto de 

la cualificación, la observancia de criterios civiles no es suficiente para satisfacer los 

requisitos normativos de la participación pública en la universidad; no porque otros valores 
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sustitutivos ocupen su lugar, sino porque se exige un estándar más alto de observancia de 

los mismos. La vida universitaria requiere, entonces, una ñcivilidad universitariaò m§s 

estricta que la civilidad convencional, una civilidad cualificada por el ethos académico del 

campus. Desde esta óptica, el problema de la violencia no es que viole las normas de 

legitimidad democrática, sino fundamentalmente que infringe las expectativas 

cualificadoras de la acción pública propias de la universidad. 

Vale decir que, a diferencia del campo revolucionario, en la esfera civil universitaria no ha 

existido la misma tendencia a conformar organizaciones que institucionalicen determinadas 

plataformas. Por ello, las iniciativas de resistencia civil han corrido casi siempre por cuenta 

de individuos más o menos aislados. Grupos como el Comité Amplio de Profesores CAP, 

Reflexión UN o Quiero Estudiar, que veremos en el siguiente capítulo, han sido la 

excepción y no han tenido, en todo caso, una vocación demasiado estable. De otra parte, es 

debatible hasta qué punto la todavía activa Asociación de Profesores de la Universidad 

Nacional APUN, fundada en 1954 (Briceño, 1989, pp. 53-54), ha sido una organización de 

orientación civil, o si ha predominado en su interior el patrimonialismo conservador. 

 

6.1 ï Libreto de la legitimidad 

 

En 1963, un grupo de estudiantes emitió un comunicado en contra de un paro convocado 

por el Consejo Superior Estudiantil CSE de la Universidad Nacional. El comunicado 

denunciaba el modo en que había transcurrido una asamblea de consejos estudiantiles en la 

Universidad: 

Los extremistas quer²an acci·n directa (é). Ante la actitud decidida de los 

representantes, quienes acatando la voluntad de los estudiantes se oponían a cualquier 

movimiento huelguístico, los extremistas optaron por retirarse de la sesión (El Tiempo, 5 

de octubre de 1963). 

Esta apelaci·n a la ñvoluntadò de la comunidad universitaria como criterio para definir lo 

que es correcto o incorrecto nos señala el predominio de la legitimidad civil como principio 

legitimador de la vida en el campus. Lo que acá se contrapone a la violencia es el consenso. 
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Lo que indigna del empleo de la fuerza es su falta de respaldo entre la comunidad 

universitaria. Observemos estos diagnósticos sobre las conductas violentas en la 

Universidad Nacional: 

Grupos, en general pequeñísimos grupos de enmascarados, actuando aislada y 

esporádicamente en la periferia de la Ciudad Universitaria, han determinado por varios 

lustros la suerte de una comunidad de treinta y tres mil personas. En gran medida han 

reemplazado a esa comunidad en la definición de sus condiciones de trabajo y de sus 

propias oportunidades de realización privada y colectiva; le han dibujado una imagen; le 

han representado públicamente, y hasta le han impuesto una cuota de sangre que debe 

pagase de año en año (Páramo, 3 de noviembre de 1983). 

Minorías de estudiantes y profesores, aparentemente iluminados, detentores de una 

suerte de óverdadô social y pol²tica, quienes, gracias a acciones de ójustificadaô violencia, 

nos detienen de caer en supuestos errores de la vida universitaria (Zalamea, 2008, p. 8). 

Algunas de las vanguardias estudiantiles, separadas de las bases y ofuscadas por el 

creciente vacío político, se inclinan al vandalismo y a la intimidación terrorista (Ramírez 

Tobón, Zuluaga & Serrano, 1993, pp. 8-9) 

El involucramiento de universitarios en la acción política solo es valorado positivamente en 

tanto exhiba los atributos propios del conflicto democrático. Quienes no sienten necesidad 

de legitimar su acción política ante sus audiencias son metafóricamente proyectados como 

sujetos portadores de una misión ultramontana y, por tanto, drásticamente anti-civil. Son 

minor²as ñiluminadasò o ñmesi§nicasò: 

Uno de los rasgos más pronunciados de las minorías mesiánicas es su intento de 

subordinar y suplantar a los sectores que dicen representar. El ñtropelò no es una 

excepción. Quienes se oponen a sus actividades son amenazados. Y todas las formas 

organizadas de acción estudiantil son percibidas en forma negativa, como formas de 

integraci·n institucional que llevan a ñconservatizarò al estudiantado. El culto a la 

acción espontánea, anárquica, los conduce a torpedear los intentos de gestar formas 

estructuradas de participación de la comunidad universitaria (Pizarro, 22 de septiembre 

de 1991). 



  

177 
 

La persistencia en actos que emplean la fuerza sin una base de aprobación concede a los 

ejecutores de violencia el carácter de una minoría autoritaria. En 2006, el entonces 

vicerrector de sede en Bogotá, Alexis de Greiff, denunció al tropel como una práctica de 

ñautistasò que operaba a trav®s de ñt®cnicas fascistas de amedrentamientoò, retratando a sus 

autores como una minoría aislada que acude al uso de la fuerza por carecer de toda base de 

apoyo: 

No es necesaria mucha gente para poner en jaque a una ciudad y menos a una 

institución. Por eso, es injusto decir que son ñlos estudiantes de la Nacionalò. No. Son un 

grupo reducidísimo de varias universidades. Su fuerza está en la violencia, no en el 

número. Nuestros 25.000 estudiantes ven con desprecio a quienes les usurpan el derecho 

a estudiar, alterando el funcionamiento de la UN (De Greiff, 15 de marzo de 2006). 

Al cuestionar el procedimiento de los bloqueos, un ñgrupo de estudiantes de Ciencia 

Pol²ticaò subrayaba, una vez m§s, el car§cter minoritario y autoritario del grupo promotor: 

NO reconocemos como representantes ni como voceros de los estudiantes de la carrera 

de Ciencia Política, ni de la facultad, al pequeño grupo de estudiantes que desde hace ya 

casi quince días realizan actividades de bloqueo del edificio y sabotaje a las actividades 

académicas. Esta minoritaria colectividad no llega siquiera a ser el 10% de la totalidad 

de los estudiantes que actualmente estamos matriculados en los programas de Ciencia 

Política y Derecho. Gran parte de las personas que hacen parte de estas actividades son 

víctimas de la tergiversación e incluso de la manipulación mentirosa de la información 

que algunos viejos estudiantes, que hace algunos años debían haberse graduado, y 

algunos profesores, en precampaña electoral, están utilizando como mecanismo de 

vinculaci·n masiva de estudiantes desinformados. (é) 

Rechazamos enfáticamente las actividades de sabotaje como formas de expresión 

estudiantil, ya que atentan contra la libertad y la seguridad de los estudiantes y demás 

miembros de la comunidad académica, además de ser claramente antidemocráticas, 

autoritarias e impositivas (é). Estos m®todos represivos, propios de reg²menes 

autoritarios, solo demuestran que estos hombres y mujeres (¿estudiantes?) carecen de un 

nivel de apoyo estudiantil considerable, y que si cayeran las barricadas que han 

montado, e incluso vigilan celosamente, NOSOTROS, el grueso del estudiantado, 
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entraríamos gustosos a las aulas a construir país desde la democracia y no desde la 

coerción ilegítima, estableciendo diálogos claros y entre hombres libres (Grupo de 

Estudiantes de Ciencia Política, 13 de enero de 2006). 

Incapaz de construir apoyos amplios en torno suyo la violencia ha conseguido, en cambio, 

inducir la desmovilización de la comunidad universitaria. En 1991, el alumno de Sociología 

Daniel Mera Villamizar criticaba el ñ§nimo estudiantil (marginal y autoritario) de 

confrontaci·n violenta con el Estadoò: 

A punta de discursos y panfletos repetitivos, actos desaforados y procedimientos 

intolerantes, el proyecto y el método radicales lo que lograron fue una amplia 

desaprobación estudiantil y ciudadana, que con la poderosa influencia del medio externo 

fue tornándose en desinterés, pasividad, escepticismo y cierto temor de miles y miles de 

alumnos frente a los problemas públicos (Mera Villamizar, 9 de junio de 1991). 

Dados los efectos disolventes de la acción revolucionaria sobre las iniciativas universitarias 

de activismo civil, desde el libreto de la legitimidad cobra sentido la imagen de las 

ñmayor²as silenciosasò. Esta imagen proyecta la idea de que la comunidad universitaria, 

casi en su totalidad, es contraria a la ñminor²a ruidosaò que produce violencia, aunque no 

sea capaz de manifestar su inconformidad de forma clara.  

[La] combinación de minorías activas y mayorías desmovilizadas es, sin duda, el clima 

ideal para el florecimiento de grupos que buscan suplantar la participación democrática 

de la comunidad universitaria (Pizarro, 22 de septiembre de 1991) 

En ocasiones, la desmovilización de las mayorías civiles se atribuye a la acción violenta 

que, al erosionar autoritariamente el ambiente de pluralismo, apertura y crítica, bloquea las 

posibilidades de participación alternativa.  

[El tropel] expresa un profundo desprecio hacia la comunidad universitaria, que es 

percibida como un grupo de minusválidos mentales: un minúsculo grupo de estudiantes 

iluminados se toman el derecho de indicarle a la comunidad universitaria lo que le 

conviene pensar y oír, a quién puede escuchar y qué puede escuchar. Si una persona no 

es aceptable para uno de estos grupúsculos, en términos políticos o intelectuales, buscan 

impedir a la fuerza que la comunidad la pueda escuchar. Esta es la expresión más 
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dramática de un movimiento autoritario. Pinochet quemaba libros en Santiago. En la 

Universidad existe un grupo de inquisidores dispuestos a quemar las ideas que se les 

opongan 

Un grupo estudiantil empezó a promover un plebiscito para buscar la opinión de la 

comunidad universtaria respecto al ñtropelò. La respuesta fue ejecutar actos de violencia 

e intimidación contra sus promotores, e incluso incitar una escalada de violencia 

creciente mediante el empleo de armas de fuego y explosivos. El terror a un plebiscito 

por parte de estos sectores es la clara expresiòn del terror que sienten hacia la 

democracia (Pizarro, 22 de septiembre de 1991) 

Respecto a los ejecutores de un tropel ocurrido en octubre de 2007, un estudiante de 

Antropología que había intentado entrar en diálogo con ellos lamentaba que 

solo estaban dispuestos a escuchar lo que quieren oír; es un esquema autoritario en el 

cual no caben las discrepancias. Y si alguien se opone y hace manifiesta esa oposición 

debe ser silenciado. No importa cómo, las descalificaciones ad hominem y las 

agresiones están para ejercer censura y convertir en enemigo al opositor (...). Me resisto 

a las ansias autoritarias que pretenden imponer el mismo pensamiento en todos, en el 

cual las discrepancias son censurables y merecedoras de ser silenciadas (Rozo Riaño, 10 

de octubre de 2007) 

En otros casos, el libreto de la legitimidad es tan crítico de la minoría ruidosa como de la 

mayoría silenciosa, cuya pasividad e inacción interpreta, en última instancia, no como 

producto de una desmovilización forzosa, sino como una impostura voluntaria, que al no 

cumplir con sus obligaciones civiles se parece más a una tácita aprobación: 

La actitud contestataria se traduce en el rechazo al establecimiento de normas 

reguladoras de la vida universitaria. Hay una acentuada tendencia, alimentada por 

equívocas concepciones libertarias, a identificar autoridad con represión, y a asumir todo 

reglamento como negativo. Esto desinhibe la violencia y la abre como norma de 

expresión en manos de grupos estudiantiles que la acreditan como respuesta pertinente a 

sus afanes inmediatos y de largo plazo. Esta respuesta, en su contenido de agresión 

simbólica y en no pocas oportunidades física a los valores de la comunidad académica, 
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tiende a contar, si no con el apoyo de las mayorías estudiantiles, sí, al menos, con una 

actitud disculpante que impide el aislamiento moral de las minorías recalcitrantes y 

legitiman, a la postre, el recurso a la violencia. Se manifiesta así una contradicción que 

de no ser superada amenaza la existencia misma de la institución universitaria: el recurso 

normalizado a la violencia es ajeno a la naturaleza institucional propicia al diálogo, a la 

controversia, al pluralismo y al enriquecimiento por la vía de la diferenciación (Ramírez 

Tobón, Zuluaga & Serrano, 1993, pp. 18-19). 

En consecuencia, la única salida posible que se vislumbra a este problema se encuentra en 

la fortificación de la participación democrática en la universidad, esto es, en la 

repolitización de la mayoría civil: 

en potencia, el tejido deliberativo de la Universidad es bastante rico. El problema ha sido 

siempre, por un lado, pasar de la potencia al acto, y, por otro lado, estabilizar esa red de 

acciones pragmáticas, independientemente de las administraciones de turno. Esto sólo se 

logrará combinando imaginación y acción por parte de directivas muy abiertas, que nos 

impulsen a los demás al compromiso Ausentes y sonámbulos, queremos Despertar 

(Zalamea, 2008, p. 25). 

 

6.2 ï Libreto de la cualificación 

 

Como el libreto de la legitimidad, el libreto de la cualificación considera que los valores 

que deben guiar la cultura universitaria son homólogos a aquellos de la civilidad: la acción 

abierta, el respeto mutuo, el pluralismo, la razonabilidad... Sin embargo, ajustarse a los 

criterios de la conflictividad democrática, persiguiendo por vías persuasivas un respaldo 

amplio entre la comunidad, es una condición necesaria mas no suficiente para cumplir los 

estándares de vida pública en la universidad. Del discurso político en el campus se exige 

una reflexividad más estricta que la regular en debates públicos extrauniversitarios: debe 

estar enriquecido con el rigor propio de la academia y la ciencia: 

La presencia en la Universidad clásica y también en la actual de aquellas ciencias, que 

junto con la filosofía, tienden más explícitamente al desarrollo de la cultura, del arte, a la 



  

181 
 

comprensión de los problemas sociales, a la discusión de las ideologías, y en general a la 

profundización de la actitud crítica y reflexiva tendría que vitalizar e integrar de tal 

forma la teoría y la praxis, que las relaciones entre Universidad y sociedad estuvieran 

determinadas por ese sino emancipatorio que caracteriza a la ciencia.  

Pero precisamente con respecto a esta actividad típicamente universitaria -la del fomento 

de la cultura y de la discusión ética y política- es contra la que militan los más ciegos 

dogmatismos, que pretenden llevar a la Universidad y a la sociedad en su conjunto a una 

nueva edad oscura. Es dogmática y antiuniversitaria aquella concepción de la ciencia 

que solo la mide desde sus posibilidades inmediatas de aplicabilidad técnica y 

rendimiento productivo, como también lo es la actitud de quienes tergiversan y alteran el 

ámbito del discurso con la violencia de toda índole (Hoyos, 17 de junio de 1984). 

El contacto sostenido con la vida científica, académica, intelectual de la universidad debería 

cualificar la acción política estudiantil, cultivando, de manera natural y progresiva, una 

suerte de mayoría de edad kantiana. Lo que hace reprochable a la violencia en la 

universidad no es tanto su carácter marginal, sino su carácter irreflexivo o ininteligente: 

si la universidad aspira a contribuir a cambiar a la sociedad colombiana, no lo va a poder 

hacer si apoya actos irreflexivos como las pedreas, como las quemas de automotores 

(Rubiano, 2 de abril de 1984, p. 2). 

Conductas como el uso de la capucha en el campus son impugnadas por considerarse 

impropias del ambiente de apertura característico de la universidad: 

El rostro oculto, el anonimato y los liderazgos secretos deben ser extirpados de una 

comunidad universitaria, que se debe caracterizar por la franqueza descubierta, la 

apertura intelectual y el debate inteligente (Pizarro, 22 de septiembre de 1991). 

Desde este libreto, los bloqueos de las actividades académicas como mecanismo de protesta 

estudiantil se rechazan no por ser expresión de unos pocos, sino porque contradicen el 

carácter cualificador de la universidad sobre el discurso público: las dinámicas de 

deliberación, investigación, enseñanza y aprendizaje, son considerados, en esencia, no solo 

espacios de interlocución civil, sino de desarrollo de competencias civiles privilegiadas, 

solo accesibles a los universitarios: 
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Si se trata de asegurar la importancia de la Universidad para el país, no puede existir 

peor forma que impedir su funcionamiento. La Universidad es valiosa porque sostiene 

una tradición de formación y creación independientes, que pretende ser cada vez mejor, 

y no por otra razón. La Universidad cerrada o con un funcionamiento precario es la anti 

universidad. Es la anti universidad no sólo porque aleja y dispersa a la mayoría e impide 

la expresión de diversas posturas, sino porque por importantes que sean las discusiones 

sobre la coyuntura, éstas jamás podrán reemplazar su razón de ser.  

Hemos escuchado argumentos que destacan el valor formativo de la reflexión y del 

debate sobre el tema pensional y sobre diversos problemas de la educación pública; 

también se argumenta que el movimiento se debilita si los estudiantes estudian y los 

docentes enseñan e investigan. Curioso que se piense que el volcarse sobre reuniones 

con interminables y fogosas intervenciones asegura mejor el movimiento que cumplir 

con nuestra misión. Se torna aún más singular esta postura cuando sabemos que la 

discusión actual se centra sobre lograr que el pago del pasivo pensional se realice de 

manera que no afecte nuestros propósitos misionales. ¿Podremos sostener seriamente 

esta demanda cuando nosotros mismos nos encargamos de impedir que se cumpla 

aquello que es nuestra razón de existir? ¿Cómo hablar de la importancia de no cerrar si 

desde dentro echamos llave? 

El radicalismo interno termina de aliado de las posturas externas anti universitarias. 

Sigamos debatiendo y con expresiones múltiples afirmemos nuestro empeño con la 

Universidad Nacional en marcha. No le echemos llave a la UN (Jimeno, 30 de junio de 

2007). 

Contrario al empleo de la fuerza, en la institución universitaria debería imperar un principio 

especialmente enfático de pluralismo deliberante, pues se asume un contexto especial para 

buscar encuentros entre posiciones distantes a través de la palabra: 

Esta es una institución donde por definición debemos tener amplitud mental, aquí debe 

ser pensable, concebible todo. No debemos tener miedo a una idea, incluso si es 

completamente contraria a nuestras convicciones. Debemos ser capaces de 

descentrarnos, de ponernos, aunque sea por un momento en la posición del otro 

(Mockus, 2 de abril de 1984, p. 3).  
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Para el libreto de la cualificación, el problema de la violencia revolucionaria en la 

universidad no se plantea como un problema imposición autoritaria, sino de incompetencia 

universitaria: en su manera de proceder no atiende las potencialidades, de eficacia y 

creatividad comunicativa, cultivadas por el ámbito universitario: 

Desde un punto de vista de convicción es defendible la idea de que frente a ciertas 

formas de violencia institucionalizada es legítima la violencia. Sin embargo, me parece 

claro que en este momento en la Universidad actos como la pedrea o la quema de buses 

deben ser juzgados fundamentalmente desde sus consecuencias, consecuencias que 

incluso pueden examinarse a la luz del proyecto político de quienes realizan esos actos 

(é). Frente a quienes protagonizan los actos que est§n aqu² en discusi·n el ¼nico 

reproche de fondo que les podría hacer es el de no ser suficientemente maquiavélicos, es 

decir de no pensar suficientemente a fondo lo que es la acción política (Mockus, 2 de 

abril de 1984, p. 7). 

En unos casos, el libreto de la cualificación reconoce el papel central que ocupa la 

actividad política en el campus, distinguiendo, sin embargo, formas de expresión política 

más o menos armónicas para la vida universitaria. A diferencia de las versiones más 

violentas, autoritarias y dogmáticas, solo las vertientes políticas más pacifistas, anti-

autoritarias y creativas, serían auténticamente afines a las dinámicas formativas propias de 

una universidad. En esta dirección, el profesor de Matemáticas Antanas Mockus 

contrapon²a, en 1984, dos formas de ñdivergencia socio-cultural [que] pueden llegar a 

constituir parte de la riqueza y de la necesaria universalidad de la instituci·nò: la subversión 

y la contracultura, prefiriendo notablemente la segunda: 

 

Por subversión entenderemos el conjunto de manifestaciones políticas directamente 

vinculadas al privilegio de la lucha armada como camino y método ineludible para el 

cambio social (é).La contracultura es a la vez m§s pretenciosa y m§s modesta. M§s 

pretenciosa por cuanto, al no parecerle suficiente la expropiación de los medios de 

producción, ni el control partidista sobre el Estado, exige una revolución de la vida 

cotidiana que entrañe un cambio radical en las relaciones entre hombres, entre los sexos 

y entre las generaciones. Más modesta por cuanto, antes que creer dogmáticamente en el 
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carácter ineluctable de la revolución política, prefiere -tolerando inclusive a veces una 

cierta dosis de escepticismo político- la búsqueda ya de cambios en la esfera de lo 

micropol²tico (...). M§s que liberar a los otros se aspira a la propia liberaci·n (é). El 

motor básico de la contracultura es el rechazo a la alienación y a la subordinación. La 

sumisión a las pautas de vida que impone la moda o la tradición es vista como una 

pérdida de sí mismo. La originalidad, la creatividad y el inconformismo se exaltan como 

medios siempre válidos para esa recuperación de la propia vida (Mockus, 17 de junio de 

1984). 

 

En otros casos, el libreto de la cualificación exhibe una notable desconfianza ante la 

excesiva introducción del mundo de la política en la universidad, especialmente si esta es 

de orientación anti-civil, pero incluso si esta fuera es cuño civil. No porque consideren que 

la universidad deba abstraerse de la vida democrática, sino porque la universidad requiere 

un tipo m§s cualificado, o ñcolegiadoò, de democracia. A prop·sito del mecanismo de la 

ñconsulta a la comunidad acad®micaò como parte del mecanismo para la designaci·n del 

rector de la Universidad Nacional, la profesora Myriam Jimeno se quejaba en 2000 de que 

un exceso de escenarios de participación política podía resultar riesgoso para la 

universidad: 

 

La idea de universidad como crítica abierta de ideas y propuestas plurales fue suplantada 

por la macartización política. Fue, también, la más evidente demostración de la 

necesidad de reconsiderar el contenido de la democracia en las universidades y los 

peligros que conlleva copiarla tal como se la entiende en el mundo de la política, pues 

comunidad política y comunidad académica no son idénticas. Tal reconsideración 

debería incluir la apropiación de los mecanismos de democracia colegiada en los que el 

sistema universitario en la mayor parte del mundo basa sus designaciones. De lo 

contrario, como se ha visto en otras universidades públicas, se permite más bien la 

construcción de hegemonías particulares que ponen en peligro el sentido de lo público y 

distorsionan la idea misma de democracia. Es una privatización silenciosa de lo público 

(Jimeno, 9 de junio de 2000). 
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Más que a evacuar la política de la universidad o defender una institución universitaria 

impermeable a la actividad política y, en consecuencia, hostil a la posibilidad misma de la 

deliberación democrática, lo que propone el libreto de la cualificación es que las 

expresiones políticas universitarias se sometan a los criterios académicos de la universidad. 

El 11 de septiembre de 2008, el profesor de Filosofía Luis Eduardo Hoyos leyó, durante los 

Conversatorios de la Facultad de Ciencias Humanas de la Universidad Nacional de 

Colombia, un texto titulado ñDemocracia y universidadò, donde afirmaba: 

Puede (no tiene que) hacerse política dentro de las universidades; pero la actividad 

política en la universidad no sólo debe estar estrictamente subordinada a su misión 

académica, científica y cultural, sino que en ningún momento la puede obstruir, estorbar, 

o, si prefieren ðpara que quede claro de qué estoy hablandoð bloquear. 

En la Universidad Nacional de Colombia hizo carrera en un tiempo la visión de que ella 

era un fiel reflejo de los conflictos más cruciales de nuestra sociedad y que por eso era 

una institución tan complicada y tan difícil de manejar. Esa visión ðque aún goza de 

cierta aceptaciónð tiene una fuerte coloración fatalista. Me opongo a ella: la 

Universidad Nacional no puede ser el reflejo de los conflictos de nuestra sociedad, y 

debe constantemente esforzarse por no serlo. La Universidad Nacional, como institución 

académica y científica, dedicada, entre otros, al estudio de nuestra sociedad, debe ser un 

modelo normativo e inteligente para un país desbaratado por el crimen y la violencia 

(Hoyos, 2008, pp. 37-38). 

Aunque la adopción de escenarios políticos, entre ellos los democráticos, se considere un 

riesgo para la universidad, la alternativa no es abortar de tajo la existencia de una esfera 

civil en la universidad, sino reformularla según criterios universitarios.  

 

No se trata, por supuesto, de imaginar a la universidad dentro de una cámara de vacío 

donde lo político, inexistente, no llegue a tocarla. Se trata más bien de afirmar el 

principio de que las relaciones política-universidad, las definiciones de sus términos, sus 

alcances prácticos, son funciones del claustro como centro productor de conocimientos 
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sobre sí mismo y sobre la sociedad, y no imposiciones táctico-estratégicas de una línea 

ideológica particular (Ramírez Tobón, 22 de septiembre de 1991). 

 

No estoy conforme con que se utilice la cátedra, o el campus universitario, para 

manifestar pol²ticamente [un posici·n] (é), como no sea dentro de un marco acad®mico 

y plural y ajeno a la contienda directa por el poder (Hoyos, 2008, p. 39). 

El libreto de la cualificación supone, en suma, la existencia de una ñcivilidad universitariaò 

que es de un rango superior a la civilidad convencional. Cuando defiende la idea de una 

universidad ñapol²ticaò, no est§ proponiendo una universidad ñsin pol²ticaò, ni tampoco a 

una universidad con una ñpol²tica no civilò, sino una universidad con una pol²tica ñm§s que 

civilò. Valores civiles como el pluralismo, la tolerancia, el respeto a la diferencia contin¼an 

siendo referentes nucleares para su concepción normativa de universidad, pero no son 

suficientes para considerarse legítimamente universitarios, salvo que sean sometidos a un 

rigorismo ulterior extraído de la práctica académica. 
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CAPÍTULO 7 ï EVOLUCIÓN DE LA RESISTENCIA CIVIL A LA VIOLENCIA 

EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA  

En contravía de ciertas interpretaciones, la trayectoria de la Universidad Nacional de 

Colombia es un ejemplo de cómo la institución universitaria tiende a sostener una cierta 

vitalidad democrática aún en condiciones sociales altamente adversas. Mi premisa es que 

entre más robusta sea la vida democrática en el campus, mayor probabilidad habrá de que 

aparezcan expresiones de resistencia civil a la violencia revolucionaria. En este capítulo 

reconstruyo las expresiones de resistencia civil que la violencia revolucionaria ha suscitado 

en la comunidad universitaria de la Nacional en las últimas seis décadas, a fin de mostrar 

que esta clase de manifestaciones fueron persistentes y diversas a lo largo de la historia. Por 

razones meramente expositivas, divido la reconstrucción en dos períodos: de 1961 a 1989 y 

de 1990 a 2018. 

Intentaré, ahora bien, ir un paso más allá, planteando que no todas las acciones de 

resistencia han sido igual de eficaces, y que en parte ello se explica por razones culturales.  

Como vimos en el capítulo anterior, la resistencia civil a la violencia puede estructurarse a 

partir del libreto de la legitimidad o a partir del libreto de la cualificación. Cuando la 

acción de resistencia se basa en el libreto de la legitimidad, su lógica discursiva consiste en 

presentar a la violencia revolucionaria como un fenómeno reducido, marginal, que no 

representa las aspiraciones generales de la comunidad universitaria. Su fin es denunciar, 

entonces, la falta de legitimidad que tienen los militantes revolucionarios en el campus, 

neutralizando así sus esfuerzos por definir simbólicamente a la universidad como una 

institución revolucionaria. 

Encaminada a subrayar el carácter minoritario de los violentos, empero, este tipo de 

resistencia civil no pone en tensión la identidad colectiva de los militantes revolucionarios 

en tanto vanguardia intelectual y, en consecuencia, su capacidad para afectar los procesos 

de auto-legitimación del discurso revolucionario es exigua. Mi hipótesis es que, en realidad, 

las resistencias basadas en el libreto de la legitimidad se dirigen sobre todo a audiencias 

externas a la universidad, ante las cuales se busca reivindicar la naturaleza civil de la 

institución. 

Las acciones de resistencia civil estructuradas a partir del libreto de la cualificación operan 



  

188 
 

con otra lógica discursiva. Su fin es presentar a la violencia revolucionaria como una 

práctica que no cumple los estándares de calidad del discurso público propios de una 

institución académica. No pretenden impugnar directamente la legitimidad de los actores 

revolucionarios en la universidad, sino solo sus competencias comunicativas. Antes que 

expresar que los activistas revolucionarios no tienen el derecho a hablar en nombre de la 

universidad, formulan que estos no han hecho méritos suficientes para ser escuchados. Bajo 

el supuesto de que la verdadera vanguardia intelectual es la que sigue las pautas de 

cualificación académica, estas resistencias sí buscan erosionar los procesos de auto-

legitimación del discurso revolucionario, al impugnar la identificación, que los actores 

revolucionarios proyectan de sí mismos, en tanto expresión intelectual vanguardista. En 

consecuencia, postulo que estas resistencias son más eficaces para contaminar 

simbólicamente la identidad colectiva de los violentos, no a ojos ya de audiencias externas 

sino de los propios militantes revolucionarios. 

 

7.1 ï Las primeras resistencias (1961-1989) 

 

La resistencia civil a la violencia en la Universidad Nacional nació casi en simultáneo con 

la propia violencia revolucionaria. Ya en junio de 1961, una protesta estudiantil que 

terminó en pedreas contra el edificio de El Tiempo, desencadenó comunicado público por 

parte de la FEC rechazando los ataques al diario, ñaltiva tribuna de la prensa colombiana, 

que ha sido noble servidora de la causa estudiantilò, reproch§ndolos como actos ñcontrarios 

al esp²ritu universitario y a los poblemas del movimiento estudiantil en el pa²sò (El Tiempo, 

5 de junio de 1961). También el Comité Nacional de Huelga formado entonces emitió un 

mensaje en el que atribu²a los hechos de violencia a ñun grupo de saboteadores y 

anarquistas encargados de desacreditar el movimiento estudiantilò (El Tiempo, 3 de junio 

de 1961). Lo propio hizo el CSE, cuyo presidente era Germán Villalobos, afirmando que  

en la manifestación realizada en el día de ayer por varias universidades sucedieron actos 

violentos (é) [que son] incompatibles con el pensamiento de este Consejo y que en 

ning¼n caso fueron autorizados (é). Tanto los miembros del Consejo Superior presentes 

en la manifestación como la guardia estudiantil nombrada hicieron todo lo posible para 
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controlar dicho acto, objetivo que fue f²sicamente imposible de realizarò (Aguilera, 

2002, p. 231).  

A su tanto, un grupo autodenominado Movimiento de Restauración Estudiantil, 

posiblemente de orientación conservadora, cuestionó los hechos violentos, protagonizados 

por lo que denomin· ñelementos de turbia trayectoriaò (pp. 274-275). 

El 6 de junio de 1962, una marcha estudiantil en el centro de Bogotá había terminado en 

pedrea contra El Tiempo, entre otros objetivos como el Palacio Cardenalicio y el Capitolio 

Nacional. Al día siguiente, el Consejo Académico emitió el Acta número 27, en la que 

prohibía las huelgas so pena de cancelar los cursos, y decidió suspender la Semana 

Universitaria (pp. 246-247). Además, autorizó al rector Arturo Ramírez Montúfar a 

expulsar a los estudiantes María Arango y Jaime Pardo Leal, militantes de la JUCO, por 

promover constantes ñdes·rdenes que han perturbado gravemente la normalidad 

universitariaò, y a los redactores de Bisturí Julio César Cortés, Guido Lastra, Hermías Ruiz 

y Gabriel Guerrero, argumentando que en sus páginas se habían reivindicado los ataques a 

El Tiempo (Ruiz, 2002, pp. 132-133). El 8 de junio, el rector enfocaba metafóricamente a 

los protagonistas de los des·rdenes como elementos ñcontaminantesò de una comunidad 

universitaria entendida, desde una óptica patrimonialista, como cuerpo orgánico: 

los hechos abominables del miércoles pasado deben ser un aviso apremiante para evitar 

la contaminación de elementos disolventes, a quienes nada importa el futuro de nuestra 

Universidad. Recordemos que nuestros mártires no cayeron con la piedra o la tea 

incendiaria en la mano, sino poniendo el pecho descubierto a las balas, sin más armas 

que su entusiasmo y su fe en el porvenir de sus compañeros del futuro (Aguilera, 2002, 

p. 237). 

Un numeroso grupo de docentes de Derecho, entre quienes estaban Adán Arriaga, 

Leopoldo Uprimny, Emilio Robledo y Fernando Hinestrosa, emitió su propia comunicación 

declarando su respaldo a las medidas disciplinarias adoptadas:  

los suscritos profesores (é) expresan p¼blicamente el acatamiento a las decisiones 

adoptadas por el Consejo Académico con motivo de hechos censurables cuya 

responsabilidad se está investigando, y su respaldo a las autoridades estatutarias de la 
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institución en cuanto tienda al restablecimiento de la disciplina, a la elevación del nivel 

científico y a la preservación de la autonomía de la universidad (Aguilera, 2002, pp. 

249-250). 

Cuando el 13 de junio las autoridades universitarias hicieron efectivas las sanciones, los 

estudiantes convocaron un paro indefinido de actividades, bloqueando edificios y 

reclamando el reintegro de los expulsados y la renuncia de Ramírez Montúfar. Durante un 

mitin realizado en la Cafetería con una concurrencia de 1.200 alumnos, María Arango 

proclam·, en medio de aplausos, ñel a¶o pasado ech® piedra contra El Tiempo, y si vuelve 

a pasar le vuelvo a echarò (Aguilera, 2002, p. 255), en tanto que Guido G·mez se justific· 

por haber lanzado formol en algunas aulas: ñ[lo hice] con el fin de conservar fresco el 

cerebro de los que no quer²an entrar en la huelgaò (pp. 257-258). La respuesta fue 

incorporar los nombres de Guido Gómez, Joaquín Ramón Gómez, Lesby Ramos y Mary 

Romano a la lista de expulsados (p. 251). El 16 de junio las directivas anunciaron la 

suspensión de las actividades hasta el 20 de agosto (p. 261), tras lo cual, 4 días después, el 

CSE levantó la huelga, solicitando al rector reanudar las actividades académicas (p. 273). 

Sin embargo, las directivas argumentaron que el tiempo perdido imponía la pérdida del año 

lectivo (p. 291).  

Este contexto representó la primera acción de resistencia civil de envergadura en la historia 

de la Universidad Nacional. En dicha oportunidad, los sectores democráticos se vieron 

obligados a afrontar un delicado ejercicio de doble distanciamiento: respecto al discurso de 

la hacienda y respecto al discurso revolucionario. Estaba claro que la violencia del 

movimiento estudiantil revolucionario debía ser objetada como un acto anti-democrático, 

pero, al mismo tiempo, se hacía preciso oponerse a la respuesta represiva de las autoridades 

universitarias. Como los objetos de las primeras medidas disciplinarias no eran los autores 

ciertos de los hechos de violencia, sino las figuras más visibles de la izquierda estudiantil, 

desde un punto de vista civil (que considera ilegítima la infracción de la ley mas no la 

disidencia política) resultaban tan inaceptables estas sanciones como la acción violenta.  

Así, el 11 de junio fue publicada una carta, escrita por el profesor de Sociología y capellán 

de la Universidad, Camilo Torres Restrepo, a nombre del Consejo Directivo de la Facultad 

de Sociología y firmada además por Orlando Fals Borda, Andrew Pierce (docentes de 
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Sociología), Guillermo Varela (representante de los estudiantes) y Héctor Gómez Aponte 

(secretario). En la carta se defendía la politización estudiantil mientras se solicitaba a las 

directivas universitarias que los castigos impuestos se surtieran ñuna vez que se hayan 

investigado y demostrado con plena justicia en cada casoò, pues ñno es posible aceptar o 

ejercer ninguna forma de discriminación contra estudiantes o profesores en virtud de sus 

posiciones ideológicas, lo cual iría contra la misma esencia de la Universidadò (pp. 240-

241). Siguiendo el libreto de la cualificación, el comunicado sostenía sobre los episodios 

de violencia estudiantil: 

alabamos el interés de los estudiantes en resolver concienzuda y constructivamente los 

problemas nacionales. Deploraríamos, sin embargo, la intromisión del cuerpo estudiantil 

en el caso de que sea inmadura, en compromisos y organizaciones políticas y, en todo 

caso, en aquellas que imponen el ejercicio de un proselitismo subrepticio cuando existan 

otros canales institucionales apropiados y (o) la defensa de dogmas en el campo 

socioecon·mico (é). Tal intromisi·n inmadura es nociva al esp²ritu de objetividad en la 

investigaci·n cient²fica que la Facultad trata de inculcar (é). Estas actividades pol²ticas 

inmaduras falsearían dentro de la opinión pública el concepto auténtico de la 

constructiva formación científica que pretende dar la Facultad (p. 240). 

Cuando se anunció la suspensión de actividades académicas, Torres, junto a otros 

profesores como Jorge Vergara Delgado, Raúl Paredes Manrique, Augusto Corredor Arjona 

(de Medicina) y Tomás Ducay (de Filosofía), dirigió al CSE una nueva comunicación:  

con el ánimo de propiciar una solución justa y universitaria de los problemas que 

actualmente pesan sobre nuestra institución, hemos creído que la manera más eficaz de 

lograr estos fines es la de que ustedes, siguiendo la tradición inteligente y caballerosa del 

universitario colombiano, hagan un llamamiento a los estudiantes para que se 

normalicen las tareas docentes. Esperamos fundadamente que en un clima de serenidad 

los propósitos que nos han animado en nuestras gestiones podrán realizarse 

satisfactoriamente y así conseguir una cuidadosa reconsideración de las sanciones 

aplicadas a los estudiantes, poniendo a salvo en todo caso la honesta libertad de 

expresión que es un derecho fundamental en la universidad y que de ninguna manera 

puede ser limitado (p. 263). 
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Es interesante observar cómo, en estos años, una respuesta civil a la violencia 

revolucionaria podía ser fuertemente hostilizada, ante todo, por los sectores patrimonialistas 

presentes en la Universidad. Crispadas por las intervenciones de la Facultad de Sociología, 

en una reunión del Consejo Académico el decano de dicha unidad académica, Orlando Fals 

Borda, fue atacado por sus creencias religiosas protestantes y se le acusó de desacatar la 

autoridad del rector (Fals Borda, 19 de junio de 1962). Entretanto, el 18 de junio el cardenal 

Luis Concha Córdoba le ordenaba al cura Camilo Torres (quien se desempeñaba como 

capellán y docente) retirarse ñdefinitivamenteò de la Universidad ñen vista de los ¼ltimos 

acontecimientosò (Concha C·rdoba, 18 de junio de 1962). Acatando la orden, al d²a 

siguiente Torres presentó su renuncia a la Universidad (Aguilera, 2002, p. 267). 

Posteriormente, las directivas universitarias se valieron de una medida originada en la Junta 

Militar para suprimir la representación estudiantil y llegaron incluso a plantearse la 

posibilidad de cerrar la Facultad de Sociología. Con la llegada a la presidencia del 

conservador Guillermo León Valencia (1962-1966), una comisión parlamentaria, junto con 

el ministro de Educación Pedro Gómez Valderrama, se apersonó del conflicto universitario, 

propiciando la salida de Ramírez Montúfar, el reintegro de los expulsados, la autorización 

al funcionamiento de la representación estudiantil, y evitando el cierre de la Facultad de 

Sociología. Torres, por su parte, consiguió un permiso del cardenal para dictar su cátedra 

docente y, por un tiempo más, siguió siendo cercano a la Universidad Nacional y a la 

sociología, llegando incluso a presidir, por ejemplo, el Primer Congreso Nacional de 

Sociología en 1963 (Leal, 1984, p. 176; El Espacio, 12 de abril de 1966; Jaramillo, 2018, 

pp. 168-169).   

Esta no fue la única vez que Sociología participó en un acto de resistencia civil a la 

violencia revolucionaria. Años después, tras la asonada del 24 de octubre de 1966 contra el 

presidente Lleras Restrepo, el todavía profesor Orlando Fals Borda dirigía desde Nueva 

York una carta pública a los estudiantes:  

debo dirigirme a ustedes, y a la opinión pública en general, para desenmascarar la 

insidiosa campaña que algunos grupos y personas han vuelto a desencadenar contra la 

sociología como ciencia y profesión, ciencia que les perturba porque destruye con 

hechos y datos su visi·n acomodaticia y ego²sta de la realidad nacional (é). Es cierto 
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que los actos violentos han creado una imagen distorsionada de la universidad, 

debilitando a las fuerzas progresistas que desean y buscan que ella sea moderna, libre y 

creadora. Esta es una de las razones por las cuales es condenable la pedrea al señor 

Presidente de la República ïaporte de las otras razones que son de igual o mayor 

importanciaï lo que motivó la entrada de la fuerza pública a los predios universitarios. 

Esta actitud condenatoria de la violencia no es nueva en nuestro grupo. Ello consta por 

hechos anteriores similares en los cuales intervine personalmente para aplacar sus 

efectos, haciendo público mi rechazo. En una atmósfera pugnaz no es posible el trabajo 

universitario, y se echan a pique todos los esfuerzos que llevan años realizar, para llegar 

a las metas de reforma que todos valoramos (Fals Borda, 14 de noviembre de 1966). 

Sin embargo, durante este período las iniciativas más importantes de resistencia civil a la 

violencia en la Universidad Nacional se basaron en el libreto de la legitimidad. Por 

ejemplo, en octubre de 1963, en el contexto de un paro convocado por el CSE de la 

Universidad Nacional en protesta por la expulsión de Guido Gómez y Carlos Pantoja, un 

grupo de estudiantes adverso a la huelga emitió un comunicado (cuya firma no reseña la 

prensa) en el que denunciaba del siguiente modo cómo había transcurrido una asamblea de 

consejos estudiantiles en la Universidad Nacional: 

Un fuerte grupo de estudiantes protestó por la forma como [Julio César] Cortés pretendía 

dirigir el debate, a lo cual replicaron los extremistas lanzando gritos y consignas de 

estereotipado estilo comunista, ante su manifiesta minoría. En un ambiente hostil siguió 

el desarrollo de la sesión. El estudiante consiliario rindió un informe sobre la situación 

actual, pero los extremistas querían acción directa ante las expulsiones, ahogando en 

veces la voz de su representante ante la máxima autoridad universitaria. Ante la actitud 

decidida de los representantes, quienes acatando la voluntad de los estudiantes se 

oponían a cualquier movimiento huelguístico, los extremistas optaron por retirarse de la 

sesión, arrojando formol en la sala y ahondando con su actitud la división latente que 

entre el estudiantado se observaba con motivo de las expulsiones decretadas por el 

Consejo Académico el 17 del mes pasado (El Tiempo, 5 de octubre de 1963). 

A finales de los sesenta fue formada la colectividad de los ñestudiantes dem·cratasò. Este 

fue el grupo que, en mayo de 1969, estuvo detrás de la organización de la conferencia del 
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político conservador Belisario Betancur, que terminó en disturbios. Sin embargo, su 

actividad más destacada ocurrió en 1971. Aunque existe un relativo consenso en cuanto a 

que el movimiento estudiantil de 1971 ha sido el más grande y multitudinario en la historia 

de Colombia, con poca frecuencia se menciona que se trató de un fenómeno controversial, 

que despertó entre la comunidad universitaria importantes resistencias. La más significativa 

nació cuando los estudiantes Argemiro Vargas Colonia y César García Álvarez, del 9 al 11 

de julio de 1971, organizaron en la Universidad del Valle, en Cali, el Congreso Nacional de 

Estudiantes Demócratas, que reunió a unos 1000 estudiantes y que dio origen a la 

Federación de Estudiantes Demócratas FED. Dicho Congreso estuvo precedido por una 

etapa de agitación que incluyó apariciones de Vargas Colonia en campañas televisivas 

(Amézquita et al, 1971, p. 27). Inscritos en el libreto de la legitimidad, los estudiantes 

ñdem·cratasò se propon²an enfrentar las posiciones revolucionarias que dominaban el 

movimiento estudiantil articulando, a través de una organización de alcance nacional, a las 

ñmayor²as silenciosasò de todas las universidades.  

 

La FED proclamó para sí un carácter amplio y policlasista (p. 29), declarándose anti-

imperialista, pacifista y ñapol²ticaò: 

 

creemos que la violencia como medio de cambio social traerá la destrucción de lo 

positivo ya adquirido y solo dejará una nación para volver a comenzar (é). 

Establecemos como único método humano de cambio el de la acción pacífica, 

constructivo, ordenado y human²stico (é). 

Ninguna tendencia política debe tomar la Universidad como estructura de poder para 

satisfacer intereses proselitistas (é). Ninguna universidad debe convertirse en 

institución de línea, que excluya a quienes piensen en forma diferente al sector 

preponderante de la Universidad misma (citado en El Tiempo, 12 de julio de 1971). 

 

Asimismo, la FED se declaraba anticomunista. En sus principios fundacionales declaraba 

ñno acepta[r] en el campo ideol·gico el comunismo como soluci·n a la problem§tica 
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colombianaò. Cuando en septiembre de 1971 el movimiento estudiantil revolucionario 

expulsó del campus al rector Santiago Fonseca, un comunicado publicado por ñestudiantes 

dem·cratasò reprochaba los actos de violencia agitando resueltamente la bandera 

anticomunista: 

  

Los comunistas de la línea Pekín y los orientados por Moscú, están unidos y plenamente 

identificados en su empeño de lograr la paralización de la Nacional (...). Por lo menos 

cincuenta y cinco profesores de los que actualmente prestan sus servicios a diferentes 

niveles en la Universidad Nacional son egresados de la Universidad Patricio Lumumba
16

 

o han figurado como ñinvitadosò a la URSS en diversas ocasiones, o recibido 

adiestramiento político en otros centros docentes de la Unión Soviética. Otros, en 

número también apreciable, han sido huéspedes de Corea del Norte, Vietnam y China 

Roja y entre los compromisos adquiridos con los gobiernos de estos países, figura, en 

primer t®rmino, el de agitar las banderas del ñanti imperialismo yanquiò, trabajar por la 

uni·n de las fuerzas ñprogresistasò de la izquierda, seleccionar a los estudiantes que 

deben ser adiestrados en el exterior y respaldar unilateralmente los motines, desórdenes 

y movimientos insurgentes que surjan en el claustro universitario (El Tiempo, 24 de 

septiembre de 1971). 

 

En su trayectoria, la FED enfrentó varias dificultades. En primer lugar, tuvo un éxito 

limitado afrontando el problema del doble distanciamiento. Debido a que en el contexto 

colombiano el anti-comunismo ha estado más asociado al patrimonialismo conservador que 

al civilismo democrático, la FED fue reiteradamente enmarcada, y desde sectores diversos, 

como una expresión del discurso de la hacienda. Un periodista de El Tiempo, que miraba 

con simpatía la conformación de la FED, narraba que el mismo día de su nacimiento 

ñflotaron [en su interior] actitudes divisionistas, empe¶adas en llevar la ideología a la 

extrema derecha o a una actitud moderadaò (El Tiempo, 12 de julio de 1971). La misma 

actitud pública en ocasiones beligerante de los voceros de la FED podía sembrar dudas 

 

16 
 Universidad fundada en 1960 por la URSS. En 1992 cambió su nombre por Universidad 

Rusa de la Amistad de los Pueblos RUDN. 
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sobre sus intenciones civiles. Por ejemplo, durante la convocatoria al Congreso, uno de sus 

promotores afirm· p¼blicamente que ñal di§logo responderemos con di§logo y a la 

violencia con violenciaò (Am®zquita et al., 1971, p. 30). El 2 de julio de 1971, cuando 

estaba en curso la convocatoria al Congreso de Estudiantes Demócratas, una ñCarta abierta 

a los directivos ejecutivos de la ódemocraciaô estudiantilò, publicada por estudiantes presos 

en la Cárcel Modelo de Barranquilla
17
, subrayaba el ñtremendo y atrevido nexo que hemos 

encontrado entre ustedes y Hitlerò (Amézquita et al., 1971, p. 29). 

 

A lo anterior se sumaba que, a pesar de declarar su autonomía frente al gobierno, un 

examen superficial de la composición del Congreso sugería fácilmente cierta convergencia 

de intereses con organismos gubernamentales. Uno de los invitados al Congreso, en calidad 

de conferencista, fue Juan Francisco Villareal, funcionario del Instituto Colombiano para la 

Evaluación de la Educación ICFES
18

 (Cote, 2009, pp. 434-435), cuyo texto ñCausas y 

consecuencias de los paros universitariosò fue le²do durante la apertura del evento. Esto 

podría explicar por qué para el historiador Jorge Alberto Cote, la FED era simplemente una 

organización creada por el gobierno (p. 436), misma posición defendida fervientemente por 

el movimiento estudiantil revolucionario. En la citada carta de los estudiantes 

revolucionarios presos, se atribu²a a los ñestudiantes dem·cratasò un 

 

significativo papel [en la pol²tica gubernamental] hablando por las ómayor²as 

silenciosasô y moviliz§ndose por los óinm·vilesô, al lado del allanamiento, cierre y 

clausura de las Universidades, de la masacre y encarcelamiento de los estudiantes, de la 

imposición vertical de la negativa reforma de Pastrana y Galán, de la persecución y 

macartismo ideológico al movimiento a través de la gran prensa (p. 27). (é) Ya alguien 

hab²a anotado en nuestro rico y agudo folclor: óDios los crea y ellos se juntanô, si no, àa 

qué se deben las amplias garantías gubernamentales a estos MESÍAS del orden 

 

17 
 Firmada por: Ernesto Amézquita, Ricardo Sánchez, Eduardo Barragán, Moritz Ackerman, 

Carlos Jiménez, Lisandro Navia, José Tomás Jiménez, Rafael Quintero, Sergio Pulgarín, Edgar 

Viana, Alberto Aguirre y Gustavo Adolfo Viva. 
18 

 Otros invitados fueron Sanín Echeverri, entonces presidente de la Asociación Colombiana 

de Universidades, y los rectores Juan Arango de la Universidad de Cartagena y Pablo Oliveros de la 

Universidad Tecnológica de Pereira. 
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universitario y de la paz estudiantil? (p. 29) 

Otra de las dificultades que enfrentó la FED fue la insuficiencia del libreto de la 

legitimidad para articular una resistencia eficaz a la violencia. Buscando erigirse 

simb·licamente como los voceros de las ñmayor²as silenciosasò, una de las iniciativas m§s 

significativas de la FED fue participar en las elecciones del cogobierno en la Universidad 

Nacional, inscribiendo como candidato, por la lista número 4, al estudiante de Ingeniería 

Agr·noma Fernando Franco. Desde la perspectiva de la JUCO: ñla derecha present· su 

propia posici·n, sin programa ni ideas, a trav®s de la plancha 4ò (Voz Proletaria, 18 de 

noviembre de 1971). Desde el relato de la prensa,  

hacia los lados de Ingenier²a dominaban las consignas de la lista cuatro. Dec²an: ócontra 

el anarquismo y el programa m²nimo; (é) ópor una Universidad abierta y con 

normalidad acad®micaô; óhacia una verdadera reforma universitariaô; ócontra el grupismo 

extremistaô (El Espectador, 17 de noviembre de 1971).  

Como sabemos, tal iniciativa naufragó. En las elecciones del 16 de noviembre de 1971 el 

candidato de la FED quedó en tercer lugar, con 955 votos, muy cerca de la lista de la JUCO 

(989 votos), pero ampliamente vencida por la ñLista ¼nica de comit®s de baseò, de la JUPA 

(4.364 votos). Tras la jornada electoral, los ñdirigentes del FEDò declararon triunfalmente 

que los resultados ñcomprueba[n] que el Frente Democr§tico s² existe y no es tan reducido 

como se piensaò (El Espectador, 18 de noviembre de 1971). Sin embargo, una derrota 

electoral ante un movimiento revolucionario significaba un revés inapelable desde el libreto 

de la legitimidad. Entendiéndolo así, el periódico Tribuna Roja, órgano del MOIR, 

reseñaba los resultados del siguiente modo:  

Las elecciones estudiantiles efectuadas el 16 de noviembre pasado en la Universidad 

Nacional de Colombia terminaron con un espléndido triunfo del estudiantado 

colombiano y de la causa revolucionaria. Por aplastante mayoría, la lista de los Comités 

de Base, integrada por los compañeros Uriel Ramírez y Carlos F. Simancas como 

principales y Juan J. Arango y José J. Rudas como suplentes, obtuvieron los dos puestos 

del estudiantado en el consejo universitario. En las elecciones las masas reconocieron de 

manera inapelable que la orientación trazada, la lucha desplegada sin descanso y el 

trabajo paciente y constructivo de la Juventud Patriótica (JUPA), fueron revolucionarios 
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y acertados.  

Sin ningún piso han quedado las lamentaciones de los oportunistas. La llamada 

Federación de Estudiantes Demócratas (FED), de orientación derechista, y la Juventud 

Comunista (JUCO), organización del Partido Comunista revisionista, pregonaron 

siempre de muy común acuerdo que el movimiento estudiantil no tenía una base 

democrática y que la dirección del movimiento era una usurpación a la voluntad 

mayoritaria del estudiantado. ñDemocraticemos el movimientoò, ha sido la consigna 

central de estas dos siniestras fuerzas. La explicación del gobierno sobre el poderoso 

auge de la lucha estudiantil fue también la misma: minorías exaltadas y anárquicas 

asaltaron la buena fe de las ñmayor²as silenciosasò. Argumentos parecidos esgrimen en 

todos los tiempos las clases y corrientes reaccionarias cuando sufren el repudio de las 

masas. Los estudiantes echaron a la caneca de la basura todas estas calumnias contra la 

dirección del movimiento (Tribuna Roja, noviembre de 1971). 

Antes de desaparecer, la FED participó, junto con estudiantes y profesores de diferentes 

tendencias políticas (civiles y revolucionarias), en un último episodio de resistencia contra 

la violencia, durante la instalación del cogobierno universitario, cuando un grupo de 

militantes revolucionarios intentó sabotear violentamente el evento, entre otras, prendiendo 

fuego al carro del ministro Galán. Volvamos al relato de El Espectador: 

Varios profesores intervinieron para pedir cordura. Los anarquistas expresaban: óNo 

queremos 2070. No queremos bendiciones del Gobierno opresor. Hoy ha venido a 

provocarnosô. Varios de los estudiantes que se empe¶aban en impedir la destrucci·n del 

carro oficial, respond²an: óáas² no se hace la revoluci·n! áEl Gobierno ha venido a 

ponernos la cascarita! Quiere que caigamos en el anzueloé La protesta tenemos que 

hacerla con actos pol²ticos y persuasivosô. Otros sectores gritaban: óqueremos clases. No 

m§s desorden. Defendamos la Universidadò. Los anarquistas replicaban: óáfuera los de la 

FED! ¡Fuera los hijos de papi! ¡Mueran los mamertos de la Universidad!ô (é) 

A las diez de la mañana, cuando el forcejeo entre los grupos estudiantiles llegaba a su 

punto máximo, quince extremistas subieron nuevamente al Salón del Consejo Superior 

con intenciones de sacar al ministro a empellones para obligarlo a que afrontara un 

juicio público. Los cabecillas quisieron derribar la puerta, pero fueron repelidos por los 
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estudiantes de izquierda moderada y por varios profesores entre quienes se encontraba el 

doctor Ricardo Velázquez, exdirector de arquitectura. 

El doctor Vel§zquez explic· que óestos m®todos no son admisibles en la Universidad, 

pues no podemos permitir que la violencia y la fuerza sean los únicos medios de 

expresi·n en ellaô. óQueremos un cambio provocado por la presi·n de los hechos y no 

por los disturbiosô, repet²a Ricardo Vel§zquez en su enfrentamiento con los anarquistas 

(El Espectador, 27 de noviembre de 1971). 

En octubre de 1976, desórdenes ocurridos en las residencias estudiantiles desencadenaron 

la militarización de la Universidad Nacional, durante la cual estas fueron allanadas y 

desalojadas. Debido a que la medida no había sido consultada con las autoridades 

académicas, todo el equipo rectoral optó por renunciar en protesta. A su tanto, el Consejo 

Acad®mico lament· que ante los ñbrotes an§rquicosò que afectaban ñel normal 

funcionamiento de las residenciasò no se permitiera a la Universidad implementar 

ñsoluciones universitariasò (El Tiempo, 17, 19 y 20 de octubre de 1976). Posteriormente, 

cuando, tras 26 días de cierre, un grupo de estudiantes trató de sabotear a la fuerza la 

realización de los exámenes finales, se suscitaron toda clase de oposiciones entre la 

comunidad universitaria, entre las que cabe contar el acordonamiento de los edificios de la 

Universidad por parte de un grupo de profesores tomados de las manos. En esta coyuntura, 

las manifestaciones de resistencia fueron respondidas violentamente: una asamblea 

estudiantil terminó en golpes y al menos tres docentes de Matemáticas fueron físicamente 

agredidos por el movimiento estudiantil (Consejo Académico, 19 de noviembre de 1976; El 

Tiempo, 23 de noviembre de 1976).  

En 1981, en un momento en que se intensificaba la ofensiva revolucionaria sobre la vida 

democrática en la Universidad, los mecanismos de autoprotección de la esfera civil 

universitaria empezaron a encenderse. En noviembre de 1981, el recientemente conformado 

Comité Amplio de Profesores CAP convocó un Encuentro de Profesores bajo el lema era 

ñpor una universidad abierta y deliberanteò. Durante el acto de instalaci·n, el filósofo 

Guillermo Hoyos hizo una descripción de la crisis experimentada entonces por la Nacional: 

Los ataques públicos inexplicables de algunos representantes del Gobierno y de la clase 

política, los cierres indefinidos injustificados que van agravando las amenazas frecuentes 
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de cerrarla definitivmente, la política mezquina y chantajista de la asignación 

presupuestal (é). Como si esto fuera poco el Gobierno y sus fuerzas armadas han 

conculcado la autonomía y la dignidad de la universidad pública, ocupándola 

brutalmente (é). A esto habr²a que a¶adir la historia todav²a no olvidada de agitaciones 

estudiantiles promovidas por sectores minoritarios y extremistas que confundieron en el 

pasado el debate ideológico y crítico, cuyo espacio es la universidad, con la agresión 

directa que termina por anular ese mismo espacio y desmoviliza a un estudiantado 

consciente, responsable y capaz de asumir, si no se lo reprime, su propia organización 

para bien de la universidad y del país (Hoyos, 1981, pp. 20-21). 

Dos años después, a comienzos de mayo, fue organizado el II Congreso de Profesores de la 

Universidad Nacional de Colombia, convocado por el CAP, el Comité ASPU-UN y el 

Consejo de Representantes Profesorales a Consejos Directivos, contando con el apoyo del 

ICFES. El lema esta vez fue: ñpor la universidad p¼blica que Colombia reclamaò. 

Nuevamente, el acto de inauguración estuvo a cargo de Hoyos, quien expresaba: 

En el pasado se dio un proceso de aislamiento con respecto a la actualidad nacional: la 

autonomía, característica esencial de la Universidad Pública, fue seudointerpretada como 

extraterritorialidad; por otra parte la necesidad de un compromiso de la Universidad con 

los problemas nacionales fue entendida apresuradamente como exigencia de una 

Universidad militante (Hoyos, 1983, p. 30). 

Este ímpetu democratizador debió enfrentar no solo el rechazo de los militantes 

revolucionarios, sino también la desconfianza de quienes insistían en interpretar la crisis 

universitaria desde un discurso conservador-patrimonialista: 

Existe (é) una franja del profesorado que mira con desv²o el proceso que ha llevado a 

sus colegas a desempeñar por propia inspiración un papel más activo en relación con la 

marcha de la Universidad y con sus conflictos. Por regla general son los mismos que 

identifican la labor directiva con el ejercicio invariable del principio de autoridad y, en 

consonancia con ello, ven el diálogo y el concierto e opiniones como claras muestras de 

debilidad y claudicación (Comité Amplio, Comité de Representantes de los Profesores, 

Comité ASPU-UN, 1983, p. 10) 
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De cualquier modo, a finales de 1983 estos sectores democráticos en reconstrucción se 

expresaron públicamente con contundencia. El viernes 7 de octubre de ese año, como ya he 

contado, hubo violentos choques entre estudiantes y policía, que dejaron heridos en ambos 

bandos y muerto al estudiante de Artes Yesid González Perales. En reacción, un grupo de 

estudiantes de Diseño ofició un entierro simbólico de la piedra en la Universidad, bajo la 

consigna ñD®mosle la mano a la Universidadò (Gui·n, octubre de 1983a): 

 

 

Ilustración 27 ï  Entierro de la piedra en la UN (fuente: Guión, octubre de 1983a) 

 

Días después, el martes 11 de octubre, por iniciativa de los representantes profesorales, 

liderados por Guillermo Hoyos, y con el apoyo del rector, ASPU y el CAP, se convocó una 

marcha pac²fica en la Ciudad Universitaria, cuya consigna fue: ñno a la violencia, s² a la 

universidadò (El Espectador, 12 de octubre de 1983b). Compuesta por estudiantes, 

profesores, directivas y trabajadores, el diario El Tiempo calculó en 15.000 el número de 

asistentes (El Tiempo, 12 de octubre de 1983). La marcha se concentró en la plaza central, 

donde tuvo lugar un foro abierto en el que ñse esgrimieron consignas de muy diversos 

matices pol²ticosò (De Frente, 20 de octubre de 1983). El evento fue tan impactante y en 

cierto modo tan sorpresivo que el periódico De Frente seguía afirmando, una semana 

despu®s: ñla fuerza de estos acontecimientos a¼n se siente. Quiz§s la instituci·n no asimila 

todav²a su significado. Tampoco el pa²sò. 
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Ilustración 28 ï Marcha contra la violencia en la UN (fuente: El Siglo, 12 de octubre de 1983) 

 

 

Ilustración 29 ï Marcha contra la violencia UN (fuente: El Tiempo, 12 de octubre de 1983) 

 

 










































































































